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PRÓLOGO 

El Instituto Andaluz de Administración Pública tiene entre sus objetivos, 
uno primordial, el conseguir que la Administración Pública sea ágil, eficaz y efi­
ciente para lograr que los ciudadanos andaluces tengan unos servicios públicos que 
satisfagan todas sus necesidades. Para ello, entre otros cursos de formación dirigidos 

a la misma, viene convocando los Títulos de Experto y Máster en 
Administración Pública de los que me precio en ser profesor y su Director. 

Estos dos cursos son impartidos por catedráticos y personalidades prominentes de 
la Administración Andaluza y se realizan para conseguir la formación de Máster. Sus 

materias son: 

Para el curso de Experto en Administración Pública, El (250 horas para un 
programa consistente en Módulo 1: Entorno Económico Nacional y en la UME.; 
Módulo 2: Panorama General de la Administración Pública en España.; Módulo 3: 

Derecho Administrativo.; Módulo 4: Financiación de las Administraciones 
Públicas.; Módulo 5: Gestión Presupuestaria y Tributaria.; Módulo 6: Contabilidad 
Pública e Informática y Módulo 7: Control Interno y Externo en las 

Administraciones Públicas). 

Para el curso de Experto en Gestión Financiera Pública, E2 (250 horas para un 
programa consistente en Módulo 1: Políticas y Desarrollo Territorial.; Módulo 2: 
Sistema Financiero y Administraciones Públicas: Instituciones y Mercados 

Financieros y Crediticios.; Módulo 3: Gestión de Tesorería y Endeudamiento.; 
Módulo 4: Endeudamiento de la Administración Territorial: Alternativa de 
Financiación a los Mercados Financieros y Nuevos Instrumentos de Financiación.; 
Módulo 5: Matemáticas Financieras, Instrumentos de Financiación y Cobertura de 
las Operaciones Financieras.; Módulo 6: Financiación Extrapresupuestaria y 
Módulo 7: Empresa Pública. Organización. Gestión y Financiación). 



Estos cursos están destinados a licenciados y titulados de Facultades y Escuelas 
Universitarias o funcionarios de los Grupos A y B. 

Para poder conseguir la titulación, los alumnos deben, además de asistir a las cla­
ses teóricas y prácticas, realizar un trabajo de los propuestos por el grupo de los 
docentes entre los que yo me encuentro y dirijo, siendo tutorados por aquellos, 
según su materia, y defenderlo ante una Comisión de los mismos presidida por mí. 

Fruto de los citados cursos, es la realización de muchos trabajos. Algunos de ellos 
por decisión de la citada Comisión entre los que se encuentra este prólogo, se les 
pidió que se presentaran, si no tenían inconveniente, a la VI EDICIÓN DE LOS 
PREMIOS BLAS INFANTE DE ESTUDIO E INVESTIGACIÓN SOBRE 

ADMINISTRACIÓN Y GESTIÓN PÚBLICA, convocada por Resolución de 
29 de enero de 2002, del INSTITUTO ANDALUZ DE ADMINISTRACIÓN 
PÚBLICA (BOJANº 22, de 21 de febrero). 

El trabajo que nos ocupa de Carlos Mareos (APORTACIÓN DEL CAPITAL 
PRIVADO A LAS REALIZACIONES DE INFRAESTRUCTURAS PÚBLICAS Y 

EL CONTROL TÉCNICO - ECONÓMICO DE LAS MISMAS), fue galardonado 
por el Jurado de los citados Premios, con el PREMIO BLAS INFANTE EN LA 
MODALIDAD C) EN SU VI EDICIÓN. Dicha modalidad C) tiene como desti­
natarios a nacionales de los Estados miembros de la Unión Europea, que tengan la 
condición de empleados públicos de la JUNTA DE ANDALUCÍA o de la 
Administración Local del territorio de la comunidad Autónoma de 
Andalucía. Su objeto son trabajos de estudio e investigación sobre iniciativas inno­
vadoras que favorezcan la modernización de la Administración Pública Andaluza y 

de Administración Local del territorio de Andalucía, incidiendo en las técnicas y 
métodos de la gestión pública susceptibles de contribuir a mejorar la realización de 
las funciones públicas y la prestación de los servicios públicos. 

Dicho trabajo, novedoso y excelente, se estructura en VI apartados: 

I.- PRÓLOGO INTRODUCTORIO. SITUACIÓN MACROECONÓMICA 
ESPAÑOLA Y ANDALUZA ANTE LA UNIÓN EUROPEA (Trata de las difi­
cultades presupuestarias que tienen los Gobiernos Andaluz y Nacional para finan­

ciar las crecientes necesidades públicas de sus ciudadanos, especialmente en 
Infraestructuras, en el entorno de la Comunicad Europea y la falta de una 
Legislación que facilite dicha financiación de forma ágil, rápida y moderna). 

II.- ANTECEDENTES ADMINISTRATIVOS PARA REALIZAR OBRAS O 
INFRAESTRUCTURAS PÚBLICAS (Aquí se describe la legalidad vigente y la 
forma de llevar a cabo la realización por parte de la Administración Pública de las 



infraestructuras públicas, en donde se aprecia la excesiva burocracia y la falta de
“discrecionalidad responsable” de funcionarios y autoridades públicas). 

III.- APORTACIÓN DEL CAPITAL PRIVADO A LAS REALIZACIONES DE
OBRAS O INFRAESTRUCTURAS PÚBLICAS (Estudia este apartado la finan -
ciación Extrapresupuestaria , como nueva forma de financiar las Infraestructuras
Públicas de toda índole, para que incidan menos o nada en los Presupuestos
Públicos). 

IV.- CONTROL TÉCNICO – ECONÓMICO DE LAS OBRAS O INFRAES-
TRUCTURAS PÚBLICAS (Se estudia en este apartado la manera de fijar el objeto
que define a la Infraestructura, así como su verdadero coste, para con ello, poder fijar
la justa contraprestación económica. Se observa que para conseguir este  objetivo, si
es más aprovechable, la vigente legislación de la Ley de Contratos del Estado y su
Reglamento). 

V.- ANEXOS (Documentación no exhaustiva – que está informatizada, y que se
particulariza para cada actuación en cuestión – que se emplea en la gestión ordina-
ria para la realización de Obras o Infraestructuras Públicas. Aquí también se apre-
cia cierta burocracia, aunque exista cierta información, como por ejemplo, las Hojas
Resumen de Proyecto que ahorran espacio y dan una información muy valiosa y
completa de cada actuación). 

VI.- FUENTES, BIBLIOGRAFÍA Y SIGLAS UTILIZADAS POR ORDEN
ALFABÉTICO (Se describen las fuentes y la bibliografía utilizadas como instru-
mento para armar y dar forma a las ideas que expone el realizador del trabajo.
También se dan las abreviaturas y su significado utilizadas en el mismo por orden
alfabético).

Finalmente es obligado agradecer la labor de mecenazgo del Instituto Andaluz de
Administración Pública por la publicación de esta brillante investigación de D.
Carlos Mateos. Espero y deseo que sea del interés de toda la Administración Pública
Andaluza así como de los estudiosos y técnicos del sector.

Sevilla, 11 de octubre de 2004

José Vallés Ferrer
Catedrático de Política Económica

de la Universidad de Sevilla
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l. 
PRÓLOGO INTRODUCTORIO. 

/ / 

SITUACION MACROECONOMICA 
ESPAÑOLA Y ANDALUZA ANTE LA 

/ 

UNION EUROPEA 

Para comprender la importancia capital que tiene el Tema que pretendo desarro­

llar, nada es más explícito y demoledor que otear el horizonte del desarrollo de 

España y de Andalucía en particular, respecro de la Unión Europea, así como la mar­

cha del empleo en las mismas (en la actualidad nuestra economía es la primera en 

crecimiento con diferencia, lo que contribuirá a reducir el diferencial que aún nos 

separa de la U.E.). 

De ahí, que las políticas públicas modernas que las distintas Administraciones 

Públicas han de realizar en el marco de la U.E. con el mercado único como fondo y 

por ello, con libertad de movimientos de personas, profesionales, empresas, capita­

les y mercancías; deben orientarse a que las distintas regiones que la forman y por 

lo tanto, los distintos países que la integran, tengan crecimientos equilibrados y 

solidarios que creen empleo y por lo tanto desarrollo sostenido y sostenible. 

Al hablar de regiones quiero decir áreas de expansión, industriales, turísticas, par­

ques tecnológicos, de reforestación, hídricas, etc.. Ello nos lleva a que estas políti­

cas de desarrollo forzosamente se tienen que realizar "a medio y largo plazo" (cuatro 

o cinco años), NO HAY MILAGROS. 

¿Cómo se financia este desarrollo?. Pues con presupuestos no sólo anuales, sino 

cada vez más plurianuales pero decrecientes al final, con leyes de acompañamiento 

cuyos anexos definan los contratos por programas con especialización produc­
tiva dirigida fundamentalmente a los sectores productivos típicos de cada región 

que financian, sabiendo que dicha financiación será con tasas, precios públicos, 

impuestos cedidos o/y participación de los impuestos estatales. 
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Hemos de entender que las políticas de fiscalidad y monetarias son sólo coyuntu-
rales, deben de estar en cada momento con sus efectos compensatorios coadyuvando
a llevar a cabo esos contratos por programas con especialización productiva.

Por ello, las políticas lineales en los presupuestos de “café para todos” , es decir,
añadir a todas las partidas del Presupuesto del año anterior el 2% u otra cantidad
de forma lineal, se ha comprobado que no conducen a nada y dan muy pocos resul-
tados positivos.

A la repuesta dada a la anterior pregunta de ¿cómo se financia este desarrollo?, se
puede añadir, que dicha financiación se puede conseguir con una nueva forma ima-
ginativa de atender las necesidades imprescindibles para que se pueda dar el desa-
rrollo sostenido y sostenible anteriormente citado, ésta es, la financiación extra -
presupuestaria (ya sea parcial o total, al margen del Presupuesto) como instru-
mento para que el capital privado tenga también aquí su campo de actuación, dado
que la sociedad demanda a las AA.PP., cada vez más, servicios hasta el infinito al
menos teóricamente, con recursos escasos para atenderlos, con la obligación por
parte de las mismas de priorizar dichas demandas o necesidades según PROGRA-
MAS apoyados en los VOTOS y resolver también otros servicios (o lo mejor, no
siempre pedidos por los administrados) que de una forma objetiva, son como antes
comenté, servicios que cubren necesidades imprescindibles para el desarrollo inte-
gral y vertebrador de una comunidad (una vía férrea de Alta Velocidad, una auto-
pista, un aeropuerto, un puerto marítimo, una presa, etc.).

Este planteamiento, es válido para España y más aún para Andalucía con su par-
ticular déficit de infraestructuras, que además se enfrentan a un nuevo fenómeno
que les afecta y les afectará cada vez más, la inmigración que crea tensiones añadi-
das a las demandas antes citadas, haciendo necesarias más y mayores fuentes de
financiación de forma inmediata, después serán una garantía de ingresos y benefi-
cios de toda índole para España y nuestra C.A..

Así el Servicio de Estudios del B.B.V.A. dice que la economía española con el
ritmo de crecimiento que actualmente tiene la población española autóctona nos
lleva a una situación insostenible del estado del bienestar que hoy disfrutamos.
Tenemos que reconstruir la pirámide demográfica y aportar población (inmi-
grantes, en especial iberoamericanos que ya tienen ganada la batalla del idioma
y pueden asimilar gran parte de nuestras tradiciones; sin despreciar por supues-
to a los de otras nacionalidades) en la franja de 0 a los 25 años, para lograrlo, ya
deberíamos haber empezado hace diez años y cuanto más tarde lo hagamos, peor
s e r á .



Incrementar la población con inmigrantes de una sola vez sería inviable (harían
falta cinco millones), es por lo que se requerirían flujos migratorios medios de
300.000 personas al año, diez veces más del contingente autorizado para el año
2000. Con ello mantendríamos estable la tasa entre potenciales jubilados y activos;
en definitiva, necesitamos que vengan inmigrantes para poder mantener el estado
del bienestar de nuestra Seguridad Social (sanidad y pensiones) y demás políticas
sociales.

Dª. Rosa Aparicio Doctora en Sociología de la Universidad Pontificia de
Comillas (Cantabria), demuestra en su estudio titulado; El impacto económico de
la inmigración: costos para el Estado y movimiento de consumo y salarios ,
que los inmigrantes son contribuyentes netos de la sociedad española, ya que en
el mismo se aprecia, que los costes de los extranjeros (aportaciones y gastos de los
años 1996, 1997 y 1998) arrojan un saldo positivo para las arcas públicas de apro-
ximadamente 200.000 millones de pesetas (1.202 millones de euros). Como desde
1998 a la actualidad, los inmigrantes con trabajo han aumentado, también se ha
incrementado su aportación neta a la sociedad española.

Acerca de la inmigración añadiré, el condensado y los gráficos del barómetro del
C.S.I.C. correspondiente a una encuesta que realizó este organismo, entre el 17 y 22
de febrero de 2001 y que se publicó el 29-03-01 en la página 24, SECCIÓN
NACIONAL del periódico A.B.C. en un artículo de D. o Dª. J. L. Lorente (ver
Anexo nº 1).

Expondré también en dicho Anexo un informe de D. Antonio Abellán del
C.S.I.C. y de Dª. Lourdes Pérez de la Universidad Autónoma de Madrid, que
refuerza la tesis de la necesidad de los inmigrantes como Base de la Pirámide
de la población española, ya que los gráficos del estudio citado demuestran que nos
quedamos sin población de seguir con el crecimiento demográfico actual.

Creo que no sólo la financiación extrapresupuestaria puede ayudar a resolver las
necesidades de realización de infraestructuras públicas necesarias para vertebrar
como antes he dicho un territorio (sin ellas, es imposible la inversión y el desarro-
llo), sino la/s forma/s de llevarla/s a cabo desde las AA.PP., por lo que hemos de usar
inteligentemente la para mí, mal llamada huida del Derecho Administrativo
(que no, abandono, pero si cierta flexibilidad), puesto que, si por parte de la Admón.
se toman medidas para mantener los principios básicos que han de informar sus
actuaciones, tales como evitar siempre “el enriquecimiento injusto”, tener “efi -
cacia”, “ eficiencia”, “ atender al interés público” , y “economía ” (para no perder
ni una unidad de cuenta económica, es decir, ni un sólo euro) entre otros principios,
no tiene que ser forzosamente perversa, esa huida del Derecho Administrativo (vuel-
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vo a repetir, que no abandono, pero si cierta flexibilidad), pues además pienso que
para determinados objetivos públicos como son las realizaciones de las infraestruc-
turas públicas, siempre que la Admón. ate determinados cabos, es más beneficioso
para los administrados, no seguir estrictamente el T.R.L.CC.AA.PP. (en adelante
para abreviar en todos los apartados de este trabajo se usará L.C.A.P.), pues la rapi-
dez y flexibilidad de gestión que son necesarias para llevar a cabo dichas realizacio-
nes es actualmente imposible, si no se vuelve a regular la L.C.A.P. con otro
espíritu, ya que esta Ley (que tiene bondades innegables), tiende a pesar de las suce-
sivas modificaciones que ha tenido, a resolver la gestión pública sin el concurso de
la agilidad y adecuación del sector privado, a los siempre cambiantes hechos socia-
les (hoy todas las tendencias van hacia caminos mixtos e integradores. No como en
tiempos anteriores a la democracia, en donde sectores como el de la Admón., o el
militar, o el de los grupos corporativos y/o de presión, eran sociedades-clanes autó-
nomas, que se autoabastecían dentro de la Sociedad General, es decir, constituían
sociedades en paralelo, que acrecentaban los gastos públicos y aumentaban los
grupos privilegiados, pues por ejemplo sin ir más lejos en Sanidad, cada uno de
estos grupos tenían sus asistencias médicas y hospitalarias independientes de las
generales del Estado - Seguridad Social - hechos de los que aún hoy quedan remi-
niscencias), condicionando con una rigidez excesiva todos y cada uno de los pasos de
la gestión, no respondiendo tampoco en tiempos y actos a la rapidez que hoy para
estos temas demanda la sociedad, pudiéndose suprimir, acortar y unir formalidades
y actos en uno sólo, conjugando “el buen hacer ” y “la discrecionalidad respon -
sable ”, hechos que la misma no contempla.

Por ello, se tendría que regular nuevamente la L.C.A.P. (recuerdo que la
Legalidad es Derecho Positivo y por lo tanto un convenio creado por la misma
sociedad a la que sirve para resolver y encauzar la vida y las realizaciones que en ella
se dan, es decir, no es inamovible, puede y debe cambiarse cuando no satisface los
objetivos para los que se instituyó), teniendo en cuenta lo comentado en párrafos
anteriores para la financiación presupuestaria y la extrapresupuestaria parcial al
margen del presupuesto, y una nueva ley para la financiación extrapresupuestaria
total al margen del presupuesto, que podría llamarse Ley de Financiación
Extrapresupuestaria (L.F.E.) distinta de la otra (L.C.A.P.) e inspirada en ella para
algunos temas que trata con acierto, puesto que partimos de una premisa funda-
mental, la financiación antes citada es totalmente PRIVADA .

La regulación de esta L.F.E. podría ser como hasta ahora en lo referente a publici-
dad y libre competencia de los empresarios (principios aceptados de forma univer-
sal - España, U.E. y Organización Mundial del Comercio -), en la preparación sólo
en lo referente a la elaboración del proyecto, sus modificaciones y complementarios,



que se realizaría bajo la tutela de la Unidad Técnica de Supervisión de Proyectos del
Órgano de Contratación que fuera competente por la naturaleza de la obra o infra-
estructura pública en cuestión, pero gestionada exclusivamente a partir de aquí, en
su adjudicación, realización (cuando sean necesarias expropiaciones - siguiendo la
Ley de Expropiación Forzosa, o de forma privada tutelada por la Admón. para el
abono del justiprecio o bien en caso de desacuerdo en los tribunales, pero sin nece-
sidad de parar la obra de la infraestructura, ocupando los terrenos en aras del inte-
rés general, como también se hace ahora - y seguros necesarios para cubrir los ries-
gos de construcción y explotación -), liquidación y recepción, por las Unidades
Técnicas - Jurídicas y Técnicas - del citado Órgano (absteniéndose aquellos funcio-
narios que tengan interés manifiesto en la infraestructura o bien puedan ser recusa-
dos por cualquier otro motivo lícito), según el principio fundamental de la “dis -
crecionalidad responsable ” que dejara constancia documental de todos los pasos
y de las razones tenidas en cuenta (usando determinados procedimientos de la
L.C.A.P. que sean adecuados al asunto en cuestión, adaptados a los nuevos tiempos
u otros nuevos), sin ninguna intervención administrativa posterior, excepto la del
Tribunal de Cuentas o la de las Cámaras de Cuentas de las respectivas CC.AA., para
comprobar que se ha tenido en cuenta al interés general, que no ha existido enri-
quecimiento injusto, que la calidad del servicio es la adecuada, que el número de
años de explotación de la infraestructura por Empresa Adjudicataria antes de la
reversión de la infraestructura al Estado o Comunidad Autónoma es la correcta y
que como consecuencia de todo lo anterior, las tarifas, tasas o precios públicos a
satisfacer por los usuarios están adecuados al mercado.

La financiación extrapresupuestaria se hace necesaria además por las exigencias
presupuestaria derivadas de la convergencia, así España en 1992 firmó en
Maastricht el Tratado de la Unión Europea que entre otros objetivos, obligaba a la
Unión Económica y Monetaria, lo que necesariamente implicaba la Convergencia
Presupuestaria de los países miembros.

Dicha Convergencia presupuestaria exigía una reducción progresiva de la finan-
ciación en términos de P.I.B. de todas las diferentes AA.PP., para reducir el déficit
público, en definitiva, se disponía de menos recursos financieros para atender las
necesidades públicas de la sociedad.

Como consecuencia de lo comentado anteriormente, se hacía necesario coordinar
actuaciones entre el Estado Central y las CC.AA. en todo lo referente a la
Consolidación Presupuestaria, éstas se plasmaron en acuerdos dentro del Consejo de
Política Fiscal y Financiera para el período 1992-1996, que más adelante se modi-
ficaron y ampliaron.
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En el período siguiente 1997-2000, para acceder a la tercera fase de la Unión
Económica se dispusieron medidas fiscales más rigurosas, aplicables a partir de
1999 con motivo del Pacto de Estabilidad y Crecimiento acordado en Dublín en
diciembre de 1996. Para el período 1998-2000 continuaron los escenarios de
Consolidación Presupuestaria entre el Gobierno Central y las CC.AA..

Por lo dicho anteriormente, casi se ha alcanzado el equilibrio presupuestario en el
Estado y CC.AA. (en éstas, con más dificultades -como expondremos más adelante,
no siendo así en las CC.LL., que respecto del déficit salen mal paradas, lógico, sufren
más directamente las presiones y peticiones de los administrados), al ajustar sus
endeudamientos y sus déficits públicos en términos del P.I.B., es decir, tendiendo al
déficit cero .

Lo expuesto anteriormente, ha hecho, que el Gobierno de la Nación haya presen-
tado un proyecto de Ley a las CC.GG. y éstas lo hayan aprobado, entrando por ello
en vigor la “Ley de Estabilidad Presupuestaria “ (L.E.P.) con carácter básico .
Esta Ley establece, que la Admón. General del Estado, los Organismos Autónomos,
las Entidades que integran la Seguridad Social, las Comunidades Autónomas, y los
Entes y Organismos de ellas dependientes, y las Corporaciones Locales y sus
Organismos dependientes, así como las Entidades Públicas Empresariales, estarán
obligados a elaborar, aprobar y ejecutar sus presupuestos en un marco de estabi -
lidad presupuestaria.

La citada Ley aclara, que por el concepto de dicha estabilidad se ha de entender,
la situación de equilibrio presupuestario (déficit cero, o lo que es lo mismo, que
todos los gastos han de tener ingresos que verdaderamente los financien), cuando
exista superávit, se destinará a la amortización de la deuda y el endeudamiento en
el ESTADO y en las distintas AA.PP., y a la constitución de un Fondo de Reserva
con la finalidad de atender las necesidades futuras del sistema de la Seguridad
Social.

La Norma establece que el objetivo de estabilidad se fijará en el primer cuatri-
mestre de cada año por el Gobierno en el seno del Consejo de Ministros para los tres
ejercicios siguientes y marcará el límite de gasto de los inmediatos presupuestos.

El Ejecutivo comunicará esta propuesta al Consejo de Política Fiscal y
Financiera (C.P.F.F.) y remitirá el acuerdo a las Cortes Generales para su debate y
aprobación.

Por otro lado, la Ley crea un Fondo de Contingencia de Ejecución Presupuestaria
(F.C.E.P.) dotado con un 2% del límite de gasto anual fijado para el Estado, para
atender necesidades no previstas en el presupuesto inicialmente aprobado, que pue-



dan presentarse a lo largo del ejercicio, dicha aplicación requerirá la aprobación del
Consejo de Ministros, a propuesta del Ministerio de Hacienda.

El Gobierno remitirá un informe trimestral sobre la aplicación del citado fondo a
las CC.GG, del trimestre inmediatamente anterior.

El remanente del crédito a final de cada ejercicio anual del F.C.E.P. no podrá ser
objeto de incorporación a ejercicios posteriores.

Lo comentado respecto del F.C.E.P. es manifiestamente injusto, sólo vale para el
Estado, con ello, las reglas de juego se conculcan, a pesar de que algunas CC.AA.
tengan un trato peculiar por parte del C.P.F.F. que es el que fija para ellas el objeti-
vo de estabilidad, hecho que si bien no desvirtúa el rigor del modelo propuesto, no
tiene ningún huelgo para la actuación de las mismas, condicionando por ello sus
Políticas Públicas, ya que la Ley da capacidad a las CC.AA. para adoptar medidas
normativas para lograr el objetivo propuesto, dejando a las mismas la responsabi-
lidad de lograrlo con políticas de incrementos de ingresos públicos o de reducción
de los gastos, sin que se pueda recurrir a una mayor emisión de deuda, auxiliándo-
se en la Ley Orgánica Complementaria a la Ley General Presupuestaria (L.O.C. a
L.E.P.) conjuntamente con la L.E.P..

Como se ve, por la propia denominación de estas Leyes se pretende que se inter-
preten y apliquen de forma unitaria por ser ambas, instrumentos al servicio de idén-
ticos objetivos de política económica.

Pasa lo mismo para las CC.LL. y/o EE.LL., pues la Ley establece, que deberán ajus-
tar sus presupuestos al objetivo fijado por el Gobierno para cada ejercicio a través
de la Comisión Nacional de Administración Local (Órgano permanente de colabo-
ración entre la Admón. del Estado y la Admón. Local), necesitando el Estado para
poder autorizar sus operaciones de crédito y emisión de deuda, el que los peticiona-
rios hayan tenido en cuenta los objetivos de estabilidad que se les haya fijado.

Los presupuestos de las respectivas CC.AA. se han de consensuar con el C.P.F.F.,
cuando no haya acuerdo, éstas tendrán que presentar presupuestos equilibrados. Si
presentan déficit, tendrán un nuevo plazo para presentar un plan económico-finan-
ciero de saneamiento, con medidas a aplicar sobre los ingresos y gastos en los tres
ejercicios siguientes que tendrá que aprobar el C.P.F.F., cuando a éste no le conven-
zan las medidas propuestas, podrá solicitar una nueva propuesta.

La Ley también regula de forma explícita la relación de las Haciendas Forales
Vascas y la Hacienda Navarra con la estabilidad presupuestaria obligada, a pesar de
que se rijan por sistemas propios, como son el Concierto Económico Vasco o el
Convenio Navarro respectivamente.
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La ley faculta al Gobierno de la Nación, en el ámbito de sus competencias, para
que apruebe las normas reglamentarias que garanticen la implantación de la misma.

Ante el condicionamiento financiero establecido para la actuación pública, es
necesario matizar la Estabilidad Presupuestaria , en principio la idea es buena,
aunque sean discutibles algunos de sus extremos.

Es de una urgencia capital, la toma de conciencia por parte de los políticos de la
imposibilidad en sus actuaciones públicas del mantenimiento de programas de
gasto público de carácter permanente, sin tener los correspondientes ingresos que
los financien también de carácter permanente, por ejemplo el uso de un déficit
público < al 1% en un Presupuesto Aprobado, sólo se tiene que utilizar para salir
de un apuro coyuntural o bien un gasto de carácter no permanente.

En suma, la idea de equilibrio presupuestario nada tiene que ver con las reduc-
ciones de los gastos, simplemente tienen que buscarse forzosamente los ingresos
correspondientes que los financien. De ahí que se tenga que reformar la Ley General
Presupuestaria introduciendo las medidas financieras pertinentes, sin olvidar que
para mantener dicho equilibrio sin afectar a los gastos, una de estas medidas, sería
la financiación extrapresupuestaria .

De todos modos se aprecia, que sin medidas complementarias, la nueva L.E.P.
puede ser de una rigidez tal que se tenga que romper o quebrar, con la consiguien-
te pérdida de credibilidad en la bondad del objetivo que persigue.

Científicamente se puede comprobar, que para potenciar el desarrollo, influye más
la forma de componer el gasto que el déficit cero. Con los montantes actuales del
gasto en educación, en I+D o en infraestructuras, no parece que se esté aumentan-
do la potenciación del desarrollo.

En cuanto establecer límites al gasto, es fácil cuando el P.I.B. crece como ahora,
pero no es efectivo cuando se está en una fase de bajo crecimiento.

Otra contingencia que se presentará en un futuro no muy lejano, será el envejeci-
miento de la población que hará que suban fuertemente los gastos en sanidad y pen-
siones y eso sólo se solucionará adoptando medidas, como pueden ser entre otras,
agilidad legal para la integración de los emigrantes tan necesarios en la economía
de ciertas CC.AA. (Andalucía, por ejemplo) y del Estado Español como he comen-
tado al principio de este prólogo introductorio.

De todos modos, la L.E.P. puede contribuir al aumento y seriedad en el control
presupuestario, lo cual ni es malo, ni es poco; pero sin dejarse llevar por el optimis-
mo típico de las fases expansivas de los ciclos, puesto que la reducción del déficit



desde el año 1998 ha sido consecuencia de la fase expansiva del ciclo y la disminu-
ción de la carga de los intereses, pero no de la reducción de los gastos estructurales,
que es lo que conseguiría hacer compatible el equilibrio presupuestario a largo plazo
con las bajadas de impuestos realizadas antes de la terminación de la actual legisla-
tura.

Respecto a nuestra C.A., el Gobierno Andaluz ha asumido sus compromisos par-
ticipando plenamente en la U.E.M., compatibilizando el mantenimiento del esfuer-
zo inversor en infraestructuras y los compromisos de convergencia, dentro de sus
escasas posibilidades, pues está recibiendo por parte del Gobierno Central un mal
trato en materia de financiación, lesivo para nuestra Comunidad, fruto de un
Modelo de Financiación Autonómica disperso (sin topes y con atribución de com-
petencias normativas generadoras de diferencias de financiación entre las distintas
CC.AA.).

Además el Gobierno no tiene en cuenta tampoco el peso de nuestra verdadera
población (se usa el Padrón de 1988 y no el del año 1996 que es último oficial dis-
ponible), así en Andalucía se deja sin cobertura financiera aproximadamente a
390.000 ciudadanos, lo que ha supuesto la pérdida aproximada de 225.000 millo-
nes de pesetas (1.352 millones de euros) a lo largo del período 1997-2000, y que
seguimos teniendo aumentada en la actualidad.

Esta incoherencia del Gobierno Central se manifestó en el acuerdo del año 1997
sobre la financiación de la Sanidad para el período 1998-2000 en el que si se utili-
zó la población que figuraba en el Padrón del año 1996, admitiendo una población
para la prestación de los servicios sanitarios y otra para la prestación de los otros ser-
vicios, entre los que destacaban los de la Educación, tan básicos para el desarrollo de
cualquier Comunidad.

Tampoco el Gobierno Central ha tenido en cuenta, la inmigración que viene aco-
giendo Andalucía estos últimos años para lo comentado anteriormente, fenómeno
que además de aumentar cada día, agrava los problemas de financiación de los pre-
supuestos andaluces, especialmente en las partidas de política social, que con poste-
rioridad, también influirán negativamente en el desarrollo integral de nuestra
Comunidad. Todo lo expuesto anteriormente nos conduce a un déficit, que el
Gobierno Central aún no ha cubierto.

Comentado todo esto, cabe preguntarse: ¿Qué políticas públicas se han de aco-
meter en España y Andalucía con la perspectiva de estar en la U.E. y sus posibles
ampliaciones?, ¿Qué tamaño ha de tener el sector público en la economía?, y ¿Qué
camino tiene que tomar Andalucía ante la convergencia real, nominal y social?.
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Hay que dejar claro, que las políticas públicas en España o en Andalucía depen-
den de lo que sus sociedades quieran, pues con sus votos configuran los gobiernos
que desean y por lo tanto aceptan la filosofía que estos implantarán, decantándose
del lado del mercado (realizando desregulaciones - nuevas regulaciones -, liberali-
zaciones y privatizaciones) o del lado del estado interviniendo omnipresentemente
en todo tipo de actividades de la sociedad.

Como dice el profesor Vallés Ferrer el camino correcto desde un punto de vista
axiológico-científico sería el de la economía mixta a la cual llegaríamos conjugan-
do cálculos matriciales, teoría de modelos, programación lineal y combinatoria, para
ver como crece el mercado o la Administración en las tres líneas de actuación antes
reseñadas (desregulaciones - nuevas regulaciones -, liberalizaciones y privatizacio-
nes), para intentar conseguir el mercado perfecto en donde hubiese por tanto una
competencia real y un control de calidad por parte de la Administración.

El análisis necesita tener en cuenta a tres fuentes:

• Rentabilidad : Ver si es el Estado quien resuelve, los residuos sólidos, la lim-
pieza, la seguridad ciudadana, etc., o bien privatizar estos servicios o parte de
ellos.

• Competencia : Usar al sector público, sólo con monopolios, o bien acudir al sec-
tor privado con sus distintos operadores para los servicios básicos, las infraes-
tructuras, etc., con financiación presupuestaria o extrapresupuestaria .

• Precios y costes unitarios : Han de ser competitivos dentro o fuera del sector
público.

Metodológicamente hay que separar la liberalización, la desregulación y la pri -
vatización.

La liberalización : es la defensa de mercados competitivos imperfectos, bien sean
públicos o privados, para que sean más perfectos y operativos en los sectores en los
que actúen.

La desregulación , es dual:

1) Por un lado dirigida a la desregulación de mercados administrativos, quitando
rigideces y agilizando las gestiones.

2) Por otro, creando nuevos mercados fruto de “una nueva regulación” en toda la
U.E. más adecuados a los tiempos que corren, es decir, a la globalización.



La privatización : es el cambio de propiedad que atrae a la competencia real, no
a la creación de nuevos monopolios, con reserva o no de la acción de oro.

En resumen, las políticas públicas han de poner orden en la vida económica y
social de la U.E. (países y regiones -Andalucía también es, una región comunitaria-
), combinando estos elementos antes descritos uno a uno, dos a dos o tres a tres,
según convenga en cada situación.

Para financiar este proceso, vemos que con las políticas de convergencia que obli-
gan a la estabilidad presupuestaria , la mayor de las veces, por no decir en todas,
no queda otro camino que el mixto , es decir, las necesidades más perentorias y bási-
cas se deben resolver con los impuestos que pagamos todos los contribuyentes
(financiación presupuestaria ) y para las que dan más calidad de bienestar y desa-
rrollo como son ciertas infraestructuras públicas y determinados servicios, acudir al
capital privado en función de la rentabilidad, competencia, precios y costes unita-
rios (financiación parcial o total, al margen del presupuesto - financiación extra -
presupuestaria -) que pagarán los contribuyentes y los usuarios de dichas infraes-
tructuras cuando es parcial, o bien sólo dichos usuarios cuando la financiación es
total al margen del presupuesto (verdadera financiación extrapresupuestaria) , ya
que dichos usuarios, si el servicio público mantiene una buena relación calidad-
precio , por ser las tasas, tarifas o precios públicos que tengan que satisfacer, razo-
nables, estarán dispuestos a pagar de buena gana.

La contestación que se está dando a las preguntas planteadas tiene su con-
firmación, en la etapa de globalización en la que estamos inmersos, pero a pesar de
ella, el nivel local sigue siendo clave en las decisiones tanto individuales como colec-
tivas, es verdad, que estamos comunicados con todo el mundo, pero lo estamos
desde el lugar físico en el que vivimos, es decir, somos la “aldea global” estructu-
rada en agrupaciones de ciudades (pueden ser agrupaciones de otra índole, manco-
munidades de municipios, áreas metropolitanas, etc.) inmersas en una nueva fase de
transformación económica, social y cultural, que las convierte en protagonistas del
proceso de globalización.

Aparece por tanto en los países desarrollados, y así sucede en España y por lo tanto
en Andalucía, una fuerza emergente de los gobiernos locales sustentada en tres
pilares básicos:

• Avance imparable del “gerencialismo” o profesionalización de la gestión ,
con la diferenciación entre las tareas de definición política y de ejecución de
las políticas , que abre paso a la vez a la gestión “empresarial” dentro del sec-
tor público lo que obliga a grandes cambios y reestructuraciones en la organi-
zación de la Admón. y en sus procesos presupuestarios.
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• La cooperación obligada entre municipios, áreas metropolitanas, comarcas o
regiones para economías de escala o de red en la provisión de los servicios públi-
cos, la planificación, la ordenación territorial o sencillamente el intercambio de
información tan importante para la toma de decisiones de cualquier índole.

• Por último, otra vez aparece, la colaboración con el sector privado en la ges -
tión de los servicios públicos (financiación extrapresupuestaria) con las con-
cesiones, como son las de distribución de agua potable, transporte o recogida de
basuras o bien en el desarrollo económico propiamente dicho, como son, los pla-
nes estratégicos de la ciudad, centros de innovación o cooperación entre empre-
sas, capital riesgo, etc.

En resumen, ¿Qué actividades se deben realizar en/y desde el sector público?.
Como dice el profesor Vallés Ferrer , dado que la provisión de bienes sociales está
por hacer de una forma científica, dependerá del desarrollo de cada comunidad polí-
ticamente constituida, siendo el gobierno de la misma con el asiento de los votos
que lo han apoyado, el que debe conseguirlos, o si los tiene, mantenerlos, y si puede
aumentarlos y perfeccionarlos.

Así el estado de bienestar de los administrados y su desarrollo, dependerá siempre
de la satisfacción de las necesidades primarias mínimas para vivir en un aceptable
ambiente económico que permita crecer, hechos que necesariamente implican pérdi-
das de soberanía por imperativo de la pertenencia a la U.E. e ir todos los países miem-
bros, a políticas comunes en estas materias y no sólo en la de política monetaria.

Respecto de la pregunta ¿Qué tamaño ha de tener el sector público en la econo-
mía?. Podemos comprobar que al comienzo de la transición de las fases de la inte-
gración de España en la U.E.; el peso del sector público respecto del P.I.B., era del
45% (42% de financiación y 3% de déficit), sin embargo al final de esa transición,
es decir, ahora; este peso ha pasado al 40% siendo ya casi todo financiado por la
reducción casi total del déficit público en los PP.GG. del E., que tienden a cero o a
que exista superávit.

La tendencia actual es decreciente, cuando la colaboración del capital privado con
el sector público, sea mayor, el fenómeno se acrecentará cada vez más, si hace fortu-
na la financiación extrapresupuestaria (a la cual yo creo que estamos abocados sin
remisión, por lo expuesto en páginas anteriores), como consecuencia de que los dis-
tintos sectores públicos ESTADO, CC.AA., CC.LL., OO.AA. y Empresas cuya
financiación dependa de los PP.GG. del E., han de acomodarse a la L.E.P., es decir,
cumplir con sus respectivos objetivos fijados de estabilidad presupuestaria.



Pasaremos a intentar contestar a la última de las interrogantes anteriormente
planteadas, ¿Qué camino tiene que tomar Andalucía ante las convergencias real,
nominal y social?.

Para empezar, resaltaremos algunas de las premisas que Andalucía debe perseguir
para ser realmente convergente:

a) El modelo de crecimiento fundado exclusivamente en las transferencias desde
el exterior (subvenciones comunitarias), está prácticamente terminado.

b) Buscar el equilibrio presupuestario y no tener que recurrir por sistema al
endeudamiento de modo que éste se de en la economía “real” y no en “la
financiera” .

c) Tiene que buscar nuevas vías de crecimiento económico y social de modo que
la cohesión social no dependa de transferencias externas.

d) Ha de enfrentarse, al reto de las tres convergencias, en un momento de res-
tricción presupuestaria y de una mayor rigidez de financiación.

e) Crecer más que la media española y así también conseguir que España se apro-
xime antes a la media europea (actualmente Andalucía lo está consiguiendo).

f) Que se plantee nuevas líneas de políticas públicas.

Es necesaria la revisión del Marco Normativo de la L.E.P., la L.G.P., las Leyes
Autonómicas de Hacienda y las Normas de las Haciendas Locales para establecer
normas claras y concisas que tengan que cumplir todos, incluso el Estado para defi-
nir el Marco de Saneamiento Presupuestario, para que todos partan desde cero en
igualdad de condiciones.

Después tenemos que abordar, ¿Qué tipo de sector público queremos para Andalucía?,
¿Qué se dedique al auxilio de los sectores en crisis, como por ejemplo, el pesquero, el de
la automoción (Santana Motor), o bien que compita con el sector privado?.

La respuesta para mí, consiste en abordar el asunto en tres vertientes:

• Por territorios.

• Por sectores.

• Por empresas concretas, reforzando la figura de las empresas mixtas , propi-
ciando y potenciando la entrada del capital privado ( financiación extrapresu -
puestaria ) en empresas prestadoras de servicios públicos que son las que fomen-
tan inversión y desarrollo.
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Por lo tanto, las líneas de actuación a seguir, son:

• La necesidad definir una política territorial del esfuerzo de la Política
Económica para realizar una eficaz y eficiente asignación de recursos. Creando
“externalidades” que propicien para todos los sectores, el beneficio del esfuer-
zo inversor: Áreas metropolitanas, comarcas, zonas preferentes de actuación, etc.

• Hay que fijar Programas con objetivos claros y concisos, definiendo responsa-
bilidades o lo que es lo mismo, contratos programa.

• Necesidad de establecer prioridades definiendo las líneas preferentes de actua-
ción: Investigación, desarrollo tecnológico, publicaciones científicas y técnicas,
telecomunicaciones, etc.

• Flexibilización del sector servicios, desregulándolo (realizar nuevas regulaciones
adaptadas a los tiempos actuales) y dotándolo de más operadores.

• Internacionalización de las empresas andaluzas, potenciación de las inversiones
extranjeras dentro de Andalucía y especialmente las inversiones andaluzas hacia
el exterior: Europa del Este, Norte de África, América, etc., a la vez se tienen
que potenciar “viajes de estado” con el apoyo de la Admón. Pública (los que
patrocina la Junta de Andalucía, son modélicos).

• Hay que diversificar el tejido productivo , facilitando la creación de empre-
sas de los sectores emergentes (Nueva Economía ).

• La economía andaluza tiene que plantearse seriamente, la posibilidad de la
“financiación extrapresupuestaria” en determinadas inversiones y servicios:
Vías de comunicación (terrestres y férreas), viviendas, hospitales, instalaciones
deportivas, universidades, etc..

• Por último hay que concertar con el Gobierno Central, un modelo definitivo
de financiación de las CC.AA. y de las CC.LL. a la vez que se cierre el mapa
de distribución competencial ESTADO/CC.AA./CC.LL. , porque el actual sis-
tema de financiación fundado en transferencias externas, exige ciertas valoracio-
nes:

Positivas:

✓Hace falta disminuir riesgos e incertidumbres. Con un Marco Normativo de
estabilidad presupuestaria habrá un mayor automatismo en la financiación,
rigor y seguridad para la actividad económica.

✓La obligatoriedad de la Convergencia, aunque sólo fuera la formal, conduce
necesariamente a actuar con criterios de eficiencia y eficacia por encima de la



alternancia política , ya que a los gobiernos se les enjuicia por su rigor en el
cumplimiento de los objetivos de Convergencia.

Negativas:

✓El proceso gradual genera tensiones y dificultades, poniendo en evidencia desa-
justes normativos y sobre todo plantea problemas de diferencia entre la
Convergencia Real y la Nominal.

✓La capacidad de desarrollo y de ejecución de la Política Económica dependerá
cada vez más de cada uno, al perderse las ayudas externas.

Así en España y no digamos, en Andalucía, ante las tres convergencias antes alu-
didas, deben elaborar y aprobar unos presupuestos para los años venideros que no
sean incrementalistas, es decir, que ellos y sus posibles leyes de acompañamiento
contengan anexos de contratos programa con especialización productiva , pro-
puestas de políticas públicas nuevas (que son las que se avecinan a pasos agiganta-
dos), dotación de universidades, I+D, I+D+I, etc..

Por último resaltar que Andalucía necesita políticas públicas por el lado de la
oferta, las del lado de la demanda, están agotadas.

También la financiación extrapresupuestaria tendrá mucha más razón de ser,
cuando se produzca la ampliación de la U.E. reflejada en las Conclusiones de la
Presidencia del Consejo Europeo de Niza de los días 7, 8 y 9 de diciembre de 2000.

De momento, España ha logrado una prórroga en las ayudas que recibe de la U.E.
(nos dan más que damos), al final cuando se realice la ampliación anunciada, la
media de la Convergencia Nominal de la U.E. bajará (los países objeto de la amplia-
ción están al 40% de la Convergencia Nominal de la U.E. actual).

Para ver que esto es así, basta con observar a las únicas bolsas de entre los países
aspirantes a constituir la futura ampliación de la U.E. (Polonia, Hungría, República
Checa, Eslovenia, Eslovaquia, Estonia, Letonia, Lituania, Malta y Chipre en el 2004;
Rumania y Bulgaria en el 2007 y ¿Turquía? - aún sin fecha -) que son homologa-
bles a la de los estados desarrollados, como son: Polonia, Hungría y República
Checa , para ver su modesta aportación de capitalización, puesto que el peso de la
suma de las tres bolsas citadas, viene ha ser el 15% de la capitalización de la bolsa
española.

Los diez primeros países citados anteriormente, firmaron el Tratado de Adhesión
a la U.E. el día 16-04-03 en Atenas, día en que nace de hecho la Europa de los 25,
hasta el día 01-05-04 en el que gozarán de la Adhesión Plena, por el momento ten-
drán voz, pero no derecho de voto en los órganos decisorios de la U.E..
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Como antes se comentó, su Renta per cápita supone el 40% de la media europea
actual. Aportan poca población (unos 75 millones de habitantes) y menos riqueza
todavía, pues representan el 5% del P.I.B. de la U.E. actual.

Aunque las oportunidades futuras para estos países de nueva incorporación y los
que constituyen la U.E. actual, serán de incalculable y positiva repercusión econó-
mica y social.

La conclusión es, que cuando comience la citada ampliación de derecho el día 01-
05-04, España pasará, poco a poco, de ser un país receptor de ayudas (acreedor)
a ser un país convergente nominal y por tanto dador de ayudas (deudor) con res-
pecto a la nueva U.E., por lo que tendremos que arreglarnos SIN AYUDA EXTE -
RIOR, pero también ganaremos nuevos mercados para nuestras empresas, entida-
des bancarias, trabajadores y todo tipo de profesionales libres, ahí debe estar gran
parte de nuestra política exterior económica.



II
ANTECEDENTES ADMINISTRATIVOS

PARA REALIZAR OBRAS O 
INFRAESTRUCTURAS PÚBLICAS

En la L.C.A.P. (Arts. 5, 6, 7, y 8) existen dos importantes clases de contratos:

• Contratos administrativos

• Contratos privados

Los Contratos administrativos pueden ser de tres tipos:

a) Típicos . Son los que tiene por objeto la ejecución de obras o infraestructu -
ras públicas , la gestión de servicios públicos, la entrega o arrendamiento de
suministros y la realización de trabajos de consultoría y asistencia y de ser -
vicios para las AA.PP..

b) Mixtos . Son los que contienen prestaciones correspondientes a dos o más típi-
cos. En este caso, se atenderá para su calificación y aplicación de las normas que
lo regulen, al carácter de la prestación que tenga más importancia desde el
punto de vista económico.

c) Especiales . Son los que contienen prestaciones de naturaleza administrativa
especial, realizados para cumplir una finalidad pública de una Admón. que debe
celebrarlos para llevar a cabo sus competencias o por declararlo así una Ley. Por
ello se regulan por sus leyes específicas.

Los contratos privados . Son los restantes contratos que celebrados por la
Admón. y, en particular, los contratos de compra-venta, donación, permuta, arren-
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damiento y demás negocios jurídicos análogos sobre bienes inmuebles, propiedades
incorporales y valores negociables, así como los contratos comprendidos en la cate-
goría 6 del Art. 206 (Servicios financieros) referente a contratos de seguros y ban-
carios y de inversiones y, de los comprendidos en la categoría 26 del mismo artículo
(Esparcimiento, culturales y deportivos), los contratos que tengan por objeto la
creación e interpretación artística y literaria y los de espectáculos.

En cuanto al Régimen Jurídico aplicable a los mismos, tenemos:

Los contratos administrativos se regirán en cuanto a sus actos jurídicos separa-
bles tales como, los actos de la preparación , adjudicación , efectos y extinción de
la siguiente forma:

Típicos y Mixtos .-

• L.C.A.P. y sus disposiciones de desarrollo.

Especiales .-

• Por sus propias normas específicas.

• En su defecto, por la L.C.A.P.

Privados .-

Los actos de la preparación y adjudicación :

• Normas administrativas especiales

• L.C.A.P.

Los actos de efectos y extinción :

• Normas de Derecho Privado.

Las controversias que surjan entre estas clases de contratos se resolverán en el
siguiente órgano jurisdiccional , para los contratos administrativos típicos y los
contratos administrativos especiales , será el orden jurisdiccional contencioso
administrativo cualquiera que sea el momento de la vida del contrato.

Para los contratos privados será el orden jurisdiccional civil , pero en esta clase
de contratos, los actos separables que se dicten en las fases de la preparación y adju-
dicación, podrán ser impugnados ante el orden jurisdiccional contencioso admi -
nistrativo .



Antes de centrarnos específicamente en el CONTRATO DE OBRAS (desde su
inicio, ejecución y liquidación) objeto de este Apartado II, citaremos sólo la regula-
ción de la L.C.A.P. (para más detalle acudir a la lectura de su articulado) que incide
de forma general en él para ver la ingente cantidad de condicionantes y la extensión
de pasos reglados que ésta impone, sin posibilidad de supresión, fusión entre los
mismos a fin de acortarlos ni de poder actuar con discrecionalidad responsable
en ninguno de ellos (opinión ya expuesta por mí en el Apartado I).

En la L.C.A.P. cualquier procedimiento tiene un carácter muy reglado en la adju-
dicación, formalización y ejecución del contrato.

El cumplimiento formal de dichos procedimientos es importantísimo, dado que
su incumplimiento puede llevar a la nulidad del contrato (conforme a las SS.T.S. de
04-02-65, 06-06-75 y 24-03-75).

Esta regulación viene en la L.C.A.P., estando constituida por artículos agru -
pados en los siguientes apartados :

DISPOSICIONES COMUNES A LOS CONTRATOS DE LAS AA.PP. (Arts. de
la L.C.A.P., 11 al 14 ambos inclusive).-

LA CAPACIDAD Y SOLVENCIA DE LAS EMPRESAS (Arts. de la L.C.A.P., 15
al 24 ambos inclusive).-

LA CLASIFICACIÓN Y REGISTRO DE LAS EMPRESAS (Arts. 25 al 34 ambos
inclusive de la L.C.A.P.) y (Arts. 25 al 36 ambos inclusive, del R.G.L.C.AA.PP., en
lo concerniente a la Clasificación de Empresas Contratistas de Obras).-

En la Comunidad Autónoma de Andalucía se crea este Registro por DECRETO
189/1997, de 22 de julio, por el que se crea el Registro de Licitadores de la
Comunidad Autónoma de Andalucía .

GARANTÍAS EXIGIDAS PARA LOS CONTRATOS CON LA ADMINIS-
TRACIÓN (Arts. de la L.C.A.P., 35 al 47 ambos inclusive).-

LOS PLIEGOS DE CLÁUSULAS ADMINISTRATIVAS Y DE PRESCRIPCIO-
NES TÉCNICAS (Arts. de la L.C.A.P., 48 al 52 ambos inclusive y Arts. 66 al 70
del R.G.L.C.AA.PP., ambos inclusive).-

Los Pliegos relativos a la Contratación Pública se dividen en Pliegos Administrativos
y Técnicos y ambos a su vez en Generales y Particulares, es decir, normas generales de
aplicación en todos los contratos y las específicas del contrato de que se trate.

Los Pliegos de Prescripciones Técnicas Particulares se han desarrollado en el
Apartado IV de este trabajo al ser el lugar específico que por razón de su materia le
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corresponde, en cuanto a los de índole administrativa, expongo a continuación la
normativa por la que se regulan, especificando que normativa lo hace con mayor cla-
ridad y extensión.

A) Pliegos de Cláusulas Administrativas Generales.-

Están regulados en los Arts. 48 de la L.C.A.P. y 66 del R.G.L.C.AA.PP..

B) Pliegos de Cláusulas Administrativas Particulares.-

Se regulan en los Arts. 49 de la L.C.A.P. y 67 del R.G.L.C.AA.PP..

Siendo en el R.G.L.C.AA.PP . donde mejor y más extensamente se detalla su con-
tenido mínimo.

PERFECCIÓN Y FORMALIZACIÓN DE LOS CONTRATOS (Arts. de la
L.C.A.P., 53 al 58 ambos inclusive).-

PRERROGATIVAS DE LA ADMINISTRACIÓN (Arts. de la L.C.A.P., 59 y
60).-

INVALIDEZ DE LOS CONTRATOS (Arts. de la L.C.A.P., 61 al 66 ambos inclu-
sive).-

ACTUACIONES PREPARATORIAS DE LOS CONTRATOS (Arts. de la
L.C.A.P., 67 al 69 ambos inclusive).-

TRAMITACIÓN DE LOS EXPEDIENTES DE CONTRATACIÓN (Arts. de la
L.C.A.P., 70 al 72 ambos inclusive).-

ADJUDICACIÓN DE LOS CONTRATOS (Arts. de la L.C.A.P., 73 al 93 ambos
inclusive).-

La L.C.A.P. en su Art. 73. Procedimientos de adjudicación.- Viene a decir, que
la adjudicación de los contratos se podrá realizar por tres procedimientos, abierto ,
restringido o negociado .

En el procedimiento abierto todo empresario interesado podrá presentar una
proposición.

En el procedimiento restringido sólo podrán presentar proposiciones aquellos
empresarios seleccionados expresamente por la Admón., previa solicitud de los
mismos.

En el procedimiento negociado el contrato será adjudicado al empresario justi-
ficadamente elegido por la Admón., previa consulta y negociación de los términos



del contrato con uno o varios empresarios, de conformidad con lo establecido en el
artículo 92. 3 de la L.C.A.P..

Tanto en el procedimiento abierto como en el restringido la adjudicación
podrá efectuarse por subasta o por concurso .

La subasta tratará sobre un tipo expresado en dinero, con adjudicación al licita-
dor que, sin exceder de aquél, oferte el precio más bajo .

En el concurso la adjudicación recaerá en el licitador que, en su conjunto, haga
la proposición más ventajosa , teniendo en cuenta los criterios que se hayan esta-
blecido en los pliegos, sin atender exclusivamente al precio de la misma y sin
perjuicio de la Admón. a declararlo desierto (Art. 74. Subasta y concurso de la
L.C.A.P.).

En cuanto a la Utilización de los procedimientos y formas de adjudicación
(Art. 75 de la L.C.A.P.), tenemos:

Los órganos de contratación utilizarán normalmente la subasta y el concurso
como formas de adjudicación. El procedimiento negociado sólo procederá en los
casos determinados en los Arts. 140, 141, 159. 2, 181, 182, 209 y 210 de la
L.C.A.P.. 

En todo caso, tiene que justificarse en el expediente la elección del proce -
dimiento y forma utilizados.

Existen unas normas generales de procedimiento referidas a:

* DISPOSICIONES COMUNES (Arts. de la L.C.A.P., 76 al 90 ambos inclusive).-

* EL PROCEDIMIENTO RESTRINGIDO (Art. 91 de la L.C.A.P.).-

* EL PROCEDIMIENTO NEGOCIADO (Art. 92 de la L.C.A.P.).-

* LA NOTIFICACIÓN (Art. 93 de la L.C.A.P.).-

LA EJECUCIÓN Y MODIFICACIÓN DE LOS CONTRATOS (Arts. de la
L.C.A.P., 94 al 102 ambos inclusive).-

LA REVISIÓN DE PRECIOS EN LOS CONTRATOS DE LA ADMINISTRA-
CIÓN (Arts. 103 al 108 ambos inclusive de la L.C.A.P.) y (Arts. 104, 105 y 106
del R.G.L.C.AA.PP.).-

Se expondrá cuando se explique el contrato de obras de forma específica, por ser
el sitio donde tiene más razón de ser, dado el objeto del asunto que se está desarro-
llando.
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EXTINCIÓN DE LOS CONTRATOS (Art. 109 de la L.C.A.P.).-

CUMPLIMIENTO DE LOS CONTRATOS (Art. 110 de la L.C.A.P.).-

RESOLUCIÓN DE LOS CONTRATOS (Arts. de la L.C.A.P., 111 al 113 ambos
inclusive).-

CESIÓN DE LOS CONTRATOS Y LA SUBCONTRATACIÓN (Arts. de la
L.C.A.P., 114 al 116 ambos inclusive) .-

El apartado anterior se ha reflejado aquí, para seguir con la exposición del conte-
nido formal de la regulación que incide en el contrato de obras, pero se desarrolla-
rá en la exposición de la EJECUCIÓN DE LA OBRA O INFRAESTRUCTURA
PÚBLICA , por ser el lugar más idóneo dada la materia que nos ocupa.

CONTRATACIÓN EN EL EXTRANJERO (Art. 117 de la L.C.A.P.).-

Que establece una serie de disposiciones generales para regular este tipo de con-
tratos, pero que por no ser objeto directo del trabajo que estoy desarrollando, las
obviaré.

Por último, antes de entrar en el Contrato de obras de forma específica, me ocu-
paré del Registro Público de los Contratos materia que incide indirectamente en el
mismo, al ser uno de los temas más importantes que regula esta L.C.A.P..

REGISTRO PÚBLICO DE LOS CONTRATOS (Arts. de la L.C.A.P., 118 y 119).-

PREPARACIÓN DEL CONTRATO DE OBRAS.-

Esta materia se regula en la L.C.A.P., desde el Art. 120 al 1 2 9 ambos inclusive, que
no se desarrollarán aquí por ser objeto de todo el Apartado IV de este trabajo, en él se
tratará la materia con gran profundidad al ser básica e imprescindible para el control
económico y técnico de cualquier infraestructura u obra (ya sea pública o privada).

A continuación viene EL CONTRATO DE CONCESIÓN DE OBRAS
PÚBLICAS , regulado en los Arts. 130, 131, 132, 133 y 134 de la L.C.A.P., que
tampoco desarrollo aquí, por ser más oportuno hacerlo en el Apartado III, donde
estudio La Financiación Extrapresupuestaria , materia estelar del trabajo.

LA PUBLICIDAD DENTRO DEL ÁMBITO DE LA COMUNIDAD
EUROPEA Y DE LOS PROCEDIMIENTOS DE ADJUDICACIÓN DEL
CONTRATO DE OBRAS (Arts. de la L.C.A.P., 135 al 141 ambos inclusive) .-

* PROCEDIMIENTO ABIERTO EN EL CONTRATO DE OBRAS (Art. 137
de la L.C.A.P.).-



* PROCEDIMIENTO RESTRINGIDO EN EL CONTRATO DE OBRAS
(Arts. de la L.C.A.P., 138 y 139).-

* PROCEDIMIENTO NEGOCIADO EN EL CONTRATO DE OBRAS (Arts.
de la L.C.A.P., 140 y 141).-

LA EJECUCIÓN Y MODIFICACIÓN DEL CONTRATO DE OBRAS (Arts. de
la L.C.A.P., 142 al 146 ambos inclusive).-

LA EXTINCIÓN DEL CONTRATO DE OBRAS (Arts. de la L.C.A.P., 147 al
151 ambos inclusive).-

* CUMPLIMIENTO DEL CONTRATO DE OBRAS (Arts. de la L.C.A.P., 147 y
148).-

* LA RESOLUCIÓN DEL CONTRATO DE OBRAS (Arts. de la L.C.A.P., 149
al 151 ambos inclusive).-

LA EJECUCIÓN DE LAS OBRAS POR LA PROPIA ADMINISTRACIÓN
(Arts. de la L.C.A.P., 152 y 153).-

Este punto anterior se señala para información, pero no tiene sentido exponerlo al
no ser objeto del desarrollo ni de la filosofía de este trabajo.

También he reseñado aquí los apartados de la Ejecución, Modificación y
Extinción del contrato de obras para terminar la exposición legal dura y pura
de los antecedentes administrativos para realizar obras públicas y por lo
tanto infraestructuras públicas , tal y como dije al principio de este Apartado,
pero su exposición la realizaré a través del desarrollo del punto siguiente, L A
EJECUCIÓN DE LA OBRA , por ser el sitio donde tienen mejor encaje y defi-
n i c i ó n .

LA EJECUCIÓN DE LAS OBRAS O INFRAESTRUCTURAS PÚBLICAS ,
voy a desarrollarla teniendo en cuenta la L.C.A.P., el R.G.L.C.AA.PP. y el P.C.A.G.,
tal y como se realiza en la práctica por los órganos de contratación mediante sus res-
pectivos SERVICIOS en los que están integradas las Unidades o Secciones de
Obra que se encargan de gestionarlas. Como en la exposición de dicha Ejecución,
puede crearse confusión con el cómputo de los plazos, la L.C.A.P. en su Art. 76.
Cómputo de plazos, nos lo aclara y matiza, al prescribir:

Todos los plazos establecidos en esta Ley (L.C.A.P.), salvo que en la misma
se indique que son días hábiles, se entenderán referidos a días naturales .
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También sucede lo mismo con el R.G.L.C.AA.PP., al ser el desarrollo de la
L.C.A.P. (aunque suele ser más explicito, también necesita la anterior aclaración).

MEDIOS MATERIALES Y PRODUCTOS.-

El contratista (C.) tiene libertad para obtener los materiales naturales que las
obras precisen en los puntos que tenga por conveniente, siempre que los mismos
reúnan las condiciones exigidas en el P.P.T. del contrato - se refiere al P.P.T.P. - (Cl.
34 del P.C.A.G.).

También puede aprovechar, con destino a la obra contratada, las sustancias mine-
rales que se encuentren en los terrenos del Estado o CC.LL., así como abrir y explo-
tar canteras en ellos, con sujeción a las normas y prescripciones establecidas por el
Ente Público titular de aquéllos, con la obligación de darle aviso anticipado de sus
actividades previstas y respetando o reponiendo las servidumbres existentes, así
como adoptando las medidas oportunas para no perturbar el libre y seguro uso de
dichos terrenos.

En todo caso, la actividad del C. en esta clase de terrenos ha de ser compatible con
las explotaciones que en ellos lleve acabo el expresado titular, según la cláusula 35
del P.C.A.G..

Los materiales procedentes de excavaciones, demoliciones, o talas en la propia obra
que no utilice el contratista en la obra y puedan aprovecharse en cualquiera otra del
Estado serán acopiados por aquél en los puntos y forma que ordene la Dirección
Facultativa de la obra o Director de la Obra (D.), siéndole de abono los gastos suple-
mentarios de transporte, vigilancia y almacenamiento (Cl. 36 P.C.A.G.).

El C. sólo puede emplear los materiales en la obra previo examen y aceptación por
la D. en los términos y forma que ésta señale para el correcto cumplimiento de las
condiciones convenidas.

Si la D. no aceptase los materiales sometidos a su examen, deberá comunicarlo por
escrito al contratista, señalando las causas que motiven tal decisión. El contratista
podrá reclamar ante la Admón. en el plazo de diez días , contados a partir de la noti-
ficación. En este último caso, y si las circunstancias o el estado de la obra no per-
mitieran esperar la resolución por la Admón. de la reclamación antes citada, la D.
podrá imponer el empleo de los materiales que juzgue oportunos, asistiendo al con-
tratista el derecho a una indemnización de los perjuicios experimentados si la reso-
lución superior le fuere favorable.

En todo caso, la recepción de los materiales por la D. no exime al C. de su res-



ponsabilidad de cumplimiento de las características exigidas para los mismos en el
correspondiente P.P.T.P. (Cl. 41 P.C.A.G.).

A medida que se realicen los trabajos, el C. debe proceder, por su cuenta, a la poli-
cía de la obra y a la retirada de materiales acopiados que ya no tengan empleo en la
misma (Cl. 42 P.C.A.G.).

Los productos industriales de empleo en la obra se determinarán por sus cualida-
des y características, sin poder hacer referencia a marcas, modelos o denominaciones
específicas.

Si en los documentos contractuales figurase alguna marca de un producto indus-
trial para designar a éste, se entenderá que tal mención se constriñe a las calidades
y características de dicho producto, pudiendo el contratista utilizar productos de
otra marca o modelo que tenga las mismas (Cl. 37 P.C.A.G.). Viene a decir lo
mismo, tiene el máximo rango jurídico, el Art. 52.2 de la L.C.A.P..

La D. puede ordenar que se verifiquen los ensayos y análisis de materiales y unida-
des de obra que en cada caso resulten pertinentes y los gastos que se originen serán de
cuenta del contratista hasta un importe máximo del 1% del presupuesto de la obra
(este % se hace S/P.E.M. de la obra para que resulte menos gravoso al contratista
siguiendo los pasos marcados por la Consejería de Obras Públicas y Transportes). No
entran en el cómputo del 1% antes citado, aquellos ensayos que son obligatorios por
normativa y cuyo importe (por dicha condición) está implícitamente incluido en los
correspondientes precios unitarios de las unidades de obra en cuestión. Este importe
máximo del 1% del presupuesto de la obra para ensayos y análisis de materiales y uds.
de obra a cuenta del C.; hoy es un punto de partida, ya que el Art. 145. Ensayos y aná-
lisis de los materiales y unidades de obra, del R.G.L.C.AA.PP., dice: “...Siendo de
cuenta de la administración o del contratista, según determine el pliego de cláusulas
administrativas particulares, los gastos que se originen”.

La D. fijará el número, forma y dimensiones y demás características que deben
reunir las muestras y probetas para ensayo y análisis, caso de que no exista disposi-
ción general al efecto, ni establezca tales datos el P.P.T.P. (Cl. 38 P.C.A.G.).

Los materiales utilizados en la obra deben ajustarse a las instrucciones y normas
promulgadas por la Admón., que versen sobre condiciones generales y homologa-
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ción de materiales, sin perjuicio de las específicas que el correspondiente pliego
puede establecer (Cl. 39 P.C.A.G.).

LA MAQUINARIA Y MEDIOS AUXILIARES.-

Según se establece en la Cl. 28 del P.C.A.G., el C. queda obligado a aportar a las
obras el equipo de maquinaria y medios auxiliares que sea preciso para la buena eje-
cución de aquéllas, en los plazos parciales y totales convenidos en contrato.

En el caso de que para la adjudicación del contrato hubiese sido condición nece-
saria la aportación por el C. de un equipo de maquinaria y/o medios auxiliares con-
cretos y detallados, La D. exigirá aquella aportación en los mismos términos y deta-
lles que se fijaron en tal ocasión.

Los citados equipo y/o medios auxiliares quedarán adscritos o la obra en tanto se
encuentren en ejecución las unidades de obra en que han de utilizarse y, no podrán
retirarse sin consentimiento expreso de la D.. Ésta podrá rechazar cualquier elemento
que considere inadecuado para el trabajo en la obra, con el derecho del contratista a
reclamar frente a la Admón. en el plazo de diez días , desde la notificación por escri-
to de la D., con los mismos efectos establecidos en la ya expuesta cláusula 41.

El equipo y/o medios citados en el párrafo anterior, quedará de libre disposición
del contratista a la conclusión de la obra, salvo estipulación contraria.

El C. no podrá hacer reclamación alguna fundada en la insuficiencia de las dota-
ciones o del equipo que la Admón. hubiera podido prever para la ejecución de la
obra, aún cuando éste estuviese detallado en alguno de los documentos del proyec-
to (Cl. 29 del P.C.A.G.).

Los costos de maquinaria han sido considerados en el Apartado IV de este traba-
jo y los medios auxiliares se han tratado anteriormente.

INSTALACIONES Y CONSTRUCCIONES PROVISIONALES.-

El C. debe instalar y realizar en la obra todas las operaciones y suministros nece-
sarios previos para la correcta ejecución de las obras contratadas, con carácter provi-
sional mientras transcurra la ejecución de las mismas.

Como son:

Vallado cierre de las obras.

Vías de comunicación.



Edificios para oficinas.

Laboratorios.

Pabellones para operarios.

Talleres.

Instalación de distribución de agua.

Instalación de distribución de energía.

Saneamiento.

Telefonía.

Para ayudar al C., la Admón. podrá conceder abonos a cuenta previos con garan-
tía, de acuerdo con el programa de trabajo aprobado.

El reintegro de los abonos a cuenta citados anteriormente, se efectuará deduciendo
de las certificaciones de obra ejecutada, expedidas a partir de la fecha de concesión de
los citados anticipos a cuenta, un porcentaje del importe de la misma, que fijará la D.
de modo que permita el reintegro total de los anticipos antes de terminarse la obra.

La cláusula 7 del P.C.A.G. establece que el C. deberá instalar antes del comienzo
de las obras, y mantener durante la ejecución del contrato, una “Oficina de Obra”
en el lugar que considere más apropiado, previa conformidad de la D..

En esta Oficina deberá el C. necesariamente conservar copia autorizada de los
documentos contractuales del proyecto o proyectos base del contrato (incluso el pro-
grama de trabajo) y el “Libro de órdenes”; a tales efectos, la Admón. suministrará a
aquél una copia de aquellos documentos antes de la fecha en que tenga lugar la com-
probación del replanteo.

El C. no podrá proceder al cambio o traslado de la citada Oficina, sin la previa
autorización de la D..

La cláusula 40 P.C.A.G. dispone que el C. debe instalar en la obra y por su cuen-
ta los almacenes precisos para asegurar la conservación de los materiales, evitando
su destrucción o deterioro y siguiendo, en su caso, las instrucciones que a tal efecto
reciba de la D..

MANO DE OBRA DIRECTA E INDIRECTA.-

Se ha desarrollado en el Apartado IV de este trabajo por ser una materia que dado su
objeto tiene mejor acomodo en él, pero atenderá a lo que dispone para esta materia el
Art. 130 del R.G.L.C.AA.PP., Cálculo de los precios de las distintas unidades de obra.
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DIRECCIÓN DE OBRA. PERSONAL TÉCNICO Y ADMINISTRATIVO
ADSCRITO A LAS OBRAS.- Excepto la D. y por el mismo motivo expuesto en
el punto anterior se ha tratado este personal en el Apartado IV de este trabajo, sin
embargo se matizará un poco más en este Apartado II.

Antes de proceder a esta matización, diré que el Facultativo de la Admón.
Director de la obra o Dirección de la obra (D.) es la persona (en la actualidad suele
ser un equipo de personas), con titulación adecuada y suficiente, directamente res-
ponsable de la comprobación y vigilancia de la correcta realización de la obra con-
tratada.

Para el desempeño de su función podrá contar con colaboradores a sus órdenes,
que desarrollarán su labor en función de las atribuciones derivadas de sus títulos
profesionales o de sus conocimientos específicos y que integrarán la “Dirección de
la obra” (D. o la D.) (como he dicho antes, hoy normalmente es, un equipo de per-
sonas agrupadas en técnicos superiores y de grado medio, contratados externamen-
te al efecto) bajo las órdenes del órgano de contratación que las ejerce a través de los
técnicos funcionarios afectos al mismo.

La D. designada será comunicada al C. antes de la fecha de la comprobación del
replanteo, y dicha D. procederá en igual forma respecto de su personal colaborador.
Las variaciones de uno u otro que acaezcan durante la ejecución de la obra serán
puestas en conocimiento del contratista por escrito (Cl. 4 P.C.A.G.).

Se incluyen en este título al Delegado de obra (D.O.), Jefe de Obra (J.O.), ayu-
dantes o colaboradores del jefe de obra, y el personal administrativo, que estén ads-
critos permanentemente a la obra (mientras dure la ejecución de la misma).

Se entiende por “Contratista” (C.) la parte contratante obligada a ejecutar la obra.

Se entiende por “Delegado de obra del contratista” o “Delegado de obra” (en lo
sucesivo D.O.) la persona designada expresamente por el contratista y aceptada por
la Admón., con capacidad suficiente para:

- Ostentar la representación del C. cuando sea necesario su actuación o su presen-
cia, según el R.G.L.C.AA.PP. y el P.C.A.P., así como en otros actos derivados del
cumplimiento de las obligaciones contractuales, siempre en orden a la ejecución y
buena marcha de las obras.

- Organizar la ejecución de la obra e interpretar y poner en práctica las órdenes
recibidas de la D..

- Proponer a ésta o colaborar con ella en la resolución de los problemas que se
planteen durante la ejecución



La Admón., cuando por la complejidad o extensión de la obra así haya sido esta-
blecido en el P.C.A.P., podrá exigir que el delegado del C. (D.O., que a su vez,
puede ser y generalmente es, el Jefe de Obra - J.O. -) tenga la titulación profesio-
nal adecuada a la naturaleza de las obras, y que el C. designe además el personal
facultativo necesario bajo la dependencia de aquél.

La Admón. podrá recabar del C. la designación de un nuevo delegado y, en su caso,
de cualquier facultativo que de él dependa cuando así lo justifique la marcha de los
trabajos (Cl. 5 P.C.A.G.).

El costo que origina este personal (técnico y administrativo adscrito a las obras por
el C.) se trata en el Apartado IV de forma más extensa, considerándose parte inte-
grante de los costes indirectos (Art. 130 del R.G.L.C.AA.PP.), ya que no son
imputables a unidades de obra concretas, sino al conjunto o parte de la obra, asun-
to antes comentado.

RELACIONES ENTRE LAS PARTES QUE INTERVIENEN EN LA EJECU -
CIÓN DE LA OBRA.-

Las partes que intervienen en la ejecución del contrato de obras son tres: Propiedad
(Admón. como garante del interés público), Contratista (C.) y Dirección Facultativa
(D. o la D.), con la particularidad de que la propiedad es la Admón. y el régimen jurí-
dico que regula el contrato por tanto tiene su propia legislación específica.

Es cierto que las partes que firman el contrato de ejecución de obra son sólo dos,
la Admón. y el C., pero la D. interviene de forma tan definida en el desarrollo de la
ejecución, que aún haciéndolo por encargo de la Admón., puede considerarse como
una tercera parte actuante.

El Régimen Jurídico que rige la ejecución del contrato de obras es:

1) R.D. Legislativo 2/2000 de 16 de junio , por el que se aprueba el Texto
Refundido de la L.C.A.P. (en este trabajo para abreviar L.C.A.P.).

2) Real Decreto 1098/2001, de 12 de octubre , por el que se aprueba el
Reglamento General de la Ley de Contratos de las AA.PP. (que desarrolla al R.D.
Legislativo 2/2000, de 16 de junio, por el que se aprueba el Texto Refundido de la
L.C.A.P.),en este trabajo para abreviar R.G.L.C.AA.PP..

3) P.C.A.P. (Arts. 49 de la L.C.A.P. y 67 del R.G.L.C.AA.PP.), P.P.T.P. (Arts. 51
y 52 de la L.C.A.P. y 68 al 70 ambos inclusive del R.G.L.C.AA.PP.) y como suple-
torios de éstos los P.C.A.G. (Arts. 48 de la L.C.A.P. y 66 del R.G.L.C.AA.PP. y el
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DECRETO 3854/1970 de 31 de diciembre, del Mº de Obras Públicas que aprueba
el P.C.A.G. para la Contratación de Obras del Estado, en todo lo que no contradiga
a los anteriores artículos citados, la L.C.A.P. y el R.G.L.C.AA.PP.) y P.P.T.G. (Arts.
51 y 52 de la L.C.A.P. y 69 y 70 del R.G.L.C.AA.PP.).

- La Ley de Ordenación de la Edificación (ley 38/1999 publicada en B.O.E.
núm. 266, de 6 de noviembre de 1999) (L.O.E.) como supletoria en las edificacio-
nes de obra pública para lo no regulado en la L.C.A.P. a excepción de lo dispuesto
sobre garantías de suscripción obligatoria.

- Legislación sobre Revisión de Precios (L.C.A.P., R.G.L.C.AA.PP. y disposi-
ciones del Mº de Hacienda).

- Normas, Instrucciones y Circulares dictadas por la Admón.

- Otras Disposiciones que pueden serle de aplicación:

a) Legislación Presupuestaria.

b) Ley de Expropiación Forzosa.

c) Ley del Régimen Jurídico de las AA.PP. y del Procedimiento
Administrativo Común.

d) Legislación específica Contencioso - Administrativa

e) Además para las obras realizadas en nuestra CC.AA.:

• Reglamento de Intervención de la Junta de Andalucía.

• Todas las Disposiciones Generales concordantes con la materia de la
Junta de Andalucía.

El desconocimiento del contrato en cualquiera de sus términos, de los documen-
tos anejos que forman parte del mismo o de las instrucciones, pliego o normas de
toda índole promulgadas por la Admón. que puedan tener aplicación a la ejecución
de lo pactado no eximirá al C. de la obligación de su cumplimiento (Cl. 2 P.C.A.G.).

ÓRGANOS DE LA ADMINISTRACIÓN.-

A efectos de la normativa señalada en el Régimen Jurídico de los contratos de obras,
las menciones que en la misma realice a “Administración” o a “Administración
Contratante” se entenderán referidas al Departamento Ministerial a quien, por razón
de la materia y de las consignaciones presupuestarias, corresponda la ejecución de las
obras, cuyo titular resolverá definitivamente en vía administrativa cualesquiera cues-



tiones derivadas del contrato, a menos que tal competencia esté atribuida al Consejo
de Ministros o haya sido objeto de desconcentración o delegación.

Dicha autoridad podrá ejercer la potestad administrativa que le incumbe a través
del “Servicio al que está adscrita la obra” y del “Facultativo Director de la Obra”.

El “Servicio al que está adscrita la obra” (en lo sucesivo, “Servicio” o “Servicio
Gestor”) será mencionado en el P.C.A.P. con el nombre que le corresponde en la
organización del Departamento (Cl. 3. P.C.A.G.).

Así, nuestra legislación resalta la figura del ÓRGANO DE CONTRA TACIÓN ,
por ser el que tiene competencia para celebrar contratos de ejecución de obras.

El departamento al que pertenece la Obra se denomina ORGANISMO CON -
TRATANTE, ADMINISTRACIÓN CONTRA TANTE o simplemente ADMI -
NISTRACIÓN , ejemplos: Los Ministerios en la Admón. Central y en las CC.AA.
sus respectivos Departamentos (Las Consejerías en Andalucía).

El Órgano de Contratación tiene como responsable de la gestión de la obra en
todos sus aspectos a las Direcciones Generales, Delegaciones Provinciales y sobre
todo al Servicio Gestor , que es la Unidad Administrativa a la que está adscrita la
obra dentro de la Administración Contratante.

Pueden igualmente intervenir en los casos que lo requieran, otros órganos tales
como: Consejo de Ministros (si se trata, del Gobierno Central), Consejo de Gobierno
(si se trata, de la C.A. de Andalucía u órganos similares de otras CC.AA.), Gabinetes
Jurídicos, etc.

PRERROGATIVAS Y FUNCIONES DE LA ADMINISTRACIÓN.-

Según el Art. 59 de la L.C.A.P., la Admón. tiene la prerrogativa de interpretar los
contratos de adjudicación de obras y resolver las dudas que estos ofrezcan y modifi-
carlos por razones de interés público , acordar su disolución y determinar los efec-
tos de ésta. Dando audiencia en el expediente al C., como contrapartida toda su
actuación está sujeta a los límites, requisitos y efectos que dicha Ley señala, así como
las demás leyes y Disposiciones Reglamentarias (Reglamentos), Normas
Complementarias y al Derecho, es decir, su actuación está “REGLADA” .

Los acuerdos de resolución de los contratos que dicte la Admón., así como los efec-
tos que en ellos se determinen pondrán fin a la vía administrativa y serán inmedia-
tamente ejecutivos. Contra estas resoluciones sólo cabe el recurso contencioso
administrativo .
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Los acuerdos antes citados se resolverán en vía administrativa por el Órgano
Competente, es decir, el titular del Departamento Ministerial (Ministro/a en el
Estado) o Consejería (consejero/a en la C.A. de Andalucía), salvo que tal competen-
cia esté atribuida al Consejo de Ministros (Estado) o Consejo de Gobierno (en nues-
tra C.A.) o bien esté delegada. Pero en todos los casos, los citados acuerdos se adop-
tarán previo informe del Servicio Jurídico correspondiente (salvo en los casos pre-
vistos en los Arts. 41 y 96 de la L.C.A.P.).

No obstante lo anterior, será preceptivo el informe del Consejo de Estado u órga-
no consultivo equivalente de la C.A. respectiva (en nuestra C.A. de Andalucía, el
Consejo Consultivo de Andalucía) en los casos:

Interpretación, nulidad y resolución, cuando se formule oposición por parte del C.

Modificaciones del contrato, cuando la cuantía de las mismas, aislada o conjunta-
mente, sea superior a un 20% del precio primitivo (original) del contrato y éste sea
superior a 1.000.000.000 de pesetas (6.010.121,04 euros ) en la administración
central, o de 100.000.000 de pesetas (601.012,10 euros) en la administración de la
C. A. de Andalucía.

La ADMINISTRACIÓN realiza una serie de funciones al gestionar el contrato
de obras, que van encaminadas a tener controlada la obra desde el punto de vista téc-
nico y administrativo, así como resolver los conflictos de intereses, técnicos o lega-
les; con el fin de llevar a buen puerto sus realizaciones. Como ejemplo no exhausti-
vo de estas funciones, tenemos:

• Aprobación del Plan de Seguridad y Salud (consiste en aprobar el docu-
mento que presenta el contratista conteniendo los medios necesarios para que se lle-
ven acabo las medidas de Seguridad y Salud que prescribe el Estudio de Seguridad
y Salud con el mismo o mayor grado si cabe de eficacia) (véase Anexo nº 3.1).

• Levantamiento y aprobación de actas de comprobación de replanteo .

• Supervisión y aprobación de programas de trabajo .

• Control de certificaciones y trámites de abono .

• Autorizaciones de suspensiones de obra .

• Seguimiento del cumplimiento de plazos e imposición de penalidades .

• Concesiones de prórrogas .

• Supervisión y aprobación de Adicionales de revisiones de precios .



• Autorización, supervisión y aprobación de modificados .

• Tramitación de expedientes de indemnizaciones .

• Tramitación de proyectos complementarios .

• Autorizaciones para subcontratar obras .

• Autorizaciones para cesión de contratos .

• Incoar (iniciar) y tramitar expedientes de resolución de contratos .

• Supervisión y aprobación de liquidaciones .

• Tramitación de liberación de fianzas .

• Seguimiento e inspecciones de obra.

• Elaboración de informes y dictámenes .

• Tramitación de reajuste de anualidades .

• Tramitación de incidencias entre el contratista y la Administración .

La importancia capital que tiene esta última función, nos lleva a reseñar el Art.
97 del R.G.L.C.AA.PP., Resolución de incidencias surgidas en la ejecución de
los contratos , que dice:

Con carácter general, salvo lo establecido en la legislación de contratos de las
AA.PP. para los casos específicos, cuantas incidencias surjan entre la Admón. y el C.
en la ejecución de un contrato por diferencias en la interpretación de lo convenido
o por la necesidad de modificar las condiciones contractuales, se tramitarán median-
te expediente contradictorio, que comprenderá preceptivamente las actuaciones
siguientes:

1. Propuesta de la Admón. o petición del C..

2. Audiencia del C. e informe del servicio competente a evacuar en ambos casos
en un plazo de cinco días .

3. Informe, en su caso, de la Asesoría Jurídica y de la Intervención, a evacuar en
el mismo plazo anterior .

4. Resolución motivada del órgano que haya celebrado el contrato y subsiguiente
notificación al contratista.

Salvo que motivos de interés público lo justifiquen o la naturaleza de las inciden-
cias lo requiera, la tramitación de estas últimas no determinará la paralización del
contrato.
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Como complemento al Art. anterior, veamos también lo que dice el Art. 142 del
R.G.L.C.AA.PP., Incidencias en la ejecución y autorizaciones y licencias :

1. Una vez iniciados los trabajos, cuantas incidencias puedan surgir entre la
Admón. y el C. serán tramitadas y resueltas por la primera a la mayor brevedad,
adoptando las medidas convenientes para no alterar el ritmo de las obras.

2. A efectos del apartado anterior, el órgano de contratación facilitará las autori-
zaciones y licencias de su competencia que sean precisas al C. para la ejecución de la
obra y le prestará su apoyo en los demás casos.

EL CONTRATISTA.-

El C. es una de las partes firmantes del contrato de obras, sobre el que recae la
obligación de su ejecución.

El Contratista puede ser:

- Contratista individual (persona física).

- Empresa Constructora (persona jurídica).

- Agrupación Temporal de Empresas (U.T.E.).

Básicamente los requisitos que se le exigen son:

a) Estar en posesión de la clasificación exigida en la L.C.A.P. para los de naciona-
lidad española, así como demostrar la capacidad de obrar, y para los restantes miem-
bros de la U.E. y de terceros países, esa capacidad de obrar y las solvencias técnica,
económica financiera y profesional, se demuestra tal y como expone el Art. 15 de la
L.C.A.P..

b) Que resulte adjudicatario de la obra.

Para la ejecución material de la obra podrá ostentar por si mismo su representa-
ción o nombrar un D.O. (J.O.) con titulación adecuada según el tipo de obra como
ya se expuso anteriormente, siendo suficiente para tal fin que lo designe por escri-
to. Aquí resaltaremos que la representación es para la ejecución de la obra que no
suponga modificación del contrato , ya que para lo que suponga modificación, el
D.O. (J.O.) necesitará tener poderes notariales otorgados por el C. bastanteados por
la Admón. Contratante, y demás circunstancias concordantes expuestas anterior-
mente en la Cl. 5 del P.C.A.G..



El C. Está obligado a comunicar a la Admón., en el plazo de quince días , conta-
dos a partir de la fecha en que se haya notificado la adjudicación definitiva de las
obras, su residencia o la de su D.O., a todos los efectos derivados de la ejecución de
aquéllas.

Esta residencia estará situada en las obras o en una localidad próxima a su empla-
zamiento, y tanto para concretar inicialmente su situación como para cualquier
cambio futuro, el C. deberá contar con la previa conformidad de la Admón.

Desde que comiencen las obras hasta su recepción definitiva, el C. o su D.O. debe-
rá residir en el lugar indicado, y sólo podrá ausentarse de él previa la comunicación
a la D. de la persona que designe para sustituirle (Cl. 6 del P.C.A.G.).

DERECHOS DEL CONTRATISTA.-

El Contratista tiene derecho:

a) A ser convocado a los actos de la obra, tales como la comprobación del replan-
teo, inicio y reanudación de la obra, medición mensual y general de la obra.

b) Al abono de las obras realmente ejecutadas y al precio convenido, mediante cer-
tificaciones mensuales en concepto de pagos a cuenta (el P.C.A.P. puede establecer
otro período, aunque no es lo usual), percibir abonos a cuenta por materiales aco-
piados, instalaciones y equipos de maquinaria pesada adscritos a la obra, en las con-
diciones fijadas en el P.C.A.P. y con el régimen y los límites fijados reglamentaria-
mente, debiendo asegurar los referidos pagos mediante la prestación de garantía
(Art. 145 de la L.C.A.P.).

c) A darle audiencia en cuantos expedientes se tramiten en relación con la obra y
que afecten a sus intereses.

d ) Al abono del interés legal del dinero incrementado en 1,5 puntos por demora en
el cobro de las certificaciones cuando la Admón. no las abone dentro de los dos meses
s i g u i e n t e s a la fecha de la expedición, de las mismas, siempre que estas, sean correc-
tas (Art. 99. 4 de la L.C.A.P.). Si la demora de la admón. fuese superior a cuatro meses,
el C. podrá proceder, en su caso, a la suspensión del cumplimiento del contrato,
debiendo comunicar a la admón., con un mes de antelación, tal circunstancia, a efec-
tos del reconocimiento de los derechos que puedan derivarse de dicha suspensión, en
los términos establecidos en esta Ley (L.C.A.P.) (Art. 99.5 de la L.C.A.P.).

e) A la revisión de precios de la obra certificada sujeta a revisión, siempre y cuan-
do cumpla todas las condiciones legalmente establecidas.
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f) Al abono de los excesos de medición que se produzcan al finalizar la obra, reco-
gidos en la liquidación, y en su caso, a la revisión de los mismos.

g) A los abonos a cuenta por acopios de materiales, equipos e instalaciones.

h) A la resolución del contrato por causas no imputables a él (Art. 149 de
L.C.A.P.), como son:

1ª) La falta de pago por parte de la Admón. en el plazo superior a ocho meses ,
según el Art. 99. 6 de la L.C.A.P..

2ª) Si por culpa o negligencia de la Admón. no se efectuase la comprobación del
replanteo en el plazo establecido en el contrato, conforme al Art. 142 (dice, que no
podrá ser superior a un mes desde la fecha de su formalización, salvo casos excep-
cionales justificados...), y requerida fehacientemente la Admón. por el C. el acto de
comprobación de replanteo no se llevara a efecto dentro del mes siguiente al reque-
rimiento.

3ª) La suspensión definitiva de la iniciación de las obras por parte de la Admón..

4ª) La suspensión del inicio de las obras por plazo superior a seis meses por parte
de la Admón. sin ordenar al C. su comienzo.

5ª) El desistimiento o la suspensión de las obras iniciadas por un plazo superior
a ocho meses acordada por la Admón..

6ª) Los errores materiales que pueda contener el proyecto o presupuesto elaborado
por la Admón. que afecten al presupuesto de la obra, al menos, en un 20% .

7ª) Las modificaciones en el contrato, aunque fueran sucesivas, que impliquen, ais-
lada o conjuntamente, alteraciones del precio contrato, en cuantía superior, en (+) o
en (-), al 20% del precio primitivo del contrato, con exclusión del Impuesto sobre el
I . V.A., o representen una alteración sustancial del proyecto inicial (el Art. 150. 1 de
la L.C.A.P., considera alteración sustancial , entre otras, la modificación de los fines
y características básicas del proyecto inicial, así como la sustitución de unidades que
afecten - a f e c t a r , no significa sólo aumento o disminución del presupuesto,
puede ser sólo un cambio cualitativo, es decir, un modificado a CERO euros- ,
al menos, al 3 0 % del precio primitivo del contrato, con exclusión del I.V. A . ) .

El Contratista tendrá derecho a recibir indemnizaciones , que pueden ser:

A) En los casos antes citados de resolución de contrato por causas no imputa-
bles al mismo:



• En los supuestos de la 2ª causa, será del 2% del precio de adjudicación.

• En los supuestos de la 4ª causa, será del 3% del precio de adjudicación.

• En los supuestos de la 1ª, 3ª,5ª, 6ª y 7ª causa, será del 6% del precio de la obra
pendiente de ejecutar (lo que en derecho se denomina “lucro cesante” , en la
L.C.A.P. y el R.G.L.C.AA.PP. es en concepto de “beneficio industrial”, se tomará
para estas obras como precio del contrato el presupuesto de ejecución material con
deducción de la baja de licitación en su caso) y además la obra realizada, no sólo la
que pueda ser certificada, sino también las accesorias y auxiliares que forman parte
del % de C.I. (costes indirectos, véanse en el Apartado IV), así como los acopios
situados a pie de obra. (Art. 151 de la L.C.A.P., Efectos de la resolución y Art. 171
del R.G.L.C.AA.PP., Desistimiento y suspensión de las obras).

B) Por paralización de obra :

En estos supuestos, se indemnizará por los daños y perjuicios realmente sufridos.

C) Por Causa de fuerza mayor :

Aunque la ejecución del contrato de obras se realiza a riesgo y ventura del con-
tratista, existen unos casos llamados de fuerza mayor en los que al C. se le recono-
cen derechos de indemnización, siempre que éste no haya actuado imprudentemen-
te y por lo tanto tomado medidas prudentes de protección de la obra, sus instala-
ciones y acopios (Cl. 14 del P.C.A.G. y Art. 144 de la L.C.A.P.).

Estos casos están reconocidos de forma expresa en el Art. 144. Fuerza mayor de
la L.C.A.P., que dice así:

1. En casos de fuerza mayor y siempre que no exista actuación imprudente por
parte del contratista, éste tendrá derecho a una indemnización por los daños y per-
juicios que se hubieren producido.

2. Tendrán consideración de casos de fuerza mayor los siguientes:

a) Los incendios causados por la electricidad atmosférica.

b) Los fenómenos naturales de efectos catastróficos, como maremotos, terremotos,
erupciones volcánicas, movimientos del terreno, temporales marítimos, inundacio-
nes u otros semejantes.

c) Los destrozos ocasionados violentamente en tiempo de guerra, robos tumultuo-
sos o alteraciones graves del orden público.

Respecto de los casos de fuerza mayor , el Art. 144 de la L.C.A.P., deja bien claro
cuáles son, al decir “... y siempre que no exista actuación imprudente por parte
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del contratista, éste tendrá derecho a una indemnización ...” , es decir, hechos
de predicción imposible con los medios técnicos al alcance de la Ciencia Vigente
(por ejemplo, un movimiento del terreno que se pueda predecir con el correspon-
diente estudio geotécnico - no es un caso de fuerza mayor -, como tampoco lo es,
un movimiento sísmico en el grado normal que para ese sitio geográfico tienen esta-
blecido las tablas oficiales de obligado cumplimiento , un coeficiente a tener en
cuenta en los cálculos de las construcciones de obras o infraestructuras - públicas o
privadas -, que influye en las dimensiones y diseño de las cimentaciones y estructu-
ras condicionando además, la resistencia de los materiales a emplear en las mismas.
Será caso de fuerza mayor , cuando el fenómeno sísmico alcance grados no previs-
tos en dichas tablas y tenga tal magnitud que se salga de toda escala racional ,
hecho, que a veces desgraciadamente se produce).

Para que el C. pueda pedir indemnizaciones por los casos de fuerza mayor antes
citados, existe un procedimiento que viene determinado en el Art. 146 del
R.G.L.C.AA.PP., Procedimiento en casos de fuerza mayor , que dice:

1. El contratista que estimare que concurre la aplicación de alguno de los casos de
fuerza mayor enumerados en el Art. 144. 2 de la presente Ley (L.C.A.P.) presentará
la oportuna comunicación al director de la obra (la D.) en el plazo de veinte días ,
contados desde la fecha final del acontecimiento, manifestando los fundamentos en
que se apoya, los medios que haya empleado para contrarrestar sus efectos y la natu-
raleza, entidad e importe de los daños sufridos.

2. El director de la obra (la D.) comprobará seguidamente sobre el terreno la rea-
lidad de los hechos, y previa toma de los datos necesarios y de las informaciones per-
tinentes, procederá a la valoración de los daños causados, efectuando propuesta sobre
la existencia de la causa alegada, de su relación con los perjuicios ocasionados y, en
definitiva, sobre la procedencia o no de indemnización.

3. La resolución del expediente corresponderá al órgano de contratación, previa
audiencia del contratista e informe de la Asesoría Jurídica.

OBLIGACIONES DEL CONTRATISTA.-

El C. tiene las siguientes obligaciones:

- Constituir la fianza definitiva en el plazo legalmente establecido (requisito
indispensable para poder firmar el contrato).

- Firmar el contrato de ejecución de las obras.

- Pagar las tasas, anuncios de licitación, licencia de obras, etc., y lo que le obligue
el P.C.A.P..



- Realizar los trabajos previos de limpieza y desbroce del solar o del lugar/es donde
se vaya a ubicar la obra o infraestructura pública.

- Elaborar el Plan de Seguridad y Salud, sometiéndolo al informe del coordinador
en materia de seguridad y salud durante la ejecución de la obra, para elevarlo a la
consideración de la Admón. a fin de ésta lo apruebe.

- Presentar con el VºBº de la D. a la Admón. cuando se establezca expresamente
en el P.C.A.P., y siempre que la ejecución de la obra esté prevista en más de una
anualidad, un programa de trabajo en el plazo máximo de treinta días, contados
desde la formalización del contrato.

El órgano de contratación resolverá sobre el programa de trabajo dentro de los
quince días siguientes a su presentación, pudiendo imponer la introducción de
modificaciones o el cumplimiento de determinadas prescripciones, siempre que no
contravengan las cláusulas del contrato.

En el programa de trabajo a presentar, en su caso, por el contratista se deberán
incluir los siguientes datos:

a) Ordenación en partes o clases de obra de las unidades que integran el proyecto,
con expresión de sus mediciones.

b) Determinación de los medios necesarios, tales como personal, instalaciones,
equipo y materiales, con expresión de sus rendimientos medios.

c) Estimación en días de los plazos de ejecución de las diversas partes o unidades
de obra.

d) Valorada mensual y acumulada de la obra programada, sobre la base de las obras
u operaciones preparatorias, equipo e instalaciones y partes o unidades de obra a pre-
cios unitarios.

e) Diagrama de las actividades o trabajos.

El director de la obra (la D.) podrá acordar no dar curso a las certificaciones hasta
que el C. haya presentado en debida forma el programa de trabajo cuando éste sea
obligatorio (normalmente lo es), sin derecho a intereses de demora, en su caso, por
retraso en el pago de estas certificaciones (Art. 144 Programa de trabajo a pre -
sentar por el contratista del R.G.L.C.AA.PP.) (véase Anexo nº 3.2).

- Designar D.O. y J.O. (suelen ser la misma persona como ya comenté con ante-
rioridad) a efectos de la ejecución del contrato (según Cl. 5 del P.C.A.G., antes
expuesta).
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- Ha de establecer una oficina con representante con poder bastante para la ejecu-
ción del contrato, así como fijar y notificar a la Admón. su domicilio o el de su
Delegado (D.O., según Cl. 6 del P.C.A.G., antes expuesta).

- Colocar los carteles de obra en modelo oficial, en número y tamaño que indique
el P.C.A.P..

- Facilitar a la D., la relación de equipos, medios auxiliares, maquinaria y perso-
nal que pondrá a disposición de la obra, según compromiso formulado en el
momento de la adjudicación (véase Anexo nº 3.2).

- Acompañar a la D. en las visitas a las obras.

- Instalar una Oficina de Obra antes del comienzo de las mismas, en la que exis-
tirá copia de todos los documentos del Proyecto, copia del Contrato, copia del
P.C.A.P., Libro de Órdenes, Libro de Incidencias - para todo lo relacionado con la
seguridad y salud - , Plan de Seguridad y Salud, Programa de Trabajo, así como ele-
mentos de oficina y útiles e instrumentos para replanteos (véase Cl. 7 del P.C.A.G.
ya expuesta anteriormente).

- Construir instalaciones auxiliares de obra, tales como: Vallado cierre de las obras,
viales, locales de bienestar para los operarios (vestuario, servicio con inodoros y
duchas, y comedor, en número tasado por normativa en función del número máxi-
mo de personas que trabajen en la obra), local de asistencia sanitaria con botiquín
(en su caso), almacenes, talleres, etc..

- Suscribir la póliza o pólizas de seguro que señale el P.C.A.P. (suele ser combina-
da de incendio - todo riesgo derivado de la construcción durante la duración del
contrato -, a veces también se asegura la misma construcción hasta la terminación
del plazo de garantía). La copia de la/s póliza/s y justificante de haber abonado la/s
prima/s correspondientes se presentarán con el programa de trabajo.

- Solicitar autorización para subcontratar parte de los trabajos y dar comunicación
a la Admón. por escrito de los subcontratistas en cuestión, así como realizar el aviso
previo a la Autoridad Laboral antes del comienzo de las obras (Art. 18 del R.D.
1627/1997, ver en Anexo nº 3.3).

- Indemnizar a la Admón., a su personal o a terceros por los daños ocasionados
como consecuencia de la ejecución del de la obra, salvo que los daños causados sean
motivados por órdenes de la Admón. (Cl. 12 del P.C.A.G.).

- Cumplir toda la legislación vigente aplicable en materia de Seguridad y Salud,
prevención de riesgos laborales, fiscal y de seguridad social.



- Avisar a la D. cuando alguna parte de la obra vaya a quedar oculta, a fin de que
ésta pueda comprobar dimensiones y/o cuantos datos estime conveniente para poder
practicar en su momento la liquidación o realizar los planos definitivos de obra (Art.
147. 3 Mediciones del R.G.L.C.AA.PP.).

- Cuando en la obra aparezcan objetos de arte, antigüedades, monedas y en gene-
ral objetos de todas clases, el Estado o la C.A. en cuestión, según los casos, se reser-
va en principio la propiedad de los mismos. El contratista en estos supuestos tiene
la obligación de emplear todas las precauciones que para extraer tales objetos le sean
indicadas por la D. (con el derecho a que se le abone el exceso de gastos que tales
trabajos le causen). También está obligado a advertir a su personal de los derechos
que tiene el Estado o la C.A. sobre los citados objetos, siendo responsable subsidia-
rio de las sustracciones o desperfectos que puedan ocasionar el personal empleado en
la obra (ver Art. 97 de la L.C.A.P. y CL. 19 del P.C.A.G.).

- Realizar las gestiones, pagos de todos los gastos, tasas, arbitrios, derechos de engan-
che y acometidas y visado de proyectos que hayan de presentarse en los organismos ofi-
ciales, para llevar a cabo la ejecución de la obra (Cls. 11 y 13 del P. C . A . G . ) .

- Mantener hasta el final de las obras, si así se estable en el Proyecto, todas las ser-
vidumbres que existan sobre el terreno.

- Abonar el importe de los ensayos y análisis de los materiales y unidades de obra
previstos en el P.P.T.P., si así está establecido en el P.C.A.P., el de los obligatorios
por estar incluidos en los epígrafes de los P.U.D., y en todo caso los necesarios orde-
nados por la D. para comprobar materiales u unidades de obra defectuosas, si los
resultados de los mismos así lo confirman (Ver Art. 145. Ensayos y análisis de los
materiales defectuosos y unidades de obra del R.G.L.C.AA.PP.).

- Dar aviso por escrito a la D. con cuarenta días hábiles de antelación, la fecha
prevista para la terminación de la obra (Art. 163 del R.G.L.C.AA.PP.) y (Cl. 70 del
P.C.A.G.).

- Asistir bien personalmente o bien mediante delegación autorizada (D.O.) a la
recepción de la obra (Art. 164 del R.G.L.C.AA.PP.) y (Cl. 71 del P.C.A.G.).

- Presenciar personalmente o por medio de su D.O. la medición general ( d e n o m i-
nada medición final en el Art. 145. 1. de la L.C.A.P.), que será la base de la certifica-
ción final y posterior liquidación (es muy importante la asistencia, ya que si por causas
imputables al contratista no se produce su presencia o la de su D.O., no podrá ejercitar
reclamación alguna en orden al resultado de la medición general ni acerca de los actos
de la Admón. que se basen en tal resultado) (Cl. 74 del P.C.A.G.) y (Ver Art. 166
Medición general y certificación final de las obras del R.G.L.C.AA.PP. ) .
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- Realizar el mantenimiento, conservación y vigilancia de la obra hasta la termi-
nación del plazo de garantía, subsanando los defectos que aparezcan en la misma,
siempre que no sean debidos al mal uso (Cl. 22 del P.C.A.G.). Acerca de ésta obli-
gación del contratista, el R.G.L.C.AA.PP. en su Art. 167. Obligaciones del contra-
tista durante el plazo de garantía, dice:

1. Durante el plazo de garantía cuidará el contratista en todo caso de la conserva-
ción y policía de las obras con arreglo a lo previsto en los pliegos y a las instruccio-
nes que diere el director de la obra (la D.).

2. Si descuidase la conservación y diere lugar a que peligre la obra se ejecutarán
por la Admón. y a costa del contratista los trabajos necesarios para evitar el daño.

- Instalar las señales precisas para indicar el acceso a la obra, la circulación en la
zona que ocupan los trabajos y los puntos de posible peligro debido a la marcha de
aquéllos, tanto en dicha zona como en sus lindes e inmediaciones.

El C. cumplirá las órdenes dadas por escrito de la D. acerca de señales comple-
mentarias o modificación de las que haya instalado.

Los gastos originados por la señalización se abonarán según establezcan los plie-
gos particulares de la obra, y en su defecto, serán de cuenta del contratista (CL. 23
del P.C.A.P.).

De todos modos respecto de las señales de seguridad y salud, si el Proyecto de la
Obra tiene E.S.S. y por lo tanto P.S.S. estarán definidas en dicho P.S.S. con una
mayor profundidad y concreción.

RESPONSABILIDADES DEL CONTRATISTA.-

A) Si la obra se arruina con posterioridad a la expiración del plazo de
garantía por vicios ocultos de la construcción, debido a incumplimiento del
contrato por parte del contratista, responderá éste de los daños y perjuicios
durante el término de QUINCE AÑOS, a contar desde la recepción.

Transcurrido este plazo sin que se haya manifestado ningún daño o perjui -
cio, quedará totalmente extinguida la responsabilidad del contratista (Art.
148 de la L.C.A.P.).

B) El contratista será responsable de los daños y perjuicios que se causen a terce-
ros como consecuencia de las operaciones que requiera la ejecución del contrato,
salvo que hayan sido causados por órdenes directas e inmediatas de la Admón., en
cuyo supuesto ésta asumiría la culpabilidad (Art. 97 de la L.C.A.P.).



C) Tiene la responsabilidad de custodiar y conservar los materiales que la Admón.
facilite al contratista, si así está estipulado en el contrato y pliegos (puede darse,
pero no es usual dicha entrega de materiales por parte de la Admón.).

D) Será responsable de la ejecución de modificaciones que sabe que son irregula-
res (son aquellas que no están en el proyecto aprobado y por ello no contratadas) al
no estar autorizadas previamente por la Admón., y por ello no tendrá derecho al
abono de las mismas; teniendo la obligación de demolerlas si así se le ordena, e
indemnizará a la Admón. por los daños y perjuicios que su conducta ocasione.
Dicha responsabilidad directa del contratista (empresario) no será obstáculo
para que se exija la que pudiere alcanzar a los funcionarios encar gados de la
dirección, inspección y vigilancia de las obras (Ver Cl. 62 del P.C.A.G.).
También a estos efectos y no sólo para las modificaciones, la responsabilidad de los
funcionarios se establece en la DISPOSICIÓN ADICIONAL QUINTA de la
L.C.A.P., Responsabilidades de las autoridades y del personal al servicio de la
AA.PP., que dice:

1. La responsabilidad patrimonial de las autoridades y del personal al ser -
vicio de las AA.PP. derivada de sus actuaciones en materia de contratación
administrativa, tanto por daños a particulares como a la propia
Administración, se exigirá con arreglo a lo dispuesto en el Título X de la
L.R.J. de las AA.PP. y del P.A.C. (Arts. 139 y siguientes de la citada Ley) y en
el Real Decreto 429/1993, de 26 de marzo, por el que se aprueba el
Reglamento de los Procedimientos de las AA.PP. en materia de responsabi -
lidad patrimonial (B.O.E. núm. 106, de 4 de mayo; y corrección de erratas en
B.O.E. núm. 136, de 8 de junio).

2. La infracción o aplicación indebida de los preceptos contenidos en la
presente Ley (L.C.A.P.) por parte del personal al servicio de las AA.PP., cuan -
do mediare al menos negligencia grave, constituirá falta muy grave cuya res -
ponsabilidad disciplinaria se exigirá conforme a la normativa específica en la
materia.

E) Los subcontratistas quedarán obligados sólo ante el C. principal que asumirá,
por tanto, la total responsabilidad de la ejecución del contrato frente a la Admón.,
con arreglo estricto al P.C.A.P. y a los términos del contrato (Art. 115. 3 de la
L.C.A.P.). De donde se desprende que el C. es el único responsable de las obras que
subcontrate frente a la Admón. como si las hubiese ejecutado el mismo.

F) Ha de ejecutar las obras con estricta sujeción a las estipulaciones contenidas en
el P.C.A.P. y al proyecto que sirve de base al contrato y conforme a las instrucciones
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que en interpretación técnica de éste, le dé la D.. Cuando dichas instrucción fueren
de carácter verbal, deberán ser ratificadas por escrito en el más breve plazo posible,
para que sean vinculantes para las partes (Art. 143.1 de la L.C.A.P.).

Durante el desarrollo de las obras y hasta que se cumpla el plazo de garantía, es res-
ponsable de los defectos que en la construcción puedan advertirse (según dispone la
L . C . A . P. en su Art. 143. Ejecución de las obras y responsabilidad del contratista) .

LA DIRECCIÓN.-

Al principio del desarrollo de la Ejecución de la Obra ya comenté de pasada de
forma general que era la Dirección de la obra o Dirección (D. o la D.), aquí me
detendré más específicamente en sus funciones.

La D. ordena, dispone, determina, comprueba y vigila la correcta ejecución de la
obra de acuerdo con su contrato y proyecto aprobado.

Se puede denominar Dirección Facultativa, Dirección Técnica, Equipo Técnico
Director, Dirección de Obra (D. o la D.) y está constituida por el personal técnico
con titulación adecuada y suficiente, del que se vale la Admón. para dirigir la obra
pública, bien estén en el ejercicio libre de la profesión o se trate de funcionarios per-
tenecientes a la propia Admón..

Dichos profesionales y funcionarios desempeñan su labor en función de las atri-
buciones derivadas de los títulos profesionales que cada uno de ellos ostenta o de sus
conocimientos específicos.

En la actualidad existe la tendencia, tanto en los contratos de dirección de obras,
como en los P.C.A.P. que los regulan, a no referirse a dos tipos de direcciones (supe-
rior y auxiliar), sino a un único Equipo Técnico de Dirección (D. o la D.).

La Ley de Ordenación de la Edificación (ley 38/1999 publicada en B.O.E. núm.
266, de 6 de noviembre de 1999) (L.O.E.) establece que la D. está constituida por
la Dirección de Obra (lo que anteriormente se denominaba dirección superior) y la
Dirección de Ejecución de la Obra (lo que anteriormente se denominaba dirección
auxiliar).

El contrato entre la Admón. y el citado Equipo Técnico de Dirección, tiene la
calificación de Contrato de Consultoría y Asistencia, para ello la L.C.A.P. obliga a
que los técnicos citados se constituyan en una U.T.E., con ello también se consigue
nombrar un técnico representante de la misma ante la Admón. para que aunque en
los documentos administrativos firmen y figuren nominados todos, en ciertas oca-



siones pueda entenderse la Admón. con él, sin tener que ponerse en contacto con
todos los componentes de la citada U.T.E..

La Admón. podría también contratar de forma individual, pero casi siempre lo
hace con el Equipo Técnico de forma conjunta porque la gestión se simplifica al
máximo y se controla mejor.

Con la L.C.A.P. vigente este tipo de contrato se puede realizar vía PROCEDI-
MIENTO NEGOCIADO SIN PUBLICIDAD para importes inferiores a
5.000.000 de pesetas (30.050,61 euros , I.V.A. incluido) (Art. 210 letra h) de la
L.C.A.P.)..

El Contrato de Consultoría y Asistencia, se formaliza en un sólo documento y se
regula por sus correspondientes Pliegos (P.C.A.P. y P.P.T.P.) en donde se recoge:
objeto del contrato, derechos y obligaciones, precio del contrato, existencia de cré-
dito, forma de adjudicación, documentación relacionada con la marcha de las obras
a presentar por los técnicos, formas de pago, penalizaciones, etc..

Las funciones que ha realizar la D. se pueden clasificar en técnicas y técnico-
administrativas . Las técnicas consisten en la interpretación del proyecto y el con-
trol de la ejecución de la obra. Las técnico-administrativas consisten en la elabora-
ción de documentos que tienen tal carácter por estar trabajando para la Admón..

Las obras se ejecutarán con estricta sujeción a las cláusulas estipuladas en el
P.C.A.P. y al proyecto que sirve de base al mismo y conforme a las instrucciones que
en interpretación de éste diere al C. la D., que serán de obligado cumplimiento para
aquél, siempre que lo sean por escrito (ver Art. 143.1 de la L.C.A.P.).

Esta disposición anterior ha de entenderse de la siguiente forma, por muy bien
redactado que esté un proyecto, siempre será preciso realizar, aclaraciones, interpre-
tar detalles, etc., pero estas indicaciones de la D. son aclaratorias y no se pueden
interpretar como la introducción de modificaciones, que hagan posible al C. la exi-
gencia de nuevos precios.

La D. está obligada a realizar cuantas visitas considere necesarias para vigilar la
ejecución de la obra y que ésta se realice correctamente, ya que sobre ella recae tal
responsabilidad. Por ello, la Admón. suele fijar en función del tipo de obra que se
va a ejecutar, un número mínimo de visitas que juzga suficientes para tal fin (pero
no se pueden aducir como razón para no realizar más visitas, si la D. las considera
necesarias), de dichas visitas deberá quedar constancia y reflejo de forma fehaciente
en el libro de órdenes de la obra, así como para las cuestiones de seguridad y salud
en el preceptivo libro de incidencias, si es el caso.
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FUNCIONES TÉCNICAS DE LA DIRECCIÓN.-

La labor de control a realizar por la D., será:

1.- Control de la ejecución de la obra :

a) Exigirá al contratista la elaboración del Plan de Seguridad y Salud y si lo ve
correcto lo informará favorablemente, proponiendo que sea aprobado por el
“Servicio Gestor” al que pertenezca la obra, así como el cumplimiento del mismo,
vigilando su correcta aplicación y efectuará en el libro de incidencias, las anotacio-
nes que estime oportunas.

b) Sobre el personal del C. (incluso de las subcontrataciones que haga), compro-
bará si son suficientes para llevar la ejecución de la obra en los plazos previstos y si
tienen la cualificación adecuada. Para esta comprobación puede servir de base los
documentos que el C. aportó en la licitación respecto del personal que se compro-
metía a adscribir a la obra y el programa de trabajo aprobado. La D. tiene la facul-
tad de recusar al personal del C. que con su comportamiento perjudique a la obra,
a su ritmo o a las personas que trabajen en ella (ver Cl. 10 del P.C.A.G.).

c) Sobre los equipos y maquinaria verá si son idóneos para la obra, en los plazos y
características según el compromiso adquirido en la licitación por imperativo del
P.C.A.P..

d) Sobre los materiales comprobará que cumplen las condiciones establecidas en
el P.P.T.P. y restantes documentos del proyecto. Exigiendo los ensayos preceptivos y
todos los que la D. en uso de sus atribuciones estime conveniente realizar.

e) Vigilará y comprobará que las uds. de obra se ejecuten de conformidad con el
proyecto, las normas de obligado cumplimiento y prácticas de buena construcción,
así como las órdenes que por escrito evacúe sobre el particular.

f) Sobre el ritmo y buena marcha de la obra velará para que se cumplan los plazos
estipulados en el Programa de Trabajo aprobado e informando al “Servicio Gestor”
al que pertenezca la obra de los retrasos que se produzcan, por si procediera la impo-
sición de penalidades al contratista o la adopción de otras medidas que estuviesen
indicadas al respecto (ver Art. 95 de la L.C.A.P.).

Las funciones de control antes citadas tienen su base, entre otras Disposiciones
Legales, en los Arts. del R.G.L.C.AA.PP., 94 y 95 que se exponen a continuación:

Art. 94. Dirección e inspección de la ejecución, dispone:

1. La ejecución de los contratos se desarrollará, sin perjuicio de la obligaciones que
corresponden al contratista (C.), bajo la dirección, inspección y control del órgano



de contratación, el cual podrá dictar las instrucciones oportunas para el fiel cumpli-
miento de lo convenido.

2. Los pliegos de cláusulas administrativas, generales y particulares, contendrán
las declaraciones precisas sobre el modo de ejercer esta potestad administrativa.

Art. 95. Facultades del órgano de contratación en la ejecución del contrato, pres-
cribe:

Cuando el contratista (C.), o personas de él dependientes, incurra en actos u omi-
siones que comprometan o perturben la buena marcha del contrato, el órgano de
contratación podrá exigir la adopción de medidas concretas para restablecer el buen
orden en la ejecución de lo pactado.

2.- Control de la obra terminada:

a) Vigilará el comportamiento y estado de la obra hasta la recepción de la misma
por la Admón..

FUNCIONES TÉCNICO-ADMINISTRATIVAS DE LA DIRECCIÓN.-

La D. (en especial los Aparejadores y Arquitectos Técnicos, por ser la Dirección
de la Ejecución de la Obra) una vez contratada, realizará:

a) El estudio y análisis del proyecto con profundidad.

b ) El informe previo a la comprobación del replanteo, para ello la D. ha de perso-
narse en el terreno o solar y comprobar la ausencia de impedimentos para el inicio de
la obra, con el fin de que la Admón. conozca lo antes posible si existen o no dificulta-
des para autorizar el inicio de la obra al efectuar la comprobación del replanteo.

c) La D. asistirá al acto de la comprobación del replanteo efectuado por la
Admón., firmando el acta (levantada conjuntamente con el representante de la
Admón.) de la autorización del inicio de la obra si no existen impedimentos o sus-
pendiendo el inicio si existiesen razones que deben reflejarse en la misma.

d) La verificación y visado del Programa de Trabajo que ha de ser sometido a la
aprobación del órgano de contratación (ver Anexo nº 3.2).

e) La medición de la obra ejecutada cada mes, para confeccionar la relación valo-
rada y poder emitir basándose en ella, la correspondiente certificación mensual
(podría ser otro período cuando así lo fijase el correspondiente P.C.A.P., lo que no
es usual). Redactando a la vez un informe sobre la marcha, ritmo e incidencias de
las obras si las hubiese, así como fotografías de la obra que complementen al mismo.
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d) La emisión del certificado de terminación de cada fase o hito que se señale en
el P.C.A.P..

e) La elaboración las correspondientes certificaciones y adicionales por revisiones
de precios cuando concurran las circunstancias para ello.

f) Nada más constatar la necesidad de nuevas uds. de obra, detecte olvidos u omi-
siones en el proyecto, o surjan causas que obliguen a la modificación del mismo,
dará cuenta inmediatamente a la Admón. con memoria explicativa de la/s circuns-
tancia/s acaecida/s y su incidencia en la marcha de las obras, con avance de presu-
puesto estimativo (que ha de procurarse que sea lo más exacto posible), solicitando
la citada modificación para que el órgano de contratación pueda tomar las deci-
siones más convenientes, que suele ser la fiscalización previa de dicha solicitud para
realizar el correspondiente proyecto modificado basándose en la misma o comple-
mentario, según sea el caso. Recordemos que no se pueden realizar modificaciones
en los proyectos aprobados sin la correspondiente autorización, pues se incurre en
responsabilidad, tanto por parte del C. como por parte del funcionario (también la
D.) encargado de la inspección y vigilancia de las obras (Ver Arts. 160,161 y 162
del R.G.L.C.AA.PP. y Cl. 62 del P.C.A.G.).

g) Cuando haya necesidad de paralizar la obra, la solicitará razonadamente a la
Admón., si ésta la autoriza, levantará acta de suspensión que firmará conjuntamen-
te con el C.. Superadas las causas que motivaron la suspensión, firmará con el C. el
acta de reanudación (Arts. 102 de la L.C.A.P. y 103 del R.G.L.C.AA.PP.).

h) Recibido el aviso por escrito del C., con una antelación de cuarenta y cinco
días hábiles de la fecha prevista para la terminación de la obra, la D. una vez com-
probado que ello es posible, procederá a elevarlo con su informe, con una antelación
de un mes respecto a la fecha de terminación de la obra, a la Admón., a los efectos
de que ésta organice la recepción y fije la fecha de la misma (Art. 163 del
R.G.L.C.AA.PP.).

i) La asistencia a la recepción de la obra en la fecha en que por escrito le ha cita-
do la Admón. (también la Admón. ha hecho lo mismo con el C.), firmando el acta
que de dicho acto se levante (como mínimo una por asistente, y si no acude el C. se
le dará traslado de la misma a través de la Admón.) (Art.164 del R.G.L.C.AA.PP.).

j) Formular en el plazo de un mes desde la recepción la Medición General con la
asistencia del C. o a su D.O. (para ello, en el acta de recepción la D. fijará la fecha
de inicio de dicha medición, quedando con ello notificado el C. para dicho acto).De
dicho acto se levantará acta en triplicado ejemplar que firmarán la D. y el C., reti-
rando un ejemplar cada uno de los firmantes y remitiéndose el tercero por la D. al



órgano de contratación. Si el C. no ha asistido a la medición el ejemplar del acta le
será remitido por la D.. También dentro de los diez días siguientes al término del
plazo que se ha comentado en el párrafo primero de esta letra la D. expedirá y tra-
mitará la correspondiente certificación final que tendrá que aprobar el órgano de
contratación dentro del plazo de dos meses , contados a partir de la recepción de la
obra, que será abonada, en su caso, al C. dentro del plazo de dos meses a partir de
su expedición a cuenta de la liquidación del contrato (ver Art. 166 del
R.G.L.C.AA.PP.).

k) Durante el plazo de garantía cuidará que el C. repare cuantos defectos de cons-
trucción aparezcan, así como la vigilancia y policía de la obra hasta la entrega de la
obra a la Admón. para el destino a su uso específico.

l) Dentro del plazo de quince días anteriores al cumplimiento del plazo de garan-
tía, la D., de oficio o a instancia del C., redactará un informe sobre el estado de las
obras. Si éste fuera favorable, el C. quedará relevado de toda responsabilidad, salvo
lo dispuesto en el Art. 148 de la L.C.A.P. (ya comentado al ver las responsabilida-
des del contratista), procediéndose a la devolución o cancelación de la garantía, a la
liquidación del contrato y, en su caso al pago de las obligaciones pendientes, apli-
cándose a este último lo dispuesto en el Art. 99. 4 (L.C.A.P.).

En el caso que el informe antes citado no fuera favorable y los defectos observados
se debiesen a deficiencias en la ejecución de la obra y no al uso de lo construido,
durante el plazo de la garantía, la D. procederá a dictar las oportunas instrucciones
al C. para la debida reparación de lo construido, concediéndole un plazo para ello
durante el cual continuará encargado de la conservación de las obras, sin derecho a
percibir cantidad alguna por ampliación del plazo de garantía (Art. 147. 3 de la
L.C.A.P.). Para mayor información ver el Art. 169 del R.G.L.C.AA.PP. que se
expondrá cuando se trate la liquidación.

m) La práctica de la liquidación en el menor tiempo posible, a fin de que la
Admón. pueda cumplir el plazo legal para abonarla al C. (según los Arts. 147. 3 de
L.C.A.P. y 169 del R.G.L.C.AA.PP.).

A estos efectos, es necesario ver lo especificado para la D. en la L.O.E. (de obliga-
do cumplimiento para obras privadas y para las obras o infraestructuras públicas
actuará como supletoria de la Legislación de Contratos de las AA.PP. para lo no con-
templado en la misma, a excepción de lo dispuesto sobre garantías de suscripción
obligatoria. Como se explicará y fundará más adelante en el Apartado IV, al expo-
ner las normas y disposiciones administrativas que han de cumplir los pro -
yectos ), así tenemos:
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* Art. 12. 3 de la L.O.E., El director de obra , viene a decir:

Son obligaciones del director de obra:

a) Estar en posesión de la titulación académica y profesional habilitante de arqui-
tecto, arquitecto técnico, ingeniero, ingeniero técnico, según corresponda y cumplir
las condiciones exigibles para el ejercicio de la profesión. ... (continua con diversas
prescripciones y matizaciones que sería prolijo exponerlas), pero distingue cuando
la titulación académica y profesional habilitante, será en función de que el objeto de
la obras sea la construcción de edificios según los grupos del apartado 1 del Art. 2
(de la L.O.E.), así:

- Grupo a) La titulación académica y profesional habilitante, será la de arquitecto.

- Grupo b) La titulación académica y profesional habilitante, con carácter gene-
ral, será la de ingeniero, ingeniero técnico o arquitecto y vendrá determinada por las
disposiciones legales vigentes para cada profesión, de acuerdo con sus especialidades
y competencias específicas.

- Grupo c) La titulación académica y profesional habilitante, será la de arquitec-
to, arquitecto técnico, ingeniero o ingeniero técnico y vendrá determinada por las
disposiciones legales vigentes para cada profesión, de acuerdo con sus especialidades
y competencias específicas.

- Respecto de las obras a las que se refieren los apartados 2.b) y 2.c) de este mismo
Art. 2 (de la L.O.E.), se seguirán criterios idénticos a los expuesto anteriormente.

b) Verificar el replanteo y la adecuación de la cimentación y de la estructura pro-
yectadas a las características geotécnicas del terreno.

c) Resolver las contingencias que se produzcan en la obra y consignar en el Libro
de Órdenes y Asistencias las instrucciones precisas para la correcta interpretación
del proyecto.

d) Elaborar, a requerimiento del promotor (en obra o infraestructura pública, la
Admón., mediante el servicio gestor del órgano de contratación correspondiente)
o con su conformidad, eventuales modificaciones del proyecto, que vengan exigidas
por la marcha de la obra siempre que las mismas se adapten a las disposiciones nor-
mativas contempladas y observadas en la redacción del proyecto.

e) Suscribir el acta de replanteo o de comienzo de obra y el certificado final de
obra, así como conformar las certificaciones parciales y la liquidación final de las
uds. de obra ejecutadas, con los visados que en su caso fueran preceptivos.

f) Elaborar y suscribir la documentación de la obra ejecutada para entregarla al



promotor (servicio gestor del órgano contratante en la Admón., asunto ya citado),
con los visados que en su caso fueran preceptivos.

g) las relacionadas en el Art. 13 (de la L.O.E.), en aquellos casos en los que el
director de la obra y el director de la ejecución de la obra sea el mismo profesional
(o el mismo equipo que integra a la D.), si fuera ésta la opción elegida, de confor-
midad con lo previsto en el apartado 2.a) del Art. 13 (de la L.O.E.).

* Art. 13. 2 de la L.O.E., El director de la ejecución de la obra , viene a decir:

Son obligaciones del director de la ejecución de la obra:

a) Estar en posesión de la titulación académica y profesional habilitante y cumplir
las condiciones exigibles para el ejercicio de la profesión. ... (continua con diversas
prescripciones y matizaciones que sería prolijo exponerlas), pero distingue cuando
la titulación académica y profesional habilitante, será la de arquitecto técnico (obras
que tengan por objeto la construcción de edificios para los usos indicados en el
grupo a) del apartado 1 del Art. 2 (de la L.O.E.) y también para obras del grupo b)
del mismo apartado y Art. antes citado, si fueran dirigidas por arquitectos, y los res-
tantes casos, la dirección de la ejecución de la obra puede ser desempeñada, indis-
tintamente, por profesionales con la titulación de arquitecto, arquitecto técnico,
ingeniero o ingeniero técnico.

b) Verificar la recepción en obra de los productos de construcción, ordenando la
realización de ensayos y pruebas precisas.

c) Dirigir la ejecución material de la obra comprobando los replanteos, los mate-
riales, la correcta ejecución y disposición de los elementos constructivos y de las ins-
talaciones, de acuerdo con el proyecto y con las instrucciones del director de obra.

d) Consignar en el Libro de Órdenes y Asistencias las instrucciones precisas.

e) Suscribir el acta de replanteo o de comienzo de obra y el certificado final de
obra, así como elaborar y suscribir las certificaciones parciales y la liquidación final
de las uds. de obra ejecutada.

f) Colaborar con los restantes agentes en la elaboración de la documentación de la
obra ejecutada, aportando los resultados del control realizado.

Las instrucciones pertinentes para ejecutar la obra y cualquier aspecto relacionado
con las mismas que la D. dé al C. o a su D.O., será mediante órdenes escritas (Art.
143. 1 de la L.C.A.P., estarán firmadas por el técnico que las ordene, teniendo el C.
o su D.O. que firmar el enterado. Si el C. no está de acuerdo con las mismas, puede
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formular por escrito las reclamaciones que estime por conveniente a la Admón.,
mediante el expediente contradictorio que determina el Art. 97
R . G . L . C . A A . P P., Resolución de incidencias surgidas en la ejecución de los
c o n t r a t o s , anteriormente descrito). A tal efecto, siempre existirá en la oficina de
la obra, un Libro de Órdenes y Visitas y un Libro de Incidencias para los asuntos
de Seguridad y Salud.

Estos libros estarán a la disposición tanto de la D. como de los Técnicos propios
del Servicio a la que esté adscrita la obra en cuestión y serán diligenciados por dicha
Unidad Administrativa o por la Unidad Técnica de Supervisión de Proyectos,
abriéndose con la fecha del acta de la comprobación del replanteo y se cerrarán con
la finalización del plazo de garantía.

Terminada la obra, dichos libros estarán en posesión y custodia del Servicio al que
dicha obra corresponda (Servicio Gestor ), donde permanecerá hasta el momento en
proceda su envío al Archivo Central. En todo momento hasta la liquidación pueden
ser consultados por el C. o su D.O..

La D. puede llevar además, un Libro de Incidencias sobre la marcha de la obra, si
así lo decide, estando obligado el C. o su D.O. a facilitar cuantos datos le solicite
aquélla sobre la citada materia (ver Art. 166 del R.G.L.C.AA.PP.).

CESIONARIOS, SUBCONTRATISTAS Y SUMINISTRADORES EN LAS
OBRAS PÚBLICAS.-

La L.C.A.P. regula esta materia de la forma siguiente:

CESIÓN DE LOS CONTRATOS Y LA SUBCONTRATACIÓN.-

CESIÓN DE LOS CONTRATOS.-

La cesión de un contrato de ejecución de obra pública, consiste en que el C. adju-
dicatario (llamado en la Ley cedente ) cede la ejecución y demás derechos y obliga-
ciones de su contrato a otro C. (que la Ley llama cesionario ) que se subroga en los
derechos y obligaciones que dimanan del mismo. Pero para que esto valga se tienen
cumplir las condiciones que se reflejan en el siguiente Art. de la L.C.A.P.:

Art. 114. Cesión de los contratos.-

1. Los derechos y obligaciones dimanantes del contrato podrán ser cedidos a un
tercero siempre que las cualidades técnicas o personales del cedente no hayan sido
razón determinante de la adjudicación del contrato.



2. Para que los adjudicatarios puedan ceder sus derechos y obligaciones a terceros
deberán cumplirse los siguientes requisitos:

a) Que el órgano de contratación autorice expresamente y con carácter previo la
cesión.

b) Que el cedente tenga ejecutado al menos un 20% del importe del contrato, o
realizada la explotación al menos durante el plazo de una quinta parte del tiempo
de duración del contrato si éste fuese de gestión de servicios públicos.

c) Que el cesionario tenga capacidad para contratar con la Admón. y la solvencia
exigible de conformidad con los Arts. 15 a 20, (de la L.C.A.P.) debiendo estar debi-
damente clasificado si tal requisito ha sido exigido al cedente.

d) Que se formalice la cesión, entre el adjudicatario y el cesionario, en escritura
pública.

3. El cesionario quedará subrogado en todos los derechos y obligaciones que
corresponderían al cedente.

4. La Admón. no autorizará la cesión del contrato en favor de personas incursas en
suspensión de clasificaciones o inhabilitadas para contratar.

LA SUBCONTRATACIÓN.-

La subcontratación consiste en la realización de parte de las obras por otro con-
tratista especializado (la Ley le denomina subcontratista ) en la realización de
dichas uds. de obra, previa contratación por el contratista adjudicatario de las obras,
si se dan las condiciones que establece el siguiente Art. de la L.C.A.P.:

Art. 115. Subcontratación.-

1. Salvo que el contrato disponga lo contrario o que por su naturaleza y condicio-
nes se deduzca que ha de ser ejecutado directamente por el adjudicatario, podrá éste
concertar con terceros la realización parcial del mismo.

2. La celebración de los subcontratos estará sometida al cumplimiento de los
siguientes requisitos:

a) Que en todo caso se dé conocimiento por escrito a la Admón. del subcontrato
a celebrar, con indicación de las partes del contrato a realizar por el subcontratista.

No obstante, para los contratos de carácter secreto o reservado, o cuando su eje-
cución deba ir acompañada de medidas de seguridad especiales, de acuerdo con las
disposiciones legales o reglamentarias, o cuando lo exija la protección de los intere-
ses esenciales de la seguridad del Estado, la subcontratación requerirá siempre auto-
rización expresa del órgano de contratación.
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b) Que las prestaciones parciales que el adjudicatario subcontrate con terceros no
excedan del % que, superior al 50% del importe del importe de adjudicación, se
fije en el P.C.A.P.. En el supuesto de que tal previsión no figure en el pliego, el con-
tratista podrá subcontratar hasta un % que no exceda del 50% del importe de
adjudicación.

c) Que el C. se obligue a abonar a los subcontratistas y suministradores el pago
del precio pactado con unos y otros en los plazos y condiciones que no sean más des-
favorables que los establecidos en el art. 99. 4 (de la L.C.A.P.) para las relaciones
entre Admón. y C..

3. Los subcontratistas quedarán obligados sólo ante el C. principal que asumirá,
por tanto, la total responsabilidad de la ejecución del contrato frente a la Admón.,
con arreglo estricto a los PP.C.A.P. y a los términos del contrato.

4. En ningún caso, podrá concertarse por el C. la ejecución parcial del contrato
con personas inhabilitadas para contratar de acuerdo con el ordenamiento jurídico o
comprendidas en alguno de los supuestos del Art. 20, con excepción de su letra k),
de la presente Ley o que estén incursas en suspensión de clasificaciones.

Los suministradores son las empresas o empresarios, que proporcionan los mate-
riales y elementos constructivos al C. mediante los correspondientes subcontratos o
contratos de suministros derivados del contrato administrativo de ejecución de
obras en cuestión, salvo que en dicho contrato se acuerde que estos materiales o ele-
mentos constructivos sean aportados por la Admón. (caso no usual).

La celebración de dichos acuerdos entre los suministradores y el C. adjudicatario
se ajustarán a los requisitos del siguiente artículo de la L.C.A.P.:

Art. 116. Pagos a subcontratistas y suministradores.-

La celebración de subcontratos y de contratos de suministros derivados de un con-
trato administrativo deberá cumplir los siguientes requisitos:

1. El C. se obligará a abonar a los subcontratistas o suministradores, el precio pac-
tado en los plazos y condiciones que se indican a continuación.

2. Los plazos fijados serán determinados desde la fecha de aprobación por el C.
principal de la factura emitida por el subcontratista o el suministrador, con indica-
ción de su fecha y del período a que corresponda.

3. La aprobación o conformidad deberá otorgarse en un plazo máximo de treinta
días , desde la presentación de la factura. Dentro del mismo plazo deberán formu-
larse, en su caso, los motivos de disconformidad a la misma.



4. Salvo lo que se dispone en el siguiente apartado 5, el C. deberá abonar las fac-
turas en el plazo de sesenta días , desde su conformidad a las mismas. En caso de
demora en el pago, el subcontratista o el suministrador tendrá derecho al cobro de
intereses. El tipo de interés que se aplicará a las cantidades adeudadas será el legal
del dinero, incrementado en 1,5 puntos.

5. Cuando el plazo se convenga más allá de los sesenta días establecidos en el
número anterior, dicho pago se instrumentará mediante un documento que lleve
aparejada la acción cambiaria; y cuando el plazo de pago supere los ciento veinte
días , podrá además exigirse por el subcontratista o suministrador que dicho pago se
garantice mediante aval.

Los subcontratos y contratos de suministros a que se refiere el párrafo anterior ten-
drán en todo caso naturaleza privada.

EL PLAZO DE EJECUCIÓN EN LA OBRA O INFRAESTRUCTURA
PÚBLICA.-

La obra o infraestructura pública una vez que se licita y adjudica de forma provi-
sional, necesita que se formalice el contrato de ejecución de obras, para ello se han
de realizar:

La adjudicación definitiva.

La constitución de la fianza definitiva por parte de la empresa adjudicataria.

La firma por parte de la empresa adjudicataria del contrato.

Con antelación la Admón. habrá solicitado la licencia de las Obras y todos los per-
misos o licencias de los organismos competentes que le correspondan, especialmen-
te cuando sean necesarias expropiaciones .

La citada empresa, es decir, el C. tiene que elaborar EL PLAN DE SEGURIDAD
Y SALUD - P.S.S - (consiste en la confección de un documento para la puesta en
práctica de todas las medidas de seguridad y salud descritas en el correspondiente
ESTUDIO DE SEGURIDAD Y SALUD O ESTUDIO BÁSICO DE SEGURIDAD
Y SALUD según sea el caso, por parte de la empresa que realiza las obras, cuidan-
do de poner medidas con igual o superior eficacia de las citadas en los correspon-
dientes ESTUDIOS, ampliándolas cuando así fuesen necesarias. Cuando para evitar
un riesgo se utilice un medio que no sea el determinado en el correspondiente
ESTUDIO se tendrá que demostrar que tiene igual o superior eficacia al que susti-
tuye).
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Este P.S.S. se presentará al Coordinador de Seguridad y Salud durante la ejecución
de la obra, para que tras elaborar su preceptivo informe lo eleve al Órgano de
Contratación correspondiente para su aprobación, y finalmente al organismo com-
petente a los efectos de autorización de la apertura de las obras como centro de tra-
bajo.

El C. o su D.O. tiene que examinar y conocer el proyecto, ello se lleva a cabo por
el J.O..

La Admón. habrá contratado al efecto a la D., a la que facilitará un proyecto super-
visado a fin de que conozcan previa y perfectamente las obras que se tienen que rea-
lizar sobre todo si se trata de técnicos distintos al autor/es del mismo, a fin de poder
al inspeccionar los terrenos en donde se realizarán las obras emitir, si existen impe-
dimentos, el oportuno informe previo y elevarlo al órgano de contratación al que
pertenezca la obra antes del acto de la comprobación del replanteo, a fin de que la
Admón. tome las previsiones oportunas (suele ser normal que los pliegos establez-
can esta obligación).

Hasta aquí, todas estas realizaciones descritas no cuentan a efectos del plazo de
ejecución de las obras, es a partir del punto siguiente y tal como en él se describe,
cuando éste comenzará a contar.

COMPROBACIÓN DEL REPLANTEO.-

Este acto consiste en comprobar el replanteo previo que en su día realizó la
Admón. antes de proceder a la Adjudicación de las Obras, está regulado en el Art.
142 de la L.C.A.P. y también en el Art.139 del R.G.L.C.AA.PP. y sus circunstan-
cias en los Arts. 140 y 141 del mismo Reglamento.

La comprobación del replanteo es una obligación de la Admón. y por ello se realiza
por los técnicos de la Admón., teniendo por objeto demostrar al C. y en su presencia,
la viabilidad del proyecto en cuanto a dimensiones, la realidad geométrica de los terre-
nos en donde se van a realizar las obras, así como la disponibilidad de los mismos.

Tendrá lugar dentro del plazo que se consigne en el contrato, que no podrá ser
superior a un mes desde la fecha de su formalización.

Para ello, se tiene proceder a la limpieza de los terrenos del solar en donde se asen-
tarán las obras o en los de su ubicación, es una obligación del contratista en grado



tal, que permita realizar con comodidad y precisión las labores del replanteo, sin que
su costo haya de figurar expresamente presupuestado como ud. de obra en el pro-
yecto (dicho sea de paso, el desbroce y la limpieza del solar, es una ud. de obra que
suele venir presupuestada en todos los proyectos, en el Capítulo de
Acondicionamiento del Terreno - algunas veces se pone, del Solar -).

Un ejemplar del acta del resultado de la comprobación del replanteo, que será fir-
mada por ambas partes interesadas, remitiéndose un ejemplar de la misma al órga-
no que celebró el contrato, pasando a formar parte integrante del contrato (Art. 142
de la L.C.A.P.).

Un ejemplar del acta se remitirá al órgano de contratación, otro se entregará al C.
y un tercero a la D.. El acta de comprobación del replanteo formará parte integran-
te del contrato a los efectos de su exigibilidad (Art. 140. 4 del R.G.L.C.AA.PP.).

Si como consecuencia de la comprobación del replanteo se deduce la necesidad de
introducir modificaciones en el proyecto la D. redactará en el plazo de quince días ,
sin perjuicio de la remisión inmediata del acta, una estimación razonada del impor-
te de dichas modificaciones.

Si el órgano de contratación decide la modificación del proyecto ésta se tramitará
con arreglo a la L.C.A.P. y su Reglamento (R.G.L.C.AA.PP.), acordando la suspen-
sión temporal, total o parcial de la obra, ordenando en este último caso la iniciación
de los trabajos en aquellas partes no afectadas por las modificaciones previstas en el
proyecto (Art. 141 del R.G.L.C.AA.PP.).

La ejecución del contrato de obras comienza con este acto, y si en el mismo todos
los presentes dan como conforme el resultado, la ejecución del contrato de obras
comenzará con el acta de comprobación del replanteo (Art. 142 de la L.C.A.P.)
y el plazo de ejecución de las obras empieza a contar desde el día siguiente al
de la firma del acta (Art. 139. 2ª del R.G.L.C.AA.PP.).

Cuando el expediente tenga carácter de urgente , no es necesario esperar el plazo
citado, por lo que dicho acto, puede realizarse por acuerdo de la Admón. una vez
efectuada la adjudicación definitiva, sin esperar a la formalización del contrato,
siempre que se haya constituido la garantía definitiva correspondiente (Art. 71,
letra c) de la L.C.A.P.).

La Admón. tiene la obligación de citar a las partes interesadas a este acto, en los
plazos legales establecidos.

Respecto de los gastos de comprobación del replanteo, dice la Cláusula 25 del
P.C.A.G., que serán de cuenta del C. los gastos de los materiales y los de su propio
personal que sean necesarios para realizarlo.
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Al acto de comprobación del replanteo acudirán:

• Un funcionario representante de la Admón.

• La Dirección (D.).

• El Contratista (C.) o su representante (D.O.).

Cuando el C. o su representante no acuda a este acto por causas a él imputa-
bles, le será resuelto el contrato y la fianza le será incautada, a estos efectos el
Art. 139. 1ª del R.G.L.C.AA.PP., dice “Si el contratista no acudiere, sin causa
justificada, al acto de comprobación del replanteo su ausencia se considerará
como incumplimiento del contrato con las consecuencias y efectos previstos en
la Ley”.

En este acto se hacen de forma concreta las siguientes comprobaciones:

RESPECTO DE LOS TERRENOS :

✓ Su realidad geométrica (límites, forma, topografía y dimensiones).

✓ La naturaleza geológica (condiciones y características mecánicas aparentes de
los terrenos).

✓ La ausencia de servidumbres , al menos aparentes.

✓ La disponibilidad de los terrenos (es decir, que no estén ocupados o con usos
que imposibiliten la realización de las obras). La falta de titularidad a nombre
de la Admón. contratante no es motivo de reparo para iniciar la obra (Art. 129.
2 y 3 de la L.C.A.P. y Art. 139. 3ª del R.G.L.C.AA.PP.).

RESPECTO DEL PROYECTO :

✓ Comprobar todos los puntos básicos de la ejecución de las obras en él
contenidos, a fin de detectar errores, omisiones e imprevisiones que
pueda contener (de todas formas aunque dicha comprobación nunca está de
más realizarla, dado que el proyecto está supervisado, debía tener muy pocas
incongruencias).

RESPECTO A LOS ASUNTOS ADMINISTRA TIVOS :

✓ Aviso previo a la Autoridad laboral competente (ver Anexo nº 3.3).

✓ Existencia del Plan de Seguridad y Salud debidamente aprobado.

✓ Tener la correspondiente licencia municipal de obra



✓ Permisos de otros organismos (Influencias de carreteras, ferrocarriles, cana-
les, costas, zonas protegidas de cualquier naturaleza, etc.).

✓ Permisos y autorizaciones de toda índole, según casos (empleo de explosi-
vos, empleo de determinados equipos, etc.).

✓ Expropiaciones de terrenos contemplados en el proyecto o pliegos (para
la propia infraestructura u obra pública, para instalar talleres, almacenes y
demás instalaciones auxiliares necesarias para ejecutar las obras).

DENOMINACIÓN DE LAS ACTAS SEGÚN LOS CASOS:

Una vez levantada el acta de comprobación del Replanteo, dependerá de la exis-
tencia o no de impedimentos para iniciar la obra, para que sea “de disconformi -
dad” en el primer caso y “ de conformidad” en el segundo.

Así el Art. 140 del R.G.L.C.AA.PP., en su punto 1, dice:

1. El acta de comprobación del replanteo reflejará la conformidad o disconfor -
midad del mismo respecto de los documentos contractuales del proyecto, con espe-
cial y expresa referencia a las características geométricas de la obra, a la autorización
para la ocupación de los terrenos necesarios y a cualquier otro punto que pueda afec-
tar al cumplimiento del contrato.

Acta de Conformidad de Comprobación del Replanteo e Inicio de Obra.

Cuando el resultado de la comprobación del replanteo demuestre, a juicio del
director de la obra (la D.) y sin reserva por parte del contratista (C.), la disponibili-
dad de los terrenos y la viabilidad del proyecto, se dará por aquél (la D.) la autori-
zación para iniciarlas, haciéndose constar este extremo explícitamente en el acta que
se extienda, de cuya autorización quedará notificado el contratista (C.) por el hecho
de suscribirla, y empezándose a contar el plazo de ejecución de las obras desde
el día siguiente al de la firma del acta (Art. 139. 2ª del R.G.L.C.AA.PP.) (véase
Anexo nº 3.4).

Estaremos ante el mismo tipo de acta en el caso siguiente:

Cuando el C. formulase reservas en el acto de comprobación del replanteo y tales
reservas resultasen infundadas, a juicio del órgano de contratación, no quedará sus-
pendida la iniciación de las obras ni, en consecuencia, será necesario dictar nuevo
acuerdo para que se produzca la iniciación de las mismas y se modifique el cómpu-
to de plazo para su ejecución (Art. 139. 5ª del R.G.L.C.AA.PP.).
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Acta de disconformidad de Comprobación del Replanteo y Suspensión del
Inicio de Obra.

Cuando se trate de la realización de alguna de las obras a que se refiere el Art. 129.
2 de la L.C.A.P. (En la tramitación de los expedientes de contratación referentes a
obras de infraestructuras hidráulicas, de transporte y de carreteras, se dispensará del
requisito previo de disponibilidad de los terrenos, si bien la ocupación efectiva de
aquéllos deberá ir precedida de la formalización del acta de ocupación) se estará a lo
dispuesto en el mismo en cuanto a la disponibilidad de los terrenos pudiendo
comenzarse las obras si estuvieran disponibles los terrenos imprescindibles para ello
y completarse la disponibilidad de los restantes según lo exija la ejecución de las
mismas.

Cuando no resulten acreditadas las circunstancias a que se refiere el apartado
anterior o el director de la obra (la D.) considere necesaria la modificación de las
obras proyectadas quedará suspendida la iniciación de las mismas, haciéndolo
constar en el acta, hasta que el órgano de contratación adopte la resolución proce-
dente dentro de las facultades que le atribuye la legislación de contratos de las
A A . P P.. En tanto sea dictada esta resolución quedará suspendida la iniciación
de las obras desde el día siguiente a la firma del acta , computándose a partir
de dicha fecha el plazo de seis meses a que se refiere el Art. 149, párrafo b), de la
L . C . A . P., sin perjuicio de que, si fueren superadas las causas que impidieron la
iniciación de las obras, se dicte acuerdo autorizando el comienzo de las mismas,
notificándolo al C. y computándose el plazo de ejecución desde el día siguiente al
de la notificación.

Lo dispuesto en el apartado anterior se aplicará igualmente cuando el C. formula-
se reservas en el acto de comprobación del replanteo y éstas resultasen fundadas.
(Art. 139. 3ª, 4ª y 5ª del R.G.L.C.AA.PP.).

Existen dos clases de suspensión del inicio del comienzo de la obra, a saber:

Suspensión definitiva de las obras ya iniciadas.-

En el caso de desistimiento o la suspensión definitiva de obras ya iniciadas por
acuerdo de la Admón. (acuerdo del órgano de contratación a propuesta del fun-
cionario competente al efecto), el C. tendrá derecho al 6% del precio de las obras
dejadas de realizar en concepto de beneficio industrial, entendiéndose por obras
dejadas de realizar las que resulten de la diferencia entre las contratadas y sus
modificaciones aprobadas y las realizadas hasta la fecha de notificación de la sus-
pensión, que en este caso serían todas las incluidas en el Contrato de obras (ver
Anexo nº 3. 5).



Suspensión de la iniciación de las obras por tiempo superior a seis meses.-

En estos supuestos siempre claro está por causas imputables a la Admón., supera-
das las causas que la motivaron, el C. tendrá derecho a percibir, por todos los con-
ceptos, una indemnización del 3% del precio de adjudicación, asunto ya comenta-
do en el punto DERECHOS DEL CONTRATISTA.

Si se suspenden las obras iniciadas por plazo superior a ocho meses y por causas
imputables a la Admón., como se comentó en el punto DERECHOS DEL CON-
TRATISTA y en la primera clase de suspensión (en caso de desistimiento), el C. ten-
drá derecho al 6% del precio de las obras dejadas de realizar en concepto de benefi-
cio industrial, entendiéndose por obras dejadas de realizar las que resulten de la
diferencia entre las contratadas y sus modificaciones aprobadas y las realizadas hasta
la fecha de notificación de la suspensión, que en este caso serían todas las incluidas
en el Contrato de obras.

La base jurídica de tales tipos de suspensión y sus indemnizaciones las tenemos en
las siguientes disposiciones:

Art. 151 de la L.C.A.P., Efectos de la resolución, en sus apartados 3 y 4, dice:

3. En el supuesto de suspensión de la iniciación de las obras por parte de la
Admón. por tiempo superior a seis meses, el C. tendrá a percibir, por todos los con-
ceptos, una indemnización del 3% del precio de adjudicación.

4. En caso de desistimiento o suspensión de las obras iniciadas por plazo superior
a ocho meses , el C. tendrá derecho al 6% del precio de las obras dejadas de reali-
zar en concepto de beneficio industrial, entendiéndose por obras dejadas de realizar
las que resulten de la diferencia entre las reflejadas en el contrato primitivo y sus
modificaciones y las que hasta la fecha de notificación de la suspensión se hubieran
ejecutado.

Art. 170 del R.G.L.C.AA.PP., Suspensión definitiva de las obras, dice así:

La suspensión definitiva de las obras sólo podrá tener lugar por motivo grave y
mediante acuerdo del órgano de contratación, a propuesta de funcionario compe-
tente de la Admón.

Art. 171 del R.G.L.C.AA.PP., Desistimiento y suspensión de las obras, que dice:

1. La suspensión definitiva o por plazo superior a ocho meses de las obras inicia-
das, acordada por la Admón. e imputable a ésta, dará derecho al C. al valor de las
efectivamente realizadas y al 6% del precio de las obras dejadas de realizar en con-
cepto de beneficio industrial.
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Se considerará obra efectivamente realizada a tales efectos no sólo la que pueda ser
objeto de certificación por unidades de obra terminadas, sino también las accesorias
llevadas a cabo por el C. y cuyo importe forma parte del coste indirecto a que se
refiere El Art. 130. 3 de este Reglamento (ya se comentará en el Apartado IV de
este trabajo), así como también los acopios situados a pie de obra.

A los efectos de la aplicación del 6% del precio de las obras dejadas de realizar en
concepto de beneficio industrial se tomará como precio del contrato el presupuesto
de ejecución material con deducción de la baja de licitación en su caso.

2. El desistimiento de las obras por parte de la Admón. tendrá los mismos efec-
tos que la suspensión definitiva de las mismas.

EL PROGRAMA DE TRABAJO.-

A él hace referencia el Art. 124. 1 letra e) de la L.C.A.P, y los Arts. 96. Reajuste
de anualidades, 132. Contenido del programa de trabajo de los proyectos y 144.
Programa de trabajo a presentar por el contratista, del R.G.L.C.AA.PP. y la
Cláusula 27 del P.C.A.G. (introducida con pequeños retoques en el Art. 144 del
R.G.L.C.AA.PP. antes citado).

Así el Art. 124 de la L.C.A.P., Contenido de los proyectos y responsabilidad deri-
vada de su elaboración, dice en su apartado 1 letra e) Que los proyectos de obras
deberán contener un programa de desarrollo de los trabajos o plan de obra
de carácter indicativo, con previsión, en su caso, del tiempo y coste.

Cuando se establezca expresamente en los PP.C.A.P. (los proyectos de obras siem-
pre contienen el programa de trabajo - Art. 124.1 letra e) de la L.C.A.P.-), y siem-
pre que la total ejecución de la obra esté prevista en más de una anualidad, el C.
estará obligado a presentar un programa de trabajo en el plazo máximo de treinta
días , contados desde la formalización del contrato (Art.144. 1 del R.G.L.C.AA.PP.).

El órgano de contratación resolverá sobre el programa de trabajo dentro de los
quince días siguientes a su presentación, pudiendo imponer la introducción de
modificaciones o el cumplimiento de determinadas prescripciones, siempre que no
contravengan las cláusulas del contrato (Art. 144. 2 del R.G.L.C.AA.PP.).

También el R.G.L.C.AA.PP. en su Art. 162. Reajuste del plazo de ejecución por
modificaciones, incide en él, pues dice así:

1. Cuando sin introducir nuevas unidades de obra las modificaciones del proyec-
to provoquen variación en el importe del contrato e impliquen la necesidad de rea-
justar el plazo de ejecución de la obra, éste no podrá ser aumentado o disminuido



en mayor proporción que en la que resulte afectado el citado importe. El plazo se
concretará en meses redondeándose al alza el número de días sobrantes que resulten.

2. Cuando sea necesaria la ejecución de unidades nuevas no previstas en el pro-
yecto, el director de las obras (la D.) elevará al órgano de contratación las propues-
tas de los precios nuevos y la repercusión sobre el plazo de ejecución del contrato.
La conformidad por parte del C. a los nuevos precios y a la variación del plazo total
de la obra será condición necesaria para poder comenzar los trabajos correspondien-
tes a las unidades nuevas.

El programa de trabajo es un documento que contiene la planificación de la Obra
conforme a los plazos parciales y total aprobados (es decir, vigentes) con sus respec-
tivos costes de acuerdo igualmente a las anualidades presupuestarias aprobadas
(que son el resultado de distribuir el presupuesto del proyecto de la realización de
una obra entre los ejercicios presupuestarios - años naturales - a los que abarque su
plazo de ejecución a partir de la fecha que se estima va a comenzar dicha obra). Así
el Art. 132 del R.G.L.C.AA.PP., Contenido del programa de trabajo de los proyec-
tos, dice: El programa de trabajo a que hace referencia el Art. 124. 1 párrafo e) de
la Ley (L.C.A.P.), entre otras especificaciones, contendrá, debidamente justificados,
la previsible financiación de la obra durante el período de ejecución y los plazos en
los que deberán ser ejecutadas las distintas partes fundamentales en que pueda des-
componerse la obra, determinándose los importes que corresponderá abonar duran-
te cada uno de ellos.

A estos efectos; también el Art. 144 del R.G.L.C.AA.PP., en su apartado 3, viene
a decir; En el programa de trabajo a presentar, en su caso, por el C. se deberán incluir
los siguientes datos:

* Planning de obra . Consiste en un diagrama de barras horizontales que reflejan
gráficamente los plazos de ejecución (se suele hacer por meses) de las diversas par-
tes en que se ha dividido de la obra, de forma ordenada, normalmente por capítulos
(pueden ser fases, actividades o hitos) según se contemple en el proyecto aprobado
y que previamente ha sido determinado en su correspondiente P.C.A.P..

Contiene la valoración mensual y acumulada de la obra programada, sobre la base
de las obras u operaciones preparatorias, equipo e instalaciones y partes o unidades
de obra a precios unitarios.

* Memoria del Programa . Es una exposición justificada de la viabilidad de la
ejecución de la obra, según el diagrama de barras aportado, avalada por los medios
de que dispone la empresa (personal, instalaciones, equipo y materiales, con expre-
sión de sus rendimientos medios), que no deben en ningún caso, ser inferiores a los
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que en su día se comprometió en la correspondiente documentación que aportó para
concurrir a la licitación.

* Documentación adicional . Consiste en los documentos que ha de presentar el
C. conjuntamente con el Programa de Trabajo por exigencia del P.C.A.P.. Como
pueden ser: Seguro de todo riesgo de construcción (incluso el de contraincendios),
así como justificantes de haber abonado la prima correspondiente de cada uno de
ellos, Plan de Control de Calidad (es, el del proyecto aprobado), designación de J.O.
y D.O. (suele ser la misma persona), Justificación del pago de la Licencia de Obras,
Licencias y permisos especiales que pudiesen concurrir en la ejecución de las obras
(permisos para uso de explosivos, entre otros), etc..

Este Programa de Trabajo llevará el visto bueno de la D. para poder ser aprobado
por el órgano de contratación (véase Anexo nº 3. 2), por ello, el Art. 144. 4 del
R.G.L.C.AA.PP., dice:

El director de la obra (la D.) podrá acordar no dar curso a las certificaciones hasta
que el C. haya presentado en debida forma el programa de trabajo cuando éste sea
obligatorio (los proyectos de obra siempre lo tienen), sin derecho a intereses de
demora, en su caso, por retraso en el pago de estas certificaciones.

La obra es una entidad que tiene vida propia y está sujeta por otra parte a veces a
causas sobrevenidas , entonces el Programa de Trabajo en el que se sustenta su eje-
cución puede sufrir modificaciones que no son más que revisiones del mismo para
ajustarlo a las circunstancias para que sea vigente. Entonces se tiene que volver a rea-
lizar un nuevo Programa de Trabajo que se tramitará de igual forma que el anterior.

Son causas de revisión del Programa de Trabajo:

• La modificación del proyecto (varía el presupuesto la mayoría de las veces y los
plazos).

• Concesión de prórroga (aumenta el plazo) (ver Anexo nº 3.6).

• Paralizaciones del inicio de las obras o de las infraestructuras (aumento de pla-
zos y, si no son imputables al C., aumento del presupuesto).

• El reajuste de las anualidades (puede variar el plazo y/o el presupuesto, según
los casos).

• Disminución del plazo de ejecución por mayor ritmo de las obras (sólo se da en
casos especialísimos):



a) La Admón. ante ciertos eventos necesita llegar a tiempo, varía el plazo y el pre-
supuesto.

b) La empresa por motivos internos necesita terminar cuanto antes, en estos
supuestos, varía el plazo solamente, pues la Admón. puede acreditarle la realización
de la obra, pero le pagará en la/s anualidad/es establecidas, para no desequilibrar el
presupuesto anual aprobado .

Las causas anteriores por las que se revisa el Programa de Trabajo tienen su base
jurídica en el Art. 96 del R.G.L.C.AA.PP., Reajuste de anualidades, que dice:

1. Cuando por retraso en el comienzo de la ejecución del contrato sobre lo previs-
to al iniciarse el expediente de contratación, suspensiones autorizadas, prórrogas de
los plazos parciales o del total, modificaciones en el proyecto o por cualesquiera
otras razones de interés público debidamente justificadas se produjese desajuste
entre las anualidades establecidas en el P.C.A.P. integrado en el contrato y las nece-
sidades reales en el orden económico que el normal desarrollo de los trabajos exija,
el órgano de contratación procederá a reajustar las citadas anualidades siempre que
lo permitan los remanentes de los créditos aplicables, y a fijar las compensaciones
económicas que, en su caso, procedan.

2. Para efectuar el reajuste de las anualidades será necesaria la conformidad del C.,
salvo que razones excepcionales de interés público determinen la suficiencia del trá-
mite de audiencia del mismo y el informe de la Intervención (*).

3. En los contratos que cuenten con programa de trabajo (los de obra siempre lo
tienen), cualquier reajuste de anualidades exigirá su revisión para adaptarlo a los
nuevos importes anuales, debiendo ser aprobado por el órgano de contratación el
nuevo programa de trabajo resultante.

(*) La 8/97 de 23 de diciembre, de medidas presupuestarias de la J.A. estableció
un procedimiento específico para el reajuste de las anualidades por el cuál el órga-
no de contratación sólo con el trámite de audiencia al C. y a pesar de su oposición,
puede efectuar dicho reajuste. En estos casos, al C. le asiste el derecho a ser indem-
nizado por los perjuicios que este hecho le ocasione. Más adelante la Ley de materia
financiera 17/99 de 28 de diciembre simplifica el procedimiento anterior.

Los plazos parciales y por lo tanto el total que puedan fijarse al aprobar el
Programa de Trabajo se entenderán como integrantes del contrato a los efectos de
su exigibilidad.
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LOS PLAZOS DE EJECUCIÓN EN LAS OBRAS O INFRAESTRUCTURAS
PÚBLICAS.-

No es difícil de adivinar que sólo existen dos plazos de ejecución de la obra:

a) El inicial , que es el estimado o previsto en el programa de trabajo del proyec-
to aprobado para realizar la obra, determinado en el P.C.A.P. establecido en el
correspondiente Contrato de obras.

b) El real , que es el tiempo verdadero transcurrido desde el comienzo hasta la ter-
minación de la obra.

Tampoco es difícil comprender el hecho de que casi nunca coincidan.

Para que esta divergencia no sea inasumible, el plazo inicial debe determinarse
lógicamente por el autor del proyecto (es el que conoce mejor la obra, pues es el que
la concibe) y éste ha de hacerlo cuando culmine la redacción del mismo (pues es
cuando la obra al estar definida, puede cuantificarse en dificultad, dimensiones y
calidades), pero no sólo ha de hacerse atendiendo a estos factores técnicos o legales,
de ahí el carácter de la obligación antes aludida del artículo 124 de la L.C.A.P.,
sino atendiendo también a las disponibilidades económicas de la Admón. para aten-
der los pagos de la ejecución de las obras. Por ello, para la fijación del citado pro-
grama de trabajo, el técnico redactor tiene que ponerse de acuerdo con el Servicio
Gestor al que corresponda la obra en cuestión.

Vamos ha realizar un análisis del plazo real:

Los plazos de ejecución material de las obras se dividen en totales y parciales .

Plazo Total : es el real. Es decir, el que transcurre desde el comienzo hasta la ter-
minación de las obras. Es un plazo único para cada obra, que empieza a contar
desde el día siguiente a la fecha del acta de comprobación de replanteo y autoriza-
ción del inicio de la obra, y termina el día que la D. expide el correspondiente cer -
tificado de terminación (como es lógico, único para cada obra).

Plazos Parciales : Son los que transcurren entre los comienzos y terminaciones de
las distintas partes o hitos considerados en el correspondiente programa de trabajo
aprobado, en que se ha dividido la obra. En estos plazos no se suele levantar acta de
inicio de la actividad (a no ser que lo imponga el P.C.A.P.), pero de las terminacio-
nes queda constancia, mediante certificación expresa de la D. (este documento sirve
de apoyo para revisiones y penalizaciones, como justificación de cumplimiento o no
del contrato, para actuaciones técnicas, etc.).

Los plazos anteriores se expresan normalmente en meses y las fracciones en días
(ver Art. 162. 1 del R.G.L.C.AA.PP.).



El plazo de ejecución de las obras como se ha visto anteriormente sufre modifica-
ciones y por lo tanto puede prorrogarse, bien de oficio por parte de la Admón., o
bien por ésta a instancias del C.. La prórroga se concede mediante Resolución
del Ór gano de Contratación .

Una vez que sea prorrogado el plazo por cualquiera de los supuestos que se expu-
sieron con anterioridad, cuando se habló de la revisión del programa de trabajo, el
C. como ya se reseñó allí, tiene que presentar uno nuevo actualizado que se ajuste a
los nuevos plazos (total y parciales) y presupuestos vigentes (total y parciales).

Con esta nueva aprobación, dichos plazos y presupuestos vigentes, adquieren otra
vez carácter contractual.

Por incumplimiento de los plazos, la Admón. ejercerá las siguientes acciones y
penalidades:

A) La L.C.A.P. en su Art. 107. Revisión en casos de demora en la ejecución ,
dice: Cuando la cláusula de revisión se aplique sobre períodos de tiempo en los que
el contratista hubiese incurrido en mora, y sin perjuicio de las penalidades que fue-
ren procedentes, los índices de precios que habrán de ser tenidos en cuenta serán
aquellos que hubiesen correspondido a las fechas establecidas en el contrato para la
realización de la prestación en plazo, salvo que los correspondientes al período real
de ejecución produzcan un coeficiente inferior, en cuyo caso se aplicarán estos últi-
mos.

B) La L.C.A.P. en su Art. 95. Demora en la ejecución , establece:

1. El C. está obligado a cumplir el contrato dentro del plazo total fijado para la
realización del mismo, así como de los plazos parciales señalados para su ejecución
sucesiva.

2. La constitución en mora del C., no precisará intimación previa por parte de la
Admón..

3. Cuando el C., por causas imputables al mismo, hubiere incurrido en demora
respecto al cumplimiento del plazo total, la Admón. podrá optar indistintamente
por la resolución del contrato o por la imposición de las penalidades diarias en la
proporción de 20 por cada 100.000 pesetas (0,12 por 601,01 euros) del precio del
contrato.

El órgano de contratación podrá acordar la inclusión en el P.C.A.P. de unas pena-
lidades distintas de las enumeradas en el párrafo anterior cuando, atendiendo a las
especiales características del contrato, se considere necesario para su correcta ejecu-
ción y así se justifique en el expediente.
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4. Cada vez que las penalidades por demora alcancen un múltiplo del 5% del pre-
cio del contrato, el órgano de contratación estará facultado para proceder a la reso-
lución del mismo o acordar la continuidad de su ejecución con imposición de nue-
vas penalidades.

5. La Admón. tendrá la misma facultad a que se refiere el apartado anterior res-
pecto al incumplimiento por parte del contratista de los plazos parciales, cuan-
do se hubiese previsto en el P. C . A . P. o cuando la demora en el cumplimiento de
aquéllos haga presumir razonablemente la imposibilidad del cumplimiento del
plazo total.

6. Cuando el C., por causas imputables al mismo, hubiere incumplido la ejecu-
ción parcial de las prestaciones definidas en el contrato, la Admón. podrá optar,
indistintamente, por su resolución o por la imposición de las penalidades que, para
tales supuestos, se determinen en el P.C.A.P..

A estos efectos, vamos a ver Arts. de la L.C.A.P. que inciden en la materia que
estamos viendo, así tenemos: Art. 96. Resolución por mora y prórroga de los
contratos , que dice:

1. En el supuesto a que se refiere el artículo anterior, si la Admón. optase por la
resolución, ésta deberá acordarse por el órgano de contratación sin otro trámite pre-
ceptivo que la audiencia del C. y, cuando se formule oposición por parte de éste, el
dictamen del Consejo de Estado u órgano equivalente de la C.A. respectiva.

2. Si el retraso fuese producido por motivos no imputables al C. y éste ofreciera
cumplir sus compromisos dándole prórroga del tiempo que se le había señalado, se
concederá por la Admón. un plazo que será, por lo menos, igual al tiempo perdido,
a no ser que el C. pidiese uno menor.

A los efectos anteriores vamos a ver lo que dice el R.G.L.C.AA.PP., en sus Arts.
98, 99 y 100:

Art. 98. Prórroga del plazo en los supuestos de imposición de penalidades ,
dice: Cuando el órgano de contratación, en el supuesto de incumplimiento de los
plazos por causas imputables al C. y conforme al Art. 95. 3 de la Ley (L.C.A.P.), opte
por la imposición de penalidades y no por la resolución, concederá la ampliación del
plazo que estime resulte necesaria para la terminación del contrato.

Art. 99. Efectividad de las penalidades e indemnización de daños y perjui -
cios , dice:

1. Los importes de las penalidades por demora se harán efectivos mediante deduc-
ción de los mismos en las certificaciones o en los documentos de pago al C.. En todo



caso, la garantía responderá de la efectividad de aquéllas, de acuerdo a lo estableci-
do en el Art. 43. 2, párrafo a), de la Ley (L.C.A.P.).

2. La aplicación y el pago de estas penalidades no excluye la indemnización a que
la Admón. pueda tener derecho por daños y perjuicios ocasionados con motivo del
retraso imputable al C..

Art. 100. Petición de prórroga del plazo de ejecución , dice:

1. La petición de prórroga por parte del C. deberá tener lugar en un plazo máxi -
mo de quince días desde aquél en que se produzca la causa originaria del retraso,
alegando las razones por las que estime no le es imputable y señalando el tiempo
probable de duración, a los efectos de que la Admón. pueda oportunamente, y siem-
pre antes de la terminación del plazo de ejecución del contrato, resolver sobre la pró-
rroga del mismo, sin perjuicio de que una vez desaparecida la causa se reajuste el
plazo prorrogado al tiempo realmente perdido. Si la petición del C. se formulara en
el último mes de ejecución del contrato, la Admón. deberá resolver sobre dicha peti-
ción antes de los quince días siguientes a la terminación del mismo. Durante este
plazo de quince días , no podrá continuar la ejecución del contrato, el cual se con-
siderará extinguido el día en que expiraba el plazo previsto si la Admón. denegara
la prórroga solicitada, o no resolviera sobre ella.

2. En el caso de que el C. no solicitase prórroga en el plazo anteriormente señalado,
se entenderá que renuncia a su derecho, quedando facultada la Admón. para conceder,
dentro del mes último del plazo de ejecución, la prórroga que juzgue conveniente, con
imposición, si procede, de las penalidades que establece el Art. 95. 3 de la Ley (L.C.A.P. )
o, en su caso, las que se señalen en el P. C . A . P., salvo que se considere más aconsejable
esperar a la terminación del plazo para proceder a la resolución del contrato.

Vamos también a estudiar las causas de las variaciones del plazo de ejecución :

Las variaciones en el plazo de ejecución en los contratos de obra pueden producir
AUMENTO O DISMINUCIÓN del mismo.

Son causas del AUMENTO :

a) Por modificaciones del proyecto (ver Arts. 159 y 162 del R.G.L.C.AA.PP.).

b) Por reajustes de anualidades (ver Art. 96 del R.G.L.C.AA.PP.).

c) Por casos de fuerza mayor (ver Art. 144 de la L.C.A.P.).

d) Por interés de la Admón. (es un caso excepcional, pues aunque no existan modi-
ficaciones, requieren compensaciones económicas al C., que deben estar justificadas
y con reflejo documental en el expediente).
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e) Por causas de índole diversa.

Son causas de la DISMINUCIÓN :

a) Por modificaciones del proyecto (ver Arts. 159 y 162 del R.G.L.C.AA.PP.).

b) Por reajustes de anualidades (ver Art. 96 del R.G.L.C.AA.PP.).

c) Por el ofrecimiento voluntario del C. (En ocasiones excepcionales, al C. le inte-
resa terminar lo antes posible, ello sin merma alguna en el cumplimiento de su obli-
gación contractual).

LA SUSPENSIÓN DE LAS OBRAS O INFRAESTRUCTURAS PÚBLICAS.-

La ejecución de las obras se produce normalmente siguiendo las secuencias y el
ritmo previsto en sus correspondientes programas de trabajo, con algún que otro
altibajo, que sólo influye en algunos plazos parciales, pero no es frecuente que influ-
ya en plazo total, ya que es el más tenido en cuenta por todas las partes intervi-
nientes en el contrato de obras.

Lo comentado lleva a la siguiente reflexión, las suspensiones o paralizaciones de
las obras se deben a casos excepcionales.

Así el Art. 170 del R.G.L.C.AA.PP., Suspensión definitiva de las obras, dice: La
suspensión definitiva de las obras sólo podrá tener lugar por motivo grave y median-
te acuerdo del órgano de contratación, a propuesta del funcionario competente de la
Admón..

Cuando hablé de la comprobación del replanteo y del tipo de actas ha que da lugar
el mismo, se comentaron las suspensiones de las obras y sus efectos.

Ahora citaremos el nombre especifico de las suspensiones:

Antes de iniciar las obras, se pueden dar:

- Suspensión Parcial del Inicio de la Obra.

- Suspensión Total del Inicio de la Obra.

- Suspensión Definitiva del Inicio de la Obra.

Después del inicio de la obra:

- Suspensión Temporal Parcial de la Obra.

- Suspensión Temporal Total de la Obra.

- Suspensión Definitiva de la Obra.



A estos efectos el Art. 103 del R.G.L.C.AA.PP., Acta de suspensión de la ejecu-
ción del contrato, dice:

1. El acta de suspensión a que se refiere el Art. 102 (Suspensión de los contratos)
de la Ley (L.C.A.P.) será firmada por un representante del órgano de contratación y
el C. y deberá levantarse en el plazo máximo de dos días hábiles , contados desde
el día siguiente a aquel en el que se acuerde la suspensión.

2. En el contrato de obras el acta a que se refiere el apartado anterior será tam-
bién firmada por el director de la obra (la D.), debiendo unirse a la misma como
anejo, en relación con la parte o partes suspendidas, la medición de la obra ejecu-
tada y los materiales acopiados a pie de obra utilizables exclusivamente en las mis-
mas. Dicho anejo deberá incorporarse en plazo máximo de diez días hábiles c o n-
forme a la regla de cómputo establecida en el apartado anterior, prorrogable excep-
cionalmente hasta un mes , teniendo en cuenta la complejidad de los trabajos que
i n c l u y e .

También el P.C.A.G. en su Cláusula 64. Actas de suspensión (que como se
puede observar ha sido parcialmente introducida en el Art. 103 del
R.G.L.C.AA.PP., antes expuesto), establece: Siempre que la Admón. acuerde una
suspensión temporal, parcial o total de la obra o una suspensión definitiva, se debe-
rá levantar la correspondiente acta de suspensión, que deberá ir firmada por el
Director (la D.) y el contratista (C.), y en la que se hará constar el acuerdo de la
Admón. que originó la suspensión, definiéndose concretamente la parte o partes o
la totalidad de la obra afectadas por aquélla.

Al acta se debe acompañar, como anejo y en relación con la parte o partes suspen-
didas, la medición tanto de la obra ejecutada en dicha o dichas partes, como de los
materiales acopiados a pie de obra utilizables exclusivamente en las mismas.

La dirección remitirá un ejemplar del acta de suspensión y su anejo a la Admón.
Contratante.

Las causas que usualmente producen las Suspensiones temporales son:

✓La modificación del proyecto.

✓La imposibilidad de continuar las obras hasta eliminar los obstáculos en los
terrenos o solares en donde se ubican.

✓Meteorología muy adversa por tiempo prolongado.

✓Cuando la demora en el pago de las certificaciones al contratista fuese superior
a cuatro meses (ver Art. 99. 5 de la L.C.A.P., Pago del precio).
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✓Toda incidencia grave que aparezca y que impida la continuación de las obras
hasta en tanto no se resuelva.

Las causas que usualmente producen las Suspensiones definitivas son:

✓La modificación del proyecto de forma tal que haga desaconsejable continuar el
contrato.

✓La falta de disponibilidad de los terrenos o solares en donde se van a ubicar las
obras.

(Véase Anexo nº 3.5).

ABONO DE LA OBRA O INFRAESTRUCTURA PÚBLICA.-

Como ya se ha dicho varias veces en este trabajo, la L.C.A.P. en su Art. 14. Precio
de los contratos , viene a decir, que los contratos tendrán siempre un precio cierto
que se abonará al C. en función de la prestación realmente efectuada y de acuerdo
con lo convenido (para evitar entre otras cosas, el enriquecimiento injusto de cual-
quiera de las partes, que es uno de los Principios básicos que informan la actua-
ción de la Admón.).

Así la L.C.A.P. en su Art. 145. Certificaciones y abonos a cuenta , dice:

1. A los efectos del pago, la Admón. expedirá mensualmente en los primeros
diez días siguientes al mes al que correspondan, certificaciones que comprendan
la obra ejecutada durante dicho período de tiempo, salvo prevención en contrario en
el P.C.A.P. (hecho excepcional, ya que normalmente es mensual), cuyos abonos tie-
nen el concepto de pagos a cuenta sujetos a las rectificaciones y variaciones que se
produzcan en la medición final y sin suponer, en forma alguna, aprobación y recep-
ción de las obras que comprenden.

2. El C. tendrá también derecho a percibir abonos a cuenta sobre su importe por
las operaciones preparatorias realizadas como instalaciones y acopio de materiales o
equipos de maquinaria pesada adscritos a la obra, en las condiciones que se señalen
en los respectivos P.C.A.P. y conforme al régimen y los límites que con carácter
general, se determinen reglamentariamente, debiendo asegurar los referidos pagos
mediante la prestación de garantía.

Por todo lo anterior, el C. tiene derecho a que se le abone la obra que realmente
ejecute con sujeción estricta al proyecto aprobado y las demás condiciones del con-
trato suscrito.



No se le puede abonar al C. mayor cantidad que la del crédito anual aprobado para
la obra (anualidad).

Cuando en un año, no se agote el crédito anual aprobado para la obra (por haber
existido un ritmo bajo de ejecución que haya obligado a un reajuste la anualidad),
el saldo sobrante o remanente se sumará al crédito de la anualidad en curso (lo que
se denomina incorporación de remanentes ) a efectos de su disponibilidad para
atender a los pagos de certificaciones.

Cuando el ritmo de la obra no encaja con la anualidad por ser el caso contrario al
anterior, es decir, el ajuste de anualidad se realiza por un mayor ritmo de ejecución,
entonces al ser el importe de la obra superior al de la anualidad aprobada, no podrá
abonársele al C. la parte que excede hasta el año siguiente con cargo a la anualidad
que se apruebe para el mismo.

Como se ha visto en el citado Art. 145 de la L.C.A.P., el abono de la obra al C.,
se realiza mediante la emisión de certificaciones de obra, estas pueden ser:
Ordinarias ( normalmente son mensuales , y por eso, algunos, así la llaman),
Anticipadas o Finales y de liquidación (se usa el modelo de la ordinaria ).

Certificaciones mensuales u ordinarias .

Se expiden normalmente de forma mensual y están constituidas por uno o varios
de los siguientes conceptos:

A) OBRA EJECUTADA.

- Acreditada (tiene crédito asignado).

- Sin acreditar (no tiene crédito asignado y se pagará con cargo a futuras anuali-
dades).

B) SEGURIDAD Y SALUD.

Comprende las unidades del Plan de Seguridad y salud, casi siempre están inclui-
das en A) al ser un capítulo más del presupuesto ya que mediante el Programa de
Trabajo se distribuye proporcionalmente a la obra realizada.

C) ANTICIPOS POR OPERACIONES PREPARATORIAS.

Como son:

- Acopio de materiales.

- Instalaciones accesorias y equipos de maquinaria.

- Medios de Seguridad y Salud.
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D) REVISIÓN DE PRECIOS.

- De la Obra ejecutada y de la Seguridad y Salud.

- Acopio de materiales.

A) OBRA EJECUT ADA.

El R.G.L.C.AA.PP. se ocupa de las certificaciones, circunstancias y de su prepara-
ción en sus Arts. 147 al 152, ambos inclusive, por lo que se van a reflejar:

Art. 147. Mediciones.

1. La dirección de la obra (la D.) realizará mensualmente y en la forma y condi-
ciones que establezca el P.P.T.P., la medición de las unidades de obra ejecutadas
durante el período de tiempo anterior.

2. El C. podrá presenciar la realización de tales mediciones.

3. Para las obras o partes de obra cuyas dimensiones y características hayan de que-
dar posterior y definitivamente ocultas, el C. está obligado a avisar a la dirección (la
D.) con la suficiente antelación, a fin de que ésta pueda realizar las correspondien-
tes mediciones y toma de datos, levantando los planos que las definan, cuya confor-
midad suscribirá el C..

4. A falta de aviso anticipado, cuya existencia corresponde probar al C., queda éste
obligado a aceptar las decisiones de la Admón. sobre el particular.

Art. 148. Relaciones valoradas.

1. El director de la obra (la D.), tomando como base las mediciones de las unida-
des de obra ejecutadas a que se refiere el Art. anterior y los precios contratados,
redactará mensualmente la correspondiente relación valorada al origen.

2. No podrá omitirse la redacción de dicha relación valorada mensual por el hecho
de que, en algún mes, la obra realizada haya sido de pequeño volumen o incluso
nula, a menos que la Admón. hubiese acordado la suspensión de la obra.

3. La obra ejecutada se valorará a los precios de ejecución material que figuren en
el cuadro de precios unitarios del proyecto para cada unidad de obra y a los precios
de las nuevas unidades de obra no previstas en el contrato que hayan sido debida-
mente autorizados y teniendo en cuenta lo prevenido en los correspondientes plie-
gos para abonos de obras defectuosas, materiales acopiados, partidas alzadas y abo-
nos a cuenta del equipo puesto en obra.



Al resultado de la valoración, obtenido en la forma expresada en el párrafo ante-
rior, se le aumentarán los porcentajes adoptados para formar el presupuesto base de
licitación y la cifra que resulte de la operación se multiplicará por el coeficiente de
adjudicación, obteniendo así la relación valorada que se aplicará a la certificación de
obra correspondiente al período de pago de acuerdo con el contenido en el P.C.A.P.
del contrato.

Art. 149. Audiencia al contratista.

Simultáneamente a la tramitación de la relación valorada la dirección (la D.)
enviará un ejemplar al C. a efectos de su conformidad o reparos, pudiendo éste for-
mular las alegaciones que estime oportunas en un plazo de diez días hábiles a par-
tir de la recepción del expresado documento.

Transcurrido este plazo sin formular alegaciones por parte del C. se considerará
otorgada la conformidad a la relación valorada. En caso contrario y de aceptarse en
todo o en parte las alegaciones del C., éstas se tendrán en cuenta a la hora de redac-
tar la próxima relación valorada o, en su caso, en la certificación final o en la liqui-
dación del contrato.

Art. 150. Certificaciones de obra.

A los efectos del Art. 99. 4 de la Ley (L.C.A.P.), el director (la D.), sobre la base
de la relación valorada, expedirá la correspondiente certificación de obra en el plazo
máximo de diez días siguientes al período a que corresponda.

Art. 151. Modelos y numeración de certificaciones.

1. Las certificaciones se ajustarán al modelo del anexo XI que será de uso obliga-
torio para la Admón. General del Estado, sus organismos autónomos y restantes
entidades públicas estatales sujetas a la Ley (L.C.A.P.) (Ver Anexo nº 3.7).

2. Las certificaciones, aunque concurran varias entidades a la financiación, se
numerarán correlativamente para cada contrato.

Art. 152. Cómputo del plazo de las certificaciones que excedan de las anua -
lidades previstas.

En las certificaciones que se extiendan excediendo del importe de las anualidades
que rijan en el contrato no se contará el plazo previsto en el Art. 99. 4 de la Ley
(L.C.A.P.) desde la fecha de su expedición, sino desde aquella otra posterior en la que
con arreglo a las condiciones convenidas y programas de trabajo aprobados deberían
producirse.
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A falta de lo prevenido en los correspondientes pliegos para abonos de obras defec-
tuosas (ver Art. 148. 3 del R.G.L.C.AA.PP.), es decir, si la relación valorada contie-
ne uds. de obra defectuosas o mal ejecutadas, se procede como establece el P.C.A.G.
en su Cláusula 44. Demolición y reconstrucción de las obras defectuosas o
mal ejecutadas y sus gastos (puesto que dichos pliegos, cuando prescriba el abono
de uds. de obra defectuosas, tienen que decir en esencia, lo mismo), a saber:

Si se advierten vicios o defectos en la construcción o si se tienen razones fundadas
para creer que existen vicios o defectos ocultos en la obra ejecutada, la D. ordenará,
durante el curso de la ejecución, siempre antes de la recepción, la demolición y
reconstrucción de las uds. de obra en que se den aquellas circunstancias o las accio-
nes precisas para comprobar la existencia de tales vicios o defectos ocultos.

Si la D. ordena la demolición y reconstrucción por advertir vicios o defectos paten-
tes en la construcción, los gastos de esas operaciones serán de cuenta del C., con
derecho de éste a reclamar ante la Admón. contratante en el plazo de diez días, con-
tados a partir de la notificación escrita de la D..

En el caso de ordenarse la demolición y reconstrucción de uds. de obra por creer
existentes en ellas vicios o defectos ocultos, los gastos incumbirán también al C., si
resulta comprobada la existencia real de aquellos vicios o defectos; caso contrario,
correrán a cargo de la Admón..

Si la Dirección estima que las uds. de obra defectuosas y que no cumplen
estrictamente las condiciones del contrato son, sin embargo, admisibles,
puede proponer a la Admón. Contratante la aceptación de las mismas, con
la consiguiente rebaja de los precios. El C. queda obligado a aceptar los pre-
cios rebajados fijados por la Admón., a no ser que prefiera demoler y recons -
truir las uds. defectuosas por su cuenta y con arreglo a las condiciones del
c o n t r a t o .

Si el C. ofrece ejecutar una ud. de obra con mayor calidad que la del proyecto
(ejemplos, puede tener una partida de áridos excelentes, o de solería, etc., en sus
almacenes que le sobraron de obras anteriores y que al no tener salida, prefiere usar-
los, para no comprar otro tipo de áridos, o de solería, etc., - por supuesto los análi-
sis que comprueben su idoneidad corren de su cuenta -, se pueden dar este tipo de
ejemplos en muchos más casos) o beneficios varios para la obra, y la D. lo acepta, se
valorará al mismo precio que tuviese en el proyecto aprobado el elemento, la ud. o
uds. de obra sustituidas (Cl. 50 del P.C.A.G., Mejoras propuestas por el contratis-
ta.). En este último caso la D. aceptará la mejora por escrito, recabando antes, de la
Admón. la correspondiente aprobación para que en el acto de recepción de la obra



no exista posibilidad de disconformidad por parte del Servicio Gestor de la misma
o de la representación de la Intervención.

Cuando se realizan las mediciones para realizar la valorada no sólo se incluirá la
obra correctamente ejecutada con arreglo al proyecto y sus modificados aprobados si
existen, sino también los excesos de medición hasta el límite del 10% del precio pri-
mitivo del contrato. A estos efectos, veamos el contenido del Art. 160 del
R.G.L.C.AA.PP., Variaciones sobre las unidades de obras ejecutadas, que dice:

1. Sólo podrán introducirse variaciones sin previa aprobación cuando consistan en
la alteración en el número de unidades realmente ejecutadas sobre las previstas en
las mediciones del proyecto, siempre que no representen un incremento del gasto
superior al 10% del precio primitivo del contrato, Impuesto sobre el Valor Añadido
excluido.

2. Las variaciones mencionadas en el apartado anterior, respetando en todo caso el
límite previsto en el mismo, se irán incorporando a las relaciones valoradas men-
suales y deberán ser recogidas y abonadas en las certificaciones mensuales, conforme
a lo prescrito en el Art. 145 de la Ley (L.C.A.P.), o con cargo al crédito adicional del
10% a que alude la disposición adicional decimocuarta de la Ley (L.C.A.P.), en la
certificación final a que se refiere el Art. 147.1 de la Ley (L.C.A.P.), una vez cum-
plidos los trámites señalados en el Art. 166 de este Reglamento. No obstante, cuan-
do con posterioridad a las mismas hubiere necesidad de introducir en el proyecto
modificaciones de las previstas en el Art. 146 de la Ley (L.C.A.P.), habrán de ser
recogidas tales variaciones en la propuesta a elaborar, sin necesidad de esperar para
hacerlo a la certificación final citada.

Existen además de las certificaciones mensuales u ordinarias (ya expuestas), las
ya citadas finales y de liquidación reguladas por lo dispuesto en el Art. 147. 1 y 3
de la L.C.A.P. respectivamente y tenidas en cuenta en los Arts. 149, 166 y 169 el
R.G.L.C.AA.PP., que más adelante se tratarán.

B) SEGURIDAD Y SALUD.

Para poder proceder al abono de las uds. de seguridad y salud han de estar insta-
ladas o realizadas y además haber terminado de cumplir su misión. Una cumplidos
estos requisitos, se pueden abonar de varias formas, a saber:

a) No certificar cada partida hasta no haber terminado su misión en la obra.
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b) Se calcula el % que supone el presupuesto del E.S.S. respecto al presupuesto de
la obra, y se certifica a la vez que la obra aplicando dicho porcentaje al importe men-
sual. Normalmente al ser un capítulo más del presupuesto, mediante el Programa
de Trabajo se distribuye proporcionalmente a la obra realizada, y al estar éste valo-
rado, en cada certificación se paga este % de seguridad y salud.

c) Certificar la proporción mensual de cada partida del E.S.S., en función del tiem-
po previsto de su adscripción a las obras.

d) Abono total del importe íntegro del E.S.S. al iniciarse las obras, previa consti-
tución por parte del contratista del correspondiente aval , por el importe adelanta-
do como garantía.

La forma más usual es la b), que por otra parte considero como la más adecuada y
sencilla de aplicar.

C) ANTICIPOS POR OPERACIONES PREP ARATORIAS .

Esta materia está regulada en el art. 145. 2 y 3 de la L.C.A.P., ya expuesto ante-
riormente al principio del punto que estoy desarrollando y también en los Arts 155,
156 y 157 del R.G.L.C.AA.PP. (que integran - actualizadas a la L.C.A.P. - a las Cls.
54, 55, 56, 57 y 58 del P.C.A.G.), así tenemos:

Art. 155. Abonos a cuenta por materiales acopiados , dice:

1. El C. tendrá derecho a percibir abonos a cuenta hasta el 75% del valor de los
materiales acopiados necesarios para la obra previa autorización del órgano de con-
tratación que tendrá por único objeto controlar que se trata de dichos materiales y
que se cumplen los siguientes requisitos:

a) Que exista petición expresa del C., acompañando documentación justificativa
de la propiedad o posesión de los materiales.

b) Que hayan sido recibidos como útiles y almacenados en la obra o lugares auto-
rizados para ello.

c) Que no exista peligro de que los materiales recibidos sufran deterioro o desa-
parezcan.

d) Que el C. preste su conformidad al plan de devolución a que se refiere el apar-
tado 4. de este Artículo.

2. Las partidas correspondientes a materiales acopiados podrán incluirse en la rela-
ción valorada mensual o en otra independiente.



3. A efectos del cálculo del valor unitario del material se tomará el resultado de
aplicar el coeficiente de adjudicación al valor del coste inicial fijado en el corres-
pondiente proyecto, incrementado, en su caso, en los porcentajes de beneficio indus-
trial y gastos generales.

Si la unidad de obra donde se encuentra el material objeto del abono no tuviera la
reglamentaria descomposición de precios y no figurara en el proyecto el coste ini-
cial se fijará por la dirección de la obra (la D.), no pudiendo sobrepasar el 50% del
precio de dicha unidad de obra.

4. La dirección de la obra (la D.) acompañará a la relación valorada un plan de
devolución de las cantidades anticipadas para deducirlo del importe total de las uni-
dades de obra en que queden incluidos tales materiales.

Cuando circunstancias especiales lo aconsejen el órgano de contratación, a pro-
puesta de la dirección de la obra (la D.), podrá acordar que estos reintegros se can-
celen anticipadamente en relación con los plazos previstos en el plan de devolución.

5. Solamente procedrá el abono de la valoración resultante del apartado 3 cuando
exista crédito suficiente con cargo a la anualidad correspondiente en el ejercicio eco-
nómico vigente. En el caso de que no se pudiera cubrir la totalidad del abono a
cuenta reflejado en la relación valorada, se procedrá al abono que corresponda al cré-
dito disponible de la anualidad del ejercicio económico de que se trate (ver Anexo
nº 3.8).

Art. 156. Abonos a cuenta por instalaciones y equipos.

1. También tendrá derecho el C. a percibir abonos a cuenta por razón de las ins-
talaciones y equipos necesarios para la obra, de acuerdo con las reglas siguientes:

a) El abono vendrá determinado por la parte proporcional de la amortización, cal-
culado de acuerdo con la normativa vigente del Impuesto sobre Sociedades, tenien-
do en cuenta el tiempo necesario de utilización.

b) En caso de instalaciones, el abono no podrá superar el 50% de la partida de
gastos generales que resten por certificar hasta la finalización de la obra y en el de
equipos el 20% de las unidades de obra a los precios contratados que resten por eje-
cutar y para las cuales se haga necesaria la utilización de aquéllos.

c) El cálculo de la cantidad a abonar deberá acompañarse de una memoria expli-
cativa de los resultados obtenidos.

2. En cuanto a los requisitos para estos abonos, tramitación y devolución se esta-
rá a lo dispuesto en el Artículo anterior.
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Art. 157. Garantías por abonos a cuenta por materiales acopiados y por ins -
talaciones y equipos.

1. Las garantías que, conforme a lo dispuesto en el Art. 145. 2 de la Ley
(L.C.A.P.), deben constituirse para asegurar el importe total de los pagos a cuenta
por las operaciones preparatorias realizadas como instalaciones y acopio de materia-
les o equipos de maquinaria pesada adscritos a la obra, se regirán por lo dispuesto
para las garantías, con carácter general, en la Ley (L.C.A.P.) y en este Reglamento.

2. El C. tendrá derecho a la cancelación total o parcial de estas garantías a medi-
da que vayan teniendo lugar las deducciones para el reintegro de los abonos a cuen-
ta percibidos (ver Anexo nº 3.8).

Respecto de las garantías exigidas para los contratos con la Admón., ya en los ini-
cios de este Apartado II se indicó, que la L.C.A.P. contempla esta materia desde el
Art. 35 al 47 ambos inclusive, pero en los Arts. 55 al 65 ambos inclusive del
R.G.L.C.AA.PP., es donde mayor concreción tiene.

Aquí vamos a reflejar lo que considero más genérico del asunto que nos ocupa, es
d e c i r, LA CONSTITUCIÓN, EJECUCIÓN Y CANCELACIÓN DE
GARANTÍAS (Arts. 61, 62, 63, 64 y 65 del citado Reglamento). Así tenemos:

Art. 61. Constitución de las garantías.

1. las garantías provisionales se constituirán:

a) En la Caja General de Depósitos o en sus sucursales, encuadradas en las
Delegaciones Provinciales de Hacienda, o en las cajas o establecimientos públicos
equivalentes de las CC.AA. o EE.LL., cuando se trate de garantías en metálico o
valores.

b) Cuando se trate de aval o seguro de caución, ante el órgano de contratación,
incorporándose la garantía al expediente de contratación, sin perjuicio de que su eje-
cución se efectúe por los órganos señalados en el párrafo anterior.

En el caso de uniones temporales de empresarios, las garantías provisionales
podrán constituirse por una o varias de las empresas participantes, siempre que en
conjunto se alcance la cuantía requerida en el Art. 35 de la Ley (L.C.A.P.) y garan-
tice solidariamente a todos los integrantes de la unión temporal.

2. Las garantías definitivas, especiales y complementarias se constituirán en todo
caso en la Caja General de Depósitos o en sus sucursales o en las cajas o en estable-
cimientos públicos equivalentes de las CC.AA. o EE.LL. contratantes.



3. Cuando las garantías se constituyan ante los establecimientos señalados en el
apartado 1, párrafo a), de este Art., se acreditará su constitución mediante la entre-
ga al órgano de contratación del resguardo expedido por aquéllos.

4. La constitución de garantías se ajustará a los modelos que se indican en los ane-
xos III, IV, V y VI de este Reglamento y en el caso de inmovilización de deuda
pública, al certificado que corresponda conforme a su normativa específica.

5. Cuando de conformidad con el Art. 41. 3 de la Ley (L.C.A.P.) la garantía se
constituya mediante retención del precio se llevará a cabo en el primer abono o, en
su caso, en el pago del importe total del contrato.

6. En los contratos que se celebren en el extranjero, las garantías de todo tipo que
se constituyan para responder del cumplimiento del contrato o de los pagos antici-
pados que se hicieran al C. se depositarán en las sedes de la respectiva Misión
Diplomática Permanente u Oficina Consular.

Art. 62. Efectos de la retirada de la proposición, de la falta de constitución
de garantía definitiva o de la falta de formalización del contrato respecto de
la garantía provisional.

1. Si algún licitador retira su proposición injustificadamente antes de la adjudi-
cación o si el adjudicatario no constituyese la garantía definitiva o, por cusas impu-
tables al mismo, no pudiese formalizarse en el plazo el contrato, se procederá a la
ejecución de la garantía provisional y a su ingreso en el Tesoro Público o a su trans-
ferencia a los organismos o entidades en cuyo favor quedó constituida. A tal efecto,
se solicitará la incautación de la garantía a la Caja General de Depósitos o a los órga-
nos equivalentes de las CC.AA. o EE.LL. donde quedó constituida.

2. A efectos del apartado anterior, la falta de contestación a la solicitud de infor-
mación a que se refiere el Art. 83. 3 de la Ley (L.C.A.P.), o el reconocimiento por
parte del licitador de que su proposición adolece de error, o inconsistencia que la
hagan inviable, tendrán la consideración de retirada injustificada de la proposición.

Art. 63. Ejecución de garantías.

La Caja General de Depósitos, o la caja o establecimiento público equivalente de
la C.A. o E.L., ejecutará las garantías a instancia del órgano de contratación de
acuerdo con los procedimientos establecidos en su normativa reguladora.

Art. 64. Cancelación de garantías provisionales.

1. Una vez constituida la garantía definitiva, deberá ser cancelada la garantía provi-
sional del adjudicatario, cuando se hubiere prestado mediante aval o seguro de caución.
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2. Si la misma garantía provisional se hubiese constituido en metálico o valores, será
potestativo para el adjudicatario aplicar su importe a la garantía definitiva o proceder
a la nueva constitución de esta última. En este supuesto deberá ser cancelada la garan-
tía provisional simultáneamente a la constitución de la garantía definitiva.

Art. 65. Devolución y embargo de garantías.-

1. La garantía provisional permanecerá vigente hasta la propuesta de adjudicación
en la subasta o hasta que el órgano de contratación adjudique el contrato en el con-
curso o en el procedimiento negociado. En estos supuestos, la garantía quedará
extinguida, acordándose su devolución en la propuesta de adjudicación o en la adju-
dicación misma, para todos los licitadores, excepto para el empresario incluido en la
propuesta de adjudicación o para el adjudicatario, a los que se retendrá la garantía
provisional hasta la formalización del contrato. En todo caso, deberá tenerse en
cuenta la prevención contenida en el Art. 35. 3 de la Ley (L.C.A.P.).

2. El acuerdo del órgano de contratación sobre la cancelación y la devolución de
la garantía definitiva será comunicado por el mismo, en su caso, a la Caja General
de Depósitos u órgano ante el que se encuentre constituida dicha garantía.

3. La Caja General de Depósitos o sus sucursales u órgano ante el que se encuen-
tren constituidas se abstendrán de devolver las garantías en metálico o valores, aun
cuando resultase procedente por inexistencia de responsabilidades derivadas del
contrato, cuando haya mediado providencia de embargo dictada por órgano juris-
diccional o administrativo competente. A estos efectos, las citadas providencias
habrán de ser dirigidas directamente al órgano ante el que se encuentren constitui-
das dichas garantías (ver Anexo nº 3.9).

D) REVISIÓN DE PRECIOS .

Esta materia está regulada en la L.C.A.P. en el TÍTULO IV De la revisión de
precios en los contratos de la Administración , que constituye un CAPÍTULO
ÚNICO cuyas DISPOSICIONES GENERALES van desde el Artículo 103 al 108
ambos inclusive, que expondremos a continuación:

Art. 103. Revisión de precios.-

1. La revisión de precios en los en los contratos regulados en esta Ley tendrá lugar
en los términos establecidos en este Título cuando el contrato se hubiese ejecutado
en el 20% de su importe y haya transcurrido un año desde su adjudicación, de tal
modo que ni el porcentaje del 20%, ni el primer año de ejecución, contando
desde la adjudicación, pueden ser objeto de revisión .



2. En ningún caso tendrá lugar la revisión de precios en los contratos cuyo pago
se concierte mediante el sistema de arrendamiento financiero o de arrendamiento
con opción a compra a que se refiere el artículo 14, ni en los contratos menores.

3. El P.C.A.P. deberá detallar la fórmula o sistema de revisión aplicable y, en reso-
lución motivada, podrá establecerse la improcedencia de la misma que igualmente
deberá hacerse constar en dicho pliego.

Art. 104. Sistema de revisión de precios.-

1. La revisión de precios se llevará a cabo mediante los índices o formulas de carác-
ter oficial que determine el órgano de contratación. No obstante, en los contratos de
obras y en los de suministro de fabricación el Consejo de Ministros, previo informe
de la J.C.C.A., aprobará formulas tipo según contenido de las diferentes prestacio-
nes comprendidas en los contratos.

2. Las fórmulas tipo reflejarán la participación en el precio del contrato de la mano
de obra y de los elementos básicos.

Estas fórmulas deberán ser publicadas en el “B.O.E.” y serán revisables cada dos
años, como mínimo. De entre las fórmulas tipo el órgano de contratación, en el
P.C.A.P., determinará las que considere más adecuadas al respectivo contrato, sin
perjuicio de que, si ninguna de las mismas coincide con las características del con-
trato, se propongan las fórmulas especiales, que deberán ser igualmente aprobadas
por el Consejo de Ministros.

3. El índice o fórmula de revisión aplicados al contrato será invariable durante la
vigencia del mismo y determinará la revisión de precios en cada fecha respecto de la
fecha final de plazo de presentación de ofertas en la subasta y en el concurso y la de
la adjudicación en el procedimiento negociado.

4. La Comisión Delegada del Gobierno para Asuntos Económicos aprobará los
índices mensuales de precios, debiendo ser publicados en el “B.O.E.”.

Los índices reflejarán las oscilaciones reales del mercado y podrán ser únicos para
todo el territorio nacional o determinarse por zonas geográficas.

Art. 105. Coeficiente de revisión.-

Las fórmulas de revisión servirán para calcular, mediante la aplicación de índices
de precios, los coeficientes de revisión en cada fecha respecto a la fecha y períodos
determinados en el artículo 104. 3, aplicándose sus resultados a los importes líqui-
dos de la prestaciones realizadas que tengan derecho a revisión.
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Art. 106. Procedimiento de revisión.-

Cuando se utilicen fórmulas de revisión de precios en los contratos de obras y
suministro de fabricación, se procederá a la revisión mediante la aplicación del coe-
ficiente resultante de aquéllas sobre el precio líquido de la prestación realizada.

Art. 107. Revisión en casos de demora en la ejecución.-

Cuando la cláusula de revisión se aplique sobre períodos de tiempo en los que el
contratista hubiese incurrido en mora, y sin perjuicio de las penalidades que fueren
procedentes, los índices de precios que habrán de ser tenidos en cuenta serán aque-
llos que hubiesen correspondido a las fechas establecidas en el contrato para la rea-
lización de la prestación en plazo, salvo que los correspondientes al período real de
ejecución produzcan un coeficiente inferior, en cuyo caso se aplicarán estos últimos.

Art. 108. Pago del importe de la revisión.-

El importe de las revisiones que procedan se hará efectivo mediante el abono o
descuento correspondiente en las certificaciones o pagos parciales o, excepcional-
mente, en la liquidación del contrato, cuando no hayan podido incluirse en dichas
certificaciones o pagos parciales.

Paso a comentar todo lo expuesto anteriormente y a dar más información sobre
esta materia. La revisión de precios es un sistema ingenioso que permite actualizar
el importe del contrato, consiguiendo que el precio del contrato definitivo, sea lo
más próximo posible al costo real, al cubrir futuras alteraciones en los precios y
mantener por tanto en el tiempo la equivalencia de las prestaciones, es decir, el equi-
librio económico entre las partes y evitar el enriquecimiento injusto de alguna de
ellas.

Después del articulado de la L.C.A.P. realizada anteriormente, dada la importan-
cia capital de la materia que nos ocupa, expondremos para mayor definición, los
Arts. 104, 105 y 106 del R.G.L.C.AA.PP., a saber:

Art. 104. Procedimiento para la revisión de precios.-

1. En los contratos de obras y suministros de fabricación, cuando sea de aplicación
la revisión de precios, se llevará a cabo aplicando a las fórmulas tipo aprobadas por
el Consejo de Ministros los índices mensuales de aprobados por la Comisión
Delegada del Gobierno para Asuntos Económicos, con sujeción a lo dispuesto en los
Arts. 103 a 107 de la Ley (L.C.A.P.).

A los efectos del Art. 103. 3 de la Ley (L.C.A.P.), el autor del proyecto propondrá



en la memoria, habida cuenta de las características de la obra, la fórmula polinómi-
ca que considere más adecuada de entre las correspondientes fórmulas tipo.

Cuando un proyecto comprenda obras de características muy diferentes, a las que
no resulte adecuado aplicar una sola fórmula tipo general, podrá considerarse divi-
dido el presupuesto en dos o más parciales, con aplicación independiente de las fór-
mulas polinómicas adecuadas a cada uno de dichos presupuestos parciales.

Si ninguna de las fórmulas tipo generales coincide las características de la obra, el
facultativo autor del proyecto, también a los efectos del Art. 103. 3 de la Ley
(L.C.A.P.), propondrá la fórmula especial que estime más adecuada.

2. En los restantes contratos, cuando resulte procedente la revisión de precios, se
llevará a cabo mediante aplicación de los índices o fórmulas de carácter oficial que
determine el órgano de contratación en el P.C.A.P., en el que, además, se consigna-
rá el método o sistema para la aplicación concreta de los referidos índices o fórmu-
las de carácter oficial.

Art. 105. Cobertura financiera y tramitación de los expedientes de revisión
de precios.

1. Al objeto de proveer la cobertura financiera necesaria para atender las obliga-
ciones derivadas de los abonos por revisión de precios de los contratos con derecho
a ella, se efectuará al comienzo de cada ejercicio económico la oportuna retención de
los créditos precisos para atender los mayores gastos que se deriven de la revisión de
precios de los contratos en curso de ejecución.

2. Los expedientes adicionales de gasto por revisiones de precios, que se ajustarán
al modelo previsto en el anexo X, se tramitarán de oficio con la necesaria antelación
para que, en todo caso, puedan quedar habilitados los créditos necesarios. Estos, una
vez aprobados, se acumularán al presupuesto vigente de cada contrato y se aplicarán
al mismo concepto presupuestario por el importe de la anualidad del propio ejerci-
cio, o, en su caso, de las anualidades posteriores, en función de la prestación pen-
diente de ejecución en cada una de ellas.

3. En los contratos de obras y suministro de fabricación, para el cálculo del pre-
supuesto adicional por revisión de precios de cada anualidad, deberá tenerse en
cuenta en concepto de previsión, el importe líquido por revisión de precios de las
obras o de la fabricación pendientes de ejecutar, estimada de acuerdo con la siguien-
te fórmula:

K’t = K t * [ 1 + (0,75 * n) * ÎIPC/12]
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Siendo:

K’t = coeficiente de actualización para la parte de la anualidad objeto de la previ-
sión.

Kt = coeficiente de revisión, según la fórmula aplicable al contrato, en el mes que
se procede a realizar la previsión, aunque la revisión no procediera por no haberse
ejecutado el 20% del presupuesto o no hubiera transcurrido un año desde la fecha
de la adjudicación del contrato.

n = número de meses dentro de la anualidad en las que procede revisión.

ÎIPC = variación en tanto por uno del índice general de precios al consumo pre-
visto para los doce meses siguientes.

La previsión del presupuesto de revisión de precios para cada anualidad se obten-
drá aplicando el coeficiente K’t - 1 a la previsión del importe líquido de las relacio-
nes valoradas con derecho a revisión que se prevea cursar en dicho ejercicio presu-
puestario.

No procederá la tramitación del presupuesto adicional por revisión de precios en
el caso de que el valor obtenido de K’t - 1 fuera menor que la unidad.

4. En los restantes contratos, para el cálculo del presupuesto adicional por revi-
sión de precios de cada anualidad, deberá tenerse en cuenta en concepto de previ-
sión el importe líquido por revisión de precios de la prestación pendiente de ejecu-
tar, estimada de acuerdo con la previsión de los correspondientes índices oficiales de
precios que resulten de aplicación, según se establezca en el P.C.A.P..

Art. 106. Práctica de la revisión de precios en los contratos de obras y
suministro de fabricación.

1. La revisión de precios se practicará periódicamente con ocasión de la relación
valorada de las obras ejecutadas en cada período, recogiéndose en una sola certifica-
ción la obra ejecutada y su revisión, ajustándose al modelo que figura en el anexo
XI.

Dicha certificación se tramitará como certificación ordinaria, imputándose a la
anualidad contraída para el contrato o tomándose razón para endoso, como certifi-
cación anticipada, si dicha anualidad estuviera agotada.

2. Para el cálculo de la revisión de precios del importe líquido de la relación valo-
rada mensual, se tendrán en cuenta los últimos índices de precios publicados, si los
correspondientes al mes a que se refiere la relación valorada no hubiesen sido obje-
to de publicación en el “B.O.E.”, procediéndose a la regularización de la revisión



con los índices correspondientes en la sucesiva relación valorada mensual inmediata
a la publicación de tales índices o, en su caso, en la certificación final de obra.

3. Tendrá lugar la revisión de precios del importe que represente el adicional de
liquidación, una vez deducido el 20% de la variación positiva o negativa experi-
mentada en el presupuesto vigente como consecuencia de la liquidación y haya
transcurrido un año desde la adjudicación.

4. El coeficiente de revisión de precios aplicable al adicional de la certificación
final y a las obras ejecutadas durante el período de garantía será la media aritméti-
ca de los coeficientes de revisión de precios obtenidos para cada uno de los meses
correspondientes al período de ejecución en que procediera la revisión y al plazo de
garantía, respectivamente.

La revisión de precios, como hemos visto anteriormente, está regulada en la vigen-
te L.C.A.P. y su R.G.L.C.AA.PP. que la desarrolla, pero con la matización jurídica
que indica la Disposición Transitoria segunda. Fórmulas de revisión , que dice:

Hasta tanto que, de conformidad con lo dispuesto en el Art. 104, se aprueben fór-
mulas tipo para la revisión de precios, seguirán aplicándose las aprobadas por el
Decreto 3650/1970, de 19 de diciembre; por el Real Decreto 2167/1981, de 20 de
agosto, por el que se complementa el anterior, y por el Decreto 2341/1975, de 22
de agosto, para contratos de fabricación del Mº de Defensa, sin que resulte de apli-
cación el sumando fijo (0,15).

La Disposición adicional vigésimo octava de la Ley 14/2000, de 29 de
diciembre, de medidas Fiscales, Administrativas y del Orden Social , modifi-
caba la Disposición Transitoria segunda , estableciendo que hasta tanto se aprue-
ben nuevas fórmulas de revisión seguirán aplicándose las aprobadas por el Decreto
3650/1970, de 19 de diciembre y por el Real Decreto 2167/1981, de 20 de agosto,
por el que se complementa el anterior

Las fórmulas son polinomios de varios sumandos obtenidos multiplicando los
tantos por uno de los elementos básicos que integran la obra según sus característi-
cas por la razón de sus respectivos precios, en la fecha en que se va aplicar la revi-
sión y en la fecha que se tome como base (lo concretaré después de hablar de los índi-
ces), sumándole al final un factor fijo que vale 0,15 (representa el tanto por uno de
los gastos que han de permanecer invariables, tales como: las amortizaciones e inte-
reses de las inversiones en maquinaria, instalaciones y medios auxiliares, el benefi-
cio industrial previsto y los costes correspondientes a los elementos no básicos).
Siempre se cumple en todas las fórmulas polinómicas, que la suma del factor 0,15
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más los tantos por uno de los elementos básicos es igual a 1 (cosa lógica, puesto que
la unidad de la obra está compuesta por la suma de los elementos básicos y los no
básicos).

Los índices indican la oscilación de precios que sufren los distintos factores en un
período de tiempo determinado. Esta variación que casi siempre es un incremento
(podría ser un decremento, caso rarísimo, pero no imposible) es la base de la revisión
de precios, ya que con ella se actualiza la contraprestación económica del contrato.

Vamos a describir la fórmula polinómica primera que tiene el DECRETO
3650/1970, que antes de exponerla, dice el tipo de obra en la que se utiliza, así
t e n e m o s :

1. Explanación en general. Firmes en general con tratamientos superficiales.
Obras complementarias de nueva carretera con explanación y pavimentos de hor-
migón. Túneles de gran sección. Canales.

Kt = 0,34 (Ht : H0) + 0,26 (Et : E0) + 0,05 (Ct : C0 ) + 0,18 (S t : S0) + 0,02 (L t :
L0) + 0,15

Los símbolos empleados son los siguientes:

Kt = Coeficiente teórico de revisión para el momento de ejecución t (es el coefi-
ciente a emplear para revisar desde la fecha que corresponda y a las cantidades de
correspondientes, teniendo en cuenta lo expuesto en el art. 103. 1. la L.C.A.P. y
Arts. correspondientes del R.G.L.C.AA.PP.).

Ht = Índice de coste de la mano de obra en el momento de la ejecución t (es decir,
en el mes en que se va a revisar).

H0 = Índice de coste de la mano de obra en la fecha base (el Decreto pone licita-
ción en los subíndices 0, pero con la vigente L.C.A.P., no es así, al final de exponer
la fórmula lo aclararé).

Et = Índice de coste de la energía en el momento de la ejecución t (es decir, en el
mes en que se va a revisar).

E0 = Índice de coste de energía en la fecha base.

Ct = Índice de coste del cemento en el momento de la ejecución t (es decir, en el
mes en que se va a revisar).

C0 = Índice de coste del cemento en la fecha base.

St = Índice de coste de materiales siderúrgicos en la fecha de la ejecución t (es
decir, en el mes en que se va a revisar).



S0 = Índice de coste de materiales siderúrgicos en la fecha base.

L t = Índice de costes de ligantes bituminosos en la fecha de la ejecución t (es decir,
en el mes en que se va a revisar).

L0 = Índice de costes de ligantes bituminosos en la fecha base.

0,15 = factor fijo.

{0,34 + 0,26 + 0,05 + 0,18 + 0,02 + 0,15 = 1}, es la comprobación de lo expues-
to anteriormente comencé la exposición de lo que eran las fórmulas de revisión.

No obstante, cuando se publiquen las nuevas fórmulas de revisión, posiblemente
no existirá el citado factor fijo 0,15, así los coeficientes aumentarán para que su
suma sea también 1, ya que tienen que cubrir a la totalidad de los elementos que
integran la obra; con lo que el Kt será mayor que con el sistema actual, pues al
aumentar los coeficientes de los sumandos, también aumentarán ellos, por lo que se
beneficiará al C..

La operativa para sacar el coeficiente, consiste en dividir cada tanto por uno por
su correspondiente índice en fecha base (ya que esta operación siempre será igual
durante todos los meses en que tengamos que aplicar la revisión) sacando ocho cifras
de decimales, que multiplicaremos por su correspondiente índice del mes de la fecha
de ejecución, sacando seis cifras de decimales, al sumarlos incluyendo el factor fijo
de 0,15 obtendremos el coeficiente con seis cifras decimales.

Recordemos el Art. 104. 3 de la L.C.A.P . ya expuesto al principio al comentar la
revisión, al respecto de lo que he denominado fecha base :

“El índice o fórmula de revisión aplicados al contrato será invariable durante
la vigencia del mismo y determinará la revisión de precios en cada fecha r e s -
pecto de la fecha final de plazo de presentación de ofertas en la subasta y en el
concurso y la de la adjudicación en el procedimiento negociado” .

Según el número de la fórmula empleada (son 48, correspondientes cada una de
ellas a una obra de determinadas características), así serán la cuantía de los tantos
por uno y los factores que la integran.

Los índices ya hemos visto en el Art. 104 de la L.C.A.P., quién los elabora, quién
los aprueba y donde se publican, pero queda por decir, que se diferencian los que se
refieren a materiales, pues para las Islas (Baleares y Canarias) son unos y los del resto
de España otros. La elaboración de los índices de materiales se funda en unas encues-
tas que se hacen para cada uno de ellos, ponderándose las proporciones de los mate-
riales que constituyen cada grupo.
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Sin embargo el índice de la mano de obra es único para todo el territorio nacional
y se elabora basándose en la valoración porcentual experimentada por el I.P.C.
(Incremento de Precios al Consumo) del I.N.E. (Instituto Nacional de Estadística),
cifrada en 85% del I.P.C..

Dado que la publicación de los índices en el B.O.E. a veces se retrasa, se aplican
a las certificaciones a revisar, los índices inmediatamente anteriores existentes de
forma provisional, hasta que se publiquen los que les correspondan.

También nos dice la L.C.A.P. al respecto de lo citado en el párrafo anterior en su
Art. 108, que cuando no se haya podido incluir la revisión en sus respectivas certi-
ficaciones, puede regularizarse al practicar la liquidación del contrato.

Luego vemos que para proceder al cálculo de la revisión, se procede:

a) Comprobación de que se puede revisar la obra, según lo dispuesto en el Art.
103 de la L.C.A.P..

b) Cálculo del Kt correspondiente.

c) Multiplicar dicho Kt por el importe líquido o de adjudicación a revisar de la
certificación se obtiene el importe revisado, si a éste se le resta el importe sin revi-
sar, tenemos el importe neto de la revisión, que también podemos llegar a él, mul-
tiplicando el importe a revisar por Kt – 1. La revisión se realiza sobre el citado
importe de adjudicación de la obra ejecutada a certificar, conteniendo la obra ejecu-
tada (uds. de obra y de seguridad y salud, en su caso) y los abonos por acopio de
materiales e instalaciones no recuperables , si es que existen. NO SON REVISA -
BLES , los abonos por acopios de instalaciones y equipo (maquinaria) recuperables .

d) Una vez iniciado el proceso se van utilizando los índices correspondientes, si no
los hay, se utilizan los provisionales como antes expuse, después cuando salen los
definitivos se aplican a las certificaciones a origen a revisar, deduciéndose lo ya per-
cibido con los provisionales, ajustándose con ello la revisión.

La tramitación de la revisión, obra ejecutada, abonos por anticipos de materiales
y abonos por instalaciones y equipo, se realiza en una única certificación en modelo
según del anexo XI del R.G.L.C.AA.PP. en donde los conceptos tienen unas llama-
das con su leyenda correspondiente que indican las instrucciones para su cumpli-
mentación (véase Anexo nº 3.7).

Para saber cuando empezaremos a revisar, se tienen que contemplar dos casos:

A) Que se haya ejecutado obra por importe del 20% del presupuesto de adjudi-
cación (el VIGENTE del contrato) y no haya transcurrido aún un año desde la fecha



de la resolución de la adjudicación definitiva de la obra ni un año de ejecución, en
este caso, la revisión comenzará a partir del cumplimiento del plazo del primer año
de ejecución, quedando exento de revisión el importe de la obra ejecutada dentro
del mismo.

B ) Que haya transcurrido un año desde la fecha de la resolución de adjudicación
definitiva de la obra y un año de ejecución y el importe de la obra ejecutada no
alcance aún el 20% del presupuesto de adjudicación (el VIGENTE del contrato),
en este caso, la revisión se inicia una vez cubierto dicho 20%, quedando excluido
de la revisión el primer 20% del presupuesto de adjudicación (el VIGENTE del
contrato) .

Para poder afrontar los importes de revisión, se redactan y aprueban LOS EXPE -
DIENTES ADICIONALES DE GASTO POR REVISIONES DE PRECIOS ,
mediante los cuales se pueden incorporar al presupuesto vigente del contrato, no
sólo el importe de la revisión de la obra ejecutada sino también el de la obra pen-
diente de ejecutar.

Para ello, el citado documento se realiza en modelo según anexo XI del
R.G.L.C.AA.PP., en donde los conceptos tienen su leyenda correspondiente que
indica las instrucciones para su cumplimentación (véase Anexo nº 3.10).

Cuando resulte modificado el contrato, la revisión se aplicará de la misma forma
que anteriormente ha sido descrita pero se ha de tener en cuenta además, el hecho
de que normalmente aumenta el presupuesto del contrato, por lo que ahora el
VIGENTE (el inicial más el de las modificaciones) es mayor que el presupuesto pri-
mitivo. Por lo que tendremos que estudiar para este nuevo VIGENTE los dos casos
antes expuestos A) y B) . En el caso de que este presupuesto disminuyese (caso rarí-
simo, pero no imposible) también procederíamos igual. En el supuesto de que exis-
tiesen certificaciones por revisión de precios pero no se ha alcanzado todavía el 20%
del citado VIGENTE, se suspenderán las certificaciones por revisión hasta alcanzar
el nuevo 20% y, en la primera certificación que se expida por revisión, se deducirán
las cantidades acreditadas por este concepto en certificaciones anteriores. En el
supuesto anterior, si ya se ha alcanzado un importe superior al 20% del nuevo
VIGENTE, se certificará por revisión y se procederá de igual forma.

CERTIFICACIONES.-

La certificación mensual consiste en la plasmación de la RELACIÓN VALORA-
DA correspondiente al mes en cuestión, en el modelo descrito en el anexo XI del
R.G.L.C.AA.PP. que indican las instrucciones para su cumplimentación, tal y como
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anteriormente se expuso. Se denomina, según los casos, CERTIFICACIÓN ORDI-
NARIA, ANTICIPADA O FINAL y de LIQUIDACIÓN (véase Anexo nº 3.7).

Esta regulada por la L.C.A.P., en los Arts. 99, 100 y 145 y en el R.G.L.C.AA.PP.,
en sus Arts. 147 al 152, ambos inclusive, que se ocupa de las certificaciones, cir-
cunstancias y de su preparación. Tanto el Art. 145 de la L.C.A.P. como los artículos
antes citados del R.G.L.C.AA.PP., se han desarrollado con anterioridad, en el apar-
tado ABONO DE LA OBRA O INFRAESTRUCTURA PÚBLICA . Ahora se
expondrán más adelante antes de terminar este apartado por su importancia, aspec-
tos de los Arts. 99 y 100 de la L.C.A.P., dado que inciden no sólo en las certifica-
ciones, sino que también sirven de apoyo legal a otras materias expuestas anterior-
mente.

Cuando se hayan realizado los trámites indicados en los artículos correspondien-
tes anteriores, procederá la comprobación de la misma por los Servicios Técnicos de
la Admón. (la Ud. que gestiona la obra o Servicio Gestor), realizada ésta y compro-
bada la existencia de crédito suficiente para afrontar el pago en los documentos con-
tables “D” y “AD” . Acto seguido se elabora el documento contable “OP” (Orden
de Pago), que acompañara a la certificación hasta que se pague.

Pasará después a la Intervención Delegada para ser fiscalizada y aprobada, a estos
efectos, la Intervención General de la Consejería de Economía y Hacienda con la
Circular Nº 11/91 y de la Guía de Fiscalización, establece el siguiente procedi-
miento:

PROCEDIMIENTO GENERAL DE LA INTERVENCIÓN FORMAL DEL
PAGO.-

Deberá remitirse a la Intervención competente la documentación siguiente:

• Documento contable de pago debidamente cumplimentado.

• Certificación original de la obra con relación valorada.

Si se trata de la Certificación nº 1 , además se tiene que adjuntar:

• Original del documento contable “AD” o copia del documento contable “D” .

• Resolución de adjudicación con publicación en el B.O.J.A. o Boletín Oficial
correspondiente.

• Copia del resguardo de constitución de la garantía definitiva.

• Contrato de ejecución de la obra.

• Acta de comprobación del replanteo.



• El programa de trabajo presentado por el C. y aprobado por la Admón.(se trasla-
da esta condición a la certificación que coincida con el agotamiento del plazo dado por
el R.G.L.C.AA.PP. para la tramitación del programa de trabajo, ver su Art. 144).

• Cualquier otro requisito exigido en los Pliegos.

Este tratamiento se reproducirá en la certificación que siga a la aprobación por el
órgano de contratación de una incidencia de obra significativa, tales como modifi-
cados, reajustes de anualidades, etc..

Una vez fiscalizada y aprobada la certificación por considerarse correcta, se envia-
rá a la Consejería de Economía y Hacienda para su abono por la Tesorería.

El abono de las certificaciones se realiza según indique el documento “OP” (trans-
ferencia bancaria o talón nominativo a favor del preceptor).

La J.A. tiene informatizada toda la gestión anterior mediante el programa infor-
mático JÚPITER .

Recordemos que según el Art. 99 de la L.C.A.P., Pago del precio, la Admón. ten-
drá la obligación de abonar el precio dentro de los dos meses siguientes a la fecha
de la expedición de las certificaciones de obras o de los correspondientes documen-
tos que acrediten la realización total o parcial del contrato, sin perjuicio del plazo
especial establecido en el apartado 4 del Art. 110 (de la L.C.A.P.), y, si se demora-
se, deberá abonar al C., a partir del cumplimiento de dicho plazo de dos meses , el
interés legal del dinero incrementado en 1,5 puntos, de las cantidades adeudadas.

Si la demora en el pago fuese superior a cuatro meses , el contratista podrá pro-
ceder, en su caso, a la suspensión del cumplimiento del contrato, debiendo comuni-
car a la Admón., con un mes de antelación, tal circunstancia, a efectos del recono-
cimiento de los derechos que puedan derivarse de dicha suspensión, en los términos
establecidos en esta Ley.

Si la demora de la Admón. fuese superior a ocho meses , el contratista tendrá
derecho, asimismo, a resolver el contrato y al resarcimiento de los perjuicios que
como consecuencia de ello se le originen.

Las certificaciones también pueden ser objeto de embargo y susceptibles de
transmisión , a estos efectos, la L.C.A.P. en su Art. 99. Pago del precio. apartado 7,
dice:

Sin perjuicio de lo establecido en las normas tributarias y de la Seguridad Social,
los abonos a cuenta que procedan por la ejecución del contrato, sólo podrán ser
embargados en los siguientes supuestos:
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a) Para el pago de los salarios devengados por el personal del C. en la ejecución
del contrato y de las cuotas sociales derivadas de los mismos.

b) Para el pago de las obligaciones contraídas por el C. con los subcontratistas y
suministradores referidas a la ejecución del contrato.

Respecto de la susceptibilidad de transmisión, la L.C.A.P. en su Art. 100.
Transmisión de los derechos de cobro , dice:

1. Los Contratistas que, conforme al artículo anterior, tengan derecho de cobro
frente a la Administración, podrán ceder el mismo conforme a Derecho.

2. Para que la cesión del derecho de cobro tenga plena efectividad frente a la
Admón., será requisito imprescindible la notificación fehaciente a la misma del
acuerdo de cesión.

3. Una vez que la Admón. tenga conocimiento del acuerdo de cesión, el manda-
miento de pago habrá de ser expedido a favor del cesionario. Antes de que la cesión
se ponga en conocimiento de la Admón., los mandamientos de pago a nombre del
C. surtirán efectos liberatorios.

Los Servicios de Contabilidad competentes consignarán, mediante la diligencia en
el documento justificativo del crédito, la toma de razón en un libro registro de
transmisiones de certificaciones habilitado al efecto.

A los efectos comentados anteriormente tanto en los impresos de los documentos
“OP” como en las certificaciones, existen espacios reservados para que se puedan
reflejar en los mismos las cesiones de los derechos de cobro , que se conocen como
endosos de certificaciones .

También lo comentado en el Art. 99. 7 de la L.C.A.P. respecto de los abonos a
cuenta , nos lleva a afirmar que las certificaciones (que también son abonos a cuen-
ta por la ejecución del contrato) están incluidas en este punto, aunque no las cite
expresamente.

La Admón. frente a la orden de embargo dictada por un juez, tiene que depositar
en el juzgado las cantidades embargadas. En el documento contable “OP” se con-
signará que el importe embargado se ponga a disposición del juez en la forma que
éste haya dispuesto en la correspondiente orden de embargo .



MODIFICACIONES DEL CONTRATO EN LAS OBRAS O INFRAES -
TRUCTURAS PÚBLICAS.-

Las modificaciones de los contratos tienen una regulación general que se exponen
en los Arts. 101 y 102 de la L.C.A.P., y de forma específica para el contrato de obras
en el Art. 146 de la citada Ley. En el Apartado IV de este trabajo en el punto PRE-
CIOS CONTRADICTORIOS, se han expuesto matizaciones complementarias a la
modificación del contrato de obras. A estos efectos, tenemos:

Art. 101. Modificaciones de los contratos .

1. Una vez perfeccionado el contrato, el órgano de contratación sólo podrá intro-
ducir modificaciones por razón de interés público en los elementos que lo integran,
siempre que sean debidas a necesidades nuevas o causas imprevistas, justificándolo
debidamente en el expediente.

2. Las modificaciones del contrato deberán formalizarse conforme a lo dispuesto
en el Art. 54 (de la L.C.A.P.).

3. En las modificaciones de los contratos, aunque fueran sucesivas, que impliquen ais-
lada o conjuntamente alteraciones en cuantía igual o superior al 10% del precio primi-
tivo del contrato, siempre que éste sea igual o superior a 1000.000.000 de pesetas
(6.010.121,04 euros) con exclusión del I.V.A., será preceptivo, además del informe a que
se refiere el apartado 2 del Art. 59 (de la L.C.A.P.) y de la fiscalización previa en los tér-
minos del apartado 2, letra g), del Art. 11 (de la L.C.A.P.), el informe de contenido pre-
supuestario de la Dirección General de Presupuestos del Ministerio de Hacienda. A tal
efecto, los órganos de contratación remitirán el expediente correspondiente a la modifi-
cación de la propuesta, al que se incorporarán los siguientes documentos:

a) Una memoria explicativa suscrita por el director facultativo de la obra (la D.)
que justifique la desviación producida que motiva la modificación, con expresión de
las circunstancias no previstas en la aprobación del pliego de prescripciones técni-
cas y, en su caso, en el proyecto correspondiente, documento que será expedido, en
los contratos distintos a los de obras, por el servicio encargado de la dirección y eje-
cución de las prestaciones contratadas.

b) Justificación de la improcedencia de la convocatoria de una nueva licitación por
las unidades o prestaciones constitutivas de la modificación.

c) En los contratos de obras, informe de la Oficina de Supervisión de Proyectos
sobre la adecuación de la modificación propuesta.

La Dirección General de Presupuestos emitirá su informe en el plazo de quince
días hábiles .
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Lo establecido en este apartado será también de aplicación en las modificaciones
consistentes en la sustitución de unidades objeto del contrato por unidades nuevas
en contratos cuyo importe sea igual o superior a 1.000.000.000 de pesetas
(6.010.121,04 euros) y las modificaciones afecten al 30% o más del precio primiti-
vo del contrato, con exclusión del I.V.A., independientemente de las repercusiones
presupuestarias a que dieran lugar las modificaciones.

Por su importancia voy a matizar determinados aspectos de este Artículo:

La Admón. tiene la facultad conocida como “ius variandi” , que consiste en la
potestad de poder modificar el contrato por razones de interés público, si bien
cumpliendo unos requisitos como causa de su sometimiento al imperio de la Ley .

* Que las modificaciones sean debidas a necesidades nuevas , es decir, son las que
surgen con posterioridad a la probación del proyecto y a la adjudicación de la obra,
como consecuencia de demandas fundadas debidas al interés y servicio público, que
necesariamente producen una alteración del PROGRAMA DE NECESIDADES
INICIAL.

* Que las modificaciones sean debidas a causas imprevistas , es decir, son aqué -
llas sobrevenidas (y por ello, no previstas por el autor del proyecto al redactarlo, a
la vista de los datos que tenía a su alcance y/o mandó recabar y, que la Técnica
Vigente de la buena práctica constructiva consideraba suficientes, y los proporcio-
nados por la Admón .) que la ejecución de las obras hace evidentes .

Art. 102. Suspensión de los contratos .

1. Si la Admón. acordase la suspensión del contrato o aquélla tuviere lugar por la
aplicación de lo dispuesto en el artículo 99, se levantará un acta en la que se con-
signarán las circunstancias que la han motivado y la de hecho en la ejecución de
aquél.

2. Acordada la suspensión, la Admón. abonará al C. los daños y perjuicios efecti-
vamente sufrido por éste.

También el R.G.L.C.AA.PP., se ocupa de las Modificaciones en el Contrato de
Obras, en los Arts. 158 al 162 (ambos inclusive), que se exponen a continuación,
exceptuando los Arts. 160. Variaciones sobre las unidades de obra ejecutadas y 162.
Reajuste del plazo de ejecución por modificaciones, que se expusieron en los apar-
tados ABONO DE LA OBRA O INFRAESTRUCTURA PÚBLICA y EL PRO-
GRAMA DE TRABAJO respectivamente.



Art. 158. Precio de las unidades no previstas en el contrato.

1. Cuando se juzgue necesario emplear materiales o ejecutar unidades de obra que
no figuren en el proyecto, la propuesta del director de la obra (la D.) sobre los nue-
vos precios a fijar se basará en cuanto resulte de aplicación, en los costes elementa-
les fijados en la descomposición de los precios unitarios integrados en el contrato y,
en cualquier caso, en los costes que correspondiesen a la fecha en que tuvo lugar la
adjudicación.

2. Los nuevos precios, una vez aprobados por el órgano de contratación, se consi-
derarán incorporados a todos los efectos a los cuadros de precios del proyecto, sin
perjuicio de lo establecido en el artículo 146. 2 de la Ley (L.C.A.P.).

Art. 159. Variaciones en los plazos de ejecución por modificaciones del
proyecto.

1. Acordada por órgano de contratación la redacción de modificaciones del pro-
yecto que impliquen la imposibilidad de continuar ejecutando determinadas partes
de la obra contratada, deberá acordarse igualmente la suspensión temporal, parcial
o total de la obra sin perjuicio de lo establecido en el Art. 146. 2 de la Ley
(L.C.A.P.).

2. En cuanto a la variación en más o en menos de los plazos que se deriven de la
ejecución de las modificaciones del proyecto aprobadas, se estará a lo establecido en
el Art. 96 de este Reglamento, sin perjuicio de lo que proceda si hubiera habido
lugar a la suspensión temporal, parcial o total.

Art. 161. Modificación de la procedencia de materiales naturales.

Se tramitarán como modificación del contrato los cambios del origen o proceden-
cia de los materiales naturales previstos y exigidos en la memoria o, en su caso, en
el P.P.T..

Ni el C. ni el director (la D.) podrán introducir o ejecutar modificaciones en la
obra objeto del contrato sin la debida autorización de aquellas modificaciones y del
presupuesto correspondiente.

Las modificaciones que no estén debidamente autorizadas por la Admón. origina-
rán responsabilidad en el C., sin perjuicio de la que pudiera alcanzar a los funcio-
narios encargados de la D., inspección o vigilancia de la obra (ver los ya expuestos
Arts. del R.G.L.C.AA.PP., 94. Dirección e inspección de la ejecución y 95.
Facultades del órgano de contratación en la ejecución del contrato, también, la ya
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citada DISPOSICIÓN ADICIONAL QUINTA de la L.C.A.P., Responsabilidades
de las autoridades y del personal al servicio de las Administraciones Públicas).

En caso de emergencia, la D. podrá ordenar la realización de aquellas uds. de obra
que sean imprescindibles o indispensables para garantizar o salvaguardar la perma-
nencia de las partes de obra ya ejecutadas anteriormente o para evitar daños inme-
diatos a terceros.

La D. deberá dar cuenta inmediata de tales órdenes a la Admón. Contratante, a
fin de que ésta incoe el expediente de autorización del gasto correspondiente (según
CL. 62 del P.C.A.G.).

Por otra parte, la realización de modificaciones sin la debida autorización, supone
incumplimiento de las obligaciones contractuales esenciales, lo que según el Art.
111 de la L.C.A.P. es causa de resolución del contrato.

También la L.C.A.P. en el Art. 141. d) dispone:

Cuando se trate de obras complementarias que no figuren en el proyecto ni en el
contrato, pero que resulte necesario ejecutar como consecuencia de circunstancias
imprevistas y su ejecución se confíe al C. de la obra principal, de acuerdo con los
precios que rigen para el contrato primitivo o que, en su caso, fuesen fijados con-
tradictoriamente.

Para la aplicación de lo establecido en el párrafo anterior, deberán concurrir los
siguientes requisitos respecto del contrato principal:

1. Que las obras no puedan separarse técnica o económicamente del contrato primi-
tivo sin causar inconvenientes mayores a la Admón. o que, aunque se puedan separar
de la ejecución de dicho contrato, sean estrictamente necesarias para su ejecución.

2. Que las obras complementarias a ejecutar definidas en el correspondiente pro-
yecto estén formadas, al menos, en un 50% del presupuesto, por uds. de obra del
contrato principal. (Es decir, este proyecto se denomina complementario, pero se
redacta como modificado, en cuanto a la formación de los precios contradictorios).

3. Que el importe acumulado de las obras complementarias no supere el 20% del
precio primitivo del contrato.

Las demás obras complementarias que no reúnan los requisitos exigidos en los
párrafos precedentes habrán de ser objeto de contratación independiente. (Es decir,
serán objeto de un proyecto también denominado complementario que se tramita y
elabora como cualquier otro de los proyectos a los que hacen referencia los Arts. 123
y 124 de la L.C.A.P.).



Voy a continuar la exposición de este punto con su regulación específica en la
L.C.A.P., Art. 146. Modificación del contrato de obras.-

1. Serán obligatorias para el C. las modificaciones en el contrato de obras que, con
arreglo a lo establecido en el Art.101, produzcan aumento, reducción o supresión de
las uds. de obra o sustitución de una clase de fábrica por otra, siempre que ésta sea
una de las comprendidas en el contrato.

En caso de supresión o reducción de obras, el C. no tendrá derecho a reclamar
indemnización alguna, sin perjuicio de lo que se establece en el artículo 149, letra e).

2. Cuando las modificaciones supongan la introducción de uds. de obra no com-
prendidas en el proyecto o cuyas características difieran sustancialmente de ellas, los
precios de aplicación de las mismas serán fijados por la Admón., a la vista de la pro-
puesta de la D. y de las observaciones del C. a esta propuesta en trámite de audien-
cia, por plazo mínimo de tres días hábiles . Si éste no aceptase los precios fijados,
el órgano de contratación podrá contratarlas con otro empresario en los precios que
hubiese fijado o ejecutarlas directamente.

La contratación con otro empresario podrá realizarse por el procedimiento nego-
ciado sin publicidad, siempre que su importe no exceda del 20% del precio primi-
tivo del contrato.

3. Cuando la D. considere necesaria una modificación del proyecto, recabará del
órgano de contratación autorización para iniciar el correspondiente expediente, que
se substanciará con carácter de urgencia, con las siguientes actuaciones:

a) Redacción del proyecto y aprobación del mismo.

b) Audiencia del C., por plazo mínimo de tres días .

c) Aprobación del expediente por el órgano de contratación, así como los gastos
complementarios precisos.

4. Cuando la tramitación de un modificado exija la suspensión temporal parcial o
total de la ejecución de las obras y ello ocasione graves perjuicios para el interés
público, el Ministro, si se trata de la A.G.E., sus OO.AA. y EE.GG. y SS.CC. de la
S.S. y demás EE.PP.EE., podrá acordar que continúen provisionalmente las mismas
tal y como esté previsto en la propuesta técnica que elabore la D., siempre que el
importe máximo previsto no supere el 20% del precio primitivo del contrato y exis-
ta crédito adecuado y suficiente para su financiación.

El expediente a tramitar al efecto exigirá exclusivamente las siguientes actuacio-
nes:
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a) Propuesta técnica motivada efectuada por la D., donde figurará el importe apro-
ximado de la modificación, así como la descripción básica de las obras a realizar
(véase Anexo nº 3.11).

b) Audiencia al contratista.

c) Conformidad del órgano de contratación.

d) Certificado de existencia de crédito.

En el plazo de seis meses deberá estar aprobado técnicamente el proyecto y en el
de ocho meses el expediente del modificado.

Dentro del citado plazo de ocho meses se ejecutarán preferentemente, de las uds. de
obra previstas en el contrato, aquellas partes que no hayan de quedar posterior y defi-
nitivamente ocultas. La autorización del Ministro para iniciar provisionalmente las
obras, que no podrá ser objeto de delegación, implicará en el ámbito de la A.G.E., sus
OO.AA. y EE.GG. y SS.CC. de la S.S. la aprobación del gasto, sin perjuicio de los ajus-
tes que deban efectuarse en el momento de la aprobación del expediente del gasto.

Al respecto de lo manifestado en este Art. 146, he de decir:

- Que cuando se refiere al Ministro, se entenderá para la Comunidad Autónoma
de Andalucía El Consejero , o el similar de las restantes CC.AA..

- La referencia al Art. 149, letra e) y el concepto de “alteración sustancial” del
proyecto inicial que en dicha letra e) se vierte, es de una importancia capital tal, que
hace necesario reseñar a continuación ambos asuntos según la L.C.A.P..

El Art. 149. Causas de resolución , dispone: Son causas de resolución del contra-
to de obras, además de las señaladas en el Art.111 (de la L.C.A.P.), las siguientes:

a) La demora en la comprobación del replanteo, conforme al artículo142.

b) La suspensión de la iniciación de las obras por plazo superior a seis meses por
parte de la admón..

c) El desistimiento o la suspensión de las obras por un plazo superior a ocho meses
acordada por la admón..

d) Los errores materiales que pueda contener el proyecto o presupuesto elaborado
por la admón. que afecten al presupuesto de la obra, al menos en un 20%.

e) Las modificaciones en el contrato, aunque fueran sucesivas, que impliquen, ais-
lada o conjuntamente, alteraciones del precio de contrato, en cuantía superior, en
(+) o en (-), al 20% del precio primitivo del contrato, con exclusión del I.V.A., o
representen una alteración sustancial del proyecto inicial.



El concepto de alteración sustancial , está definido en el Art. 150. Alteración
sustancial y suspensión de la iniciación de la obra , en su punto 1, que dispone:
En relación con la letra e) del artículo anterior se considerará alteración sustancial,
entre otras, la modificación de los fines y características básicas del proyecto inicial,
así como la sustitución de unidades que afecten, al menos, al 30% del precio pri-
mitivo del contrato, con exclusión del I.V.A..

Con respecto a la sustitución de unidades que afecten, al menos, al 30% del pre-
cio primitivo del contrato, con exclusión del I.V.A., ha de entenderse, que sigue
siendo alteración sustancial , aunque el modificado sea a CERO EUROS, pues lo
que la define no es sólo la variación económica sino también la sustitución o cam-
bio de las citadas uds. de obra (se repite, a pesar de haber sido expuesto con ante-
rioridad en este Apartado, por su importancia y oportunidad).

Otras posibles consecuencias de la aprobación de la MODIFICACIÓN del con-
trato de obras, son:

✓Resolución del Contrato e Indemnizaciones por Daños y Perjuicios (las
causas de la Resolución se han expuesto con anterioridad, pero conllevan unas
indemnizaciones, cuando son imputables al contratista ya que éste ha de hacer
frente a los perjuicios y daños efectivamente causados a la Admón. perdiendo
además las garantías depositadas. Cuando la Resolución del contrato es impu-
table a la Admón., el C. tendrá derecho al 6% del precio de las obras dejadas de
realizar en concepto de beneficio industrial - lucro cesante -, entendiéndose
por obras dejadas de realizar las que resulten de la diferencia entre las reflejadas
en el contrato primitivo y sus modificaciones y las que hasta la fecha de notifi-
cación de suspensión se hubieran ejecutado, (Art. 151. 4. de la L.C.A.P.) y ade-
más la obra realizada, no sólo la que pueda ser certificada, sino también las acce-
sorias y auxiliares que forman parte del % de C.I. - costes indirectos, véanse en
el Apartado IV -, así como los materiales acopiados).

✓La modificación tiene carácter ejecutivo (el acuerdo por parte de la Admón.
de modificación dentro de los límites marcados por la L.C.A.P., es obligatorio
para el C., según el Art. 146. 1 de la misma ley).

✓Modifica el Contrato Original (el acuerdo de modificación por parte de la
Admón. representa una actualización para poner en vigencia el contrato, por lo
que se tiene que formalizar en documento administrativo dentro del plazo de
treinta días a contar desde el siguiente al de la notificación de la adjudicación,
según el Art. 54. 1 de la L.C.A.P.).

✓Reajuste de Garantías (Como la modificación, a no ser que sea a CERO
EUROS - no es muy usual -, varia el precio del contrato, se reajustará la garan-
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tía en el plazo de quince días desde la fecha en que se notifique al empresario
el, acuerdo de modificación, para que guarde la debida proporción con el precio
del contrato resultante de su modificación, según Arts. 41 y 42 de la L.C.A.P.).

✓Nuevo Programa de Trabajo (Art. 96. 3 del R.G.L.C.AA.PP., dice: En los
contratos que cuenten con programa de trabajo, cualquier reajuste de anualida-
des exigirá su revisión para adaptarlo a los nuevos importes anuales, debiendo
ser aprobado por el órgano de contratación el nuevo programa de trabajo (este
hecho se producirá, siempre que el importe de las modificaciones no sea a
CERO EUROS - no es muy usual -).

✓Reajuste de Anualidades (como consecuencia de la Aprobación de un nuevo
Programa de Trabajo).

✓Suspensión Temporal Parcial o Total de las Obras (ver Arts. 159 del
R.G.L.C.AA.PP., ya antes expuesto).

✓Responsabilidad del redactor o redactores del proyecto inicial (ver Arts.
211, 217, 218 y 219 de la L.C.A.P.).

✓Nueva Fórmula de Revisión de Precios (cuando la modificación del proyec-
to inicial altera de forma significativa los elementos básicos de la obra, podría
hacer necesario el cambio de la fórmula de revisión).

✓Alteración del Inicio de la Revisión de Precios (se explicó con anterioridad
en la revisión en la obra pública, recordemos lo más importante, han de apli-
carse a origen los límites y las condiciones para la revisión de precios).

✓Repercusiones en el Estudio de Seguridad y Salud (cuando como conse-
cuencia de la modificación del proyecto inicial se altera de forma significativa
los elementos básicos de la obra, podría hacer necesario la redacción de un nuevo
Estudio de Seguridad y Salud, lo que conllevaría a la redacción, informe y apro-
bación de un nuevo Plan de Seguridad y Salud).

✓Registro y Comunicaciones . El Art. 118 de la L.C.A.P., Registro Público de
Contratos, entre otras cosas, dice: que a efectos estadísticos reglamentariamen-
te se determinará la forma en que se comunicarán los datos sobre los contratos
adjudicados y sus modificaciones, prórrogas y cumplimiento al Registro
Público de Contratos de la J.C.C.A. y la forma en que se harán públicos los
datos aportados al citado Registro.

En la C.A. de Andalucía se realiza esta información dentro de los tres meses
siguientes a la formalización de la modificación del contrato, a efectos estadísticos,
deberán remitirse a la Cámara de Cuentas de Andalucía los modificados de contra-



tos cuyo presupuesto inicial de adjudicación sea superior a 100.000.000 millones
de pesetas (601.012,10 euros) .

La documentación que comprenden los proyectos modificados es la misma que se
le pide a los demás tipos de proyectos (se exponen de forma específica en el Apartado
IV de este trabajo) con las singularidades que manifiesto a continuación:

- Se denominará Proyecto Modificado (que se numerará, por si se tienen que
redactar otros).

- En la memoria se pondrá además, manifestación expresa de validez o cambio de
la fórmula o fórmulas polinómicas de revisión, en su caso, e igual manifestación res-
pecto del Estudio de Seguridad y Salud.

- Respecto del P.P.T.P., se hará manifestación expresa de la validez del que tenía
el proyecto inicial o bien se incrementará con el añadido de las condiciones y pres-
cripciones técnicas necesarias para las uds. de obra nuevas que se han introducido en
el proyecto a causa de la modificación.

- Con respecto al Cuadro de Precios, se ha de incluir el Acta de Precios
Contradictorios (están en la forma de Precios Unitarios Descompuestos, con los ane-
xos de Precios Simples y Auxiliares que han servido de base para su conformación)
propuestos por la D. y aprobados por la Admón. con la aceptación del Contratista.
Esta aprobación se realizará precio a precio con la firma de la D. por parte de la
Admón. y la del C. por otra. Estos Precios Contradictorios son debidos a las nuevas
uds. de obra a causa de la/s modificación/es. Se identifican como PC (Precio
Contradictorio) y se numeran identificándose como PC-1, PC-2, PC-3 , etc., con
independencia de añadirle cualquier otro código identificativo. El Cuadro de
Precios que sirve para conformarlos se basa en el del proyecto inicial contratado. Si
en el citado Cuadro de Precios Inicial no existiesen precios simples de algunos de
los materiales a utilizar en el modificado, la L.C.A.P. dice al respecto en su Art. 146.
2 “...serán fijados por la Admón., a la vista de la propuesta de la D. y a las observa-
ciones del C. a esta propuesta en trámite de audiencia, por plazo mínimo de tres
días hábiles ...”. También se tiene que tomar en cuenta al respecto, lo que dice el
Art. 158 del R.G.L.C.AA.PP., Precio de las unidades de la unidades de obra no
previstas en el contrato (se refiere al presupuesto del proyecto base del contrato,
es decir, el inicial aprobado).

- El Nuevo Presupuesto (que es el V I G E N T E ) se realizará a origen (las partidas que
no se modifican se pondrán como estaban en el proyecto inicial) y se redactará com-
parándolo con el Proyecto Inicial partida a partida y capítulo a capítulo, de forma que
se reflejen las diferencias en más (+) o en menos (-) de los importes de cada ud. de obra,
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capítulos y Presupuesto de Ejecución Material de ambos, para obtener así el
Presupuesto de Ejecución Material Neto de Adjudicación de la modificación.

OBRAS O INFRAESTRUCTURAS COMPLEMENTARIAS.-

Han sido tratadas antes al exponer la letra d) del Art. 141. Procedimiento nego -
ciado sin publicidad , de la L.C.A.P., y también se verá la materia en el Apartado
IV de este trabajo.

No obstante cabe reseñar para los Proyectos Complementarios que las contengan,
dos tipos de Redacción :

A) Se redacta como modificado sólo en cuanto a la formación de los precios con-
tradictorios (por estar las obras complementarias dentro de las condiciones de la
letra d) del citado Art. 141 de la L.C.A.P., y por ello se pueda confiar la ejecución
de las mismas al C. de la obra principal), siendo su contenido documental del pre-
supuesto igual al que se ha expuesto anteriormente para los modificados, aunque su
denominación sea Proyecto Complementario.

B) Cuando las obras complementarias no estén dentro de los requisitos exigidos
en la letra d) del citado Art. 141 anterior y tal como al final de dicha letra estable-
ce, habrán de ser objeto de contratación independiente . Por esta causa se redac-
tará un proyecto denominado también Proyecto Complementario. Su documenta-
ción se redactará de la misma forma que la indicada para los demás tipos de pro-
yectos (se exponen de forma específica en el Apartado IV de este trabajo). En lo con-
cerniente a su licitación, adjudicación y contratación, se observarán los requisitos
según procedimiento que la L.C.A.P. establece para cualquier obra, pudiendo resul-
tar como adjudicatario el C. de la obra principal, si concurre a la licitación y se la
adjudican, o cualquier otro en caso contrario.

En ambos casos, irán numerados por si se tienen que redactar otros posteriores.

EXTINCIÓN DEL CONTRATO DE OBRAS O INFRAESTRUCTURAS
PÚBLICAS.-

La L.C.A.P. cuando trata esta materia de forma específica, lo hace con dos aparta-
dos (Secciones) que matizan la extinción del contrato de obras, según la forma de
producirse, a saber:

SECCIÓN 1.ª DEL CUMPLIMIENTO DEL CONTRATO DE OBRAS, es decir,
las obras tienen una terminación normal , regulada por los Arts. 147 y 148 de la
L.C.A.P., a saber:



Art. 147. Recepción y plazo de garantía.-

Viene a decir:

1. A la recepción de las obras a su terminación y a los efectos establecidos en el
Art.110. 2 (de la L.C.A.P., en esencia, comprobar que el contrato se ha realizado de
acuerdo con los términos del mismo y a satisfacción de la Admón., la totalidad de
su objeto, en este caso las obras, exigiendo por parte de la Admón. un acto formal y
positivo de recepción o conformidad dentro del mes siguiente , u otro plazo si así
esta fijado en el P.C.A.P. por razón de las características del objeto del contrato, de
haberse producido la entrega del objeto del contrato , es decir, la terminación
de las obras), concurrirá a dicho acto, un facultativo designado por la Admón.,
representante de ésta, la D. y el C. asistido, si lo estima oportuno, de su facultativo
(su J.O. que suele ser a la vez también su D.O.).

Dentro del plazo de dos meses , contados a partir de la recepción, el órgano de
contratación deberá aprobar la certificación final de las obras ejecutadas, que será
abonada al C. a cuenta de la liquidación del contrato.

2. Si se encuentran las obras en buen estado y con arreglo a las prescripciones pre-
vistas, el funcionario técnico designado por la Admón. contratante y representante
de ésta las dará por recibidas, levantándose la correspondiente acta (Acta de
Recepción de conformidad ) y comenzando entonces el plazo de garantía .

Cuando las obras no se hallen en estado de ser recibidas, se hará constar así en el
acta (Acta de Recepción con Disconformidad ) y la D. señalará los defectos obser-
vados y detallará las instrucciones precisas fijando un plazo para remediar aquéllos.
Si transcurrido dicho plazo el C. no lo hubiere efectuado, podrá concedérsele otro
nuevo plazo improrrogable o declarar resuelto el contrato .

3. El plazo de garantía se establecerá en el P.C.A.P., atendiendo a la naturaleza y
complejidad de la obra y no podrá ser inferior a un año , salvo casos especiales.

Dentro del plazo de quince días anteriores al cumplimiento del plazo de garantía,
la D., de oficio a instancia del C., redactará un informe sobre el estado de las obras.
Si éste fuera favorable, el C. quedará relevado de toda responsabilidad, salvo lo dis-
puesto en el Art. 148 (de la L.C.A.P., ya expuesto, cuando traté LAS RESPONSA-
BILIDADES DEL CONTRAT I S TA, pero que por su importancia volveré a citar des-
pués de terminar la exposición de este Art. 147), procediéndose a la devolución o can-
celación de la garantía, a la liquidación del contrato y, en su caso, al pago de las obli-
gaciones pendientes, aplicándose a este último lo dispuesto en el artículo 99. 4 (de la
L . C . A . P., que en esencia dice, la Admón. tendrá la obligación de abonar el precio
dentro de los dos meses siguientes a la fecha de la expedición de las certificaciones
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de obras..., si se demorase, deberá abonar al C., a partir del cumplimiento de dicho
plazo de dos meses , el interés legal del dinero incrementado en 1,5 puntos de las
cantidades adeudadas). En el caso de que el informe no fuera favorable y los defectos
observados se debiesen a deficiencias en la ejecución de la obra y no al uso de lo cons-
truido, durante el plazo de garantía, la D. procederá a dictar las oportunas instruc-
ciones al C. para la debida reparación de lo construido, concediéndole un plazo para
ello durante el cual continuará encargado de la conservación de las obras, sin derecho
a percibir cantidad alguna por ampliación del plazo de garantía.

4. No obstante, en aquellas obras cuya perduración no tenga finalidad práctica
como las de sondeos y prospecciones que hayan resultado infructuosas o que por su
naturaleza exijan trabajos que excedan el concepto de mera conservación como los
de dragados no se exigirá plazo de garantía.

5. Podrán ser objeto de recepción parcial aquellas partes de obra susceptibles de ser ejecu-
tadas por fases que puedan ser entregas al uso público, según lo establecido en el contrato
(también en estos supuestos deberá expedirse la correspondiente certificación a cuenta).

6. Siempre que por razones excepcionales de interés público, debidamente moti-
vadas en el expediente, el órgano de contratación acuerde la ocupación efectiva de
las obras o su puesta en servicio para el uso público, aun sin el cumplimiento for-
mal de recepción, desde que concurran dichas circunstancias se producirán los efec-
tos y consecuencias propios del acto de recepción de las obras y en los términos en
que reglamentariamente se establezcan.

Art. 148. Responsabilidad por vicios ocultos.-

Ya se expuso cuando se trató el punto RESPONSABILIDADES DEL CONTRAT I S TA .

SECCIÓN 2.ª DE LA RESOLUCIÓN DEL CONTRATO DE OBRAS, se pro-
duce como consecuencia de una terminación anormal , regulada por los Arts. 149,
150 y 151 de la L.C.A.P., que a continuación se reflejan:

Art. 149. Causas de resolución.- (ya citado anteriormente al comentar la refe-
rencia que de él se hace en el art. 146 de la L.C.A.P.; se vuelve a exponer por su capi-
tal importancia)

Son causas de resolución del contrato de obras, además de las señaladas en el Art.
111 (de la L.C.A.P., expuesto con anterioridad), las siguientes:

a) La demora en la comprobación del replanteo, conforme al Art. 142 (de la
L.C.A.P., asunto expuesto con anterioridad).

b) La suspensión de la iniciación de las obras por plazo superior a seis meses por
parte de la Administración.



c) El desistimiento o la suspensión de las obras por un plazo superior a ocho
meses acordada por parte de la Administración.

d) Los errores materiales que puede contener el proyecto o presupuesto elaborado
por la Admón. que afecten al presupuesto de la obra, al menos, en un 20%.

e) Las modificaciones en el contrato, aunque fueran sucesivas, que impliquen, ais-
lada o conjuntamente, alteraciones del precio del contrato, en cuantía superior, en
más o en menos, al 20% del precio primitivo del contrato, con exclusión del I.V.A.,
o representen una alteración sustancial del proyecto inicial.

Art. 150. Alteración sustancial y suspensión de la iniciación de la obra.-

1. En relación con la letra e) del artículo anterior se considerará alteración sustan-
cial, entre otras, la modificación de los fines y características básicas del proyecto
inicial, así como la sustitución de unidades que afecten, al menos, al 30% del pre-
cio primitivo del contrato, con exclusión del I.V.A..

2. En la suspensión de la iniciación de las obras por parte de la Admón., cuando
ésta dejare transcurrir seis meses , a contar de la misma, sin dictar acuerdo sobre
dicha situación y notificarlo al contratista, éste tendrá derecho a la resolución del
contrato.

Art. 151. Efectos de la resolución.-

1. La resolución del contrato dará lugar a la comprobación, medición y liquida-
ción de las obras realizadas con arreglo al proyecto, fijando los saldos pertinentes a
favor o en contra del contratista. Será necesaria la citación de éste, en el domicilio
que figure en el expediente de contratación, para su asistencia al acto de comproba-
ción y medición.

2. Si se demorase la comprobación del replanteo, según el Art. 142 (de la
L.C.A.P.), dando lugar a la resolución del contrato, el C. sólo tendrá derecho a una
indemnización equivalente al 2% del precio de la adjudicación.

3. En el supuesto de suspensión de la iniciación de las obras por parte de la
Admón. por tiempo superior a seis meses , el C. tendrá derecho a percibir, por
todos los conceptos, una indemnización del 3% del precio de adjudicación.

4. En caso de desistimiento o suspensión de las obras iniciadas por plazo superior
a ocho meses , el C. tendrá derecho al 6% del precio de las obras dejadas de reali-
zar (lo que se denomina en derecho lucro cesante ) en concepto de beneficio indus-
trial, entendiéndose por obras dejadas de realizar las que resulten de la diferencia
entre las reflejadas en el contrato primitivo y sus modificaciones y las que hasta la
fecha de notificación de la suspensión se hubieran ejecutado.
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Las indemnizaciones reflejadas en el anterior Art. 151, ya se comentaron, entre
otras, cuando hablé de los DERECHOS DEL CONTRATISTA.

La extinción del contrato de obras se regula, como ya se dijo al principio del
Apartado, por los Arts. de la L.C.A.P., 147 al 151 ambos inclusive y además por los
Arts. del R.G.L.C.AA.PP., 163 al 173 ambos inclusive, cuyas prescripciones se des-
granarán en el proceso que a continuación expongo, unas veces con referencia direc-
ta a los Arts. que corresponden y otras sin ella, para poder realizar una narración más
amena y comprensible.

La mecánica del proceso de la TERMINACIÓN NORMAL DE LA OBRA, es:

El C. o su D.O., con una antelación de cuarenta y cinco días hábiles , comuni-
cará por escrito a la D. la fecha prevista para la terminación de la obra.

La D. comprobará en la obra la posibilidad del cumplimiento de la previsión rea-
lizada por el C. de terminación de la obra. Constatada por parte de la D., la certeza
de la comunicación realizada por el C., la elevará con su informe, con una antelación
de un mes respecto a la fecha de terminación de la obra, a la Admón., a los efectos
de que ésta pueda proceder en su momento a organizar el acto de la recepción y al
nombramiento de un facultativo que la representante en el mismo.

El órgano de contratación a través del Servicio Gestor de la obra y éste, mediante
sus técnicos funcionarios, visitarán la obra (la pueden hacer solos, aunque es mejor
que lo hagan con la D.) para realizar una inspección previa a la que se realizará en
el momento de la recepción.

Cuando la D. considere que la obra está efectivamente terminada y lista para la
recepción, expedirá el correspondiente CERTIFICADO DE TERMINACIÓN DE
OBRA, fechado y firmado por todos los miembros que la compongan, una vez expe-
dido, lo remitirá a la Admón..

Cuando el Servicio Gestor de la obra reciba dicho certificado, procederá a organi-
zar y fijar la fecha y hora para realizar el ACTO DE LA RECEPCIÓN, nombrar a
su facultativo representante y notificar la citada fecha a la Intervención, con una
antelación mínima de veinte días , para que ésta designe a su representante en el
acto, cumplimentándose el documento impreso al efecto con el acuerdo de la fecha
y la hora en que se realizará el acto de la recepción. Una vez realizadas todas las ope-
raciones anteriores, se citará por escrito al ACTO DE RECEPCIÓN al C. y a la D..

Misiones de los asistentes:

El Representante de la Administración .

Tiene la misión de recibir las obras en nombre de la Administración (llamado por
ello, EL RECEPTOR), verificando y comprobando que las obras se han ejecutado



con sujeción al proyecto aprobado y las condiciones del contrato, por lo que sin su
presencia no se puede realizar el acto.

La Dirección Facultativa de las obras .

Tiene la misión de colaborar en la labor de verificar y comprobar que las obras se
han ejecutado con sujeción al proyecto aprobado y las condiciones del contrato, por
ello debe asistir todo el Equipo Técnico.

El Representante de la Intervención .

Fiscaliza las verificaciones y comprobaciones que realizan los asistentes anteriores,
y las que considere oportunas respecto del objeto del contrato.

Su presencia es obligatoria cuando el importe de la inversión sea superior a
50.000.000 de pesetas (300.506,05 euros) (Ley 9/83 de 13 de julio) y potestativa en
los demás casos, excepto para las obras cuyos importes de inversiones sean i n f e r i o r e s
a 5.000.000 de pesetas (30.050,61 euros) , para las que la Admón. no tiene la obli-
gación de solicitar representante a la Intervención, salvo que en la fiscalización del
gasto, la Intervención lo haya exigido. El representante de la Intervención puede con-
currir al acto asistido de un a s e s o r (funcionario facultativo técnico), de la especialidad
a la que corresponda la obra en cuestión que no haya intervenido en la redacción del
proyecto, dirección de la obra, ni de forma decisiva en la adjudicación, etc., es decir,
que no pueda tener interés alguno en que el acto sea “de Conformidad ” .

Normalmente, ésta representación recae en los Interventores Delegados de la
Consejería a la que esté afecta la obra que se va a recepcionar, y en los Servicios
Periféricos en los Interventores Provinciales .

No obstante el Interventor General podrá nombrar otros funcionarios para rea-
lizar la recepción, como es el anteriormente citado Asesor (funcionario facultativo
técnico), no es usual, pero puede recaer en él la representación de la Intervención
para asistir a la recepción de la obra y controlar la inversión.

Cuando la Intervención opte por no nombrar representante, lo notificará al
Órgano de Contratación mediante un oficio denominado DECLINACIÓN DE
ASISTENCIA.

El Contratista .

Bien personalmente, o a través de su D.O. o su J.O. (Jefe de Obra, si es la misma
persona, que es lo más normal) tiene la obligación de asistir al acto de la recepción de
la obra para que pueda manifestar lo que considere procedente respecto del estado de
las obras y los reparos y/o trabajos que le puedan ordenar para subsanar defectos y/o
posibles trabajos o previsiones que deba realizar o tomar en el plazo de garantía.
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Si por causas que le sean imputables no cumple esta obligación, no podrá ejerci-
tar derecho alguno que pudiese derivar de su asistencia y, en especial, la posibilidad
de hacer constar en el acta reclamación alguna en orden al estado de la obra y a los
trabajos y previsiones que la misma establezca, salvo que con posterioridad, en el
plazo de diez días contados desde la fecha que se realizó la recepción y previa ale-
gación y justificación fehaciente de que su ausencia fue debida a causas que no le
sean imputables.

En el acto de la recepción se verificará la obra, es decir, se inspeccionará y exami-
nará la obra en todos sus aspectos, por parte de los representantes funcionarios téc-
nicos del Órgano de Contratación (Servicio Gestor de la Obra) y de la Intervención
con la colaboración del Equipo de D., en presencia del C. que podrá realizar cuan-
tas aclaraciones estime oportunas al respecto que constarán en el acta del ACTO.

En este acto, el C. debe entregar a la Admón. (Servicio Gestor de la Obra) toda la
documentación precisa para que puedan entrar en servicio todas las instalaciones
definitivas de la obra realizada y que figuren en el correspondiente P.C.A.P., como
son: Permisos de Organismos Competentes, Certificados de perfecto funcionamien-
to de las instalaciones, Boletines de enganche, Seguro de incendio y todo riesgo
construcción, acreditando su vigencia por el período de garantía y que la prima
correspondiente se encuentre pagada, así como los contratos de suministro con las
compañías de Servicios, en su caso.

También, cuando se recoja en el P.C.A.P., la D., presentará documentación y pla-
nos al menos, de cada una de las instalaciones y servicios según trazado definitivo.

Así, el Art. 173 del R.G.L.C.AA.PP., Incorporación de obras al inventario
general de bienes y derechos , dice:

La recepción de obras de carácter inventariable y, en su caso, de las de mejora irá
seguida de su incorporación al correspondiente inventario general de bienes y dere-
chos.

A estos efectos, la dirección de la obra (la D.) acompañará al acta de recepción un
estado de dimensiones y características de la obra ejecutada que defina con detalle
las obras realizadas tal como se encuentran en el momento de la recepción.

Es decir, que dicha clase de obras se tienen que inventariar en el General de Bienes
y Derechos del Estado (y en Andalucía, en el suyo).

Por todo ello, se acompañará al ACTA DE RECEPCIÓN un “Estado de
dimensiones y características de la obra ejecutada” redactado por la D. que, a
modo de resumen, defina con detalle las obras realizadas tal y como se encuen-



tran en el momento de la RECEPCIÓN, para incorporarlo al Inventario
G e n e r a l .

A pesar de este imperativo legal, la magnitud y complejidad de la materia des-
borda a los medios del Estado para cumplirlo, por lo que la mayor de las veces no
se cumple o se realiza de forma deficiente y sin rigor. Dichas apreciaciones son
extensibles a la J.A., que intenta resolver el problema descentralizando el Inventario
en cada Consejería, las cuales están realizando un gran esfuerzo para paliar el pro-
blema, sobresaliendo en esta gestión, la Consejería de Salud por medio de los SS.CC.
del S.A.S., que es uno de los Organismos que mejor realiza esta función.

Como resultado de las inspecciones y comprobaciones realizadas en el acto, puede
ocurrir:

A) Que las obras sean de recibo y por lo tanto de conformidad con el proyecto y
los modificados aprobados, si los hubiera, y por tanto correctamente ejecutadas,
siendo en este caso su resultado de conformidad , por lo que procede levantar la
correspondiente ACTA DE RECEPCIÓN DE CONFORMIDAD (ver Anexo nº
3.12).

B) Que las obras no sean de recibo por causas debidas a falta de terminación, eje-
cución defectuosa o inadecuación al proyecto, modificados, si es el caso, aprobados
y, por tanto incorrectamente ejecutadas, siendo en este caso su resultado con dis -
conformidad , por lo que procede levantar la correspondiente ACTA DE RECEP-
CIÓN CON DISCONFORMIDAD, cuyo contenido y trámite se han descrito ante-
riormente en la exposición del Art. 147 de la L.C.A.P., Recepción y plazo de garan-
tía (ver Anexo nº 3.13).

También se pueden dar RECEPCIONES PARCIALES, cuando así se establezca en
el Pliego, bien por ser obras que vayan a quedar ocultas y después sería imposible su
comprobación para dar su conformidad de acuerdo a las condiciones del contrato (se
da más en obras de ingeniería civil); o bien, se trata de obras de edificación que son
susceptibles de ser ejecutadas por fases (al construir un grupo de viviendas, puede que
un grupo de ellas requiera mayor tiempo para su terminación al surgir un problema
grave que afecta a su ritmo de ejecución, mientras que las restantes llevan su ritmo
normal y se terminan a su tiempo). Para la entrega de estas últimas viviendas al uso
público se tiene que realizar por parte de la Admón. una Recepción Parcial , ampa-
rada en una RESOLUCIÓN que desdoble el expediente a los efectos de poder realizar
la RECEPCIÓN PARCIAL de la obra. También se pude dar en tramos de carreteras,
autopistas y autovías y cualquier infraestructura pública que admita fases en su ejecu-
ción que puedan ser susceptibles de ser entregadas a su uso público.
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Estas recepciones parciales, están amparadas en los Arts. 147. 5 de la L.C.A.P.,
Recepción y plazo de garantía (*) y 165 del R.G.L.C.AA.PP., Recepciones parciales
(**); que dicen respectivamente:

(*) Podrán ser objeto de recepción parcial, aquellas partes de obra susceptibles de
ser ejecutadas por fases que puedan ser entregadas al uso público, según lo estable-
cido en el contrato.

(**) Cuando tengan lugar en un contrato recepciones parciales de partes de obra
susceptibles de ser entregadas al uso público de conformidad con el Art. 147. 5 de
la Ley (L.C.A.P.), deberá expedirse la correspondiente certificación a cuenta.

Voy a comentar la RECEPCIÓN EN LOS CONTRATOS RESUELTOS, aquí sólo
se pueden dar dos casos, con la obra terminada (1º) o sin terminar (2º) , ya que si
la resolución del contrato se produjera antes de la celebración del acto de compro -
bación del replanteo y autorización del inicio de la obra , no procedería recep-
ción alguna, ya que no existe ninguna obra ejecutada.

El caso 1º , se produce en los supuestos de obras terminadas en las que se ha levan-
tado una tercera ACTA DE RECEPCIÓN CON DISCONFORMIDAD motivada
por el segundo plazo improrrogable dado al contratista para que subsane los defec-
tos y deficiencias que se apreciaron en la segunda ACTA DE RECEPCIÓN CON
DISCONFORMIDAD.

El caso 2º , se produce en los supuestos de obras en las que se resuelve el contrato
antes de su terminación, se procede a realizar la Recepción, levantando la corres-
pondiente ACTA DE RECEPCIÓN, verificando y reflejando el estado de las obras
(uds. de obra completas y las no terminadas de ejecutar, los acopios, instalaciones y
equipo y cuantos extremos procedan para poder fijar económicamente las contra-
prestaciones que procedan).

También en las recepciones se puede dar el supuesto, establecido en el Art. 147.
6 de la L.C.A.P., que dice:

Siempre que por razones excepcionales de interés público, debidamente motiva-
dos en el expediente, el órgano de contratación acuerde la ocupación efectiva de las
obras o su puesta en servicio para el uso público, aun sin el cumplimiento del acto
formal de recepción, desde que concurran dichas circunstancias se producirán los
efectos y consecuencias propios del acto de recepción de las obras y en los términos
en que reglamentariamente se establezcan.

Su aplicación, se regula en el Art. 168 del R.G.L.C.AA.PP., Ocupación o pues -
ta en servicio de las obras sin recepción formal , que establece:



1. El acuerdo de la ocupación efectiva de las obras o de su puesta en servicio para
uso público previstas en el Art. 147. 6 de la Ley (L.C.A.P.) requerirá del levanta-
miento de la correspondiente acta de comprobación de las obras, que será suscrita
por el representante designado por el órgano de contratación, el director de las mis-
mas (la D.) y el C., debiéndose comunicar a la Intervención de la Admón. corres-
pondiente para su asistencia potestativa al mismo. En los supuestos en que la obra
vaya a ser gestionada por una Admón. o entidad distinta a la Admón. contratante
al acta también deberá ser suscrita por un representante de la misma.

2. A los efectos del apartado anterior la ocupación efectiva de las obras o su pues-
ta en servicio para uso público producirá los efectos de la recepción si, de acuerdo
con el acta de comprobación, las obras estuviesen finalizadas y fueran conformes con
las prescripciones previstas en el contrato. Si por el contrario se observaran defectos,
deberán detallarse en el acta de comprobación junto con las instrucciones precisas y
el plazo fijado para subsanarlos. El órgano de contratación, a la vista de los defectos
advertidos, decidirá sobre la ocupación efectiva o puesta en servicio para uso públi-
co de las obras.

Por último, al respecto de lo expuesto anteriormente, recordar que el Derecho
Administrativo contempla los actos tácitos de la Admón. reflejados y reconocidos
en las SS.T.S. y en dictámenes del Consejo de Estado, de aquí se desprende que en
el caso de obras o infraestructuras públicas, cuando Admón. las ocupa de forma efec-
tiva, o las destina a su uso público, dicho acto tiene el mismo efecto que una recep -
ción formal .

Antes de entrar a comentar el PLAZO DE GARANTÍA , pasaré a matizar La
medición final (citada en el Art. 145. 1 de la L.C.A.P. ya expuesto en el punto
ABONO DE LA OBRA O INFRAESTRUCTURA PÚBLICA , y también cita-
da en el punto OBLIGACIONES DEL CONTRATIST A) y La certificación final
de las obras ejecutadas (citada en el Art. 147. 1 de la L.C.A.P.), reflejadas en el
Artículo 166 del R.G.L.C.AA.PP., Medición general y certificación final de las
obras , que dispone:

1. Recibidas las obras se procederá seguidamente a su medición general (se refie-
re a la medición final) con asistencia del C., formulándose por el director de la obra
(la D.), en el plazo de un mes desde la recepción, la medición de las realmente eje-
cutadas de acuerdo con el proyecto. A tal efecto, en el acta de recepción el director
de la obra (la D.) fijará la fecha para el inicio de dicha medición, quedando notifi-
cado el C. para dicho acto. Excepcionalmente, en función de las características de las
obras, podrá establecerse un plazo mayor en el P.C.A.P..

Aportación del capital privado a las realizaciones de infraestructuras públicas y el control técnico-económico de las mismas

131



Carlos Mateos Pérez

132

2. El C. tiene la obligación de asistir a la toma de datos y realización de la medi-
ción general que efectuará el director de la obra (la D.).

3. Para realizar la medición general se utilizarán como datos complementarios la
comprobación del replanteo, los replanteos parciales y las mediciones efectuadas
desde el inicio de la ejecución de la obra, el libro de incidencias, si lo hubiera, el de
órdenes y cuantos otros estimen necesarios el director de la obra (la D.) y el C..

4. De dicho acto se levantará acta en triplicado ejemplar que firmarán el director
de la obra (la D.) y el C., retirando un ejemplar cada uno de los firmantes y remi-
tiéndose el tercero por el director de la obra (la D.) al órgano de contratación. Si el
C. no ha asistido a la medición el ejemplar del acta le será remitido por el director
de la obra (la D.).

5. El resultado de la medición se le notificará al C. para que en el plazo de cinco
días hábiles preste su conformidad o manifieste los reparos que estime oportunos.

6. Las reclamaciones que estime oportuno hacer el C. contra el resultado de la
medición general las dirigirá por escrito en plazo de cinco días hábiles al órgano
de contratación por conducto del director de la obra (la D.), el cual las elevará a
aquél con su informe en el plazo de diez días hábiles .

7. Sobre la base del resultado de la medición general y dentro del plazo que esta-
blece el apartado 1, el director de la obra (la D.) redactará la correspondiente rela-
ción valorada.

8. Dentro de los diez días siguientes al término del plazo que establece el apartado
1, el director de las obras expedirá y tramitará la correspondiente certificación final.

9. Dentro del plazo de dos meses , contados a partir de la recepción de la obra, el
órgano de contratación deberá aprobar la certificación final de las obras ejecuta-
das, que será abonada, en su caso, al C. dentro del plazo de dos meses a partir de
su expedición a cuenta de la liquidación del contrato. En el supuesto de que de con-
formidad con la excepción prevista en el apartado 1 se fijare un plazo superior a un
mes para la medición de las obras, la aprobación de la certificación final no podrá
superar el plazo de un mes desde la recepción de la contestación del C. al trámi-
te de audiencia a que hace referencia el apartado 5.

PLAZO DE GARANTÍA.-

Se regula en el Art. 147 de la L.C.A.P., pero voy a matizar el segundo párrafo del
punto 3 del citado Art. del que se desprende, que si durante dicho plazo aparecen



defectos de construcción imputables al C., queda interrumpido dicho plazo y se rea-
nudará una vez que el C. y a su costa subsane los mismos según las instrucciones
que a estos efectos le ordene la D..

Si el C. estima que los defectos antes aludidos no le son imputables, es a él, al que
le corresponde demostrarlo y no a la Admón.

Durante la ampliación de este plazo de garantía para la subsanación de los defec-
tos citados anteriormente, el C. continuará encargado de la conservación de las
obras.

A los efectos de conservación del párrafo anterior, algunas Consejerías de la J.A.,
en especial la de Obras Públicas y Transportes en su P.C.A.P. “Tipo”, establece:

Que el C. deberá mantener un servicio de vigilancia y conservación con las
siguientes puntualizaciones:

a) En las obras de edificación, durante todo el plazo de garantía a no ser que sean
entregadas a los usuarios.

b) Regado y conservación de la jardinería de la obra, realizando las tareas de man-
tenimiento y desarrollo que sean precisas, incluso reposición de plantas.

c) En todo caso, será de cuenta del C., mantener un servicio de guardería durante
el plazo de garantía de la obra, salvo que expresamente sea relevado de esta obli-
gación por la Admón. por haber sido entrega la obra al uso público.

Por último, si el C. no realiza los trabajos de conservación y policía citados ante-
riormente, la Admón. podrá realizarlos pero a costa del mismo.

Esta obligación del C., no sólo se desprende del citado segundo párrafo del punto
3, lo dispone también el Art. 167 del R.G.L.C.AA.PP., Obligaciones del contratis-
ta durante el plazo de garantía (visto anteriormente, cuando expuse el apartado
OBLIGACIONES DEL CONTRATISTA).

Cumplido el plazo de garantía y estando las obras a satisfacción de la Admón. se
estará a lo dispuesto en el Art. 47. Devolución de la garantía definitiva de la
L.C.A.P. y el Art. 65. Devolución y embargos de garantías del R.G.L.C.AA.PP.,
visto ya en el punto C) ANTICIPOS POR OPERACIONES PREPARATORIAS,
por ello, sólo expondré el citado Art. 47 de la L.C.A.P., que dice:

1. Aprobada la liquidación del contrato, si no resultaren responsabilidades que
hayan de ejercitarse sobre la garantía y transcurrido el plazo de la misma, en su caso,
se dictará acuerdo de devolución de aquélla o de cancelación del aval.
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2. En el supuesto de recepción parcial sólo podrá el C. solicitar la devolución o
cancelación de la parte proporcional de la garantía cuando así se autorice expresa-
mente en el P.C.A.P..

3. En los casos de cesión de contratos no se procederá a la devolución o cancela-
ción de la garantía prestada por el cedente hasta que no se halle formalmente cons-
tituida la del cesionario.

4. Transcurrido un año desde la fecha de terminación del contrato, sin que la
recepción formal y la liquidación hubiesen tenido lugar por causas no imputables al
C., se procederá, sin más demora, a la devolución o cancelación de las garantías
siempre que no se hayan producido las responsabilidades a que se refiere el Art. 43
(de la L.C.A.P.).

5. En los casos de las garantías especiales y complementarias previstas en el Art.
36, apartados 3, 4 y 5 y en el Art. 83. 5 (de la L.C.A.P., garantía definitiva del 20%
del importe de adjudicación exigida al empresario adjudicatario cuya proposición
hubiera estado incursa inicialmente en presunción de temeridad), una vez practica-
da la recepción del contrato, se procederá a sustituir la garantía en su día constitui-
da por otra por el importe a que se refiere el Art. 36. 1 (de la L.C.A.P.), que será
cancelada de conformidad con los apartados 1 y 4 del presente artículo.

Con respecto a la TERMINACIÓN ANORMAL de la obra, hay que decir que a
la regulación específica antes expuesta queda la complementaria general que está
constituida por el Arts. 111, 112 y 113 de la L.C.A.P..

Sólo queda por comentar los efectos de la resolución del contrato por causas impu-
tables al contratista (los efectos cuando las causas son imputables a la Admón. ya
han sido comentados en dos ocasiones en este Apartado II, en el punto DERECHOS
DEL CONTRATISTA y al exponer anteriormente el Art. 151. Efectos de la resolu-
ción), estos son:

1º) Procede la incautación de la fianza definitiva que el C. constituyó, ello requie-
re resolución expresa del Órgano de Contratación. La Admón. lo comunicará a la
Caja de Depósitos que proceda, la cual requerirá a la entidad garantizante para que
en el plazo de quince días constituya un depósito en metálico por el importe de la
fianza, a disposición del tesorero, devolviéndole a continuación el aval.

La fianza incautada deberá ser puesta por el tesorero a disposición de la
Administración contratante.

2º) Indemnización del contratista a la Admón. por los daños y perjuicios real-
mente sufridos, cuantificada por la D., resuelve la Admón. previa audiencia al C..



3º) Procede la inhabilitación temporal para contratar con la Admón. por espacio
de cinco años , acordada por el Ministerio de Hacienda a propuesta de la J.C.C.A.
(en Andalucía, sería la Consejería de Hacienda a propuesta de Consejo Consultivo
de Andalucía), a la que habrá dado cuenta el Órgano que resolvió el contrato.

La resolución del contrato concluye con la notificación que se le hace al C. cuan-
do se le traslada la resolución. Ésta, agota la vía administrativa, por lo que el C. sólo
podrá interponer contra ella recurso contencioso administrativo .

LIQUIDACIÓN DEL CONTRATO DE OBRAS O INFRAESTRUCTURAS
PÚBLICAS.-

Recepcionadas las obras por la Admón. a su satisfacción y después del cumpli-
miento del plazo de garantía, y del informe favorable de la D. sobre el estado de las
obras, queda el C. relevado de toda responsabilidad, salvo lo dispuesto en el Art.
148 (Responsabilidad por daños y perjuicios del contratista por vicios ocultos apa-
recidos con posterioridad a la expiración del plazo de garantía, durante quince
años , a contar desde la recepción) , procediéndose a la devolución o cancelación de
la garantía, a la liquidación del contrato ... (tal como dispone la L.C.A.P. en el 2º
párrafo del punto 3 de su Art. 147).

Como el C. ha terminado de cumplir con su obligación contractual, también la
Admón. tiene que terminar de cumplir la suya. Para ello, es necesario realizar la
LIQUIDACIÓN, que consiste en efectuar la valoración de las obras realmente eje-
cutadas aplicando al resultado de la medición de las mismas, los precios y condicio-
nes económicas fijadas en el contrato, a fin de establecer el saldo a favor o en contra
del C. o de CERO euros, con esto se consigue restablecer el equilibrio financiero
entre las partes del contrato, es decir, el equilibrio de las contraprestaciones que
evita el enriquecimiento injusto de alguna de las partes contratantes (Admón. y
Contratista).

La liquidación tiene tres fases diferenciadas, que son:

• LA MEDICIÓN GENERAL DE LA OBRA ( es la medición final y por lo
tanto definitiva que comprende todas las obras realmente ejecutadas de acuerdo con
el proyecto) (ver Art. 166 del R.G.L.C.AA.PP.).

• LA VALORACIÓN DE LA OBRA (es lo que realmente vale la obra realiza-
da a los precios y condiciones económicas del contrato) (ver Art. 148 del
R.G.L.C.AA.PP.).
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• ESTABLECIMIENTO DE LOS SALDOS PERTINENTES (a favor o en con-
tra del C., o bien constatar el equilibrio financiero, al ser de CERO euros).

El proceso a seguir se desprende del Art. 169 del R.G.L.C.AA.PP., Liquidación
del contrato de obras, que dispone:

1. Transcurrido el plazo de garantía, si el informe del director de la obra (la D.)
sobre el estado de las mismas fuera favorable o, en caso contrario, una vez reparado
lo construido, se formulará por el director (la D.) en el plazo de un mes la propuesta
de liquidación de las realmente ejecutadas, tomando como base para su valoración
las condiciones económicas establecidas en el contrato.

2. la propuesta de liquidación se notificará al C. para que en el plazo de diez días
preste su conformidad o manifieste los reparos que estime oportunos.

3. Dentro del plazo de dos meses , contados a partir de la contestación del C. o
del transcurso del plazo establecido para tal fin, el órgano de contratación deberá
aprobar la liquidación y abonar, en su caso, el saldo resultante de la misma.

Los criterios técnicos para realizar la medición general serán en primer lugar, los
fijados por el P.P.T.P. del proyecto aprobado, si en él, no se indicase criterio alguno
para alguna o algunas uds. de obra (ya que la ausencia total de criterios de medi-
ción, sólo podría obedecer a una deficiente supervisión), se atendería por orden de
exposición a la prevalencia de documentos que establece, las formas de medir indi-
cadas en los epígrafes de los Precios Unitarios Descompuestos, lo señalado en el
P.P.T.G. que como supletorio hace preceptiva referencia el citado P.P.T.P., y en últi-
mo caso los criterios seguidos en las mediciones del proyecto aprobado (pero si el
proyecto está bien supervisado, las mediciones del mismo coincidirán con los crite-
rios establecidos en su P.P.T.P.).

Las mediciones se referirán lógicamente a la obra realmente ejecutada, de donde
se tomarán las cotas que correspondan.

Cuando se hayan realizado uds. de obra con menores dimensiones que las reflejas
en los planos, se tomarán las realmente ejecutadas. Los excesos no lógicos de medi-
das producidos por modificaciones anormales en obra de las cotas de los planos del
proyecto, sin consentimiento de la D. ni consentimiento de la Admón., no son abo-
nables, en principio, por lo que se tomarán en estos supuestos, las dimensiones de
los planos del proyecto.

En la práctica, los Órganos de Contratación a través de los Servicios Gestores de
las obras, establecen que junto a las mediciones que sirven base para confeccionar las



relaciones valoradas correspondientes que forman las certificaciones de obra en las
que figuran las del proyecto aprobado, se recojan en paralelo las mediciones deta-
lladas y a origen de las obras realmente ejecutadas en su totalidad, con indicación
de las partidas y capítulos que estén terminados y las diferencias en (+) o en (-),
cuando y donde existan, siguiendo las descripciones, clasificaciones y orden del pro-
yecto aprobado, firmándolas en prueba de conformidad por la D. y el C. con la fina-
lidad de que puedan ser utilizadas como datos para realizar, en su momento, la
medición general .

También dichos Servicios Gestores de las obras, exigen a la D. (condiciones con-
tractuales) la presentación de informes mensuales y/o fotografías de las obras (con
las nuevas técnicas, se graban e imprimen a color por ordenador y pueden además
tener grabado la fecha y hora de las tomas), para constatar la marcha y el estado de
las mismas. En algunas Consejerías, lo expuesto anteriormente se hace extensivo a
los técnicos de sus Servicios Gestores de obras (como por ejemplo, el de los SS.CC.
del S.A.S., ver Anexo nº 3.14).

Podrán considerarse las mediciones reales de las uds. de obra aparentes, aunque no
correspondan a los datos reseñados anteriormente, cuando sea posible la comproba-
ción directa sobre la ud. de obra terminada, siempre que no obedezcan a variaciones
introducidas por el C. sin autorización expresa de la D. ni de la Admón.

Respecto de las obras o partes de las mismas cuyas dimensiones y características
vayan a quedar ocultas después de su ejecución, hay que decir que el C. tiene la obli-
gación de avisar a la D. con la suficiente antelación para que ésta pueda realizar las
correspondientes mediciones, tomar los datos pertinentes y levantar los planos que
las definan (se puede complementar esta documentación con fotografías), debiendo
firmar dicha documentación la D. y el C. como prueba de conformidad a efectos de
su consideración en las certificaciones mensuales y en la liquidación.

Si el C. no avisa anticipadamente a la D. (hecho, que si el C. niega, a él corres-
ponde probar) y por lo tanto no exista la documentación indicada en el párrafo ante-
rior, estará obligado a aceptar las decisiones que sobre el particular adopte la
Admón. previo informe de la D..

CONTENIDO DE LA LIQUIDACIÓN.-

La liquidación tiene contenido normal y puede tener también uno excepcional .

A) El contenido normal de una liquidación comprende todos los conceptos rela-
cionados con el precio del contrato, es decir, los de las obras objeto del proyecto
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aprobado, las contempladas en los modificadas aprobados, si existen, y en su caso, a
los posibles trabajos realizados durante el período de garantía debidos a las órdenes
de la D. y a la aplicación de las cláusulas de revisión pactadas, si es el caso; es decir,
todas las obligaciones pendientes.

En el supuesto de que todos los conceptos anteriores reseñados se hayan dado en
un contrato, cabrá establecer los siguiente saldos:

1º) Saldo del importe líquido de adjudicación correspondiente al exceso o defecto
de mediciones (se obtiene, restándole a la valoración a origen de la obra realmente
ejecutada, el presupuesto vigente aprobado).

2º) Saldo de revisión de precios debido al exceso o defecto de mediciones.

3º) Saldo del importe líquido de adjudicación correspondiente a la revisión de pre-
cios contenida en el presupuesto vigente, para la que existe gasto contraído (se
obtiene, restándole a la revisión a origen de la obra ejecutada contenida en el pre-
supuesto vigente, los importes de los adicionales de revisión aprobados en el trans-
curso de la ejecución de la obra).

4º) Saldo del importe de posibles trabajos realizados por el C. durante el período
de garantía, como consecuencia de lo establecido en la CL. 73 del P.C.A.G.
Conservación de la obra durante el plazo de garantía, que obliga al C. a realizar los
trabajos necesarios para reparar los desperfectos ocasionados por el mal uso, tenien-
do derecho por ello a ser reembolsado del importe de dichos trabajos.

5º) Saldo debido a la revisión de precios de la parte del importe con derecho a revi-
sión de las obras realizadas, en su caso, durante el período de garantía.

6º) Saldo total de la liquidación, que puede ser a favor o en contra del C. o de
CERO euros (se obtiene, sumando con su signo, los resultados de los puntos ante-
riores).

B) El contenido excepcional , consiste en recoger en la liquidación conceptos que
no forman parte del contrato, pero que se derivan o son una consecuencia de él, por
lo que su importe debe ser restado o sumado, según los casos, al Saldo Total de la
Liquidación. Como consecuencia de lo dicho, las multas y penalidades económicas
procedentes impuestas al C. y que no se hubiesen aplicado en las certificaciones
ordinarias de la obra restarían al citado Saldo Total disminuyéndolo y se le sumarí-
an los importes correspondientes a los intereses de demora devengados por la
Admón. por retrasos en el pago de certificaciones de obra, que lo aumentarían. Estos
conceptos señalados pueden recogerse también, en expedientes independientes de la
liquidación.



LÍMITE DE LA LIQUIDACIÓN (EL 10% Y COMO SE APLICA).-

Para poder determinar las variaciones computables en la certificación final se esta-
rá a lo dispuesto en el Art. 160 del R.G.L.C.AA.PP., Variaciones sobre las unidades
de obras ejecutadas, expuesto con anterioridad en el punto ABONO DE LA OBRA
O INFRAESTRUCTURA PÚBLICA, cuando se trataba la OBRA EJECUTADA
(uno de los conceptos que integran las certificaciones mensuales u ordinarias), en él,
se hace referencia a las variaciones para las que no hace falta la preceptiva aproba-
ción previa, al ser motivadas sólo por alteraciones en el número de uds. realmente
ejecutadas sobre las previstas en las mediciones del proyecto. Por lo tanto, si se refie-
re a otro tipo de variaciones de medición, cuyo origen se deba a imprevisiones del
proyecto o de la facultad del “ius variandi” que la Admón. tiene para modificar el
contrato, es decir, de las previstas en el Art.146 de la L.C.A.P., se tienen que reco-
ger en un proyecto modificado antes de formular la certificación final.

Estas variaciones cuantitativas se pueden incluir siempre que no representen un
incremento del gasto superior al 10% del precio primitivo del contrato, I.V.A.
excluido (el presupuesto inicial de adjudicación del contrato, I.V.A. excluido).

Puede acontecer que al formular la certificación final , una parte de las variaciones
cuantitativas, hayan sido recogidas en las certificaciones mensuales o en un proyecto
modificado, entonces debemos determinar previamente el % que representa su impor-
te sobre el precio primitivo del contrato, puesto que en la certificación final sólo ten-
drá cabida el importe de las restantes hasta alcanzar como máximo el ya citado 1 0 %
del precio primitivo del contrato. Por tanto, los importes de estas variaciones son acu-
mulativos, es decir, se ha de tener en cuenta a la hora de realizar el cómputo en la cer-
tificación final, la parte del % ya consumido con anterioridad. También, el importe de
la revisión de precios de la parte de los excesos de medición con derecho a ello, se pue-
den abonar con la certificación final, cuando no se haya agotado el 1 0 %, en caso con-
trario, se reflejaría en la certificación en el apartado sin acreditación, por lo que ten-
dría que aprobarse el correspondiente adicional para crear el crédito que posibilitase el
citado abono o bien esperar para realizarlo a la liquidación.

Cuando los dos conceptos anteriores, recogidos en la certificación final superen al
10% del precio primitivo del contrato (entendido como antes se ha expuesto),
estamos ante un adicional, cuyo exceso (lo que pase del citado 10%) necesita el trá-
mite convalidatorio para su aprobación, siempre que sea debido a órdenes recibidas
de la Admón. y su ejecución esté a satisfacción de la misma (hecho que es excepcio-
nal, no se da casi nunca).
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Dicho trámite es similar al de la modificación del contrato, siendo preceptivo,
además del informe de Supervisión, el de la Asesoría Jurídica, el de la Intervención
delegada de hacienda, la retención del crédito correspondiente, remitir el expedien-
te a la Intervención general de hacienda para su toma de razón y, por último, la apro-
bación del CONSEJO DE GOBIERNO con la que concluye el expediente de con-
validación del gasto y se podría disponer del crédito correspondiente (estos casos
lógicamente, se daban de forma no usual en los primeros años de gestión de la J.A.
dados sus escasos medios de organización y de personal en algunas unidades admi-
nistrativas, hoy es impensable su existencia o no ser de forma excepcionalísima, ya
que de darse, reflejarían la mayor de las veces una gestión administrativa, inadmi-
sible, negligente, y culpable que se pondría de manifiesto al llegar sus expedientes
al CONSEJO DE GOBIERNO).

Para expedir la certificación final, la L.C.A.P. y el R.G.L.C.AA.PP., sólo exigen
como requisito único la medición general , sin que necesite supervisión ni se some-
ta a ningún control técnico por parte de la Admón. puesto que tiene el carácter de
pago a cuenta de la liquidación.

Pero como la liquidación se tiene que supervisar y controlar por la Intervención,
para que no surjan disfunciones con la certificación final, los órganos de contrata-
ción, aún no siendo preceptivo pueden solicitar que dicha certificación sea supervi-
sada por la correspondiente Oficina o Unidad de Supervisión y, en tal caso, exigir en
los P.C.A.P. de los respectivos contratos de consultoría y asistencia de dirección de
obras que junto con la medición general se adjunte una documentación constituida
por una memoria y los planos que justifiquen detalladamente las variaciones pro-
ducidas. Así se podrá, sin esperar a la liquidación, ver si es procedente el importe de
la certificación final o por el contrario proceder a corregir las anomalías que se detec-
ten.

NORMAS PARA LA REDACCIÓN DE LA LIQUIDACIÓN.-

La liquidación se ha de redactar según las normas que tenga establecidas los Órga-
nos de Contratación correspondientes. Pero normalmente su alcance documental
podría ser:

MEMORIA.-

En la que se reflejarían los siguientes aspectos:

- El historial e incidencias relacionadas con las condiciones económicas del con-
trato que hayan tenido lugar durante el curso de las obras y el período de garantía:



• Fecha de adjudicación del contrato.

• Empresa adjudicataria.

• Importe de adjudicación y la baja efectuada, en su caso.

• Fecha del acta de comprobación del replanteo.

• Cumplimiento del programa de trabajo y cuantas incidencias relacionadas con
el mismo hayan existido.

• Todas las modificaciones aprobadas que hayan existido.

• Los informes mensuales de la D. relacionados con la liquidación.

• Las carátulas de todas las certificaciones cursadas.

• Acta de recepción final de las obras.

• Certificación final

• Fecha del informe final de la D. al finalizar el período de garantía.

• Toda otra incidencia de tipo contractual tanto económica como técnica.

- Se justificarán pormenorizadamente todas las variaciones producidas en las
mediciones de cada ud. de obra.

- Resumen económico, desglosando los conceptos tratados con anterioridad (tanto
del precio vigente como la relación de saldos pertinentes, así como las penalizacio-
nes o intereses de demora) el % de referencia que representan las variaciones de
medición que no necesitan autorización sobre el precio primitivo del contrato,
I.V.A. excluido.

- Se incluirá un Anexo conteniendo: Copias de las Actas de Recepción y de
Medición General, Certificación expedida por la D. del Cumplimiento del
Programa o Plan de control y ensayos prescritos para la obra y cualquier otra docu-
mentación, que por las características de la obra, sea necesaria para justificar deter-
minadas variaciones producidas.

MEDICIONES.-

- Se presentará la medición final realizada por la D. y aprobada por el C. (se
recuerda que es a origen), que incluirá todas las obras realmente ejecutadas, aunque
no hubiesen sufrido variación alguna en relación con las del proyecto aprobado ni
con las de la medición general, siguiendo los criterios ya marcados en esta última.
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PRESUPUESTO.-

- Se presentará el presupuesto de forma comparada entre el proyecto vigente y la
obra realmente ejecutada siguiendo iguales criterios que los seguidos para los pro-
yectos modificados (comparativos de todas y cada una de las partidas y capítulos)
con el fin de obtener las diferencias e importes correspondientes por exceso o defec-
to de medición de cada ud. de obra, así como el Resumen General del Presupuesto,
suscritos por la D. y el C..

La revisión de precios se cumplimentará observando las normas establecidas al res-
pecto.

PLANOS.-

- Se incluirán los planos de conjunto y detalles relativos a las uds. de obra que han
sufrido alteraciones en lo referente a trazado, cotas, dimensiones y localización, para
que a partir de ellos, puedan deducirse de forma clara las mediciones definitivas con
las que han quedado en obra dichas uds., aún cuando, bien aislada o en conjunto no
representen variación económica alguna.

Se rematará, con el RESUMEN FINAL DE LA LIQUIDACIÓN, consistente en
establecer en forma desglosada los saldos correspondientes a cada uno de los con-
ceptos reseñados con anterioridad y el importe a favor o en contra del Contratista.

Por último, además de la liquidación de la obra, como la Admón. también nece-
sita conocer la totalidad de la inversión por la realización de la obra, en documento
conjunto e independiente liquida los honorarios facultativos.

TRAMITACIÓN Y EFECTOS DE LA LIQUIDACIÓN.-

Recordemos al respecto, una parte del 2º párrafo del punto 3 del Art. 147 de la
L.C.A.P., ya expuesto:

Dentro del plazo de quince días anteriores al cumplimiento del plazo de garan-
tía, la D., de oficio a instancia del C., redactará un informe sobre el estado de las
obras. Si éste fuera favorable, el C. quedará relevado de toda responsabilidad, salvo
lo dispuesto en el Art. 148 (de la L.C.A.P.), procediéndose a la devolución o cance-
lación de la garantía, a la liquidación del contrato y, en su caso, al pago de las obli-
gaciones pendientes, aplicándose a este último lo dispuesto en el artículo 99. 4 (de
la L.C.A.P., que se cita una vez más por su importancia, la Admón. tendrá la obli-
gación de abonar el precio dentro de los dos meses siguientes a la fecha de la expe-



dición de las certificaciones de obras..., si se demorase, deberá abonar al C., a partir
del cumplimiento de dicho plazo de dos meses , el interés legal del dinero incre-
mentado en 1,5 puntos, de las cantidades adeudadas).

También se estará a lo dispuesto en el Art. 169 del R.G.L.C.AA.PP., Liquidación
en el contrato de obras, expuesto con anterioridad, al hablar del proceso de la liqui-
dación.

Como nota final he de decir, que si las valoradas y demás documentos para con-
feccionar las certificaciones, a pesar de ser a cuenta , se realizan con rigor y todos los
datos y documentos que reflejan las incidencias se van aprobando y teniendo en
cuenta por parte de la D. y el C., firmándolos en señal de aprobación y correspon-
den a lo realmente ejecutado y a las condiciones económicas del contrato, no surgi-
rán problemas ni en la liquidación ni tampoco tendrá que ser su saldo, desfavorable
al contratista.

LIQUIDACIÓN EN LOS SUPUESTOS DE OBRAS O INFRAESTRUCTU -
RAS PÚBLICAS ADJUDICADAS POR EL SISTEMA DE CONCURSO DE
PROYECTO Y OBRA.-

En estos supuestos, al tratarse de un contrato mixto de proyecto y obra, el C.
adquiere una responsabilidad añadida a la de ejecutar la obra, que consiste en asu-
mir todos los vicios y defectos que pueda contener el proyecto (a pesar de que pos-
teriormente la empresa adjudicataria tenga que someter dicho proyecto a supervi-
sión y aceptar las correcciones que procedan, ya que una supervisión por buena que
sea jamás puede ser una peritación o auditoria ).

Por ello, a diferencia de otras formas más habituales de contratación, en el
P.C.A.P. de estos contratos, figura entre las cláusulas de los deberes del C., que como
la redacción del proyecto es una de sus obligaciones, no le será abonable el importe
de liquidación que exceda del presupuesto de adjudicación y sea debido a aumentos
de medición por omisiones, defectos o errores del proyecto, o bien sean debidos a
errores aritméticos.

Al mismo tiempo, en el P.P.T.P. de los citados contratos, que son las Bases
Técnicas para la redacción del proyecto, se incluye una condición referente a que el
presupuesto de adjudicación será cerrado, siendo por cuenta de la empresa concur-
sante cualquier aumento de costes debido a imprevisiones del proyecto.

Fundándonos en lo anteriormente expuesto, cabe entender que en la liquidación
de este tipo de obras, sólo se pueden recoger aquellas variaciones cuantitativas y cua-
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litativas derivadas de modificaciones posteriores introducidas en el proyecto por la
Admón. en uso de sus atribuciones (por razón de interés público debidas a necesi-
dades nuevas) o bien las sobrevenidas que sean debidas a errores del proyecto, impu-
tables al órgano de contratación, como pueden ser datos o estudios inexactos, como
por ejemplo, los estudios geotécnicos facilitados por la Admón. para redactar el pro-
yecto conforme a los mismos.

LIQUIDACIÓN EN SUPUESTOS DE RESOLUCIÓN DE CONTRATOS DE
OBRAS O INFRAESTRUCTURAS PÚBLICAS.-

TRAMITACIÓN DE URGENCIA.

La resolución en estos supuestos, implica comprobar, medir y liquidar las obras
realizadas con arreglo al proyecto aprobado fijando los saldos que procedan a favor
o en contra del C..

Hay que notificar la citación al C. en el domicilio que figure en el expediente, al
acto de comprobación u medición.

Todos los demás trámites e informes preceptivos al ser de urgencia gozarán de pre-
ferencia para su despacho.

Antes de seguir es necesario acudir a lo especificado en los Arts. 170 y 171 del
R.G.L.C.AA.PP., Suspensión definitiva de las obras y Desistimiento y suspensión de
las obras, respectivamente, expuestos anteriormente cuando se trató la Suspensión
de las obras iniciadas por plazo superior a ocho meses , y al Art. 172 del cita-
do Reglamento, Resolución del contrato, cuando las obras hayan de ser continua-
das, que dispone:

1. Iniciado el expediente de resolución de un contrato cuyas obras hayan de ser
continuadas por otro C. o por la propia Admón., se preparará seguidamente la pro-
puesta de liquidación de las mismas.

2. la liquidación comprenderá la constatación y medición de las ya realizadas, especi-
ficando las que sean de recibo y fijando los saldos pertinentes a favor o en contra del C..

3. La liquidación se notificará al C. al mismo tiempo que el acuerdo de resolución.

ALCANCE Y CONTENIDO .

La liquidación comprende la comprobación y medición de las obras realizadas
hasta el momento de la resolución, de acuerdo al proyecto aprobado.



El alcance y contenido dependerá de la parte a la que le sea imputable la resolu-
ción, pero en cualquier caso, sólo contendrá los conceptos presupuestarios derivados
de las prestaciones realizadas en relación con la ejecución de las obras objeto del con-
trato suscrito y sus condiciones.

Respecto a las posibles indemnizaciones que procedan por daños y perjuicios, ha
de ser objeto de tramitación en expediente independiente de la liquidación (comen-
tado con anterioridad en este Apartado II).

RESOLUCIÓN IMPUTABLE AL CONTRATIST A.

En estos supuestos, para fijar el saldo pertinente a favor o en contra del C., se ten-
drá en cuenta el resultado de restar de la valoración correspondiente a la obra eje-
cutada que fuese de recibo (de acuerdo con el proyecto aprobado) el importe de las
certificaciones cursadas.

En los modelos Tipo de P.C.A.P. de casi todos los órganos de contratación de la
J.A., se entiende, que sólo se tendrá en cuenta como obra ejecutada, a efectos de su
valoración, aquella que corresponda a uds. de obra completas y, dentro de éstas, sólo
las correctamente ejecutadas.

Respecto a los conceptos de obras auxiliares y accesorias efectuadas por el C., los
acopios de materiales y la maquinaria e instalaciones existentes en las obras, no serí-
an tenidos en cuenta para establecer el saldo de la liquidación, siendo exigible que
el C. reintegre los abonos a cuenta que se le concedieron en su caso.

RESOLUCIÓN IMPUTABLE A LA ADMINISTRACIÓN .

Estos casos, tienen los mismos efectos de una suspensión definitiva , por lo que
procede tal como indica la L.C.A.P. y el R.G.L.C.AA.PP., que el C. tiene derecho al
valor de las obras realmente realizadas y al beneficio de las dejadas de realizar en
concepto de beneficio industrial (denominado en derecho, lucro cesante ), enten-
diendo por tal, la cantidad resultante de aplicar el coeficiente del 6% al presupues-
to de ejecución material de las mismas deduciendo la baja de licitación en su caso.

En ellos se considera para certificar como obra realmente realizada, no sólo la que
corresponde a uds. completas de obra, sino también las incompletas, sea cual sea su
estado de fase de ejecución en el momento de la resolución (según criterio del
P.P.T.P. del proyecto aprobado y la descomposición - materiales y mano de obra- de
sus Precios Unitarios Descompuestos), también las obras accesorias realizadas por el
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C. y cuyo importe forma parte del coste indirecto a que se refiere el Art. 171 del
R.G.L.C.AA.PP., así como también los acopios situados pie de obra valorados según
lo establecido en la L.C.A.P. y el R.G.L.C.AA.PP., con la excepción de que en estos
supuestos no es aplicable el límite del 75%, que se fija el Art. 155 del
R.G.L.C.AA.PP., como tope máximo a abonar en las certificaciones ordinarias por
dicho concepto. No obstante, será requisito previo para que las uds. incompletas y
los acopios a pie de obra puedan ser recogidos en la liquidación que sean de recibo,
es decir, que las uds. de obra incompletas no estén mal construidas y los acopios no
presenten defectos.

RESOLUCIÓN POR MUTUO ACUERDO DE LAS PARTES .

En estos supuestos, sólo habría que tener en cuenta para formular la liquidación,
las condiciones pactadas entre la Admón. y el C.. No obstante, en cualquier caso,
sólo podría considerarse como obra ejecutada la que fuese de recibo, es decir, las
correctamente ejecutadas con arreglo al proyecto aprobado.

A estos efectos, el Art. 112. Aplicación de las causas de resolución , en su
punto 4, dispone:

La resolución por mutuo acuerdo sólo podrá tener lugar cuando no concurra otra
causa de resolución imputable al C. y siempre que por razones de interés público
hagan innecesaria o inconveniente la permanencia del contrato.

Con la terminación de la exposición de la LIQUIDACIÓN , concluye la específi-
ca de la EJECUCIÓN DEL CONTRATO DE OBRAS O INFRAESTRUCTU -
RAS PÚBLICAS .



III
APORTACIÓN DEL CAPITAL PRIVADO 

A LAS REALIZACIONES DE OBRAS 
O INFRAESTRUCTURAS PÚBLICAS

El desarrollo de la exposición de este Apartado lo voy a abordar apoyándome en
tres Subapartados, a saber:

1º) La Financiación Extrapresupuestaria como complemento de oportuni -
dad, necesario a los Presupuestos Públicos.

2º) La Financiación Extrapresupuestaria. Marco de la Legalidad Vigente y
de la Próxima Anunciada.

3º) Propuesta Legislativa e Instrumental de la aplicación de la Financiación
Extrapresupuestaria en la sociedad actual.

1º) LA FINANCIACIÓN EXTRAPRESUPUESTARIA COMO COMPLE -
MENTO DE OPORTUNIDAD, NECESARIO A LOS PRESUPUESTOS
PÚBLICOS.

En el Apartado I de este trabajo he dicho repetidas veces, apoyándome en las expo-
siciones que allí hacía, que la sociedad organizada debía usar con talento la finan -
ciación extrapresupuestaria , bien es verdad, que eran apreciaciones generales, por
ello, trataré ahora de precisar las razones concretas que la hacen necesaria en cual-
quier país con una aceptable economía de mercado, medianamente organizado y
democrático y en particular en los países miembros de la Unión Europea.
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Como ya he dicho en el citado Apartado I, son los gobiernos con el apoyo de los
votos, los que tienen que fijar la política de la prioridad de las necesidades y dejar
en manos de sus técnicos específicos, la financiación de las mismas mediante la apli-
cación de la técnica intelectual adecuada (los instrumentos financieros y su imple-
mentación) y el rigor y la lógica para el análisis de los supuestos y sus soluciones.

A estos efectos, el profesor Vallés Ferrer dice que estos especialistas son los que
tienen que decir ¿qué tarifas de precios públicos, o tasas públicas hay que utilizar
para cubrir las necesidades sociales?, ¿si han de cubrir todo el coste de los servicios
prestados, o parte, indicando en este último supuesto, como se tienen que cubrir los
déficits que necesariamente se generarán?.

En definitiva son los especialistas referenciados en los párrafos anteriores, los que
mediante una matriz D.A.F.O., A(amenazas), D(debilidades), F(fortalezas) y
O(oportunidades), donde (D., F.) son los factores internos y (A., O.) son los fac -
tores externos , podrán vislumbrar las posibilidades de financiación de la sociedad
y que instrumentos financieros se deben emplear.

Las opciones actuales en defensa de los precios políticos de la unidad de pro -
ducción son:

- Flujos externos (transferencias del Gobierno vía presupuesto o de la U.E.).

- Emisión de activos financieros (ampliaciones de capital en el mercado o en el
Estado).

- Aval de la Admón. para la compra de pasivos (la empresa pública con este aval
pide préstamos sindicados en el mercado nacional o extranjero).

- Combinaciones de los instrumentos anteriores.

Estas opciones mantenidas en el tiempo no resisten el más mínimo control de las
cuentas públicas y sabemos con los datos que la economía moderna pone a nuestra
disposición, que conducen irremediablemente a una perversión del sistema , por-
que aumenta indefinidamente el déficit.

¿Cómo se puede resolver esta espiral perniciosa?. La lógica nos dice que se tienen
aligerar los presupuestos, descargándoles de la financiación de determinadas necesi-
dades sociales (que son también imprescindibles para el desarrollo social, aunque no
vitales) para poder atender otras más necesarias o básicas (vitales ), sin generar défi -
cit público .

Llegados aquí, es cuando surge en la escena presupuestaria pública una novedosa
e imaginativa forma de financiación (al menos como se empieza a utilizar en la



actualidad, ya que existen precedentes históricos que la recuerdan vagamente, como
veremos en el siguiente Subapartado) que se denomina F i n a n c i a c i ó n
Extrapresupuestaria , y que a pesar de su genialidad como instrumento financiero,
no está exenta de riesgos , no sólo porque está en sus inicios, en especial en España,
sino por la complejidad que entraña su aplicación. Pero son riesgos que se pue -
den minimizar y calcular, ya que, existen instrumentos técnicos y financieros
para afrontarlos con garantía suficiente como más adelante se verá, tras los
pertinentes y rigurosos estudios para llevarla a cabo .

Además, para evitar suspicacias administrativas tengo que manifestar, que el uso
de la F.E. por parte de la Admón. no supone cesión de ninguna responsabilidad
pública , puesto que:

A) LAS INFRAESTRUCTURAS SERÁN SIEMPRE DE TITULARIDAD
PÚBLICA.

B) EL CONTROL DE LA PLANIFICACIÓN, EJECUCIÓN, INVERSIÓN
Y CONDICIONES DE EXPLOTACIÓN SIEMPRE SERÁ PÚBLICO.

Todo lo expuesto hasta el momento sirve también con mayor motivo para los paí-
ses miembros de la U.E. al tener que realizar sus políticas públicas en un entorno
de control de déficit público y de la deuda, con un Sistema Europeo de Cuentas que
normaliza sus cuentas públicas nacionales (por lo tanto ya son analizables de mane-
ra comparada) que permite ver la evolución en las mismas de sus endeudamientos
públicos.

Vamos a analizar, concretar y matizar lo manifestado en el párrafo anterior para
España, también aplicable de forma más intensa para Andalucía dado el diferencial
que separa a ésta de aquélla.

La financiación de las infraestructuras en España tradicionalmente ha sido casi
soportada en su totalidad por el Sector Público .

Éstas a pesar de los esfuerzos realizados en los últimos años desde la venida de la
Democracia hasta nuestros días, mantienen un diferencial elevado de desarrollo res-
pecto de las infraestructuras de los países punteros europeos. Por ello, España como
País miembro de la U.E. y Andalucía como Región integrante de la misma (recor-
demos que hoy la U.E. también se considera como una integración de regionalida-
des) se les plantea un reto en su desarrollo integral, que es, la ineludible necesidad
de situar y mantener sus dotaciones de infraestructuras en unos estándares simila-
res a los de los países punteros de Europa y si es posible mejorarlos y, a la vez, cum-
plir los criterios de austeridad presupuestaria debidos a la limitación del Déficit
Público y de la Deuda Pública del Tratado de la Unión Europea (T.U.E.).
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Todo lo anterior nos conduce a una reflexión: las restricciones al endeudamiento
gravitan sobre la actividad presupuestaria de las AA.PP., por ello, los Gobiernos se
ven abocados a realizar una selección previa que defina, los conceptos que deban
quedar “fuera” de los Presupuestos Públicos y los que han de quedar “dentro” . Es
fácil comprender que lo que queda “fuera” se tiene que resolver con la colabora -
ción entre el Sector Público y/o el Sector Privado (financiación extrapresupues-
taria parcial o total) y lo queda claramente “dentro” lo tiene que realizar el Sector
Público , aplicando una gestión empresarial de los servicios públicos para que
no se produzca déficit .

Desde 1999, la contabilidad nacional aplica los criterios recogidos en el SISTE-
MA EUROPEO DE CUENTAS aprobado en 1995, conocido abreviadamente como
SEC-95 en sustitución del SISTEMA EUROPEO DE CUENTAS ECONÓMICAS
INTEGRADAS de 1979 más benévolo que el SEC-95, porque consideraba que las
sociedades instrumentales de las AA.PP . al prestar servicios no destinados a la
venta para la colectividad y efectuar operaciones de redistribución de la renta y la
riqueza nacional, sus endeudamientos no computaban a los efectos del Protocolo del
Déficit Excesivo del T.U.E..

La aplicación del SEC-95 en la contabilidad nacional ha supuesto un cambio de
criterios en la consolidación del sector de las AA.PP. sujeto a los límites de endeu-
damiento que ha dado como resultado un aumento del mismo, pues ahora, sólo las
unidades institucionales, sociedades instrumentales o empresas públicas escaparán a
los efectos de contabilidad nacional y por ello, al límite del endeudamiento, cuan-
do estén orientadas al mercado y tengan autonomía de gestión como voy a explicar
de forma pormenorizada.

El SEC-95 trae como consecuencia:

• La Redefinición de lo que es Administración Pública.

• La introducción del concepto de “Productor de Mercado”.

• La aplicación en España implica una evolución de los E.E.C.C.PP .
(Escenarios de Consolidación Presupuestarios) y de la L.R.H.L. (Ley
Reguladora de las Haciendas Locales).

A) La Redefinición de lo que es Administración Pública.

Son AA.PP. a estos efectos:

- Aquellos “Productores no de mercado”, cuya producción se destina a ser consu-
midos de forma individual o colectiva.



- Se financian básicamente a través de pagos obligatorios de unidades integrantes
de otros sectores.

- Realizan operaciones de redistribución de renta y riqueza.

B) La introducción del concepto de “Productor de Mercado”.

Será “Productor de mercado” la unidad institucional, si tiene estas dos características:

• Coeficiente mínimo de Autofinanciación.

• Autonomía de Gestión y Transparencia de Riesgos.

Se entiende, que una unidad institucional tiene Coeficiente mínimo de
Autofinanciación , cuando se dan las siguientes premisas:

✓Cuando se cubre al menos el 50% de los costes de producción con las ventas. El
criterio del 50% se debe aplicar considerando una serie de años, se aplicará
estrictamente si se mantiene durante varios años o se cumple en el año en curso
y se espera que lo siga haciendo en un futuro próximo. Las ligeras fluctuaciones
en el volumen de las ventas de un año para otro no hacen necesaria la reclasifi -
cación de las unidades institucionales.

✓Se pueden cubrir el resto de costes de la producción con subvenciones a la explo-
tación.

✓Las ventas a la Admón. en condiciones de mercado mediante precios sombra ,
también se consideran precios de mercado.

✓Cumplimiento del coeficiente de autofinanciación durante varios ejercicios
(consecuencia de lo expuesto en la primera premisa).

Se entiende que una unidad institucional tiene Autonomía de Gestión y
Transparencia de Riesgos , cuando se dan las siguientes premisas:

✓Cuando tiene una contabilidad propia.

✓Que tiene autonomía de decisión, es decir:

* Comportamiento económico propio (ser titular de bienes o activos con plena
disposición sobre ellos para intercambiar su propiedad mediante operaciones con
otras unidades).

* Como consecuencia de poder tomar decisiones económicas y realizar actividades
económicas, es directamente responsable ante la Ley.

* Actividad no controlada por la Administración ni financiada básicamente por
ella.
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* Desarrollo de su actividad de manera independiente. Basada en convenios, con-
cesiones, contratos programas, no alterables de forma arbitraria por la voluntad de
una de las partes.

* Asumir la transparencia de los riesgos, reflejándolos en la cuenta de resultados,
para ver el resultado los ingresos generados por ventas de las actuaciones y gestio-
nes realizadas.

C) La aplicación en España implica una evolución de los E.E.C.C.PP .
(Escenarios de Consolidación Presupuestarios) y de la L.R.H.L. (Ley
Reguladora de las Haciendas Locales).

La aplicación del SEC-95 afecta en España a todas las AA.PP., es decir, Admón.
Central, CC.AA., CC.LL. y AA. de la S.S., pero sólo el GOBIERNO CENTRAL
responde ante la U.E. por su Plan de Estabilidad.

Por esta causa, el Gobierno Central envió al Congreso de los Diputados, dos
Proyectos de Ley citados y comentados en el Apartado I de este trabajo, La Ley General
de Estabilidad Presupuestaria y la Ley Orgánica Complementaria a la Ley General de
Estabilidad Presupuestaria, que al estar aprobados, hacen que entren en liza:

❍ El Consejo de Política Fiscal y Financiera.

❍ La definición de Admón. Pública según los criterios del SEC-95 en los ámbi-
tos, Central, Autonómico, Local y demás Entes Públicos.

❍ La Central de Información de “Riesgos Públicos” dependiente del Ministerio
de Hacienda en colaboración con el Banco de España (C.I.R. del B.E.).

❍ La pérdida de autonomía presupuestaria de las CC.AA..

Respecto a estas dos Leyes citadas de “Estabilidad” voy hacer dos observaciones:

◆ La aprobación de estas Leyes de Estabilidad hace que el Gobierno Central para
poder aplicarlas deba:

- Adecuarlas a los regímenes específicos del País Vasco y Navarra (se entende-
rán con el Gobierno directamente y no con el C.P.F.F.).

- Estudiar la fórmula específica a introducir para Canarias al no poder cederle
impuestos que ya tiene cedidos y que se van a ceder a las demás comunida-
des para respetar así su diferencial fiscal y régimen especial.

- Posibilidad de que las CC.AA. puedan aprobar sus planes de saneamiento con
más soltura, para ello, éstas tendrán una audiencia previa con el Ministro de
Hacienda antes de concurrir a la reunión con el C.P.F.F..



◆ El Gobierno, aprobada la Ley Orgánica Complementaria a la Ley General de
Estabilidad Presupuestaria debe aprovechar la ocasión para comprometerse, lo
antes posible, a redactar un Proyecto de Ley Orgánica de Financiación
Extrapresupuestaria (para la pura financiación extrapresupuestaria, es decir, la
financiación total al margen del presupuesto), como desahogo y salida para
paliar el rigor presupuestario al no permitir déficit en los presupuestos. Con
ello se resolvería la falta de inversiones en infraestructuras y la influencia nega-
tiva en todo el desarrollo integral de España y más aún en el de las CC.AA. y
entre ellas a las que más lo necesitan, como por ejemplo: Andalucía,
Extremadura y Castilla - La Mancha. He dicho ley Orgánica, pues al ser un
asunto de capital importancia y dado la mayoría cualificada que necesita este
tipo de Ley, gozaría de un consenso amplísimo en la Cortes Generales que la
haría aplicable con independencia de la alternancia en el poder. Se me puede
argumentar la pretensión del Gobierno Central de enviar a las Cortes
Generales, una Ley Básica de Construcción, Financiación y Gestión de
Infraestructuras Públicas, donde se regula la financiación extrapresupuestaria,
pero dada la documentación que ha llegado a mi poder, tengo que manifestar
que lo hace muy tímidamente y sólo es una ley que desarrolla las concesiones
administrativas y sus formas especiales de financiación para hacerlas más atrac-
tivas al sector privado como en el Subapartado 2º explicaré.

De todos modos, la aplicación de estas Normativas exigirá del Gobierno Central
un nuevo y amplio consenso con las CC.AA. y CC.LL. para el reparto de los Ingresos
Estatales y llegar a un modelo de Financiación Autonómica aceptado por todas
las Comunidades Autónomas, bien por imputación directa o/y cesión de impuestos
parcial o totalmente.

Tan importante es, este consenso de financiación autonómica, que a primeros de
junio de 2001 los medios de comunicación social en particular los de la prensa escri-
ta, informan de una propuesta unitaria y abierta a la negociación que el P.P. (Partido
Popular) hace sobre esta materia y que en principio acepta discutir y negociar el par-
tido P.S.O.E. (Partido Socialista Obrero Español) para ponerla en vigor, si se llega
al acuerdo. En principio tiene los siguientes puntos:

✓ Mecanismos para la eliminación de las deudas pendientes.

En Andalucía por ejemplo, la no inclusión en el Censo de aproximadamente
390.000 ciudadanos (sin incluir a los inmigrantes), la aplicación de una regla de
evolución en la participación de los Ingresos del Estado (P.I.E.) más desfavorable y
la no liquidación de un 2% anual de las Transferencias, hace que el Gobierno
Autonómico reclame una deuda de unos 700.000 millones de pesetas (4.207 millo-
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nes de euros) y condicione su incorporación al Acuerdo de Financiación Autonómica
a que dicha deuda sea satisfecha.

✓ Fondo de solidaridad para los servicios.

El Consejo de Política Fiscal y Financiera fijará los niveles de servicios mínimos.
Por ello, se creará un Fondo de Solidaridad para que todas las CC.AA. presten
unos servicios equivalentes a los del resto, con independencia de su mayor o menor
disposición de recursos tributarios. Los criterios de distribución serán los que marca
la L.O.F.C.A.: Población, extensión del territorio, dispersión e insularidad.

✓ Suficiencia normativa.

La corresponsabilidad fiscal se traducirá en un incremento sustancial de la capaci-
dad normativa de las CC.AA., en los impuestos que tienen ya cedidos, como son:
Patrimonio, sucesiones, transmisiones patrimoniales, actos jurídicos documentados
e I.R.P.F. (Impuesto del Rendimiento de las Personas Físicas). El sistema hará par-
tícipes a las CC.AA. de los principales impuestos del Estado, como el I.V.A. o los
impuestos especiales.

✓ Sanidad y Asistencia Social .

Al término de la presente Legislatura el Gobierno Central quiere tener transferi-
das las competencias en materia sanitaria y de asistencia social a todas las CC.AA.
que aún no las tengan, para dejar así cerrado el orden competencial. Por ello, tanto
el P.P. como el P.S.O.E. consideran que ha llegado el momento de incluir la Sanidad
y la Asistencia Social (INSERSO) en el Sistema General de Financiación, es decir,
en el Acuerdo de Financiación Autonómico.

Lo que nos llevará a la necesidad simultánea de terminar concretando, de
una vez por todas, la cascada competencial en la atención de los Servicios
Públicos en los ámbitos antes citados, en especial en las CC.LL., dado que,
últimamente se observa que los Ayuntamientos, sufren una constante y con -
tinua progresión de peticiones sociales de toda índole por parte de sus resi -
dentes, en especial en los sectores de la sanidad y educación, como conse -
cuencia del conocimiento personal y la proximidad y accesibilidad a las auto -
ridades municipales que tienen los mismos.

Las normas respecto al endeudamiento que se deben cumplir en los ámbitos cita-
dos, son en:

El Estado.-

- Los compromisos derivados del Protocolo del T.U.E. y del Plan de Estabilidad
de España fijado por el Gobierno.



Las Comunidades Autónomas.-

- La deuda sólo puede financiar gasto de capital (regla de oro ).

- La L.O.F.C.A. (Ley Orgánica de la Financiación de las Comunidades
Autónomas) establece que la carga financiera a medio y largo plazo no puede ser
> al 25% de los gastos corrientes. El endeudamiento ya sea mediante créditos
en divisas o emitiendo valores, requieren autorización previa.

- Los límites de déficit y deuda viva definidos en términos absolutos han de ser
consensuados por cada comunidad en acuerdos bilaterales con el Gobierno
Central.

Las Corporaciones Locales.-

Según la L.R.H.L. (Ley Reguladora de las Haciendas Locales):

- El endeudamiento se ha de destinar a gasto de capital o a la sustitución de ope-
raciones preexistentes en mejores condiciones financieras (regla de oro ).

- Si el Ahorro Neto (Ahorro Bruto Primario - Anualidad Teórica de Carga
Financiera) < = 0, o si (Deuda Viva + Avales Concedidos ) > = 110% de los
Ingresos Corrientes, la apelación al endeudamiento necesita autorización previa.

- Cuando se prorrogue el presupuesto anterior, se exige una fortísima restricción
del endeudamiento.

- El 30% del remanente de tesorería anual (el sobrante de los ingresos de tesore-
ría anual), se puede destinar a pagar la deuda de tesorería.

Para terminar el desarrollo de este primer Subapartado, voy a reflejar las conse-
cuencias que conlleva la implantación del SEC-95 para el Reino de España:

• Consolidación de los endeudamientos de las empresas públicas y otros
entes en las Administraciones Públicas de las que dependen si no tienen
orientación al mercado.

• Necesidad constante de concreción normativa de aquellos aspectos que
son de difícil objetivación (Reglamentos de Aplicación).

• Sistemas de Financiación Extrapresupuestarios o Mixtos.

• Ponderación en coeficiente de recursos propios y spreads en el endeuda -
miento relacionado con el Sector Público.
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A) Consolidación de los endeudamientos de las empresas públicas y otros
entes en las Administraciones Públicas de las que dependen si no tienen
orientación al mercado.

Trae consigo:

• Un incremento de la Deuda Pública de aproximadamente 5.090 millones de
euros (2.272 millones de euros corresponden al Estado y los restantes 2.818
millones de euros a las Comunidades Autónomas).

Vamos a citar algunas de las Entidades Públicas que consolidan endeudamiento:

Respecto del Estado Central, no hay datos.

Respecto de las CC.AA., tenemos:

❑ Cantabria .- SODERCAN, Palacio de festivales.

❑ Cataluña .- GISA y REGSA.

❑ Andalucía .- GIASA, Orquesta de Sevilla, Turismo Andaluz y Parque
Tecnológico de Andalucía.

❑ Canarias .- PROEXCA, SATURNO, ITC y SOCAEM.

❑ Navarra .- ITG del Cereal, SODEXNA y Planetario.

❑ Asturias .- Soc. Reg. de Promoción P. Ast., SODECO.

❑ Murcia .- Servicio Murciano de Salud y Murcia Cultural.

❑ Castilla y León .- SOTUR, GICALSA.

❑ Comunidad V alenciana .- Instituto Valenciano de la Exportación y CACSA
(Ciudad de las Artes y las Ciencias, S.A.).

❑ B a l e a r e s .- Servicio de Acuicultura Marina y Fomento Industrial del
Tu r i s m o .

❑ Aragón .- Instituto Aragonés de Fomento.

❑ Galicia .- No hay datos.

❑ Castilla La Mancha .- GICAMANSA.

❑ La Rioja .- Empresas Públicas sin deuda.

❑ Extremadura .- No se permite el endeudamiento a las Empresas Públicas.

❑ El País V asco .- No hay datos.



❑ Madrid .- ARPEGIO; ARPROMA (Arrendamientos y Promociones de la
Ciudad de Madrid); Madrid 112, S.A.; Parque científico-tecnológico de la
Universidad de Alcalá de Henares, S.A.; Turmadrid, S.A.; Universidades;
Agencia Madrileña para la Tutela de Adultos; Instituto Madrileño para la
Formación; MINTRA (Madrid, Infraestructura de Transporte); Instituto
Madrileño de Investigación Agraria y Alimentaria; Agencia Antidroga de la
Comunidad de Madrid; Instituto Madrileño de la Administración Pública;
Instituto Madrileño del Menor y la Familia; Instituto Regional de Seguridad
y Salud en el Trabajo; Patronato Madrileño de Áreas de Montaña; Servicio
Regional de Bienestar Social y Servicio Regional de Salud.

• El I.G.A.E./ I.N.E./B.E. fijarán la relación inicial de estas sociedades públicas.

• Información del C.I.R. del B.E..

• Las radiotelevisiones públicas no consolidan a efectos de la deuda.

• Previsible revisión anual de las sociedades y otros entes públicos para ver si su
endeudamiento consolida.

B) Necesidad constante de concreción normativa de aquellos aspectos que
son de difícil objetivación (Reglamentos de Aplicación).

Consiste en:

• La delimitación y concreción del concepto de Autonomía de Gestión .

• La aclaración de lo que significa la transmisión de riesgos .

• La fijación de los plazos para cumplir el coeficiente de autofinanciación .

• La convivencia en una misma sociedad pública de actividades orientadas y no
orientadas al mercado .

• La elaboración de los Reglamentos de aplicación de las leyes General de
Estabilidad Presupuestaria y Orgánica Complementaria a la Ley General de
Estabilidad Presupuestaria.

• La necesaria modificación de la L.O.F.C.A. y L.R.H.L..

C) Sistemas de Financiación Extrapresupuestarios o Mixtos.

Objeto del siguiente Subapartado.
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D) Ponderación en coeficiente de recursos propios y spreads en el endeuda -
miento relacionado con el Sector Público.

Para saber el límite que tiene el volumen de préstamos de las Entidades
Financieras a las Entidades Públicas, se fija como coeficiente de los Recursos Propios
Computables a los efectos de inversión crediticia computable el 8% (0,05 euros de
recursos propios para cada 0,60 prestados), que se tendrá que aplicar al tipo de pon-
deración de la tabla:

TIPOLOGÍA PONDERACIÓN

Deuda pública del estado y CC.AA. 0%

Préstamos a Administración Pública 20%

Garantía Hipotecaria 50%

Sector Público Empresarial y Empresas Privadas 100%

Los spreads que corresponden a la ponderación de la tabla, son:

PONDERACIÓN spread mínimo

Deuda pública del Estado y CC.AA. 0% 0 p.b.

Préstamos a Admón. Pública (E. y CC.AA.) 20% 5-10 p.b.

Garantía Hipotecaria 50% 30 p.b.

Sector Público Empresarial y Empresas Privadas

(Estado, CC.AA. y CC.LL.) 100% 70 p.b.

A la vista de lo expuesto se puede concluir que la Admón.:

a) Debe fijar las condiciones de los Servicios mediante Regulaciones Nuevas en
una primera fase de Diseño para concretar la amplitud y calidad que deben tener.

b) En una segunda fase de Ejecución de los Servicios debe garantizar la distinción
entre su papel normativo, su función en la financiación y su grado de implicación
en la realización de los mismos, lo que le llevará a dotarse de una suficiente orga -
nización interna de corte empresarial .

c) En una tercera fase de Evaluación Posterior de los Servicios tiene que vigilar el
cumplimiento de los objetivos que se fijó en las fases anteriores del proceso, inde-
pendientemente del tipo de financiación utilizado, para corregir y perfeccionar los
Servicios que dan calidad de vida y satisfacen las necesidades sociales.



En definitiva la necesidad de financiar infraestructuras públicas fuera del
Presupuesto conducirá a la Admón. Pública, a una REVOLUCIÓN DE SU
ORGANIZACIÓN INTERNA sin precedentes.

2º) LA FINANCIACIÓN EXTRAPRESUPUESTARIA. MARCO DE LA
LEGALIDAD VIGENTE Y DE LA PRÓXIMA ANUNCIADA.

En una conferencia impartida por el Director-Gerente de Gestión de
Infraestructuras de Andalucía, S.A. -G.I.A.S.A.- , D. Francisco Javier Gestoso
Pró, dijo; que las infraestructuras del transporte son bienes de dominio y uso públi-
co cuya titularidad corresponde al Estado y a los demás Entes territoriales según los
órdenes competenciales establecidos, por lo que su planificación, diseño, ejecución,
mantenimiento, financiación y explotación son competencia de la AA.PP., admi-
tiéndose en algunos países y para determinados supuestos que puedan ser explota-
das por diversos sistemas legales existentes de gestión interesada y financiadas por
las empresas concesionarias.

También esta hegemonía del Estado se ha extendido a la actividad del transporte
en si misma, a la que se le atribuye con criterio bastante general, el carácter de
Servicio Público .

Por lo comentado en el párrafo anterior, vemos que la financiación privada no ha
sido el instrumento financiero utilizado para construir las redes de transportes, por
lo tanto, sólo se han utilizado las consignaciones presupuestarias a tal fin.

No obstante, a lo dicho anteriormente, veremos en una breve reseña histórica, que
en el pasado se utilizaron formas de financiación que recuerdan a las que vamos a
estudiar, por lo que se pueden considerar como sus antecesoras.

EL PEAJE.-

El peaje (pedaticum, pedagium o peagem) ha sido utilizado en nuestra civiliza-
ción casi desde sus inicios, en Roma tiene sus antecedentes más concretos. Los roma-
nos fueron los mayores constructores de carreteras que recuerda la antigüedad
logrando comunicar cada una de sus grandes poblaciones por una extensísima red
de comunicaciones terrestres que partía de Roma y llegaba a cualquier lugar del
Imperio.

Las realizaban con una técnica constructiva muy semejante a la actual, con la dife-
rencia de la utilización de distintos materiales, de los conocimientos geológicos y
del parque de maquinaria del que hoy disponemos.
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Tenían lo que denominaban Vías (recordemos Vía Aurelia, Vía Cassia, Vía
Praenestina, etc.), eran las autopistas o autovías de hoy y tenían 6,00 metros de
anchura (excepto la Vía Apia de mayor antigüedad que sólo tenía 3,60 metros de
anchura) soportando el mayor tránsito. Había otras carreteras de menor importan-
cia cuya anchura sólo medía 3,00 metros.

Toda esta vasta red de comunicación, servía para poder gobernar el Imperio admi-
nistrativamente, llegar con el ejército a cualquier lugar y conseguir lo mismo res-
pecto de las personas, animales y todo tipo de mercancías.

Para poder mantener y extender por tanto dicha red, los romanos establecieron los
primeros peajes e impuestos que gravaban la circulación de determinadas mercan-
cías de primer orden, como la sal, el vino o el aceite.

El peaje también se estableció en la Alta Edad Media como un derecho que grava-
ba en general todo el tránsito de personas, animales y mercancías por determinadas
vías de comunicación, para su conservación y defensa, aunque en sentido estricto el
gravamen se dirigía al paso de personas. Recibió nombres diversos según se tratara de
cruzar un puente (pontazgo), atravesar un río con una embarcación (barcaje) o trans-
portar cualquier tipo de mercancías en un carro (rotatium o rodas), circular con gana-
do por caminos y veredas (montazgo) o el tránsito de mercancías, animales o personas
(portazgo derivado del teloneum romano-visigodo que también gravaba las transac-
ciones en los mercados, los percibían los reyes o los señores feudales por cesión de éstos,
y que se solía cobrar en la puerta de las poblaciones). Los ingresos de dichos peajes eran
para la hacienda real. La financiación de la construcción de las vías correspondía a los
vecinos y municipios beneficiarios mediante los llamados r e p a r t i m i e n t o s , o bien el
rey autorizaba a los nobles a que las realizaran a su costa dentro de su jurisdicción, para
como contrapartida poder imponer un peaje por su uso.

Los abusos por la excesiva imposición de peajes llegaron a tal punto, que el Papa
(Gregorio XI) en la bula In Coena Domini (1372) amenazó con la excomunión a
todos los que intentaran implantar nuevos peajes.

En la corona de Aragón existía el derecho aduanero que tenía un carácter de peaje
y gravaba la entrada y circulación de mercancías en los territorios de Aragón,
Cataluña y Valencia. En Navarra también el derecho aduanero se consideraba como
un peaje.

En la Edad Moderna los peajes se destinaban a la conservación de las redes de
comunicación y las obras públicas, aunque a veces se destinaban a su construcción.

Desaparecen los peajes bien entrado el siglo XIX cuando las AA.PP. se reestructu-
ran estableciendo sus Presupuestos Generales y adoptando el sistema de caja única.



Más adelante y en este mismo siglo XIX se desarrolló el sistema de gestión indi-
recta de las infraestructuras de transporte mediante las concesiones primero del
ferrocarril y después por extensión, a las carreteras, hecho que hizo resurgir las ven-
tajas de financiación que ofrecían los peajes.

NORMATIVA ACTUAL.-

El marco regulador de las Infraestructuras en España es disperso, extenso y com-
plejo, se puede considerar como primera Ley, la Ley de Carreteras de 7 de mayo de
1851 del Ministerio de Fomento, que establecía que la conservación y construcción
de las carreteras generales y sus ramales, correrían a cargo exclusivo del Estado y por
tanto su pago se satisfacía por el Gobierno con los fondos consignados en los
Presupuestos Generales.

La siguiente Ley de Carreteras de 1857, fue la base del primer Plan General de
Carreteras de 1858, y estableció formalmente que en el presupuesto general de
gastos de cada año, se consignaran las cantidades destinadas a las tres categorías de
carreteras que formaban la red nacional.

En 1877 aparece la Ley General de Obras Públicas que fijaba con carácter gene-
ral el régimen de construcción y explotación de las obras públicas del Estado y de
las Corporaciones Locales, que sirvió de base en la elaboración de distintas legisla-
ciones sectoriales tales como la Ley de Carreteras de 1877 (en la que aparecen los
antecedentes de las concesiones de carreteras. Ya que consideraba la posibilidad de
conceder a particulares o compañías la construcción, financiación y explotación de
carreteras, permitiendo que el Estado y las restantes EE.LL. pudieran otorgar ayu-
das a los concesionarios en una cuantía que no podía sobrepasar la tercera parte del
Presupuesto. También establecía para los concesionarios beneficios fiscales, exencio-
nes de gravámenes en la renta por suscripción o adquisición en Bolsa de valores emi-
tidos por estas sociedades), la de Ferrocarriles de 1877-1878, la de Puertos de 1880,
la de Aguas y Obras Hidráulicas de los años 1879-1902-1911 y la de Obras de
Urbanización de los años 1879-1895. Como se observa cada sector estableció su pro-
pia legislación específica pero ajustándose en líneas generales a la citada Ley General
de Obras Públicas de 1877. Hoy aún está formalmente vigente, pero como los
Sectores de las infraestructuras tienen su propia regulación, no resulta de aplicación.

En la actualidad la Normativa Reguladora de la construcción y gestión de infra -
estructuras públicas en España, básicamente es:

• La Ley 16/1987, de 30 de julio, de Ordenación de los Transportes Terrestres,
que no sólo regula la actividad por carretera, sino también el régimen de explo-
tación de la infraestructura ferroviaria estatal y su Reglamento de 1990, que
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fijan el alcance de la intervención estatal en los ferrocarriles de transporte públi-
co, al establecer que éstos tienen carácter de Servicio Público, siendo de titula-
ridad de la Admón. Pública, con independencia de que la construcción y explo-
tación se realice por cualquiera de los sistemas de gestión directa o indirecta que
establece la normativa de contratación de obras o gestión de servicios. Última-
mente el sector ferroviario completa su regulación con la Ley 13/1996, de 30 de
diciembre, por la que se crea el G.I.F. (Ente Gestor de Infraestructuras
Ferroviarias) y el desarrollo posterior de las Directivas 91/440/CEE de 29 de
julio, 95/18/CE y 95/19/CE, ambas de 19 de junio.

• Las Autopistas de peaje están reguladas por la Ley 8/1972, de 10 de mayo, de
Construcción, Conservación y Explotación de Autopistas en Régimen de
Concesión (modificada, parcialmente por las Leyes 13/1996 y 53/1999) y por la
Ley 25/1988, de 29 de julio, de Carreteras (que define a las carreteras como vías
de dominio y uso público, cuya planificación, proyecto, construcción, conserva-
ción, financiación, uso y explotación corresponde al Estado, admitiendo que
puedan ser explotadas excepcionalmente por cualquiera de los sistemas de ges-
tión indirecta de los servicios públicos que están establecidos en la L.C.A.P. y
financiadas por las empresas concesionarias, así como la posibilidad del estable-
cimiento de contribuciones especiales sobre los beneficios y/o aumentos de valor
de las fincas y establecimientos colindantes, a las vías de comunicación realiza-
das - recordemos los repartimientos citados anteriormente -). Con lo que la lla-
mada a la financiación privada por el momento, tiene carácter excepcional .

• Los Puertos de Interés General, se regulan por la Ley 27/1992, de 24 de noviem-
bre, modificada por la Ley 62/1997, de 26 de diciembre.

• Los Aeropuertos en lo referente a su organización y gestión se regulan por lo que
dispone el Real Decreto 905/1991, de 14 de junio, por el que se aprueba el
Estatuto del Ente Público Aeropuertos Españoles y Navegación Aérea
(A.E.N.A.), dictado al amparo de lo dispuesto en el Art. 82 de la ley 4/1990,
de 29 de junio, de Presupuestos generales para 1990. El citado R.D. 905/1991,
se complementa con el Real Decreto 2591/1998 de 4 de diciembre de 1998 que
desarrolla el Art. 166 de la Ley de acompañamiento de los presupuestos
Generales del año 1997, que dispone la Ordenación de los Aeropuertos de
Interés General y su Zona de Servicio con una estructuración similar a la Ley de
Puertos.

• Las infraestructuras hidráulicas se regulan por la Ley de Aguas de 1985 y de
forma especial en el régimen establecido por la Ley 13/1996, de 30 de diciem-
bre, de Medidas Fiscales, Administrativas y del Orden Social en su Art. 173.



Régimen de concesión de construcción y explotación de obras hidráulicas.
También se estará, a lo dispuesto en la Ley 46/99 que modifica la Ley de Aguas
de 1985, que en su Art. 44, concreta las obras hidráulicas de interés general.

• También hay que decir que otros sectores de obras públicas tienen su regulación
específica, tales como infraestructuras de: regadíos, transporte de hidrocarburos
(oleoductos y gasoductos), redes hidroeléctricas de interés general, redes de tele-
comunicación, o los intercambiadores de transportes en las grandes ciudades.

A todo este conjunto normativo, se ha de añadir la regulación de estos sectores
realizada por las CC.AA., en la que conviven situaciones previstas en la normativa
estatal, con otras novedosas, que confían la gestión de proyectar, construir, conser-
var y explotar las infraestructuras u obras públicas en régimen de sociedades anóni-
mas instrumentales, como puedan ser entre otras: ARPEGIO, S.A. (por la
Comunidad de Madrid para ampliar el Metro de Madrid y los tramos de peaje en la
sombra de la M-45), GISA (Gestió d’Infraestructures, S.A., en un principio su obje-
to sólo era la red viaria para los Juegos Olímpicos o la red básica de las carreteras de
Cataluña, después su objetivo social se amplió a toda clase de infraestructuras que
promueva en Cataluña la Generalitat) o GICAL, S.A. (Gestión de Infraestructuras
de Castilla y León, S.A., por la Junta de Castilla León para los mismos temas), y una
ingente cantidad de entidades públicas instrumentales creadas por Diputaciones y
Ayuntamientos para realizar obras públicas (viviendas sociales, centros de salud,
centros escolares, etc.) justamente demandadas por los ciudadanos (las peticiones
absurdas normalmente, no se realizan, a pesar de lo que se dice) con una mayor agi-
lidad de gestión intentando sortear la rigidez a veces excesiva del Derecho Público
para realizar con la debida diligencia las citadas demandas sociales.

Por último, todas las normas y entidades descritas anteriormente, que constitu-
yen un gran entramado de sistemas para construir y explotar obras públicas, no han
sido normalizadas, ni recogidas, ni tampoco unificadas en la Vigente L.C.A.P., por
lo tanto, se introduce una sensación de confusión y de provisionalidad en especial si
se trata de CC.AA. y CC.LL., cuando intentan establecer unas normas adecuadas y
estables para realizar sus obras y servicios públicos, viéndose abocadas a conformar
necesariamente Pliegos de Condiciones de contratación confusos y algunas veces con
algunas irregularidades, propiciando con ello la inseguridad jurídica e ineficacia
empresarial . Resulta muy conveniente a efectos de la contratación, establecer nue-
vas regulaciones que garanticen y hagan atractiva la intervención de la iniciativa
privada, que es aún más necesaria en el ámbito autonómico y local que en el estatal.

Debe resaltarse que según Nuestra Vigente CONSTITUCIÓN (Art. 149. 1. 18º)
corresponde al Estado la competencia exclusiva sobre legislación básica sobre
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contratos y concesiones administrativas , habiendo sido desarrollada la compe-
tencia en materia de contratos, pero respecto de las concesiones administrativas,
fuera del Reglamento de Servicios de las Corporaciones Locales de 17 de junio de
1955 y de las Normas que regulan las concesiones sectoriales de costas, puertos, etc.,
todo lo demás está pendiente de desarrollo.

La única fórmula que existe en nuestro Ordenamiento Jurídico para la financia-
ción privada de las infraestructuras públicas, es la concesión administrativa , regu-
lada con carácter general en los arts. 130, 131, 132, 133 y 134 de la L.C.A.P. (que
más adelante se expondrán cuando trate las formas de financiación de las infraes-
tructuras públicas) y, más específicamente sólo en lo que respecta a las Autopistas
de peaje, en la Ley 8/1972, de 10 de mayo modificada de forma parcial por las Leyes
13/1996, 53/1999 y R.D. 704/1997 (que desarrollaré cuando exponga las formas de
financiación de las infraestructuras públicas).

La regulación general de esta figura jurídica en la L.C.A.P., es desacertada e insu-
ficiente.

Desacertada porque contempla a la concesión administrativa como una modalidad
del contrato de obras con una breve alusión al concesionario, cuando el Art. 130.
Concepto del contrato de concesión.- Establece en el último párrafo de su punto 2.
“El concesionario deberá ajustarse en la explotación de la obra a lo establecido en el
artículo 161”, que sólo se refiere a las obligaciones generales del contratista conce-
sionario, cuando en realidad, la fase de la explotación es la más importante.

Insuficiente, porque nada dice de la fase de explotación, con lo que la concesión
administrativa es una figura jurídica carente de contenido.

Resulta pues necesaria una nueva regulación más amplia y completa, para las con-
cesiones de obra pública, a fin de que no sólo se aplique a las autopistas, sino a la
totalidad de las obras de infraestructuras, siempre que cumplan dos condiciones:

A) Han de ser infraestructuras que generen recursos por su explotación
(cuando sea políticamente aceptable, lo que no siempre ocurre) .

B) Que exista una regulación amplia para las concesiones, que conlleve una
gran seguridad jurídica con el objeto de que los empresarios privados
conozcan a la perfección las reglas de juego e inviertan sus capitales con
la garantía y seguridad de que serán respetados los términos de la con -
traprestación económica.



NECESIDAD DE LA NUEVA REGULACIÓN PRÓXIMA ANUNCIADA
PARA LAS INFRAESTRUCTURAS PÚBLICAS.-

He expuesto reiteradas veces en este trabajo en especial en el Apartado I, la nece-
sidad de una nueva regulación, no sólo de muchos aspectos de la L.C.A.P., sino tam-
bién de una Ley de Financiación Extrapresupuestaria (L.F.E.), una vez situado en
esta posición, tengo como he dicho en el Subapartado 1º, noticias de la intención de
remitir por parte del Gobierno Central a las Cortes Generales una nueva Ley Básica
de Construcción, Financiación y Gestión de Infraestructuras Públicas
(L.B.C.F.G.I.P.), que por cierto, con la ayuda del análisis que de ella voy ha realizar,
quedará claro que no es la idea que yo tengo de L.O.F.E (Ley Orgánica de
Financiación Extrapresupuestaria) que denomino así, desde el Subapartado 1º de
este Apartado III y, que expondré cuando desarrolle mi propuesta, de financiación
extrapresupuestaria en el siguiente Subapartado 3º.

Es necesaria la aprobación de un Nuevo Texto Legal para la financiación extrapre-
supuestaria, no sólo para poner fin a la actual dispersión normativa que acarrea confu-
sión conceptual e ineficacia administrativa y empresarial, sino para fijar las figuras
jurídicas, que hagan posible una aceptable o nula incidencia en los Presupuestos de las
A A . P P., cuando éstas realicen sus infraestructuras u obras públicas.

El Estado pretende conformar esta Nueva Regulación al amparo del Art. 149. 1.
18º de la Constitución y siguiendo su doctrina, debía remodelar la figura de la con-
cesión de obra pública, a diferencia de la legislación vigente como una materia total-
mente independiente de los contratos.

El Proyecto de Ley expone en un sólo texto, una gran diversidad de modelos exis-
tentes y concebibles para la financiación de infraestructuras.

Respecto de la financiación de las infraestructuras públicas y las retribuciones de
sus concesionarios, establece:

1º) Contratos con financiación pública distinguiendo y regulando, la fórmula
tradicional de la concesión y el llamado “peaje en la sombra ” que sólo era con-
templado en algunas CC.AA..

2º) Contratos con financiación privada , considerando la novedad interesante, de
configurar las tarifas como precios privados de carácter máximo, para que el conce-
sionario pueda en determinadas circunstancias optimizar la demanda aplicando pre-
cios inferiores.

3º) Contratos con financiación mixta , considerando dos modalidades: la finan -
ciación parcial pública durante la ejecución de las infraestructuras y la financia -
ción parcial pública a partir de su terminación.
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4º) Sistemas de cofinanciación , que permiten que varias AA.PP. aporten recur-
sos para financiar las infraestructuras.

5º) Incorpora la retribución a los concesionarios con aportaciones no dinerarias.

Este Proyecto de Ley, trata al establecer estas modalidades, entre otras cosas, con-
seguir la optimización de los Fondos Europeos que recibimos, no sólo para emple-
arlos en su totalidad, sino conseguir que ese empleo se haga extensivo al mayor
número posible de proyectos combinando estos recursos con los que procedan de la
aportación privada, es decir, dar entrada al mercado privado de capitales. Con ello,
en España ya no se financiará en su totalidad una infraestructura con Fondos
Europeos, sino que estos recursos incentivarán la entrada del capital privado en la
actividad y posibilitarán terminar con el retraso secular ya comentado que nuestro
País tiene en infraestructuras con respecto a los países punteros Europeos. También
pretende el Proyecto de Ley contar con la aportación privada cuando ya no reciba-
mos Fondos Europeos.

Para que la llamada al capital privado que se ha indicado anteriormente sea aún
más poderosa, el Proyecto de Ley, regula también las modalidades de financiación
externa de los concesionarios incidiendo en los medios tradicionales (emisión de
obligaciones, créditos hipotecarios) y permitiendo otros novedosos tales como la
titulización de derechos de cobro o los créditos participativos , con el objeto de
ofrecer las garantías necesarias de transparencia y seguridad al capital privado que
intervenga en la financiación de las infraestructuras en nuestro País.

La Nueva Regulación debe tener en cuenta las dos fases que se dan en la realiza-
ción de una infraestructura, la construcción y la explotación son perfectamente
diferenciables, aunque estén ligadas en la contraprestación del contrato, es decir, la
explotación retribuye a la construcción . Para la construcción o ejecución de las
obras que constituyen una infraestructura, se cuenta con la legislación básica de la
L.C.A.P. en materia de contratos, por lo que tan sólo se tendrían que realizar unas
adaptaciones mínimas, dado el espíritu actual que impera en dicha ley (aunque par-
ticularmente, como ya he expuesto con anterioridad habrían de ser de gran calado,
es decir, una nueva regulación que respondiese a la línea filosófica que vengo defen-
diendo desde el principio de este trabajo).

En lo referente a la explotación de la obra o infraestructura si que hay que reali-
zar un gran esfuerzo legislativo, una legislación completa ya que como he comenta-
do anteriormente, la L.C.A.P. se muestra insuficiente y con unas directrices distin-
tas a las que ahora se postulan, pues viendo sus arts.: 130. Concepto de concesión
de obras públicas, 131. Subcontratación parcial en las concesiones de obras públi-



cas, 132. Contratos de las AA.PP., 133. Contratos de los concesionarios particulares
y 134. Empresas vinculadas, se comprueba que están dirigidos más a la considera-
ción de la concesión como una modalidad del contrato de obras y respecto a la
explotación, la vaga referencia ya mencionada del art. 161. Obligaciones Generales
(referidas al concesionario), pues los Arts. 155. y siguientes, han sido pensados sen-
cilla y simplemente para la gestión de actividades como es el contrato de gestión de
servicios públicos.

Para el Proyecto de Ley que nos ocupa el concepto de concesión de infraestructu-
ras u obras públicas se enfoca de forma determinante hacia la explotación y finan-
ciación de las mismas, no hacia su ejecución. Esta ejecución podría realizarse como
hasta ahora y en los casos de total financiación privada, al modo civil o administra-
tivo con Pliegos fijados por la Admón. a la carta, puesto que no va a suponer nin-
gún gasto público. Supone que los intereses públicos inciden en la explotación de la
infraestructura, ya que es en esta fase donde se deben poner de manifiesto los pode-
res de vigilancia y control de las AA.PP., en aplicación de la referencia constitucio-
nal ya citada para las concesiones.

Deja bien sentado que las concesiones no suponen cesión de responsabilidades
públicas, pues la Admón. sigue teniendo la titularidad pública de las infraestructu-
ras y el control de todo el proceso, como ya se dijo anteriormente.

Ante la vieja discusión de que si la explotación o gestión de las infraestructuras,
es o no, un servicio publico (si lo es claramente para mí), el Proyecto de Ley de forma
pragmática no hace mención a los conceptos de servicio o dominio público.

Por último, en el mercado internacional existen normas más flexibles e interesan-
tes que las que tenemos en España para construir y gestionar infraestructuras, de
esto pueden dar fe las empresas españolas que operan en él. Bueno sería aprovechar
la ocasión no sólo para innovar modelos para realizar y gestionar infraestructuras,
sino también para incorporar en el Proyecto las experiencias de otros países más
avanzados que nosotros en esta materia y así dotar a nuestro Ordenamiento Jurídico
de un instrumento legal adecuado a las exigencias actuales para hacer que España se
pueda dotar de las infraestructuras que su sociedad necesita.
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FORMAS DE FINANCIACIÓN DE INFRAESTRUCTURAS PÚBLICAS. LA
FINANCIACIÓN EXTRAPRESUPUESTARIA.

Las formas actuales son:

PÚBLICA.-

Es la forma tradicional y se realiza con cargo a los Presupuesto Generales, en dos
modalidades con o sin afectación de ingresos, no siendo objeto de este trabajo.

MIXTA.-

Colaboración del capital privado con la forma de financiación tradicional Pública
(con la salvedad de que la futura Ley Básica de Construcción, Financiación y Gestión
de Infraestructuras Públicas regulará la existencia de cofinanciación entre las
diversas Administraciones Públicas), es decir, Financiación parcial al margen del
Presupuesto , sus formas son:

• El project finance público mixto.

• Sistema español.

• Contrato de obra bajo la modalidad de abono total del precio, conocido
como “ sistema o modelo Alemán” o “ de llave en mano”.

• Concesión mixta (sistema inglés Shadow-Toll o de peaje en la sombra).

• Construir, explotar y revertir mixto (Build, Operate and Transfer mixto -
B.O.T. mixto -).

Usando instrumentos de financiación tradicional:

- Emisión de acciones, bonos y obligaciones.

- Créditos sindicados.

- Combinación de los instrumentos anteriores.

Usando instrumentos novedosos de financiación:

- Titulización de los derechos de cobro.

- Préstamos participativos.

- Hipoteca de la concesión.

- Factoring.

- Cesión de los derechos de cobro.

- Préstamos con garantía.



- Combinación de los instrumentos anteriores.

PRIVADA.-

Es a riesgo y ventura privada, dado que la financiación se realiza únicamente con
capital privado, y por ello, es una Financiación total al margen del Presupuesto ,
es la verdadera Financiación Extrapresupuestaria , sus formas son:

• El project finance público puro.

• Construir, explotar y revertir puro (Build, Operate and Transfer -B.O.T .
Puro -).

Usando instrumentos de financiación tradicional:

- Emisión de acciones, bonos y obligaciones.

- Créditos sindicados.

- Combinación de los instrumentos anteriores.

Usando instrumentos novedosos de financiación:

- Titulización de los derechos de cobro.

- Préstamos participativos.

- Hipoteca de la concesión.

- Combinación de los instrumentos anteriores.

En el fondo son, distintos tipos de concesiones administrativas a empresas priva-
das usando cualquiera de los instrumentos financieros anteriores.

Antes de definir las formas de financiación parcial o total al margen del
Presupuesto, expondré de forma sucinta los instrumentos de financiación novedosos
(se utilizan en todo tipo de negocios, es decir, entre empresas privadas del mundo
del comercio), puesto que los tradicionales son de todos conocidos.

Titulización de los derechos de cobro.-

Cuando una sociedad o empresa tiene adjudicada la realización y explotación de
un proyecto de infraestructura y por tanto generará ingresos cuando la explote (si lo
hace conjuntamente con una Admón. Pública mejora normalmente su posición
financiera), implícitamente el mercado le reconoce unos derechos de cobro futuros
que serán los ingresos procedentes de dicha explotación. Debido a ello, la citada
sociedad o empresa puede titulizar esos derechos y colocarlos en los mercados finan-
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cieros mediante entidades bancarias, que a cambio de su gestión y estudio cobran
una comisión razonable por la colocación de cada título, para conseguir los fondos
necesarios para realizar la parte o la totalidad infraestructura, según los casos, a cam-
bio como es natural, de remunerar razonablemente a los compradores de dichos títu-
los por cada título comprado.

Préstamos participativos.-

Se regulan por el Real Decreto-Ley 7/1996, de 7 de junio, que viene a decir:

* La entidad prestamista (la que da el préstamo participativo) percibirá un inte-
rés que no será fijo y que se determinará en función del desarrollo de la actividad de
la entidad prestataria (la que recibe el préstamo participativo).

* Las entidades contratantes podrán acordar una cláusula penalizadora para el
supuesto de amortización anticipada del préstamo en cuestión. En todo caso, la enti-
dad prestataria sólo podrá amortizar anticipadamente el préstamo participativo si
dicha amortización se compensa con una ampliación de capital de igual cuantía de
sus fondos propios y siempre que éste no sea fruto de la actualización de activos.

* En orden a la prelación de créditos, los préstamos participativos se sitúan detrás
de los acreedores comunes.

* A los efectos de reducción de capital y liquidación de sociedades reguladas en la
legislación mercantil, los préstamos participativos se considerarán patrimonio con-
table.

Como se ve, este tipo de préstamos incrementa la garantía frente a los restantes
acreedores con los capitales de los préstamos participativos siempre que exista per-
manencia y cláusula de penalización por amortización anticipada o de prohibición
de la misma. Con ello, se incentiva de esta forma la captación de financiación, por-
que establece un tipo de pasivo que mejora la solvencia de la empresa prestataria en
una fase vital, como es la del inicio de la realización de la infraestructura y a la vez
hace que el riesgo de los prestamistas participativos se una al de los accionistas.

Hipoteca de la Concesión.-

Es una opción novedosa cuyo objeto no es necesario explicar pero si decir que la
nueva Ley Básica de Construcción, Financiación y Gestión de Infraestructuras
Públicas regulará esta forma de captación de fondos para realizar infraestructuras
para así dar confianza, seguridad y transparencia al capital privado.



Factoring.-

Consiste en la cesión de los derechos de cobro (certificaciones, letras, recibos o fac-
turas, etc.) de una sociedad o una empresa promotora a una sociedad especializada
que a cambio de una remuneración razonable, asume el riesgo de insolvencia de la
citada sociedad o empresa promotora frente a sus clientes, encargándose a la vez de
los cobros citados y de su contabilización. Por lo que el factoring es ideal para las
empresas pequeñas y medianas, ya que éstas consiguen:

a) A la sociedad o empresa promotora le realizan la gestión dura y pura con lo que
se economizan medios y tiempo.

b) Respecto de la contabilidad sólo consiste en fiscalizar la que realiza la empresa
especializada a la que se le han cedido los derechos de cobro.

c) Se consigue una mejor gestión frente a los clientes.

d) Se consigue un menor endeudamiento.

e) Consecución de una liquidez inmediata, nada más ceder los documentos de
cobro.

Respecto de la Admón. que utilice el factoring para determinadas obras supone
un diferimiento de pago de las mismas a las empresas que se las ejecuten.

Cesión de los derechos de cobro.-

Es un contrato de compraventa por el que una sociedad o empresa adquiere unos
derechos de crédito de los que una Admón. Pública o algunos de sus entes u orga-
nismos es titular. Las cesiones o transmisiones de los derechos de cobros se realiza-
rán según:

A) Recordemos lo dispuesto en el Art. 100. Transmisión de los derechos de
cobro.-

1. Los contratistas que, conforme al artículo anterior, tengan derecho de cobro
frente a la Admón., podrán ceder el mismo conforme a Derecho.

2. Para que la cesión del derecho de cobro tenga plena efectividad frente a la
Admón., será requisito imprescindible la notificación fehaciente a la misma del
acuerdo de cesión.

3. Una vez que la Admón. tenga conocimiento del acuerdo de cesión, el manda-
miento de pago habrá de ser expedido a favor del cesionario. Antes de que la cesión
se ponga en conocimiento de la Admón., los mandamientos de pago a nombre del
contratista surtirán efectos liberatorios (ya expuesto en el Apartado II).

Aportación del capital privado a las realizaciones de infraestructuras públicas y el control técnico-económico de las mismas

171



Carlos Mateos Pérez

172

B) Cesión de la Admón. General o de sus Organismos Autónomos de los derechos
de cobro de los que son titulares, en este caso, es necesario ineludiblemente la auto-
rización por Ley.

Préstamos con garantías.-

Funcionan de la forma siguiente:

Son avales (no efectivo) que concede la Admón. Central tanto a su sector público
como al privado, con la limitación anual definida en la Ley de Presupuestos.

Así en el ámbito de las CC.LL., la L.R.H.L. reguló las garantías que éstas pueden
ofrecer para pagar sus obligaciones:

En operaciones de tesorería.-

- Afectación de los recursos tributarios anuales (entidades financieras anticipan
cantidades a cuenta de los ingresos devengados en el ejercicio económico anual).

- Aval de la Corporación Local para organismos y empresas de capital totalmente
local.

- Afectación de ingresos por tributos especiales, tasas y precios públicos.

En operaciones de crédito a largo plazo.-

- Garantía real sobre el patrimonio que pueda ser embargable (el afecto a un ser-
vicio público no es embargable).

- Aval de la Corporación Local para organismos y empresas de capital totalmente
local.

- Afectación de ingresos por tributos especiales, tasas y precios públicos, siempre
que haya relación entre estos ingresos y la obra o infraestructura a financiar con
la operación de crédito avalada por la citada afectación.

- En las inversiones cofinanciadas con aportaciones de otra u otras administracio-
nes (quedan fuera los ingresos no finalistas o la participación en los ingresos del
Estado) o de la U.E., puede utilizarse la propia subvención de capital como
garantía de la operación vinculada. Lo que permite en el ámbito de los ayunta-
mientos y/o de las mancomunidades el acceso al crédito, incluso en entidades
que estén muy endeudadas.

Además de los descritos, existen otros instrumentos financieros como son varie-
dades de los descritos y también por así decirlo, todos los días nace uno nuevo. La



ingeniería financiera es una herramienta económica que cada día se desarrolla más,
está más controlada y poco a poco las instituciones financieras la dotan de transpa-
rencia y seguridad jurídica, por ello, está perdiendo la mala fama que le ha precedi-
do, afianzándose como un sostén necesario en la económica de una sociedad moder-
na y globalizada.

Respecto a los sistemas de financiación mixta (extrapresupuestaria parcial al
m a rgen del presupuesto) y privada (extrapresupuestaria total al margen del pre-
supuesto), se puede decir lo mismo que para los instrumentos financieros, pues
está en los inicios, existen combinaciones de los ya citados que por su diversidad
no se pueden exponer, cuyo límite está en la imaginación y por que no decirlo,
cuando salga la L.B.C.F. G . I . P., aún puede que se generen más modelos, que
darán lugar a más combinaciones y como consecuencia mayores posibilidades de
a c t u a c i ó n .

Ahora, pasaré a describir los arquetipos que a mí me han parecido básicos y que
he plasmado en el cuadro expuesto anteriormente, para acercarse, aunque sea torpe-
mente a este tipo novedoso de financiación.

EL PROJECT FINANCE Y PROJECT FINANCE PÚBLICO (FINANCIACIÓN
CONTRA PROYECTO Y FINANCIACIÓN CONTRA PROYECTO
PÚBLICO).-

He de decir que el Project Finance (P.F.) se da también entre empresas del mundo
privado, aquí al hacer referencia al denominado Proyecto Finance Público (P.F.P.) se
estudia también el caso en el que la realización de una infraestructura está promo-
vida por cualquier Admón. Pública. Por lo tanto comenzaré por exponer el P.F. y
después lo matizaré para la variante de P.F.P., sin tener en cuenta si es mixto (cofi-
nanciación pública - privada) o puro (financiación exclusivamente privada), dado
que el tipo de financiación es la única particularidad que les diferencia, siendo idén-
ticos en las restantes características.

En primer lugar una traducción literal del inglés de P.F. nos llevaría a traducirlo
como financiación del proyecto pero no es así, por lo siguiente: este modelo es
ideal para invertir grandes capitales generalmente a largo plazo, pero no garantiza-
dos por los accionistas o los activos del proyecto en cuestión, sino por la viabilidad
del proyecto avalada por un profundo análisis de la misma.

Luego estamos ante un instrumento financiero de proyectos, sin recursos o con
recursos limitados, cuya garantía está constituida por los cash - flows (flujos de
caja) estables y predecibles que generen esos proyectos con suficiencia para pagar la
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deuda contraída (capital invertido para realizar la infraestructura, gastos de explo-
tación de todo tipo y la remuneración razonable de dicho capital). Por ello, la tra-
ducción correcta es financiación contra proyecto .

En el P.F. intervienen los siguientes elementos:

1º) La Sociedad Instrumental del Proyecto (S.I.P.) .- Es la sociedad, empresa o
U.T.E. constituida para realizar, gestionar y explotar la infraestructura de que se
trate que tiene personalidad jurídica y patrimonio propios.

2º) Los accionistas, socios o partícipes promotores del Proyecto .- Son las entida-
des y/o personas físicas que aportan recursos o/y realizan actividades técnicas o estratégicas
para el proyecto al tener interés en el negocio que éste genera. La personalidad jurídica y
el patrimonio de éstos es independiente de la personalidad jurídica y patrimonio del P. F. .

3º) Entidades asesoras externas .- Son aquellas entidades a las que la S.I.P. acude
para asegurarse la máxima perfección y seguridad para que el objeto del P.F. llegue
a buen puerto. Para lo cual tiene que acudir a las siguientes entidades asesoras que
se reflejan de forma no exhaustiva:

- Jurídicas (cubren todos los aspectos legales que inciden en el P.F.).

- Técnicas (resuelven los problemas de redacción del proyecto de la infraestruc-
tura a realizar y todos los estudios de toda índole precisos para la misma).

- Medioambientales (hoy en día esta parte llamada, estudio de impacto medio-
ambiental) de la redacción del proyecto de una infraestructura además de ser
preceptiva - Directiva 97/11/CE -, es susceptible de una gran sensibilidad
social, por eso, a pesar de ser parte integrante del citado proyecto, se ha reseña-
do por su importancia, de forma individual).

- De mercado (es el estudio de la contraprestación económica, en suma, de la
VIABILIDAD del P.F.).

- Financieras (nacionales e internacionales dependiendo de la magnitud de

la/s infraestructura/s que se van a realizar).

- De aseguramiento de todo tipo riesgos (en la redacción del P.F., en su ejecución,
en su gestión y explotación, y en el estudio de su viabilidad).

- De las AA.PP. (Cuando en el P.F. interviene cualquier Admón. Pública o una
agrupación de ellas, estamos por ello ante un P.F.P.).

- De rating (para en función de la calidad del riesgo de la viabilidad del P.F.,
determinar correctamente su coste financiero).



VENTAJAS E INCONVENIENTES DEL PROJECT FINANCE.-

VENTAJAS.-

• Facilita la obtención de la elevada financiación que requiere este Sistema y que
sería difícil conseguir en el mercado tradicional de capitales.

• Evita que la Admón. tenga que realizar directamente grandes inversiones en
infraestructuras.

• Permite la financiación a largo plazo al adecuar la deuda al ritmo de generación
de los flujos de caja y la traslada total o parcialmente a los usuarios de las infra-
estructuras, lo que fomenta un uso racional de las mismas y de los recursos.

• Mayor agilidad, flexibilidad y transparencia en la distribución de las responsa-
bilidades.

• Favorece la obtención de menor coste de financiación al poder distribuir los ries-
gos entre los partícipes o socios, lo que conduce a la vez a disminuir el riesgo
global del P.F., quitándoselos totalmente a la Admón..

• El pago de la deuda gravita exclusivamente en los activos propios del P.F. y en
su viabilidad.

• Este Sistema obliga a un perfecto conocimiento del P.F. en todos sus aspectos y
fases, que mejora la calidad del servicio.

• Permite excepto en la fase de adjudicación agilizar y flexibilizar las contrata-
ciones y también la gestión de los recursos humanos.

• Es un instrumento de financiación extrapresupuestaria que no compromete más
fondos que los estrictamente aportados por los promotores sin que exija garan-
tías adicionales, que armoniza los objetivos de la Admón. con los intereses de la
actividad económica privada. Por esto, es el Sistema de financiación pública que
ofrece más futuro y mayores ventajas dada su capacidad de adaptación al interés
de la Actividad Pública.

INCONVENIENTES.-

• La puesta en marcha del P.F. es laboriosa, compleja y necesita un período de
tiempo largo para madurar, pues entran en juego muchos socios o partícipes con
intereses contrapuestos.

• Tiene un coste mayor que si se usara la financiación tradicional, se puede obje-
tar en contra de este inconveniente que es el precio que hay que pagar por tener
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la infraestructura y que si está bien estudiado el P.F., siempre compensará, con
el modo tradicional la infraestructura no existiría.

• Se tiene que realizar un rigurosísimo estudio de riesgos así como su distri-
bución que consume un gran período de tiempo.

• Se ha de recurrir ineludiblemente a especialistas altamente cualificados para
considerar los múltiples aspectos ya comentados que intervienen en el P.F., lo
que incide aún más en la carestía y por supuesto en la definición del proyecto.

ESTUDIO DE VIABILIDAD.-

Se han de estudiar tres factores básicos para hacer posible el F.P., a saber:

El económico.-

Se tiene que diseñar un modelo interactivo que permita analizar las reacciones del
P.F. ante modificaciones de cualquier parámetro fundamental, como son.

- La inversión necesaria para realizar el P.F. y así poder determinar el sistema de
financiación más idóneo.

- El análisis y determinación de los flujos de caja o cash - flows que el P.F. será
capaz de generar (han de ser estables y razonablemente ciertos, ya que el P.F. a dife-
rencia de las operaciones de financiación tradicional, no se basa en la situación eco-
nómica de la S.I.P., sino precisamente en la capacidad de generar los flujos de caja
supuestos, es decir, en la cuenta de resultados del P.F.).

El financiero.-

Realizado el estudio económico anterior y con sus datos a la vista, ya se puede ele-
gir la fórmula o las fórmulas financieras óptimas para minimizar los costes finan-
cieros y adaptarse a los plazos que requiera la puesta a punto del P.F., dado que la
relación entre el factor económico y financiero en un P.F. es la clave de su éxito.

El de los riesgos.-

a) Se tienen que identificar los riesgos de todo tipo que pueden incidir en la via-
bilidad del P.F.

b) Se integrarán dichos riesgos en el modelo interactivo ideado para la operación
y se comparará con dos variables, una optimista (minimizando riesgos) y otra pesi-
mista (maximizando riesgos), para que del estudio de dichos escenarios se pueda
estructurar el modelo más adecuado.



c) Decididos los riesgos del P.F. (construcción, explotación, financieros, técnicos,
políticos, de fuerza mayor, legales y medioambientales) se han de prever las cober-
turas precisas (compañías de seguros) para hacerles frente y su idónea distribución
entre los partícipes del mismo.

EL PROJECT FINANCE PÚBLICO.-

Es igual en todo al anterior, excepto en la S.I.P., que en este caso está auspiciada,
promovida y tutelada por cualquiera de las Administraciones Públicas ya sea en el
ámbito estatal, autonómico o local. De esta forma la Admón. Pública sigue siendo
responsable de la provisión y control de los servicios públicos, mientras que su pres-
tación e instrumentación puede ser realizada por el sector privado, obteniéndose de
esta combinación la mayor eficacia y eficiencia.

Debido a la especificidad del socio promotor de este tipo de P.F., que es el sector
público, tiene las siguientes características diferenciadas del P.F. típico:

A) El promotor es público y por lo tanto puede ser como ya dije cualquier
Admón., estatal, autonómica o local, o una agrupación de las mismas.

B) No se regula por el Derecho Mercantil, sino por la L.C.A.P., la L.O.F.C.A. y la
L.R.H.L..

C) Tiene que adecuarse a las limitaciones del SEC-95, que considera al sector
público con criterios de orientación al mercado y no de propiedad. Si los ingresos
por ventas de la S.I.P. superan el 50% de los gastos de explotación durante un
número razonable de ejercicios, se entiende que dicha S.I.P. está orientada al mer -
cado y por lo tanto no consolida en el sector público a efectos de deuda y déficit.

D) Cuando la generación de cash - flows o flujos de caja de la S.I.P. por el servi-
cio prestado, no pueden cubrir sus costes, los ingresos pueden ser completados por
una aportación de la Admón. Pública por un importe que no puede ser mayor del
50% de los gastos de explotación, para evitar la consolidación de la deuda y el défi-
cit en el sector público (SEC- 95).

ÁMBITO DE APLICACIÓN DEL PROJECT FINANCE PÚBLICO.-

Veamos una posible lista no exhaustiva de los campos donde puede actuar:

• Hospitales y otros centros de atención especializada, centros de salud o de asis-
tencia primaria que venden sus servicios a terceros o al Sistema de Seguridad
Social mediante contratos programa.
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• Residencias para la tercera edad destinadas a terceros o acogidas a un convenio
que resuelve las necesidades de la Admón. a precios y calidades asistenciales
fijados por ésta.

• Residencias sociales vacacionales a precios y calidades fijadas por la Admón.

• Guarderías infantiles destinadas a cubrir las necesidades del sector privado y de
la Admón. a precios unitarios por niño y calidades asistenciales convenidos por
la misma.

• Proyectos de investigación de I+D (Investigación + desarrollo) y de I+D+I
(Investigación + Desarrollo + Innovación) en Universidades.

• Polideportivos, instalaciones deportivas y piscinas públicas.

• Viviendas sociales para comprar y/o alquilar.

• Infraestructuras, tales como: puentes, túneles, puertos, aeropuertos, líneas férre-
as, metros, metropolitanos, estaciones de transporte por carretera, autovías,
autopistas, carreteras, piscifactorías, telecomunicaciones y presas hidráulicas.

• Plantas de tratamiento de residuos sólidos urbanos.

• Centrales de energías renovables como son: centrales de aprovechamiento del
movimiento de las olas del mar, centrales solares y eólicas.

• Ciclo integral del agua: desalinización, tratamiento, distribución y saneamien-
to.

Claro está, como ya he dicho anteriormente, según sea la situación socioeconómi-
ca de la sociedad a la que se dirige (es decir, si es oportuno desde el punto de vista
político) y la línea política de su Gobierno sustentados por los votos, así se aplicará
el P.F.P. en uno u otro sector de los definidos anteriormente.

SISTEMA ESPAÑOL.-

La Admón. estatal, autonómica o local constituye una sociedad, empresa o U.T.E.
en la que participa de forma mayoritaria y procede a realizar un convenio con ella
en los siguientes términos:

1º) Definir los procedimientos para realizar las infraestructuras objeto del conve-
nio, así como la naturaleza de las inversiones y la cuantía de las mismas.

2º) Establecimiento de la obligación por parte de la/s Admón./es. Promotora/s de
las infraestructuras a realizar, del pago de las obligaciones derivadas de su ejecución,



fijándose a estos efectos la planificación periódica de los pagos y por lo tanto sus
correspondientes asignaciones presupuestarias.

Como se aprecia, este compromiso solemne de la sociedad instrumental partici-
pada mayoritariamente por y para la/s Admón./es, de inversión y financiación en
tiempo determinado, constituye una garantía legal para que dicha sociedad instru-
mental acuda al crédito bancario o al mercado de capitales a fin de coadyuvar a la
citada financiación.

El cumplimiento y rigor del convenio por ambas partes, es la garantía para que
las entidades de crédito y el mercado de capitales financien las inversiones y se cree
una fama de bondad tal en el Sistema que en ediciones de futuros convenios no exis-
ta problema alguno en conseguir la financiación necesaria.

CONTRATO DE OBRA BAJO LA MODALIDAD DE ABONO TOTAL DEL
PRECIO, CONOCIDO COMO “SISTEMA O MODELO ALEMÁN” O “DE
LLAVE EN MANO”.-

Antes de explicar este sistema debemos recordar de forma simplificada los puntos
2. y 3. del Art. 14. de la L.C.A.P. Precio de los contratos, que vienen a decir:

2. Se prohibe el pago aplazado del precio de los contratos, excepto cuando el
pago se establezca mediante arrendamiento financiero o mediante arrenda-
miento con opción de compra y en los casos que una Ley lo autorice expre-
s a m e n t e .

3. La financiación de los contratos, es decir, de las inversiones se ajustará al ritmo
requerido en la ejecución de la prestación, ...”.

La citada autorización expresa del punto 2. Anterior, viene concedida y, por ello
queda introducido en nuestro Ordenamiento Jurídico, el modelo Alemán, por:

* La ley 11/1996, de 27 de diciembre, de medidas de Disciplina Presupuestaria
de forma genérica cuando se da una redacción al Art. 61. 5 de la Ley General
Presupuestaria, que permite el fraccionamiento del pago de la obra hasta en diez
anualidades para aplicarlo en el contrato de obra bajo la modalidad de abono total
del precio.

* La Ley 13/1996, de 30 de diciembre, de Medidas Fiscales, Administrativas y del
Orden Social que de forma específica en su Art. 147. De los Contratos de obra
bajo la modalidad de abono total del Precio , dispone:

1. Se considera como contrato de obra bajo la modalidad de abono total del pre-
cio aquel en el que el precio del contrato será satisfecho por la Admón. mediante un
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pago único en el momento de la terminación de la obra, obligándose el contratista
a financiar la construcción adelantando las cantidades necesarias hasta que se pro-
duzca la recepción de la obra terminada.

2. El contrato de obra pública bajo la modalidad de abono total del precio se regi-
rá por lo previsto en el presente artículo, y con carácter supletorio se ajustará al régi-
men establecido en la L.C.A.P. y en las demás normas que resulten de aplicación por
razón de la materia.

3. El expediente de contratación y aprobación del contrato presentará las siguien-
tes especialidades:

a) No será exigible el certificado de existencia de crédito a que se refiere el Art.
68. 2 de la ley 13/1995, de 18 de mayo, de Contratos de la AA.PP. (en la actuali-
dad, es el Art. 67. 2 de la vigente L.C.A.P.). En todo caso, se acompañará certifica-
do de compromisos de crédito para ejercicios futuros.

b) No será de aplicación lo previsto en los Arts. 63. c) y 70. 4 de la Ley 13/1995,
de 18 de mayo, de Contratos de las AA.PP. (actualmente, son los Arts. 62. letra c y
69. 4 de la vigente L.C.A.P.).

c) Al expediente de contratación se incorporará preceptivamente el informe del
Ministerio de Economía y Hacienda u órgano autonómico equivalente.

4. Los Pliegos de Cláusulas Administrativas Particulares que regulen la construc-
ción y financiación de las obras previstas en este artículo deberán incluir necesaria-
mente las condiciones específicas de la financiación, así como en su caso la capitali-
zación de sus intereses y su liquidación.

La adjudicación del contrato se efectuará por procedimiento abierto o restringido,
mediante concurso.

5. La selección del contratista deberá ponderar las condiciones de financiación y la
refinanciación, en su caso, de los costes de construcción.

A estos efectos, las ofertas de los concursos deberán expresar separadamente el pre-
cio de construcción y el precio final a pagar, incluyendo los costes de financiación.

6. El compromiso de gasto previsto en este contrato por razón del pago del pre-
cio único será objeto de adecuada e independiente contabilización. En los presu-
puestos de gastos del ejercicio en que haya de producirse la recepción de la obra, se
consignará con carácter preferente el crédito necesario para amparar el citado com-
promiso de gasto.

7. A efectos de lo previsto en el Art. 14. 3 de la L.C.A.P. (actualmente, Art. 14.
2 de la vigente L.C.A.P.), se autoriza expresamente a que la Admón. efectúe el pago



único desde la recepción de la obra terminada. El precio incluirá en todo caso los
costes reales.

8. El Gobierno del Estado o el órgano de la correspondiente Comunidad
Autónoma podrá acordar la financiación de todos o parte de los pagos previstos,
mediante el cobro de un peaje o tasa por el uso de la infraestructura.

9. El contrato de obra bajo la modalidad de abono total del precio será de aplica-
ción en los casos que reglamentariamente se determinen, atendiendo a la natura-
leza de la obra y la cuantía del contrato.

* Real Decreto 704/1997, de 16 de mayo, por el que se regula el régimen jurídi-
co, presupuestario y financiero del contrato administrativo de obra bajo la modali-
dad de abono total del precio, fundándose en toda la normativa antes reflejada y en
el Art. 100. 2 de la Ley 13/1995, de 18 de mayo, L.C.A.P. (ahora, Art. 99. 2 de la
vigente L.C.A.P.) que establece la posibilidad de que el pago del precio se realice de
manera total o parcial.

En su virtud, a propuesta del Ministerio de Economía y Hacienda, de acuerdo con
el Consejo de Estado y previa deliberación del Consejo de Ministros en su reunión
del día 16 de mayo de 1997, dispongo:

Artículo 1.º Ámbito de aplicación.-

1. El régimen del contrato de obra bajo la modalidad de abono total del precio
previsto en el Art. 147. de la Ley 13/1996, de 30 de diciembre, de Medidas Fiscales,
Administrativas y del Orden Social, así como el fraccionamiento del pago a que se
refiere el Art. 61. 5 del Texto Refundido de la Ley General Presupuestaria o legis-
lación autonómica en materia presupuestaria que resulte aplicable, será de aplica-
ción a los contratos que cumplan los requisitos de naturaleza de la obra y precio del
contrato que se especifican en este Real Decreto.

2. La modalidad de abono total del precio será de aplicación a los siguientes con-
tratos de obra:

a) Que tengan por objeto la construcción de infraestructura de carreteras, ferroca-
rriles, hidráulicas, en la costa y medioambientales.

b) Que el precio total de la licitación del contrato, excluidos los gastos de refi-
nanciación en el caso de aplazamiento del pago, sea superior a las siguientes canti-
dades:

1ª Carreteras: 4.000.000.000 de pesetas. (En euros 24.040.484,00).

2ª Infraestructura ferroviaria: 3.000.000.000 de pesetas. (En euros 18.030.363,00)
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3ª Infraestructura hidráulica: 3 . 0 0 0 . 0 0 0 . 0 0 0 de pesetas. (En euros 18.030.363,00).

4ª Infraestructuras en la costa y medioambientales: 1.000.000.000 de pesetas. (En
euros 6.010.121,00).

3. El contrato de obra bajo la modalidad de abono total del precio no será de apli-
cación para los contratos de obras de reforma, reparación, conservación o man -
tenimiento y demolición de infraestructuras.

4. A los efectos de lo dispuesto en este Real Decreto, cada obra será objeto de con-
tratación independiente, respetando los límites señalados en los apartados anterio-
res, quedando prohibida la acumulación de obras en un mismo contrato.

Artículo 2.º Limitaciones.-

1. El importe total contratado en cada ejercicio mediante esta modalidad de contra-
tación no podrá ser superior al 30% de los créditos iniciales dotados en el capítulo 6
del estado de gastos de la correspondiente sección presupuestaria. Las cantidades con-
tratadas por este procedimiento serán computables a efectos de determinar el importe
máximo de compromisos que para el correspondiente ejercicio resulte de aplicación de
lo previsto en el Art. 61 del Texto Refundido de la Ley General Presupuestaria o legis-
lación autonómica en materia presupuestaria que resulte aplicable.

2. El Gobierno, a propuesta del Ministerio de Economía y Hacienda podrá modi-
ficar con carácter singular para un Departamento ministerial el porcentaje del 30%
señalado en el apartado anterior, en casos especialmente justificados, a petición del
correspondiente Departamento Ministerial y previos los informes que se estimen
oportunos y, en todo caso, el de la Dirección General de Presupuestos.

Los órganos de gobierno de las CC.AA. podrán igualmente modificar el porcen-
taje del 30% señalado en el apartado anterior.

Artículo 3.º Programa de obras susceptibles de contratar bajo la modalidad
de abono total del precio.-

1. Los Departamentos ministeriales y organismos públicos que pretendan utilizar
el contrato de obra bajo la modalidad de abono total del precio deberán remitir a la
Secretaría de Estado de Presupuestos y Gastos del Ministerio de Economía y
Hacienda, antes del 1 de junio del año anterior al ejercicio en que se pretenda uti-
lizar esta forma de contrato, un programa de obras a realizar utilizando la modali-
dad de abono total del precio regulada en el Art. 147 de la Ley 13/1996, de 30 de
diciembre, de Medidas Fiscales, Administrativas y del Orden Social.

El programa de obras deberá comprender tanto las obras cuya contratación pre-



tenda formalizar el Departamento como los organismos públicos de él dependien-
tes.

2. Al programa de obras deberán acompañarse los siguientes documentos:

a) Justificación sobre la conveniencia de realizar obras de acuerdo con este siste-
ma, por razones de insuficiencia de recursos y por razones de interés público.

b) Informe sobre la valoración de la rentabilidad económica y social de las obras a
acometer, en relación con el coste que este tipo de contratos implica.

c) P.C.A.P. de cada una de las obras.

d) Informe valorado de las condiciones de refinanciación, en el caso en que se pacte
aplazamiento de pago.

3. Se integrará en la Programación plurianual a medio plazo en la que se enmar-
can los Presupuestos Generales del Estado el programa de obras a realizar bajo la
modalidad de abono total del precio.

Artículo 4.º Propuesta de la Secretaría de Estado de Presupuestos y Gastos
del Ministerio de Economía y Hacienda.-

1. La Secretaría de Estado de Presupuestos y Gastos, atendiendo a la naturaleza e
importe de los contratos, su justificación de acuerdo con la documentación señala-
da en el artículo anterior y teniendo en cuenta el nivel de compromiso que éstos
puedan significar para ejercicios futuros, propondrá al Ministerio de Economía y
Hacienda la elevación al Gobierno, para su aprobación, del importe máximo de con-
tratación que en cada ejercicio presupuestario puedan celebrarse bajo la modalidad
de abono total del precio, con especificación de los contratos que comprenda.

2. La propuesta de la Secretaría de Estado de Presupuestos y Gastos se referirá
tanto a la procedencia de la utilización del contrato de obra bajo la modalidad de
abono total del precio, como a las condiciones específicas de financiación.

Artículo 5.º Financiación del contrato de obra bajo la modalidad de abono
total del precio.-

1. Los PP.CC.AA.PP. que regulen la construcción y financiación de las obras pre-
vistas en este Real Decreto deberán incluir necesariamente y de forma separada:

a) El precio de la construcción.

b) Las condiciones específicas de su financiación de forma que hagan posible la
determinación del precio final a pagar.

c) El plazo de garantía, que no podrá ser inferior a tres años .
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d) La posibilidad de fraccionamiento de pago.

2. El expediente de contratación, que contendrá necesariamente los
PP.CC.AA.PP., en el que figurarán obligatoriamente los requisitos exigidos en el
apartado anterior, deberá ser informado por la Secretaría de Estado de Presupuestos
y Gastos del Ministerio de Economía y Hacienda.

Artículo 6.º Del compromiso del gasto.-

1. El compromiso del gasto para los contratos de obra bajo la modalidad de abono
total del precio será objeto de adecuada e independiente contabilización.

2. En el ejercicio en que deba recibirse la obra, deberá consignarse con carácter
preferente el crédito necesario para amparar la totalidad del compromiso de gasto,
previamente adquirido en virtud de la celebración de dichos contratos, salvo cuan-
do se acuerde el pago aplazado de conformidad con lo establecido en el artículo
siguiente.

Artículo 7.º Pago del precio.-

1. El pago del precio en los contratos de obra bajo la modalidad de abono total
del precio se realizará a la recepción de la obra terminada cuando el contratista haya
realizado, de acuerdo con los términos del contrato y a satisfacción de la Admón., la
totalidad de su objeto.

2. No obstante lo anterior, y de conformidad con lo dispuesto en el Art. 61. 5 del
Texto Refundido de la Ley General Presupuestaria, el pago del precio al que se refie-
re el apartado anterior podrá fraccionarse en distintas anualidades, con un máxi -
mo de 10 . En este caso, los compromisos en cada uno de los ejercicios en que se
fracciona deberán contabilizarse adecuada e independientemente.

El decreto tiene dos DISPOSICIONES ADICIONALES, una TRANSITORIA y
cuatro FINALES, que a pesar de ser importantes para no extenderme más no las
reflejaré, a excepción de la tercera DISPOSICIÓN FINAL que tiene una repercusión
de importancia capital para este tipo de contratos y que dice así:

Tercera: Aplicación a las entidades que integran la Admón. Local.-

“Transcurrido un año desde la entrada en vigor del presente Real Decreto, el
Gobierno elaborará un Real Decreto en donde se regulen los supuestos y requisitos
para que las entidades que integran la Admón. Local puedan utilizar el contrato
administrativo de obra bajo la modalidad de abono total del precio”.

Como se puede observar es un tipo más de contrato administrativo de obras, si
bien circunscrito a un tipo de obras que determinan unos condicionantes y límites



que están reglados por la normativa anteriormente expuesta, que no introduce
mayor eficiencia económica, sino un retraso en el pago de las infraestructuras y de
ahí que durante ese tiempo sea su pago extrapresupuestario temporalmente. Sin
dejar de reconocer que supone un alivio temporal en el endeudamiento y que pun-
tualmente no cabe duda que es inteligente su uso, pero al final, recae sobre el
Presupuesto (a no ser que de acuerdo al punto 8 del Art. 147 de la Ley 13/1996 se
acuerde el cobro de un peaje o tasa por uso de la infraestructura para la financiación
de todos o parte de los pagos previstos, que generarían ingresos que reducirían, eli-
minarían o darían superávit respecto al endeudamiento, eso si, a la larga), por lo que
supone un instrumento que necesita una planificación rigurosa a medio y largo
plazo por parte de las AA.PP., si a ello, unimos sus condicionantes y limitaciones,
encontramos la razón de que su uso ha sido utilizado sólo de forma coyuntural (a
veces no desdeñable) y no se atisbe un amplio desarrollo del mismo sino se modifi-
ca su regulación.

Respecto del endeudamiento de este tipo de contrato tengo que manifestar que
según el SEC-95, el déficit se manifiesta en el momento de la transmisión de la pro-
piedad, es decir, en el caso que nos ocupa en el momento del pago total de la obra,
asunto que se complica cuando se pacta en este sistema el pago fraccionado de la
infraestructura.

CONCESIÓN (SISTEMA INGLÉS SHADOW - TOLL O DE PEAJE EN LA
SOMBRA).

Este sistema llamado de Peaje en la sombra o Peaje - Sombra se deriva del Shadow
- Toll inglés, y consiste, en que la obra se construye mediante concesión por medios
privados, que denomino puro (a veces también con ayuda parcial de la Admón., al
que denomino entonces, mixto) y por ello, los usuarios pagarán unas tasas o tarifas
por el uso de la infraestructura.

Cuando sea mixto será la Admón. la que pagará unas tasas o tarifas con cargo al
presupuesto por el uso de la infraestructura durante un periodo de explotación (que
incluye también su conservación) definidas por las condiciones fijadas en las con-
traprestaciones económicas y en función del número de usuarios de la infraestruc-
tura en cuestión y por cada usuario (en autopistas, ejemplo típico para esta modali-
dad, por tipo de vehículo). De ahí, el nombre de peaje en la sombra , ya que es la
Admón. la que paga un peaje y no los usuarios (puede en ocasiones también el usua-
rio pagar un peaje político - es decir, no la totalidad ni la mayor parte del mismo -
y la Admón. pagar la mayor parte del peaje, para así entre ambos llegar al peaje fija-
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do en la contraprestación económica a la empresa concesionaria, y por ello, lo llamo
entonces mixto).

Se trata de un sistema que encaja perfectamente con las infraestructuras de todo
tipo de carreteras, ya que se puede medir su utilización.

De lo expuesto se deduce que cuando sea políticamente correcto, también se
podría utilizar para centros hospitalarios, universidades (programas de investiga-
ción), determinados centros docentes, residencias vacacionales, residencias de la ter-
cera edad, viviendas sociales, viviendas sociales para alquilar, etc..

VENTAJAS E INCONVENIENTES DEL PEAJE EN LA SOMBRA.-

VENTAJAS.-

• Permite soportar la financiación de las infraestructuras sin tener en cuenta la
coyuntura presupuestaria, pues los fondos con los que la empresa concesionaria
cuenta los consigue en el mercado de capitales o en entidades financieras, si bien en
contados casos puede también nutrirse en parte de fondos que provienen de la
Admón. Con ello se consigue que no tengan peso o muy poco, según los casos, en
el endeudamiento de los Presupuestos de las AA.PP..

• La empresa adjudicataria en este tipo de modalidad, es la primera interesada en
realizar el cumplimiento del contrato con eficacia y eficiencia, no sólo por empezar a
recibir las ganancias fruto de su gestión, sino porque éstas están ligadas a la contra-
prestación económica contractual con la Admón., es decir, a la correcta ejecución en
tiempo y forma de la infraestructura objeto del contrato y a todas sus condiciones.

• Con una buena planificación se pueden eludir períodos de restricción presu-
puestaria y en los buenos, dedicar los recursos a otras necesidades más básicas.

• La marcha unida de la Admón. con la empresa concesionaria, sin tener aque-
lla unas prerrogativas excesivas sobre ésta, pues de no ser así, ninguna empresa
arriesgaría una gran inversión de capital en una operación en la que su riesgo no
fuese remunerado justa y equitativamente. Por otro lado, la empresa tiene que
esmerarse en cumplir su parte para que la Admón. pueda ver satisfecho el interés
público y los usuarios comprueben la necesidad de su existencia, en un mundo
moderno y democrático.

INCONVENIENTES.-

• Cuando el peaje a pagar por los usuarios no cubre la totalidad de la contrapres-
tación económica, es la Admón. la tiene que hacer frente al resto de la misma, que



suele ser la más costosa, por lo que al final ésta, recaerá sobre el Presupuesto, por
ello la Admón. tiene que haber planificado muy bien sus compromisos de pago.

• Dadas las particularidades del sistema, se necesita por parte de la empresa adju-
dicataria unos estudios muy aquilatados, costosos y de gastos en el proyecto, ejecu-
ción y financiación de la infraestructura que le lleva a costes muy elevados en empre-
sas asesoras de diversa índole y en entidades financieras - el dinero le cuesta más a
una empresa que a la Admón. -, lo que conlleva un encarecimiento que forzosa-
mente tiene que trasladar a la oferta de su contraprestación económica, a la hora de
licitar. También se podría objetar que es precio que el interés público tiene que
soportar (siempre que sea justo y equitativo) por tener a su disposición una infraes-
tructura, que de otro modo no podría tener.

• Es un sistema que está en sus comienzos a pesar de haberse usado ya satisfacto-
riamente en algunas Administraciones y por lo tanto, se necesita acumular mayor
experiencia para afrontar con éxito todas sus posibilidades y por que no decirlo,
también nuevas regulaciones que se ajusten y resuelvan con mayor celeridad los pro-
blemas que con el uso se vayan detectando.

CONSTRUIR, EXPLOTAR Y REVERTIR (BUILD, OPERATE AND TRANS-
FER - B.O.T. -).-

Es un modelo concesional por el cual el capital privado, y por esto, lo denomino
B.O.T. puro (también puede ser con financiación compartida con la Admón., no es
usual, y entonces lo denomino B.O.T. mixto), se responsabiliza de la realización,
financiación, explotación y conservación por tiempo suficiente para amortizar la
deuda (capital invertido + la remuneración del mismo, mediante un retorno ade-
cuado y justo) y pasado éste, revertir la infraestructura a la Administración, la cual,
podría entonces volver a sacar su explotación y mantenimiento, y/o ampliación y/o
reforma (pues la infraestructura ya está construida y conservada) por cualquiera de
las modalidades de gestión de los servicios públicos que se establecen en la L.C.A.P.
en su Art. 156. Modalidades de contratación ., a saber: Concesión, Gestión inte-
resada, Concierto o Sociedad de economía mixta.

Las premisas que ha de tener un proyecto de infraestructura para poder realizarse
por este sistema, son:

- El Proyecto de infraestructura tiene que generar flujos de caja (cashs-flows) que
se puedan determinar y se mantengan en el tiempo.

- La Constitución de una sociedad con personalidad jurídica propia e indepen-
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diente de la de los socios que la compongan, con el único objeto de desarrollar el
Proyecto de Infraestructura.

- Que el riesgo sea asumible, dado el gran número de usuarios potenciales de la
infraestructura, que haga que el peaje o precio de uso sea aceptable.

- Se tienen que repartir razonablemente los riegos y su aseguramiento.

- Como es un modelo del que existe una razonable experiencia, se deben con-
feccionar los Pliegos de las licitaciones, de modo tal, que la empresa adjudicata-
ria sea una experta conocedora de la materia, ello va dirigido a la defensa del inte-
rés público.

- Necesitan un marco legal estable que permita mantener el equilibrio financie-
ro, es decir, el equilibrio de las contraprestaciones. Para ello, si es preciso y con la
vigilancia, tutela y aprobación de la Admón. se adecuarán las tarifas a las circuns-
tancias de los avatares de la explotación de la infraestructura.

Este Sistema se puede aplicar a la construcción de autopistas, autovías, ciertas
redes de ferrocarril, ciertos aeropuertos, puertos deportivos, residencias vacaciona-
les, viviendas sociales, viviendas sociales para alquilar, etc.

Ahora voy a exponer la pobre y rígida regulación de las concesiones en la L.C.A.P.,
lo que hace, que para poder desarrollar convenientemente todo lo expuesto antes, se
necesite que se apruebe cuanto antes una Ley Básica de Construcción,
Financiación y Gestión de Infraestructuras Públicas , que si bien, no resolverá
totalmente los problemas (asunto ya explicado con anterioridad), será de gran ayuda
en el camino largo y trabajoso que le queda por pasar a todas estas modalidades de
financiación extrapresupuestaria parcial o total al margen del Presupuesto.

También he de decir respecto a las modalidades descritas, que con facilidad algu-
nos casos son matizaciones y variaciones de una misma idea, por lo que son muchas
aún las formas y combinaciones que en el futuro se podrán realizar, a lo que contri-
buirá sin lugar a dudas, las nuevas regulaciones que forzosamente vendrán, para ade-
cuarse más y mejor a las nuevas fórmulas que las iniciativas Pública y Privada vayan
ideando con el paso del tiempo.

La L.C.A.P. regula el contrato de concesión de obras públicas en los siguientes
artículos:

Art. 130. Concepto de concesión.-

1. Se considera como contrato de concesión de obras públicas aquel en el que,
siendo su objeto alguno de los contenidos en el Art. 120 (está descrito en el siguien-



te Apartado IV), la contraprestación a favor del adjudicatario consista en el derecho
a explotar la obra o en dicho derecho acompañado del de percibir un precio.

2. Sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo 6 (se refiere a los Contratos mixtos,
ya expuesto al principio del Apartado II), el contrato de concesión de obras públi-
cas queda sujeto a las normas de publicidad de los contratos de obras, con las espe-
cificaciones previstas en el Art. 139 (Plazos en las concesiones de obras públicas).

El concesionario deberá ajustarse en la explotación a lo establecido en el Art. 161
(de la L.C.A.P., ya comentado en este 2º Subapartado).

3. Sin perjuicio de lo dispuesto en los Arts. 15 a 20 en cuanto a capacidad, sol-
vencia y prohibiciones de contratar de los empresarios, los que concurran, indivi-
dualmente o conjuntamente con otros, a la licitación de una concesión de obra
pública podrán hacerlo con el compromiso de constituir una sociedad, que será la
titular de la concesión, en el plazo y con los requisitos y condiciones que establezca
el P.C.A.P., sin serle de aplicación los límites establecidos en el Art. 282 del Texto
Refundido de la Ley de Sociedades Anónimas, aprobado por Real Decreto
Legislativo 1564/1989, de 22 de diciembre (*), y en el Art. 185. del Código de
Comercio (**).

Las normativas anteriores, las expongo a continuación por su importancia, estas
dicen así:

(*) Art. 282 del Texto Refundido de la Ley de Sociedades Anónimas, Importe de
la emisión, dispone:

1. La sociedad podrá emitir series numeradas de obligaciones u otros valores que
reconozcan o creen una deuda, siempre que el importe total de las emisiones no sea
superior al capital social desembolsado, más las reservas que figuren en el último
balance aprobado y las cuentas de regularización y actualización de balances, cuan-
do hayan sido aceptadas por el Ministerio de Economía y Hacienda.

2. Los valores emitidos por la sociedad a que se refiere el apartado anterior que-
darán sometidos al régimen que para las obligaciones se establece en el presente
capítulo.

(**) Art. 185 del Código de Comercio, establece:

El capital social de las compañías, unido a la subvención, si la hubiere, represen-
tará por lo menos la mitad del importe del presupuesto total de la obra.

Las compañías no podrán constituirse mientras no tuvieren suscrito todo el capi-
tal social y realizado el 25% del mismo.
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Art. 131. Subcontratación parcial en las concesiones de obras públicas.-

En el contrato de concesión de obras públicas, la Admón. podrá imponer al con-
cesionario que subcontrate con terceros un porcentaje de los contratos de obras obje-
to de la concesión que represente, al menos, un 30% del valor total de dichas obras,
debiendo preverse que los licitadores puedan incrementarlo haciendo constar su
cifra en el contrato. Alternativamente, podrán invitar a éstos para que señalen en sus
ofertas el porcentaje mínimo que vayan a subcontratar con terceros.

Art. 132. Contratos de las Administraciones Públicas como concesiona -
rios.-

En los contratos a que se refiere el Art. 130, cuando el concesionario sea alguna
de las AA.PP. deberá, para aquellas obras que han de ser ejecutadas por tercero, aco-
modarse íntegramente a lo dispuesto en esta Ley.

Art. 133. Contratos de los concesionarios particulares.-

1. El concesionario de un contrato de obras públicas deberá someter los contratos
que celebre con un tercero a las normas de publicidad establecidas en el Art. 135.
2 (de la L.C.A.P.), salvo cuando mediare cualquiera de las circunstancias siguientes:

a) Que el precio del contrato sea inferior a 891.521.645 pesetas (5.358.153
euros, equivalentes a 5.000.000 de derechos especiales de giro) , con exclusión
del I.V.A..

b) Que el procedimiento utilizado para su adjudicación sea el negociado sin publi-
cidad.

2. A efectos de lo establecido en el apartado anterior, no se considerarán terceros
aquellas empresas que se hayan agrupado para obtener la concesión, ni las empresas
vinculadas a ellas.

Art. 134. Empresas vinculadas.-

1. Se entiende empresas vinculadas aquéllas en las que el concesionario pueda ejer-
cer, directa o indirectamente, una influencia dominante o aquellas que puedan ejer-
cerla sobre él o que, del mismo modo que el concesionario, estén sometidas a la
influencia dominante de otra empresa por razón de propiedad, participación finan-
ciera o normas que la regulen.

2. Se presumirá que existe influencia dominante cuando una empresa, directa o
indirectamente, con relación a otra:

a) Esté en posesión de la mayoría del capital suscrito.



b) Disponga de la mayoría de los votos inherentes a las participaciones emitidas
por la empresa.

c) Pueda designar más de la mitad de los miembros del órgano de administración,
dirección o control de la empresa.

3. Las empresas que presenten ofertas para la concesión y que se hallen en las cir-
cunstancias expresadas anteriormente deberán acompañar a aquéllas una lista
exhaustiva de las empresas vinculadas.

Por otro lado, La Ley 13/1996, de 30 de diciembre, de Medidas Fiscales,
Administrativas y del Orden Social de forma específica en su Art. 173. Régimen
jurídico del contrato de concesión de construcción y explotación de obras hidráuli-
cas, dispone:

1. Para la construcción, conservación y explotación de las obras e infraestruc-
turas vinculadas a la regulación de los recursos hidráulicos, su conducción, pota-
bilización y desalinización, y al saneamiento y depuración de las aguas residua-
les, las AA.PP. podrán utilizar el contrato de construcción y explotación de obras
hidráulicas, que se regirá por los preceptos contenidos en esta Ley, por lo previs-
to en la Ley 13/1995, de 18 de mayo, de Contratos de las AA.PP. (actualmente,
la vigente L.C.A.P.) y demás normas que resulten aplicables por razón de la
m a t e r i a .

2. A los efectos de esta Ley, tendrá la consideración de contrato de concesión de
construcción y explotación de obras hidráulicas, aquel en el que, teniendo por obje-
to la construcción, conservación y explotación de las obras definidas en el apartado
primero, la contraprestación al cesionario consista en el derecho a percibir la tarifa
prevista en el apartado seis, letra a), del presente artículo.

La Admón. concedente, cuando existan razones de interés público, rentabilidad
social o uso colectivo, podrá compensar al concesionario parte de la obra pública
prevista, en los términos que en cada caso se establezcan en los correspondientes
pliegos contractuales.

3. El régimen jurídico de este contrato será el establecido en la legislación básica
estatal, con las salvedades siguientes:

a) El plazo de explotación de la obra será el previsto en cada P.C.A.P., sin que
pueda exceder en ningún caso de setenta y cinco años .

b) La Admón. podrá imponer al concesionario, en el contrato, que ceda a un ter-
cero un porcentaje de la construcción de la obra que represente, al menos, un 30%
del valor total de la misma, debiendo expresar razonadamente en el P.C.A.P. los
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motivos que aconsejan tal cesión. La selección del cesionario deberá seguir las nor-
mas generales de los contratos de las obras.

c) Quedan exceptuados estos contratos de lo previsto en los arts. 11. e), 63. c) y
70. 4 de la Ley 13/1995, de 18 de mayo, de Contratos de las AA.PP. (en la actuali-
dad, Arts. 11. Letra e); 62. letra c) y 69. 4 de la vigente L.C.A.P.). En todo caso, se
unirá al expediente certificación de compromisos de crédito para ejercicios futuros
y un informe del Ministerio de Economía y Hacienda sobre los aspectos presupues-
tarios y financieros del contrato.

d) De conformidad con lo dispuesto en el Art. 14. 3 de la Ley 13/1995, de 18 de
mayo, de Contratos de las AA.PP. (actualmente, Art. 14. 3 de la vigente L.C.A.P.)
en el supuesto de compensación por parte de la Admón. al concesionario de parte de
la obra pública prevista, se autoriza a que el pago se lleve a cabo de forma aplazada,
en los términos fijados en el propio contrato de concesión.

4. El otorgamiento del contrato de concesión de las obras hidráulicas a que se
refiere el apartado 3 del presente artículo, se considerará título habilitante para ocu-
par y usar los terrenos y bienes de dominio público necesarios para la construcción
de la obra y la producción de los bienes y servicios a los que se destina.

5. El régimen jurídico del uso del dominio público necesario para ejecutar el con-
trato de concesión será el siguiente:

a) El concesionario tendrá el derecho a utilizar privativamente los bienes de domi-
nio público incluidos en la concesión, y el beneficio de la expropiación forzosa de
los bienes, terrenos y derechos afectados, en los términos fijados en el contrato de
concesión de obra hidráulica.

b) Las obras, bienes e instalaciones que realice el concesionario sobre el dominio
público serán utilizados, ocupados y gestionados por el concesionario hasta que
expire el plazo para el que se otorgó la concesión, momento en que revertirán a la
Admón. Pública competente.

c) Las concesiones serán inscribibles en el Registro de la Propiedad.

6. El régimen económico-financiero del contrato se regirá por los siguientes prin-
cipios:

a) Las tarifas que perciban los concesionarios serán fijadas por la Admón. compe-
tente incluyendo en las mismas los gastos de funcionamiento, conservación y admi-
nistración, la recuperación de la inversión y el coste del capital, en los términos pre-
vistos en el contrato de concesión.



b) La Admón. velará para que en todo momento se mantenga el equilibrio finan-
ciero de la concesión.

7. En ningún caso el otorgamiento del contrato de concesión regulado en el pre-
sente artículo afectará al régimen de utilización de los recursos hídricos previsto en
la Ley 29/1985, de 2 de agosto, de Aguas, salvo en lo que se derive expresamente
de lo establecido en la presente Ley.

8. El Gobierno desarrollará reglamentariamente los preceptos contenidos en esta
Ley, especialmente en cuanto se refiere al régimen económico-financiero de las con-
cesiones.

Por último, de forma sucinta y no exhaustiva veremos la propuesta de aplicación
que pueden tener estas modalidades de financiación extrapresupuestaria en el campo
de la situación actual de nuestras infraestructuras, consecuencia directa de la falta de
financiación que desde la venida de la Autonomía ha padecido Andalucía, al recibir
transferencias competenciales totales en diversas materias que el Estado no ha finan-
ciado debidamente por no contar con el verdadero censo ni valorar adecuadamente
los servicios públicos transferidos, hechos que se han ido sucediendo con más inten-
sidad en los últimos años, con la agravante añadida del problema de la inmigración
que en nuestra Autonomía, dada su situación geográfica, es uno de los de mayor gra-
vedad que tiene el Estado Español. A causa de lo anteriormente comentado y a pesar
del enorme esfuerzo que viene realizando la Junta de Andalucía, tenemos un consi-
derable déficit de infraestructuras en comparación con el Estado y no digamos con
respecto a Europa.

Por todo lo anterior expuesto, la propuesta de financiación tradicional y de apli-
cación de la financiación extrapresupuestaria en Andalucía hasta que se apruebe la
nueva L.B.C.F.G.I.P., podría consistir en:

A) Infraestructuras Hidráulicas .-

Además de consensuar todas las infraestructuras derivadas de la puesta en marcha
del Plan Hidrológico Nacional o promover las variaciones que el Consejo de
Gobierno de la Junta de Andalucía considere oportunas, puesto que hay que hacer
algo para paliar la escasez endémica de agua en la zona oriental de Andalucía, se
debe actuar preferentemente en:

• La conservación y mantenimiento de las redes existentes de distribución de
recursos hidráulicos (se ha de usar la financiación tradicional y las ayudas de la
U.E., puesto que los sistemas de aplazamiento de pago no se pueden aplicar para
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obras de conservación o mantenimiento - Art. 1º, Punto 3 del R.D. 704/1997).
Para las nuevas redes se puede utilizar la financiación extrapresupuestaria
mediante el P.F.P. (puro y mixto) y los Peajes en sombra (concesiones mixtas y
puras) como parte integrante de las nuevas obras hidráulicas reguladas por la
Ley 13/1996, de 30 de diciembre, de Medidas Fiscales, Administrativas y del
Orden Social en su Art. 173. Régimen Jurídico del contrato de concesión de
construcción y explotación de obras hidráulicas, modalidad de contratación
cuyo objeto es la construcción, conservación y explotación de las obras e infra-
estructuras vinculadas a la regulación de los recursos hidráulicos, su conducción,
potabilización y desalinización, y al saneamiento y depuración de las aguas resi-
duales.

• Nuevas obras para la regulación de recursos hidráulicos, su conducción, potabi-
lización y desalinización, y al saneamiento y depuración de las aguas residuales,
especialmente, la depuración de las aguas residuales en las poblaciones costeras.
Se utilizaría la financiación extrapresupuestaria mediante el P.F.P. (puro y
mixto) y los Peajes en sombra (concesiones mixtas y puras) al amparo del ya
citado Art. 173 de la Ley 13/1996.

B) Infraestructuras de viales (carreteras, autovías y autopistas ).-

Respecto de la red viaria de competencia autonómica, tendremos que:

• La conservación y mantenimiento de la red de carreteras, comarcales y locales,
se ha de usar la financiación tradicional y las ayudas de la U.E., por las razones
ya comentadas en la letra A).

• La nueva construcción de carreteras se debe realizar con financiación tradicional
y las ayudas de la U.E., conjugada inteligentemente con la posibilidad que da
la Ley 13/1996, de 30 de diciembre, de Medidas Fiscales, Administrativas y del
Orden Social en su Art. 147. De los Contratos de obra bajo la modalidad
de abono total del Precio (modelo o sistema alemán o de llave en mano) y el
Real Decreto 704/1997 que regula el Régimen jurídico, presupuestario y
financiero de este tipo de contratos, para que después de una buena planifica-
ción, se pueda aprovechar el diferimiento del pago para acudir mientras a otras
necesidades, sin dejar de construir dichas infraestructuras. Su conservación y
mantenimiento se han de financiar con cargo al Presupuesto de la C.A..

• Las Autovías se deben financiar con P.F.P. (mixtos con más profusión y puros
para casos puntuales) y con Peajes en sombra (concesiones mixtas con más pro-
fusión y puros para casos muy especiales).



• Las autopistas se deben financiar por medio de P.F.P. puros con Peajes pagados
por los usuarios, o por el sistema de concesión regulado en la L.C.A.P. en sus
Arts. 130 y 156 letra a), es decir, un sistema de B.O.T. puro (Build, Operate
and Transfer - Construir, Explotar y Revertir - puro). En los dos últimos casos
puede entrar a la vez de su ejecución y explotación su conservación y manteni-
miento.

C) Infraestructuras de ferrocarriles (Alta velocidad, líneas autonómicas,
metros y metropolitanos) .-

Las líneas de actuación podían ser:

• La conservación y mantenimiento de la red autonómica de ferrocarriles se ha de
usar la financiación tradicional y las ayudas de la U.E., por las razones comen-
tadas en la letra A).

• Se ha de instar al Gobierno Central a la cofinanciación con la Junta de Andalucía
para poner en marcha por lo menos dos líneas de Alta velocidad, una horizon-
tal, que uniese todas las capitales andaluzas y desde ella poder enlazar con la
Alta Velocidad del Arco Mediterráneo que el Gobierno Central va a realizar en
los próximos años, y la otra vertical, desde la zona oriental de Andalucía que se
una a la de Sevilla con Madrid. La Financiación para construir, explotar, gestio-
nar y conservar estas infraestructuras, dadas las condiciones económicas de la
mayoría del pueblo andaluz, tiene que ser con ayuda estatal y europea comple-
mentada con la aportación privada, o lo que es lo mismo, sistemas de financia-
ción parcial al margen del Presupuesto y por tanto mixta a través de Sociedades
Instrumentales de ambas Administraciones. La modalidad puede ser el P.F.P.
mixto, B.O.T. mixto y en ciertos casos con Peaje en la sombra (concesión mixta)
a satisfacer por ambas administraciones.

• Los metros y metropolitanos que los andaluces necesitarán por lo menos en tres
ciudades (Sevilla, Málaga y Granada) en los próximos años, habría que proceder
de igual forma que con las líneas de Alta velocidad respecto del Gobierno
Central y la forma de financiación, con la premisa de estudiar a conciencia por
parte de la Junta de Andalucía e Instituciones Sociales y sin ánimo partidista la
conveniencia de realizar metropolitanos en vez de metros, o soluciones mixtas
cuando así lo requieran objetivamente sus trazados, que conectasen con la red
de ferrocarriles para unir o acercar dichas capitales a sus poblaciones más emble-
máticas (ejemplo, el metropolitano de Valencia, que vértebra a casi todas las
zonas más pobladas de la provincia con la capital y a la capital misma).
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D) Infraestructuras en la costa y medioambientales .-

La actuación dados los límites competenciales, debe ser:

• Se ha de instar al Gobierno Central a que financie las mejoras de las grandes
infraestructuras portuarias andaluzas y las de tipo medioambiental. Para las
infraestructuras de competencia andaluza en estas materias (puertos menores,
puertos deportivos y parques naturales) por las mismas razones expuestas en los
ferrocarriles de Alta velocidad con los mismas sistemas de financiación.

E) Infraestructuras docentes (centros de educación primaria y secundaria,
centros de formación profesional, centros de educación especial, conservato -
rios, bibliotecas y universidades ).-

En este campo de la educación tan sensible para la ciudadanía, el Gobierno
Andaluz está realizando una grandísima labor, aunque las demandas siguen cre-
ciendo, por desgracia, empieza a manifestarse el fenómeno de la falta de natalidad.

Aquí las líneas a seguir serían:

• Para todo este tipo de infraestructuras se debe utilizar la financiación tradicio-
nal y las ayudas del estado y la U.E., ya que la educación en todos sus aspectos
en una sociedad moderna que quiera desarrollarse y avanzar, es vital, y por lo
tanto no se puede dejar al azar de las posibilidades económicas, la formación del
mayor tesoro que posee, como es intelecto de sus miembros.

• Se pueden hacer excepciones a lo comentado en el párrafo anterior, como puede
ser el hecho, de que en determinadas universidades muy bien dotadas, por razón
de la materia que imparten, de grandes medios tecnológicos, puedan interesar a
la Admón. y al sector privado en áreas de investigación general o específica que
la hagan rentable y así poder financiarse de forma extrapresupuestaria parcial o
total al margen del Presupuesto, según los casos. La financiación se haría en
estos casos preferentemente mediante P.F.P. mixto o puro.

F) Infraestructuras hospitalarias (centros de atención primaria y centros de
atención especializada ).-

La J.A. heredó la Sanidad, de una organización denominada Red de Asistencia
Sanitaria de la Seguridad Social en Andalucía (R.A.S.S.S.A.) que a su vez, había reci-
bido la red asistencial de la Sanidad del antiguo régimen, que consistía unos hospi-
tales que cumplieron bien su función pero que ya estaban funcionando deficiente-



mente por obsolescencia en infraestructura, instalaciones y equipamiento y en una
inexistente red de asistencia primaria. A la vez junto a estas instalaciones sanitarias
convivían una amalgama de centros estatales y gremiales que hacían que la Sanidad
Andaluza no fuese eficaz ni eficiente.

La R.A.S.S.S.A. pronto se transformó al serle transferidas por el Gobierno Central,
las competencias completas en Sanidad. El Consejo de Gobierno de la Junta de
Andalucía para poder afrontar los retos de cambiar y organizar la Sanidad andaluza,
acordó el 2 de mayo de 1985 crear La Escuela Andaluza de Salud Pública (se
configura como una Empresa Pública de las previstas en el Art. 6. 1 letra a) de Ley
General 5/1983, de 19 de julio, de la Hacienda Pública de la C.A. de Andalucía,
sus órganos de gobierno son una Junta General y un Consejo de Admón.. La Escuela
Andaluza de Salud Pública, S.A. se constituyó y aprobó sus Estatutos el 17 de julio
de 1985), con el objeto de establecer las estructuras básicas para hacer posible la for-
mación y especialización de profesionales en el campo de la Salud Pública y de la
Admón. Sanitaria en el Estado Español y especialmente en Andalucía. Así la Junta
de Andalucía, a través de la Consejería de Salud, su Organismo Autónomo
Instrumental (S.A.S.) y las Delegaciones Provinciales de la Consejería de Salud, han
conseguido una Red Hospitalaria moderna al mejorar, ampliar y reformar los anti-
guos hospitales (destacando entre otras, las actuaciones en las Áreas de: Urgencias,
Consultas Externas, Hospitales de Día, Paritorios, Radiología, Rehabilitación,
Quirófanos, Oncología, Cardiología, Laboratorios, Almacenes, Urbanizaciones
(ordenaciones del entorno, viales, forestación y aparcamientos), así como adecuacio-
nes a normativas varias - Protección Contraincendios e Instalaciones varias -) y cons-
truir unos nuevos, como son:

- HOSPITAL DE MARBELLA (Málaga), hoy Empresa Pública HOSPITAL
COSTA DEL SOL (Consta de Consejo de Admón. y un Director - Gerente).

- HOSPITAL JUAN RAMÓN JIMÉNEZ en Huelva.

- HOSPITAL VIRGEN DEL ROCÍO de Sevilla y HOSPITAL REINA SOFÍA de
Córdoba, se han remodelado en todos sus aspectos de tal forma, que en la prác-
tica es como si fuesen hospitales nuevos.

- HOSPITAL DE NUESTRA SRA. DE LA MERCED DE OSUNA (Sevilla).

- Empresa Pública HOSPITAL DE PONIENTE en El Ejido (Almería) (Consta de
Consejo de Admón. y un Director - Gerente).

- Empresa Pública HOSPITAL ALTO GUADALQUIVIR de Andújar (Jaén)
(Consta de Consejo de Admón. y un Director - Gerente).
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- HOSPITAL DE HUÉRCAL-OVERA (Almería).

- HOSPITAL DE ANTEQUERA (Málaga).

- MONTILLA (Córdoba). Se ha sacado el C.C. 0010/01 para la Redacción del
Proyecto Básico y de Ejecución, Coordinación en materia de Seguridad y Salud
durante la elaboración del Proyecto y Ejecución de las Obras de Construcción
del Hospital de Montilla (Córdoba), que se publicó en el B.O.E. núm. 50, de
27 de febrero de 2001 en la página 2655. (Actualmente, en avanzado estado de
ejecución).

- C.H.A.R. (CENTRO HOSPITALARIO DE ALTA RESOLUCIÓN) SIERRA
SEGURA entre Puente Génave y La Puerta de Segura (Jaén). Se ha sacado el
C.C. 0031/00 de Consultoría y Asistencia para Redacción del Proyecto Básico
y de Ejecución, Coordinación en materia de Seguridad y Salud durante la ela-
boración del Proyecto, Dirección de las Obras, Dirección de la Ejecución de las
Obras y Coordinación en materia de Seguridad y Salud durante la Ejecución de
las Obras de Construcción del Centro Hospitalario de Alta Resolución de Sierra
de Segura (Jaén), que se publicó en el B.O.J.A. núm. 150 de 28 de diciembre
de 2000 en la página 19.260. (Actualmente, está comenzando su ejecución).

- HOSPITAL CAMPUS DE LAS CIENCIAS DE LA SALUD en Granada. Se ha
sacado el C.C. 0006/99 de Consultoría y asistencia para la Redacción del
Proyecto Básico y de Ejecución, Coordinación en materia de Seguridad y Salud
durante la elaboración del Proyecto para las Obras de Construcción del Hospital
Campus de la Salud en Granada, que se publicó en el B.O.E. núm. 100 del
Martes 27 de abril de 1999 en la página 5850. (Actualmente, en sus inicios de
ejecución).

- C.H.A.R. SIERRA NORTE DE SEVILLA. Se ha sacado el expediente de con-
tratación C.P. 2002/051606 (0013/2002) para Redacción del proyecto básico y
de ejecución, coordinación en materia de seguridad y salud durante la elabora-
ción del proyecto, dirección de obra, dirección de ejecución de la obra y coordi-
nación en materia de seguridad y salud durante la ejecución de las obras del
Centro de Alta Resolución Sierra Norte de Sevilla, que se publicó en el B.O.E.
núm. 88 del Viernes 12 de abril de 2002 en la página 2895. (actualmente,
Proyecto en avanzado estado de desarrollo).

- C.H.A.R. DE UTRERA (SEVILLA) (67496-SSC). Se ha sacado el expediente de
contratación 2002/067496 (C.C. 0012/02) para Consultoría y Asistencia de la
Redacción del proyecto básico y de ejecución, coordinación en materia de segu-
ridad y salud durante la elaboración del proyecto, Dirección de Obra, Dirección



de ejecución de la obra y coordinación en materia de seguridad y salud durante
la ejecución de las obras del Centro de Alta Resolución de Utrera (Sevilla)
(67496-SSC), que se publicó en el B.O.J.A. núm. 48 del 25 de abril de 2002
en la página 6.625. Y Resolución de 24-04-02, del S.A.S. - Prórroga del plazo
de presentación de ofertas o solicitudes de presentación hasta el 14-06-02 del
expediente 2002/067496 (C.C. 0012/02). (Actualmente, Proyecto en avanzado
estado de desarrollo).

- REMODELACIÓN Y AMPLIACIÓN DEL HOSPITAL SAN AGUSTÍN DE
LINARES (JAÉN), Y LOS CENTROS HOSPITALARIOS DE ALTA RESO-
LUCIÓN DE: ALCALÁ LA REAL (JAÉN), ALCAUDETE (JAÉN), PUENTE
GENIL (CÓRDOBA) Y Guadix (GRANADA). Se ha sacado el expediente de
contratación C.P. 2002/116136 (C.C. 0016/02) para Consultoría y asistencia de
redacción del proyecto básico y de ejecución, coordinación en materia de segu-
ridad y salud durante la elaboración del proyecto, dirección de obra, dirección
de ejecución de la obra y coordinación en materia de seguridad y salud durante
la ejecución de las obras de construcción del centro de Salud Roquetas-Sur en
Roquetas de Mar (Almería) (Lote 1); remodelación y ampliación del hospital
San Agustín de Linares (Jaén) (Lote 2); centros hospitalarios de alta resolución
de Alcalá la Real (Jaén) (Lote 3) y Alcaudete (Jaén) (Lote 4); Puente Genil
(Córdoba) (Lote 5) y Guadix (Granada) (Lote 6), que se publicó en el B.O.E.
núm. 163 del Martes 9 de julio de 2002 en la página 5539. (Actualmente, desa-
rrollándose los Estudios Previos).

Actuaciones que la Consejería de Salud seguirá incrementando para tener una Red
de Asistencia Sanitaria moderna, eficaz, eficiente y cercana a los administrados
andaluces.

Respecto a la exposición anterior de los nuevos hospitales, y para tener una idea
del enorme esfuerzo inversor que su construcción conlleva , debo decir que no
sólo consiste en la ejecución de la obra civil (importantísima, ya que ordena el espa-
cio en que se asienta la infraestructura, le da carácter institucional y estético, repar-
te los espacios interiores para dar la funcionalidad requerida y es el soporte de todos
los servicios e instalaciones), sino también en la incorporación a la misma de unas
avanzadísimas instalaciones de ingeniería, que constituyen el medio indispensable
para lograr el confort y la funcionalidad que demandan los usuarios, y que este tipo
de edificios debe tener. A todo lo anterior, hay que añadir el equipamiento médico
constituido por las complejísimas instalaciones de aparatos e instrumental médico
fijo y móvil de tecnología punta en todas las especialidades, que necesitan para su
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instalación la aplicación de una avanzadísima ingeniería médica superespecializada.
Después por si fuera poco, hay que dotar a los hospitales del elemento más valioso,
la plantilla de Personal (sanitario y no sanitario) para que puedan cumplir su
misión. Y por último disponer del mantenimiento adecuado para que dichos cen-
tros hospitalarios puedan funcionar día a día.

También la J.A. ha puesto en marcha con un éxito sensacional y el beneplácito de
todos los andaluces, la EMPRESA PÚBLICA DE EMERGENCIAS SANITARIAS
(061) que tiene el domicilio social en Parque Tecnológico de Andalucía en
Campanillas (Málaga) y unos Servicios Provinciales ubicados en cada una de las pro-
vincias andaluzas.

En esta legislatura con el impulso decidido de la Consejería de Salud y tal como
se viene haciendo, también se terminará de completar una amplísima Red Básica de
Asistencia Primaria de Salud en Andalucía (constituida por centros de salud de
diversos tipos, que no se dejan de construir, ampliar y reparar, estando la mayor
parte ya realizados y puestos en funcionamiento), según zonas y necesidades asis-
tenciales sanitarias. Esta red no existía cuando la Consejería de Salud inició su anda-
dura.

También se han establecido conciertos o consorcios con entidades hospitala -
rias privadas para atender determinadas puntas asistenciales; un ejemplo es, el
HOSPITAL DE BORMUJOS (SEVILLA) construido por la Orden Hospitalaria de
San Juan de Dios, que la J.A. a través del S.A.S. gestionará mediante un consorcio
- figura de gestión recogida en la Ley de Salud 2/98 - con la citada Orden Religiosa.
El hospital ubicado en el Aljarafe, quedará incorporado a la Red Pública de la
Sanidad Andaluza. Este Hospital Comarcal será gobernado en función de los crite-
rios del S.A.S., a pesar de que tanto su construcción como la contratación del per-
sonal - con el VºBº del S.A.S. - van a correr por cuenta de la Orden Hospitalaria de
San Juan de Dios, así como convenios con Ayuntamientos y Diputaciones para
seguir con la construcción de centros de salud (que además se tienen que dotar de
personal e instrumental y mantener).

La financiación siempre ha sido presupuestaria ya que la J.A. tiende a que la
Sanidad esté cubierta de forma gratuita para todos los andaluces, por ser la salud, su
bien más preciado y por ello, una materia de altísima sensibilidad social, que no
puede estar sujeta a motivaciones económicas.

Pero no obstante lo anterior, se debía usar diferimientos en el pago, que aliviaran
el Presupuesto, como puede ser el uso racional para las nuevas construcciones de
Centros de Salud, de Hospitales como son los C.H.A.R. (Centros Hospitalarios de



Alta Resolución) y de los C.A.R.E. (Centros de Alta Resolución de Especialidades,
apoyos que descongestionan y colaboran con los hospitales, son la evolución de los
ambulatorios y centros periféricos de especialidades) de la Ley 13/1996, de 30 de
diciembre, de Medidas Fiscales, Administrativas y del Orden Social en su Art. 147.
De los Contratos de obra bajo la modalidad de abono total del Precio (mode-
lo o sistema alemán o de llave en mano) y el Real Decreto 704/1997 que regula el
Régimen jurídico, presupuestario y financiero de este tipo de contratos.

También respecto a determinada atención especializada de cirugías menores,
oftalmología, odontología, etc., cuando sea políticamente correcto habría que usar
el Peaje en la sombra (concesiones a sociedades instrumentales con financiación
pública, en las que la eficacia y eficiencia en la gestión sanitaria y la minimización
de su coste, se consiguiese por sus estructuras de sociedades mercantiles) en una pri-
mera fase, y en una segunda, el P.F.P. mixto y el B.O.T. mixto, es decir, cofinancia-
ción público-privada (pagan usuarios y Admón.).

G) Infraestructuras de asistencia social (residencias vacacionales o de ocio
y residencias de la tercera edad ).-

Siendo los dos tipos de residencias importantísimas desde el punto de vista social
por la calidad de vida que aportan a la sociedad, lo son más, las residencias de la ter-
cera edad, ya que los nuevos hábitos de trabajo hacen que trabajen todos los miem-
bros de la unidad familiar y por otro lado, el desarraigo que impera en la sociedad
actual, hace que los ancianos cada vez estén más solos y desasistidos. Como el
aumento del envejecimiento de la población se produce a pasos agigantados, se
plantea para la Administración del Estado en general y para Andalucía en particu-
lar, otro de los mayores problemas con los que se han de enfrentar y solucionar.

La financiación de estas residencias se debe resolver atendiendo a tres franjas de
ciudadanos (de cualquier edad para las vacacionales y de la tercera edad para las resi-
dencias normales), a saber:

• Primera franja, ciudadanos con escasos recursos económicos o sin ninguno, resi-
dencias financiadas con cargo al Presupuesto, mediante Peaje en la sombra.

• Segunda franja, ciudadanos con recursos económicos aceptables o medianos,
residencias financiadas con Peaje en la sombra mixto (concesión mixta financia-
da por usuarios - Admón.), y P.F.P. mixto o B.O.T. mixto.

• Tercera franja, ciudadanos con grandes recursos económicos, residencias finan-
ciadas pagando los usuarios, mediante P.F.P. puro o B.O.T. Puro.

Aportación del capital privado a las realizaciones de infraestructuras públicas y el control técnico-económico de las mismas

201



Carlos Mateos Pérez

202

3º) PROPUESTA LEGISLATIVA E INSTRUMENTAL DE LA APLICACIÓN
DE LA FINANCIACIÓN EXTRAPRESUPUESTARIA EN LA SOCIEDAD
ACTUAL.

Para mí la financiación extrapresupuestaria parcial al margen del Presupuesto y
no digamos la verdadera financiación extrapresupuestaria, que es la financiación
extrapresupuestaria total al margen del presupuesto, deben tener un tratamiento
especialísimo dada su naturaleza y el interés que para la Admón. tiene esta novedo-
sa forma de financiación.

Varias veces he reiterado que hoy en día no existe regulación legal que responda
plenamente a este tipo de financiación, ni en mí modesta opinión, tampoco en la
nueva regulación que se espera, como es, la Ley Básica de Construcción,
Financiación y Gestión de Infraestructuras Públicas por las razones que expuse ante-
riormente.

También he dado con anterioridad las razones por las que se debía regular este tipo
de financiación con una L.O.F.E., siendo a la vez, una ocasión para que la Admón.
y el resto de la Sociedad trabajaran codo con codo interseccionándose en una per-
fecta simbiosis, pues tradicionalmente han sido antagónicas (hecho que va cam-
biando muy lentamente), en la que la Admón. diera el rigor y seriedad que le carac-
teriza en sus actuaciones, por razón de la defensa desinteresada del Interés
Público, y también el de los colaboradores privados (al estar obligada a mante-
ner el equilibrio económico de las contraprestaciones y la Legalidad) y el Sector
Privado aportar no sólo la financiación, sino las adaptaciones en gestión y
métodos de trabajo, que imprimen a sus actuaciones una rapidez y agilidad
de la que está falta la Admón. .

Por todo lo dicho anteriormente, me inclino a pensar que para aplicar esa L.O.F.E.
en la sociedad actual, la Admón. debía formar Unidades Especiales de Gestión de
Infraestructuras (U.E.G.I.) o Empresas Públicas Instrumentales (S.I.P.), con dota-
ciones de personal adecuadamente formadas y con los medios materiales necesarios
para servir de intermediación entre ella y el mundo empresarial privado.

Mí propuesta de L.O.F.E. sería aplicable directamente por cualquier Admón.
Pública del Estado, CC.AA., CC.LL. y demás EE.AA. de ellas dependientes e inclu-
so agrupaciones de cualquiera de las anteriores.

La Ley que nos ocupa debería enfocarse hacia los mecanismos de financiación,
explotación, conservación y mantenimiento de las infraestructuras, dejando la regu-
lación de su ejecución libre, para que las S.I.P. con pliegos a la carta, desde luego
equitativos, a manera de un contrato de adhesión justo, pudiera regular todas las



condiciones de aquellas, apoyándose en mesas paritarias de funcionarios técnicos afi-
nes a la rama de la infraestructura en cuestión, el personal técnico responsable de la
citada infraestructura en las S.I.P. y la empresa, sociedad o U.T.E. adjudicataria de
la financiación, ejecución, explotación, conservación y mantenimiento a su riesgo y
ventura.

El funcionamiento de las S.I.P. o de las U.E.G.I., sería:

1º) Adjudicación por los procedimientos de la L.C.A.P. para salvaguardar los prin-
cipios de publicidad y concurrencia que impone no sólo el estado Español, sino tam-
bién la U.E. y la Organización Mundial del Comercio. Los recursos se resuelven por
la Jurisdicción Contencioso - Administrativa.

2º) A partir de aquí, funciona como una sociedad mercantil que se rige por el dere-
cho Civil, con apoyos supletorios en la L.C.A.P., su Reglamento (R.G.L.C.AA.PP.)
y demás normas aplicables, que previamente se han fijado en los pliegos antes cita-
dos. Los recursos se resuelven en la Jurisdicción Civil (sin que la realización de la
infraestructura por razones de interés público y social, pueda ser obstaculizada o
bloqueada por el C. adjudicatario).

Por ello, el Proyecto que se saque a licitar, tendrá que haber sido supervisado y
aprobado por los funcionarios competentes de la Admón. de la que depende las
S.I.P. o las U.E.G.I..

Los problemas de interpretación en la ejecución de la infraestructura, se resolve-
rán en las mesas paritarias antes citadas, teniendo por Ley, los pliegos y el contrato
suscrito por la empresa adjudicataria.

En los casos, de financiación mixta (cofinanciación pública-privada) intervendrá la
Intervención General de la Junta de Andalucía para fiscalizar en AD todos los fon-
dos que la Admón. a puesto en manos de las S.I.P. o U.E.G.I. antes de su disposi-
ción, si bien debe realizar dicha fiscalización diligentemente para no frenar la mar-
cha de las obras ni la puesta en marcha de la infraestructura. La Intervención no
intervendrá en modo alguno en la parte económica privada, que será una materia
que estará reflejada en las condiciones fijadas por el contrato de adjudicación y que
aplicarán las S.I.P. en su relación con la empresa adjudicataria. Si todos los recursos
económicos son privados, la Intervención General tampoco intervendrá en modo
alguno, al estar fijadas todas las condiciones contractuales de antemano, siendo su
Ley el contrato de adjudicación, pues debemos recordar que mi propuesta a partir
de la adjudicación, la L.C.A.P. y su R.G.L.C.AA.PP., actúan como supletorios.

3º) Terminada la infraestructura, tanto si la financiación extrapresupuestaria ha
sido parcial o total al margen del Presupuesto, todos los términos de las condicio-
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nes del contrato y las actuaciones realizadas serán objeto de fiscalización en la C.A.
de Andalucía por la CÁMARA DE CUENTAS DE ANDALUCÍA, para ver si las
contraprestaciones han respetado el equilibrio financiero y si se ha defendido el inte-
rés Público objeto de la actuación promovida por la Admón..

A estos efectos, el Director-Gerente de Gestión de Infraestructuras de Andalucía,
S.A. - G.I.A.S.A. -, D. Francisco Javier Gestoso Pró , en la conferencia citada en
el Subapartado 2º de este trabajo, explicó de forma detallada la creación, objetivos,
estructura y régimen de funcionamiento de la empresa pública que él dirige.

Pronto me di cuenta, que estaba ante la Empresa Instrumental (S.I.) idónea que
había imaginado para poder aplicar la financiación extrapresupuestaria a las infraes-
tructuras en Andalucía, tanto parcial como total al margen del Presupuesto, y que
creía, inexistente.

La constatación de dicha idoneidad está sustentada, no sólo en mi criterio perso-
nal (ya que es mi idea), sino también, en el criterio objetivo de mayor peso en nues-
tra Legalidad Vigente, como es, el informe que hizo la Cámara de Cuentas de
Andalucía de su gestión del ejercicio 1998, y que ésta aprobó en Pleno en sesión
celebrada el 18 de julio de 2000, publicándose en el B.O.J.A. núm. 117 de 10 de
octubre de 2000.

Por ello, me limitaré a exponer su creación, objetivos, estructura y régimen de
funcionamiento, pues es la idea que tenía para llevar a cabo el objeto de este traba-
jo que me propuso el profesor D. José Vallés Ferrer . Lo que no es óbice, para decir,
que serán las experiencias continuadas de empresas como la que nos ocupa,
las que irán mejorando e innovando las formas de financiación y de procedi -
mientos de gestión para realizar infraestructuras .

CREACIÓN.-

El Gobierno de Andalucía, mediante Decreto 86/1992, de 18 de mayo, autorizó
la constitución de una sociedad anónima de las previstas en el Art. 6. 1 letra a) de
la Ley General de la Hacienda Pública de la Comunidad Autónoma de Andalucía,
que dependía de la Consejería de Obras Públicas y Transportes, que se denominó
Sociedad de Gestión y Financiación de Infraestructuras Sierra Nevada 1995, S.A.
(S.O.G.E.F.I.N.S.A.), como instrumento de gestión, realización y financiación de las
infraestructuras y equipamientos relacionados con el Campeonato Mundial de Esquí
que se iba a celebrar en Granada.

Celebrado el Campeonato antes aludido, se analizaron actuaciones, y se constata-
ron los buenos resultados obtenidos en el cumplimiento de los objetivos marcados.
Esta experiencia unida a otras similares, propició la realización de estudios de via-



bilidad y puesta en marcha de un nuevo modelo de gestión de infraestructuras. Así
el Gobierno de Andalucía mediante Decreto 384/1996, de 2 de agosto, transformó
la empresa pública S.O.G.E.F.I.N.S.A., en una sociedad mercantil para desarrollar
nuevos proyectos de infraestructuras, pasando a denominarse Gestión de
Infraestructuras de Andalucía, S.A. (G.I.A.S.A.).

El Consejo de Gobierno de la Junta de Andalucía decidió que esta nueva empre-
sa pública de la J.A. realizara las nuevas obras de carreteras, transporte terrestre y
obras hidráulicas.

No sólo el citado Decreto modificó el nombre, sino también su objeto social, que-
dando fijado éste en las siguientes actividades:

a) El proyecto y la ejecución de obras de infraestructura y equipamiento, así como
su mantenimiento y explotación y la prestación de servicios relacionados con los
mismos, competencia de la Consejería de Obras Públicas y Transportes (C.O.P.T.)
de la Comunidad Autónoma de Andalucía, que ésta le atribuya.

b) La obtención de la financiación precisa para la realización de las obras y servi-
cios referidos al apartado anterior.

También dispone este Decreto que las obras realizadas por G.I.A.S.A., serán de
titularidad de la C.A. de Andalucía y se adscribirán a la C.O.P.T..

Desde abril de 1997, G.I.A.S.A. fija sus SS.CC. en Sevilla y dispone de cinco
Delegaciones (Sevilla, Málaga, Granada, Córdoba y Almería). Las obras de Jaén se
llevan hasta que allí exista Delegación desde Granada y las de Cádiz y Huelva por
igual circunstancia desde Sevilla.

Las razones para crear G.I.A.S.A., fueron:

1) Dotar a la C.O.P.T. de un instrumento ágil y flexible que cumpliendo la lega-
lidad vigente y estando sometido al control de la Intervención General de la Junta
de Andalucía y de la Cámara de Cuentas de Andalucía, pueda mediante una buena
planificación y gestión no sólo abaratar costes de toda índole, sino también dismi-
nuir los plazos de puesta en uso de una infraestructura. Esto se consigue:

- Con la especialización integral de la empresa orientada exclusivamente a la rea-
lización y gestión de infraestructuras.

- Con una distribución funcional en la Comunidad que permita la optimización
de actuaciones y procedimientos.

- Una concienzuda selección de los recursos humanos y su constante formación.
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2) Tener un instrumento que capte financiación para las infraestructuras que com-
plemente a la del Plan Director de Infraestructuras de Andalucía (P.D.I.A.). Por:

- Estar sometida a las decisiones del Consejo de Gobierno, permite tener capaci-
dad de endeudamiento y conseguir diversas formas de financiación.

3) Necesidad de aumentar la eficacia y eficiencia de los recursos públicos para así
reducir costes y mejorar la calidad de las infraestructuras y de los servicios presta-
dos. Se consigue con:

- Autonomía financiera, al poder realizar los pagos a su debido tiempo.

- Autonomía operativa, al poder mejorar los plazos de trámites y ejecución de las
distintas actuaciones.

- El reparto en cada etapa de las actuaciones de responsabilidades y la exigencia
de garantías a todos los agentes intervinientes en las mismas.

4) Hacer posible la actuación concertada con sectores públicos o/y privados. Ello
permite:

- Que la empresa pública actúe como concesionaria.

- Que la empresa pública participe en otras concesiones, siendo un instrumento
complementario en muchos modelos diferentes de financiación y gestión.

OBJETIVOS.-

Las líneas generales de los objetivos de G.I.A.S.A., son:

✓Sacar el máximo rendimiento a la relación coste/calidad de las realizaciones
encomendadas, minimizando las desviaciones que se puedan producir en los
importes de las realizaciones y proyectos, con los objetivos fijados anualmente
en el Presupuesto Anual de Inversiones y Financiación (P.A.I.F.).

✓Identificar las áreas de responsabilidad para su garantizar la calidad y seguridad
de las realizaciones con lo que se consigue además optimizar el coste de la eje-
cución, explotación y mantenimiento de la infraestructura.

✓Cumplir la planificación fijada en el P.A.I.F., mediante la vigilancia de los
Planning de ejecución de las obras, adelantándose a los problemas y evitando
por tanto las desviaciones.

✓Realizar la explotación de las infraestructuras y equipamientos que le sean enco-
mendados en las mejores condiciones posibles, para poder optimizar la relación
calidad/coste de su mantenimiento, sin merma de las condiciones de uso de las
mismas.



✓Cumplir la normativa medioambiental, mediante la introducción en los corres-
pondientes proyectos de las medidas correctoras pertinentes del impacto medio-
ambiental derivado de la construcción y/o el uso de las infraestructuras que le
sean encomendadas, teniendo especial cuidado cuando así sea el caso de prote-
ger el patrimonio histórico.

✓Gestionar en las mejores condiciones del mercado los recursos propios o asignados.

✓Establecimiento de protocolos de actuación en la construcción de infraestructu-
ras que se orienten a la prevención de los riesgos laborales independientemente
de las disposiciones que sobre la materia establecen los preceptivos Estudios de
Seguridad y Salud que contienen los proyectos de ejecución de las obras de
infraestructuras.

ÓRGANO DE ADMINISTRACIÓN.-

El órgano supremo de administración de G.I.A.S.A. es su Consejo de
Administración que además de sus funciones propias, tiene las de coordinación con
la C.O.P.T. y la Consejería de Economía y Hacienda. Su composición es:

PRESIDENTE: Consejero/a de Obras Públicas y Transportes.

VOCALES:

• Viceconsejero/a de Obras Públicas y Transportes.

• Secretario/a General de Planificación de la C.O.P.T..

• Secretaría General Técnica de la C.O.P.T.

• Secretario/a General de Aguas.

• Director/a General de Carreteras.

•Director/a General de Transportes.

•Director/a General de tesorería y política Financiera de la Consejería de
Economía. Director general de G.I.A.S.A..

• El Consejo de Administración dispone de un/una Secretario/a.

ESTRUCTURA ORGÁNICA.-

Como consecuencia de la entrada en vigor del Decreto 384/1996 se constituyen
los siguientes órganos ejecutivos de G.I.A.S.A.:

La Junta General Unipersonal.-

Esta compuesta como su nombre indica sólo por el/la Director/a General de
Patrimonio de la Junta de Andalucía como representante del 100% de las acciones.
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El/La Director/a General.-

Es el primer ejecutivo de G.I.A.S.A. del cual depende todo el personal de la
empresa. Tiene un órgano de asesoramiento, llamado Comité de Dirección, en el
que se encuadran él y el resto del personal directivo.

Las competencias de la Junta General de Accionistas, del Consejo de
Administración, el Comité de Dirección y del Director General, se regirán por la
Ley de Sociedades Anónimas, el Decreto citado de Constitución, Los Estatutos
Sociales y el Reglamento de Régimen Interior.

El Comité de Dirección, está formado por:

• Director/a General

• Director/a de Producción

• Director/a de Ingeniería y Medioambiente

• Director/a de Planificación

• Director/a de Secretaría General

• Director/a de Financiero

• Director/a de Organización y Sistemas de Información

• Director/a de Auditoría

• Director/a de Recursos Humanos

• Director/a de Comunicación e Imagen

• Adjunto/a al Director/a General

Las actividades necesarias para realizar cada infraestructura y su correspondiente
proyecto, están controladas y supervisadas por los Gerentes. Así existe el cargo de
Gerente de Proyecto y Gerente de Obra, cuyas misiones son la coordinación entre
los distintos factores que culminan en las actuaciones necesarias para llevar a cabo
de los objetivos marcados de coste, plazo y calidad, de cuyo cumplimiento son res-
ponsables principales.

Los Gerentes de Proyecto pertenecen al Departamento de Ingeniería y
Medioambiente y los Gerentes de Obra al de Producción, estando asignados a una
Delegación.

Cada Delegación Regional tiene un Gerente de Delegación que responde de su



funcionamiento, para lo que dispone del necesario apoyo de un grupo administrati-
vo adecuado. De estas Delegaciones dependen jerárquicamente las Delegaciones
Provinciales que tienen como responsable a Delegados Provinciales.

Todos dependen a su vez del Director/a del Departamento de Producción que se
apoya en la Unidad de Garantía de Calidad para conseguir los objetivos asignados
en cada nivel.

Los Servicios Centrales de G.I.A.S.A. están estructurados para apoyar y controlar
el trabajo de los Gerentes. Así el Departamento de Ingeniería y Medioambiente
tiene tres áreas para apoyar técnicamente a los Gerentes de Proyecto y son:

- Área de Estudios y Proyectos de Obras Lineales (carreteras y líneas ferroviarias).

- Área de Estudios y Proyectos de Obras Hidráulicas.

- Área de Especialidades (realiza la supervisión de los proyectos - que se tendrán
que presentar a Supervisión Oficial , realizada por los funcionarios competen-
tes por razón del objeto de sus respectivas obras -, soporta técnicamente las eje-
cuciones de las obras y tiene capacidad para redactar proyectos de pequeña enti-
dad).

Por otro lado los Gerentes de Obra se apoyan técnicamente en el Departamento
de Ingeniería y Medioambiente integrándose y dependiendo del Departamento de
Producción que cuenta con una Unidad de Prevención y Salud (que trata los asun-
tos de la prevención de riesgos laborales) y otra de Garantía y Calidad (que se ocupa
de la calidad y del cumplimiento de normativas).

El resto de los Departamentos ejecutivos, son:

- Departamento de Planificación (apoyan la programación, el seguimiento y la
evaluación de las contrataciones).

- Departamento de Secretaria General (es un soporte administrativo y jurídico con
unidades de Contratación, Gestión Administrativa y Servicios Generales que
también se ocupa de los procesos legales y de licitación. También coordinará los
estudios previos a las adjudicaciones de las obras).

- Departamento Financiero (se encarga de la financiación y el control económico
mediante dos Unidades, Tesorería y Contabilidad).

Al frente de este Organigrama, está la DIRECCIÓN, regentada por el Director
General o Director Gerente de G.I.A.S.A. auxiliado en línea de staff por los
Departamentos de: Organización y Sistemas de Información, Recursos Humanos,
Comunicación e Imagen y Auditoría Interna.
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RÉGIMEN DE FUNCIONAMIENTO.-

G.I.A.S.A. contrata separadamente la Cartografía y los Sondeos Geológicos y
Estudios geotécnicos, por la importancia capital que los dos temas tienen respecto
del buen fin de la infraestructura a realizar, así tenemos:

Cartografía .- Es un elemento fundamental para conseguir que los estudios de
ubicación de la infraestructura sean perfectos y ayuden a conseguir garantizar la cali-
dad del Proyecto. Por ello, G.I.A.S.A. contrata la cartografía de forma indepen-
diente con un P.P.T.P. muy estudiado que además de asegurar la calidad, homoge-
neiza la información con la que realiza el Instituto Cartográfico de Andalucía.

Sondeos y Estudios Geotécnicos .- Es otro de los elementos fundamentales para
garantizar la calidad del Proyecto, ya que si estos estudios no son realistas, la infra-
estructura se puede asentar sobre terrenos no aptos para soportarla con el consi-
guiente colapso posterior de la misma. Para que se realicen en número adecuado y
justo, sin pecar de exceso o defecto, es por lo que son objeto de contratación inde-
pendiente, por precios unitarios por tipo de ensayo y según zonas de actuación. A
pesar de lo dicho, las interpretaciones geotécnicas de los ensayos serán responsabili-
dad del redactor/es del Proyecto.

Garantía de Calidad de los Proyectos .- La calidad o perfección del Proyecto es
la condición absolutamente imprescindible para evitar las “modificaciones” en la
ejecución de las infraestructuras, que producen tantas veces aumento de coste y
retraso en la entrada en servicio. Por ello, G.I.A.S.A.:

a) Tiene una política de adjudicaciones que no premia las bajas, conside -
rándolas como un falso ahorro que posteriormente se paga con creces.

b) Estima que cada Proyecto de infraestructura según sus condiciones y
envergadura, requiere su tiempo de elaboración que no se puede forzar ni
alargar si se quiere que la realización llegue a buen puerto.

c) Es necesario imponer un férreo control de calidad en los Proyectos y en
las ejecuciones de sus respectivas Obras.

Proyecto de Reforestación .- Los Proyectos de las infraestructuras tienden a reali-
zar separatas para resolver la reforestación, que no están resueltas con rigor, más bien,
lo que hacen es salir del paso. Por esta razón, y por la importancia medioambiental
que la materia tiene, al minimizar o neutralizar el impacto que la infraestructura pro-
duce en la naturaleza, G.I.A.S.A. opta también por la contratación independiente de
la reforestación y por tanto por el desarrollo de un Proyecto específico elaborado por
expertos en la materia. Dicho Proyecto deberá realizarse después de realizar los des-



broces de las trazas y todos los movimientos de tierras pertinentes, teniendo en cuen-
ta en su programación las épocas más adecuadas para realizar las plantaciones, de esta
manera cuando se termina la infraestructura, las plantas ya tienen cierto crecimiento
que permite el comienzo de la mimetización de la misma con la naturaleza.

Contratación para la realización de la infraestructura .- Se realiza según los
principios de publicidad, concurrencia y transparencia, y conforme a los procedi-
mientos de la L.C.A.P., y de forma separada e independiente para:

• Dirección de las Obras (siempre que sea posible con el redactor o redactores del
Proyecto, el motivo es obvio, el autor de un Proyecto es el que mejor lo conoce).

• Control de Calidad.

• Contratista Principal o Contratista Adjudicatario.

• Contratista para el Proyecto de Reforestación.

Con este sistema G.I.A.S.A. consigue un claro reparto de las responsabilidades
que garantiza la calidad y redunda en beneficio de la actuación. De todos es conoci-
do, que cuando la actividad de cada elemento productivo se puede controlar separa-
damente, la responsabilidad no es eludible, y por ello, nadie que esté en esa situa-
ción actúa de forma negligente. Así el mejor Director de Obra será el que la ha con-
cebido, es decir, el redactor de su Proyecto. El Control de Calidad al ser indepen-
diente de la D. de la Obra y del C., obligará a que la realización de la Infraestructura
se ajuste estrictamente al Proyecto aprobado, independientemente del Plan de
Autocontrol propio que tenga el C.. Igual pasa con la reforestación, que deberá rea-
lizarla una empresa especializada cuya colaboración con el Contratista Principal se
regulará en los Pliegos.

Garantía Económica .- G.I.A.S.A. impone en la contratación, un aval de un 10%
del precio del contrato a primer requerimiento de banco, como instrumento que
asegure el cumplimiento de las obligaciones.

Programación .- G.I.A.S.A. desarrolla un programa de trabajo consensuado que
se convierte en un instrumento contractual a los efectos de plazos totales y parcia-
les de las actividades, posibles penalizaciones por incumplimientos, seguimiento del
“camino crítico” mensual, etc.

Con este instrumento se consigue optimizar no sólo los procesos y reajustar los
recursos disponibles, sino que se puede intervenir para corregir las desviaciones.

Proyectos Complementarios .- Cuando sean necesarios, serán objeto de un
nuevo expediente de contratación, para evitar la picaresca del C. quitándole la posi-
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bilidad automática de conseguir mayores beneficios por nuevas obras. También esa
separación de expediente coadyuva a clarificar la necesidad de las citadas obras com-
plementarias.

Porcentaje de cobertura de gastos.- G.I.A.S.A., acuerda con el C. la inclusión
en sus costes de un porcentaje (generalmente es el 6,5%) que certifica y se le abona
en concepto de coste de Dirección de Obra y del Control de Calidad, así como los
Gastos Generales de G.I.A.S.A. (estimados entre el 1 y el 1,5%). Con ello, sólo se
carga al Presupuesto el coste del Proyecto y de la Obra (donde están incluidos
Dirección, Control de Calidad y Gastos Generales de G.I.A.S.A.).

Exigencia de Responsabilidades .- Como ya se ha expuesto antes, el estableci-
miento de las responsabilidades es clarísimo, y tanto si es una parte, o varias o todas,
deberán responder en los términos establecidos en la contratación y en los Pliegos.

Fase de Preadjudicación .- En todas las contrataciones, los pliegos particulares
establecen esta fase con el objeto de evitar que la oferta presentada por el licitador
no provoque con posterioridad problemas debidos a paralizaciones, sobrecostes, des-
viaciones en los plazos de ejecución y cualquier otra alteración en los objetivos pre-
establecidos.

En esta fase, se trata de una afirmación de lo ofertado y de aclaración formal de
temas oscuros, que permitan verificar la viabilidad de la oferta y de su adecuación a
lo que G.I.A.S.A. necesita, y de que exista una manifestación clarificadora desde el
principio, para en consecuencia y antes de formalizar la contratación, ninguna de las
partes se llame a engaño, poniéndose de acuerdo en los modos, proceso, programa
de trabajo, coste, medios, etc..

La política de contratación de G.I.A.S.A. para cualquier técnico que se precie y
que tenga una mínima experiencia, es ideal, pues todos los técnicos bien cualifica-
dos, saben que el concurso conjunto de proyecto y obra puede parecer que resuel-
ve la inversión de una tacada, pero no es así, siendo en la mayoría de los casos la
causa de innumerables problemas y conflictos, ya que el adjudicatario que gana la
licitación se aferra a las condiciones de su oferta, que es la que ganó (que nunca se
ajusta totalmente a las pretensiones de la Admón., y que a veces ésta pasa tal con-
dición, porque no se puede estar constantemente declarando desiertos los concursos)
y no quiere incorporar al Proyecto las correcciones detectadas por las correspon-
dientes Unidades de Supervisión de Proyectos, alegando que le acarrea un sobrecos-
te, que nadie le va a pagar. Por estas razones, la mayoría de los técnicos de la Admón.
pensamos que lo ideal es hacer un concurso primero de Proyecto y cuando éste se
haya resuelto a satisfacción de la Admón. y por ello esté supervisado y aprobado,



proceder a realizar el objeto su contenido mediante su correspondiente concurso de
obra.

Los objetivos que persigue G.I.A.S.A. cuando procede a la separación de las con-
trataciones, son:

Concursos de Proyecto , en los que trata de configurar equipos, concretar su dis-
ponibilidad, su ubicación y los medios que han de asistirlos para concretar y ver con
claridad todo lo que el adjudicatario tiene que poner al servicio del contrato.

Concursos de Dirección Facultativa de las Obras , en los que trata de concre-
tar y definir los aspectos referidos en el Proyecto y, además siempre que sea factible,
que dicha Dirección participe de forma directa en la fase de preadjudicación de la
ejecución de las obras, actividad que tiene que estar contemplada en las condiciones
de la licitación. También trata de concretar las personas que van a integrar el equi-
po de Dirección y con qué disponibilidad, y desde el principio.

Concursos de Ejecución de Obra , en los que se trata de que la empresa
Adjudicataria tome conciencia exacta de lo que ha licitado, y por lo tanto, las obli-
gaciones a las que tiene que hacer frente y no sólo se ratifique en su oferta, sino que
además, cuando sea el caso, ofrezca en la fase de preadjudicación de las obras, las
variantes, alternativas o mejoras, que sin alterar el contenido del objeto de la licita-
ción, garantice que las obras no se sólo se terminarán a su debido tiempo, sino que
se iniciarán y se desarrollarán correctamente.

Por último he de manifestar, que los Pliegos de G.I.A.S.A. tienen tal bondad y
adecuación a la realización de las obras de todo tipo, que los empresarios que tienen
cierto nivel en la construcción, cuando desean amarrar en su actividad una opera-
ción, acuerdan utilizar dichos Pliegos particularizados para la misma.
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IV
CONTROL TÉCNICO-ECONÓMICO DE LAS

OBRAS O INFRAESTRUCTURAS PÚBLICAS

Las realizaciones de infraestructuras que la Admón. realiza para satisfacer deter-
minadas necesidades públicas ya sean con financiación presupuestaria, extrapresu-
puestaria (parcial o total, al margen del presupuesto) tienen un punto en común, la
existencia de dos elementos fundamentales:

1º La determinación precisa de la obra que necesita la infraestructura para
que pueda entregarse al uso y fin público previsto.

2º Su precio cierto, pues así se puede fijar la calidad de las obras que se ten -
gan que realizar y también las contraprestaciones económicas que se tengan
que fijar en las concesiones, convenios y contratos que celebre la Admón..

Dichos elementos se pueden determinar con la L.C.A.P. de forma objetiva y justa,
utilizando sus normas para la elaboración de los proyectos.

Así los Arts. 13 y 14 de la L.C.A.P., establecen que el objeto de los contratos
deberá ser determinado y tendrá siempre un precio cierto .

Por otro lado en el Art. 122 de la L.C.A.P. se establece que: “La adjudicación de
un contrato de obras requerirá la previa elaboración, supervisión, en su caso, apro-
bación y replanteo del correspondiente proyecto, que definirá con precisión el obje-
to del contrato”.

En el supuesto de adjudicación conjunta de proyecto y obra la ejecución de ésta
quedará condicionada a la supervisión, aprobación y replanteo del proyecto por la
Administración”.
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Volviendo al Art. 122 antes citado, vemos que el proyecto es la base técnica del
contrato ya que es el que fija y define la obra (o infraestructura) y contiene como
más adelante veremos como parte integrante del mismo, el valor de su importe eco-
nómico o si lo asimilamos a la financiación extrapresupuestaria, la contraprestación
económica (años de explotación de la concesión antes de la reversión al ESTADO o
a las CC.AA. o a las EE.LL. de la infraestructura, según el caso, así como las tarifas,
tasas o precios públicos idóneos a satisfacer por los usuarios) que puede hacer valer
la empresa concesionaria de la infraestructura en cuestión.

También durante la ejecución y respecto de la calidad de la obra (o infraestructu-
ra) se sigue poniendo de manifiesto el carácter contractual del proyecto.

Otra función que cumple el proyecto aprobado, es la de describir la obra (o infra-
estructura) que ha de realizarse y establecer como ha de ejecutarse, por tanto regu-
la la ejecución de la obra (o infraestructura) de que se trate, siendo también el con-
dicionante de la contraprestación económica, ya que la obra (o infraestructura) se ha
de realizar de acuerdo al proyecto antes citado que sirve de base al contrato
y conforme a las instrucciones que en interpretación técnica de éste diere al
contratista la D., ... (Art. 143 de la L.C.A.P.).

Otra característica del proyecto, es la de hacer referencia a obra completa , y cui -
darse de que lo sea ; entendiéndose como tal, la susceptible de ser entregada al uso
general o al servicio correspondiente, debiendo comprender, además, todos y cada
uno de los elementos que sean precisos para la utilización de la obra. Así el punto 1
del Art. 68 de la L.C.A.P. establece al efecto: “El expediente deberá abarcar la tota-
lidad del objeto del contrato y comprenderá todos y cada uno de los elementos que
sean precisos para ello”. También, el punto 1 del Art. 125 del R.G.L.C.AA.PP.,
Proyectos de obras, dice al respecto: Los proyectos deberán referirse necesaria -
mente a obras completas, entendiéndose por tales las susceptibles de ser
entregadas al uso general o servicio correspondiente, sin perjuicio de las
ulteriores ampliaciones de que posteriormente puedan ser objeto y com -
prenderán todos y cada uno de los elementos que sean precisos para la utili -
zación de la obra .

Por ejemplo, una autopista que le faltase la señalización en el proyecto, no sería obra
completa y por lo tanto no se podría aprobar. En caso de aprobarlo, al tener que com-
pletar los elementos necesarios para que la obra sea completa, llevaría a la Admón. a
que tuviese que acordar durante su ejecución las modificaciones pertinentes del pro-
yecto y del contrato. Lo que crea a la Admón. problemas no sólo de índole económi-
ca, sino también social y por lo tanto lesivos para el interés público por el retraso de
la entrega de la obra a su uso público o servicio correspondiente. Como consecuencia



de lo comentado anteriormente la Admón. puede hacer valer las responsabilidades e
indemnizaciones previstas en los Arts. 211, 217, 218 y 219 de la L.C.A.P. .

También a estos efectos y a otros pertinentes, las Oficinas o Uds. de Supervisión
de Proyectos, tendrán presente la ya citada y expuesta en el Apartado II, DISPOSI-
CIÓN ADICIONAL QUINTA de la L.C.A.P., Responsabilidades de las autori -
dades y del personal al servicio de las AA.PP..

Retomando el citado Art. 68 de la L.C.A.P., se observa, que no niega la posibili-
dad de que pueda existir fraccionamiento, sino que se tienen que dar ciertos requi-
sitos, así el punto 3 del citado Art. 68 de la L.C.A.P., Fraccionamiento del objeto
del contrato, dice: Cuando el objeto admita fraccionamiento, justificándolo debida-
mente en el expediente, podrá preverse en el mismo la realización independiente de
cada una de sus partes, mediante su división en lotes, siempre que éstas sean sus-
ceptibles de su utilización por separado o así lo exija la naturaleza del objeto.

También, el punto 3 del Art. 125 del R.G.L.C.AA.PP., Proyectos de obras, dice:
Cuando se trata de obras que por su naturaleza o complejidad necesiten de la ela-
boración de dos o más proyectos específicos y complementarios, la parte de obra a
que se refiera cada uno de ellos será susceptible de contratación independiente,
siempre que el conjunto de los contratos figure en un plan de contratación pluria-
nual.

Se percibe pues el fraccionamiento como un asunto complejo y espinoso por lo que
a continuación expondré, pero que se puede resolver viendo si cada fracción de obra
independiente una vez terminada es susceptible de ser entregada al uso público o
servicio correspondiente como lo sería la totalidad del conjunto.

Cuando este fraccionamiento se aplica mal, puede realizarse la adjudicación por el
procedimiento negociado (no frecuente en contratos de obra pública, pero que a
veces se usa), al bajar la cuantía del contrato falsamente, lo que podría dar lugar a
problemas legales y contenciosos que se le pueden presentar al órgano de contrata-
ción, si surgen denuncias por parte de empresarios que se sientan perjudicados o
bien cuando la Intervención actúe de oficio. Otra consecuencia colateral de bajar la
cuantía del contrato, sería el aumento de la gestión y actos administrativos, que con-
llevarían también un retraso en el uso y destino público de las realizaciones (un pro-
yecto fraccionado improcedentemente en varios).

A este respecto el punto 2 del Art. 68 de la L.C.A.P., Fraccionamiento del objeto
del contrato, dice: No podrá fraccionarse un contrato con objeto de disminuir
la cuantía del mismo y eludir así los requisitos de publicidad, el procedi -
miento o la forma de adjudicación que corresponda .
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También el requisito de Obra Completa se incumple por exceso, cuando además
de incluir en el proyecto los elementos necesarios en el sentido antes expuesto, se le
añaden elementos que han de ser objeto de un contrato de suministro o de servicio
(elementos relativos a contratos de consultoría y asistencia, como son - estudios
diversos, informes de diversa índole -, instalaciones especialísimas en las edificacio-
nes - por ejemplo en hospitales, entre otras muchas, como: Tacs, Resonancias
Magnéticas, Aceleradores lineales, Gamma-cámaras, etc.-), así el punto 2 del Art.
125 del R.G.L.C.AA.PP., Proyectos de obras, establece: Podrán considerarse ele -
mentos comprendidos en los proyectos de obras aquellos bienes de equipo
que deben ser empleados en las mismas mediante instalaciones fijas siempre
que constituyan complemento natural de la obra y su valor suponga un redu -
cido porcentaje en relación con el presupuesto total del proyecto.

La L.C.A.P. entiende en su Art. 120, como objeto del contrato de obras:

a) La construcción de bienes que tengan naturaleza inmueble, tales como carrete-
ras, ferrocarriles, puertos, canales, presas, edificios, fortificaciones, aeropuertos,
bases navales, defensa del litoral y señalización marítima, monumentos, instalacio-
nes varias, así como cualquier otra análoga de ingeniería civil.

b) La realización de trabajos que modifiquen la forma o sustancia del terreno o del
subsuelo, como dragados, sondeos, prospecciones, inyecciones, corrección del
impacto medioambiental, regeneración de playas, actuaciones urbanísticas u otros
análogos.

c) La reforma, reparación conservación o demolición de los definidos en las letras
anteriores.

Como bien se puede apreciar , cualquier infraestructura es a los efectos del
tema que nos ocupa, una obra.

Así, el Art. 123 de la L.C.A.P., clasifica las obras a los efectos de elaboración de
proyectos, según su objeto y naturaleza, en los siguientes grupos:

a) Obras de primer establecimiento, reforma o gran reparación.

b) Obras de reparación simple.

c) Obras de conservación y mantenimiento.

d) Obras de demolición.

Son obras de primer establecimiento las que dan lugar a la creación de un bien
inmueble. Es decir, surgen por primera vez para dar lugar a las construcciones ya
comentadas anteriormente en las letras a) y b) del Art. 120.



El concepto general de reforma abarca el conjunto de obras de ampliación, mejo-
ra, modernización, adaptación, adecuación o refuerzo de un bien inmueble ya exis-
tente.

Se consideran como obras de reparación las necesarias para enmendar un menos-
cabo producido en un bien inmueble por causas fortuitas o accidentales. Cuando
afecten fundamentalmente a la estructura resistente tendrán la calificación de gran
reparación y, en caso contrario, de reparación simple .

Si el menoscabo se produce en el tiempo por el natural uso del bien, las obras
necesarias para su enmienda tendrán carácter de conservación . Las obras de man -
tenimiento tendrán el mismo carácter que las de conservación.

Son obras de demolición las que tengan por objeto el derribo o la destrucción de
un bien inmueble.

La redacción de los proyectos de obras (o infraestructuras) tiene que acomodarse a
la L.C.A.P. y al R.G.L.C.AA.PP., y a toda normativa vigente que le sea de aplica-
ción, al tratarse de contratos, concesiones o convenios que satisfacen el interés y las
necesidades públicas, que únicamente puede garantizar la admón..

Todos los proyectos de infraestructuras deben cumplir unos requisitos genéricos
básicos como es el que se ajusten a todo el compendio normativo que le sea de apli-
cación, el de dar respuesta a las necesidades de toda índole demandadas por el uso y
destino de la obra, por el interés público y, por lo tanto por las personas a las que
van destinadas, es decir, por los usuarios.

Debido a ello, deben atender a:

• La resistencia mecánica, estabilidad y estanqueidad.

• La seguridad en caso de incendio o en cualquier otro elemento catastrófico.

• La salud y al impacto medio ambiental.

• El ahorro de todo tipo de energía.

• El aislamiento térmico y acústico.

• La accesibilidad.

• La estética y la funcionalidad.

• La facilidad de mantenimiento.

Por otra parte se tienen que adecuar al PROGRAMA DE NECESIDADES esta-
blecido y aprobado por el Órgano de Contratación del Departamento al que admi-
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nistrativamente corresponda el tipo de obra en cuestión según clase de convenio o
concesión que haya celebrado la Admón..

Por último, los proyectos han de cumplir las normas técnicas aplicables en
función de las obras a que se refieran, lo que implica a las normas y disposi -
ciones promulgadas por la Admón., entre las que se encuentran :

* L.C.A.P. (abreviatura del T.R.L.CC.AA.PP.; Arts. 124 y 125).

* R.G.L.C.AA.PP. (Reglamento General de la Ley de Contratos de las AA..PP.,
Arts. 124 al 132, ambos inclusive).

* N.B.E. (Normas Básicas de la Edificación).

* Reglamentaciones técnicas y demás disposiciones vigentes.

* Normativa urbanística vigente.

* Normas de redacción de proyectos del Órgano Contratante o del Departamento
administrativo correspondiente.

* Normas de diseño y calidad del Órgano Contratante o del Departamento
administrativo correspondiente.

* Normas municipales y de las compañías suministradoras de servicios, en los
lugares en que se ubiquen las obras.

* La Ley de Ordenación de la Edificación (ley 38/1999 publicada en B.O.E. núm.
266, de 6 de noviembre de 1999) (L.O.E.) de obligado cumplimiento para obras
privadas y para las obras o infraestructuras públicas , se estará a lo que se dispo-
ne en su Art. 1 Objeto. Apartado 3, que establece:

Cuando las Administraciones públicas y los organismos y entidades sujetos a
la legislación de contratos de las AA.PP. actúen como agentes del proceso de la
edificación se regirán por lo dispuesto en la legislación de contratos de las
A A . P P. y en lo no contemplado en la misma por las disposiciones de esta Ley
(L.O.E.), a excepción de lo dispuesto sobre garantías de suscripción obligatoria .

Antes de seguir, y dado que en este apartado IV, se utilizan distintas cuantías de
los proyectos como base para aplicar la L.C.A.P. y el R.G.L.C.AA.PP., se tendrá pre-
sente, lo prescrito en el Art. 77 de la L.C.A.P., Cuantía de los contratos en relación
con el Impuesto sobre el Valor Añadido, que establece:

Siempre que en el texto de esta Ley (L.C.A.P.) se haga alusión al importe o
cuantía de los contratos, se entenderá que en los mismos está incluido el
Impuesto sobre el Valor Añadido (I.V.A.), salvo indicación expresa en con -



trario. Las referencias al I.V.A. deberán entenderse realizadas al Impuesto
General Indirecto Canario o al Impuesto sobre la Producción, los Servicios y
la Importación, en los territorios en que estas figuras impositivas rijan.

La documentación requerida según tipo de obra , viene especificada en el Art.
124 de la L.C.A.P., del que se desprende:

1. Los proyectos que se refieran a obras de primer establecimiento, reforma o
gran reparación y su presupuesto sea mayor o igual a 20.000.000 de pesetas
(120.202,42 euros) deberán comprender, al menos:

a) Una memoria en la que se describa el objeto de las obras, que recoja los ante-
cedentes y la situación previa a las mismas, las necesidades a satisfacer y la justifi-
cación de la solución adoptada, detallándose los factores de todo orden a tener en
cuenta.

b) Los planos de conjunto y de detalle necesarios para que la obra quede perfecta-
mente definida, así como los que delimiten la ocupación de terrenos y la restitución
de servidumbres y demás derechos reales, en su caso, y servicios afectados por su eje-
cución.

c) El pliego de prescripciones técnicas particulares donde se hará la descripción de
las obras y se regulará su ejecución, con expresión de la forma en que ésta se lleva-
rá a cabo, de la medición de las unidades ejecutadas y el control de la calidad y de
las obligaciones de orden técnico que correspondan al contratista.

d) Un presupuesto, integrado o no por varios parciales, con expresión de los pre-
cios unitarios y de los descompuestos, en su caso, estado de mediciones y los deta-
lles precisos para su valoración.

e) Un programa de desarrollo de los trabajos o plan de obra de carácter indicati-
vo, con previsión, en su caso, del tiempo y coste.

f) Las referencias de todo tipo en que se fundamentará el replanteo de la obra.

g) Cuanta documentación venga prevista en normas de carácter legal o reglamen-
tario.

h) El Estudio de Seguridad y Salud o, en su caso, el Estudio Básico de Seguridad
y Salud, en los términos previstos en las normas de seguridad y salud en las obras.

A estos efectos, tiene obligado cumplimiento el Real Decreto 1627/1997, de 24
de octubre, del Mº de la Presidencia (B.O.E. de 25-10-97) por el que se establecen
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disposiciones mínimas de seguridad y de salud en las obras de construcción. En su
art. 4. “Obligatoriedad del Estudio de Seguridad y Salud o del Estudio Básico de
Seguridad y Salud en las obras“, viene a decir:

1. El promotor estará obligado a que en la fase de redacción del proyecto se ela-
bore un estudio de seguridad y salud en los proyectos de obras en que se den algu-
nos de los supuestos siguientes:

• Que el presupuesto de ejecución por contrata (entiéndase el presupuesto base
de licitación o el que sirva de base para fijar la contraprestación económica)
incluido en el proyecto sea igual o superior a 75 millones de pesetas
(450.759,07 euros) .

• Que la duración estimada sea superior a 30 días laborables, empleándose en
algún momento a más de 20 trabajadores simultáneamente.

• Que el volumen de mano de obra estimada, entendiendo por tal la suma de los
días de trabajo del total de los trabajadores en la obra, sea superior a 500.

• Las obras de túneles, galerías, conducciones subterráneas y presas.

2. En los proyectos de obras no incluidos en ninguno de los supuestos previstos
en el apartado anterior, el promotor estará obligado a que en la fase de redacción del
proyecto se elabore un estudio básico de seguridad y salud .

2. No obstante, para los proyectos de obras de primer establecimiento, refor -
ma o gran reparación inferiores en presupuesto a 20.000.000 de pesetas
(120.202,42 euros) y para los restantes proyectos de obras ya citadas en el anterior
Art. 123, tales como obras de reparación simple, de conservación y manteni -
miento, y de demolición ; cualquiera que sea su importe, se podrá simplificar,
refundir o incluso suprimir alguno o algunos de los documentos anteriores citados
en el apartado 1 de este Art. 124, en la forma que reglamentariamente se determi-
ne (*), siempre que la documentación resultante sea suficiente para definir, valorar
y ejecutar las obras que comprende.

3. Salvo cuando resulte incompatible con la naturaleza de la obra, el proyecto
deberá incluir un estudio geotécnico de los terrenos sobre los que la obra se va a
ejecutar.

4. En los contratos de concesión de obras públicas se acompañaran los estu-
dios económicos y administrativos sobre el régimen en de utilización y tarifas que
hayan de aplicarse.

a) En los proyectos de infraestructuras públicas consistentes en la construcción de



autopistas o autovías, líneas de ferrocarril, puertos, puertos deportivos, grandes pre-
sas, ordenación de parques naturales, etc., tendrán que incluir un estudio que eva-
lúe el impacto ambiental según exige el R.D. 1302/1986, de 28 de junio, y nor-
mativa concordante de la J.A. en nuestra Comunidad.

b) Cuando el presupuesto total de la obra sea mayor de 100.000.000 pesetas
(601.012,10 euros) , será preceptivo que se considere en el proyecto una partida por
un importe del 1% del citado presupuesto con destino a la conservación y acrecen-
tamiento del Patrimonio Histórico Español o Andaluz; según se trate de obras de la
Admón. Central o de la Autonomía, en atención a lo preceptuado por la Ley
16/1995 del Patrimonio Histórico Español o por la Ley 1/1991 del Patrimonio de
Andalucía. Estos trabajos de conservación o acrecentamiento de los patrimonios
citados se realizarán con preferencia en la propia obra o en su inmediato entorno, o
en cualquiera de los bienes de interés cultural relacionados con las actividades del
organismo correspondiente. A estos mismos efectos el Art. 20. 4 de la Ley 33/1987,
de 23 de diciembre (B.O.E. núm. 307, de 24 de diciembre), de Presupuestos
Generales del Estado para 1988, dispuso: “A los efectos de financiar los trabajos de
conservación o enriquecimiento del Patrimonio Histórico Español, o de fomento de
la creatividad artística, a que se refieren los artículos señalados en el apartado ante-
rior, se consignará el correspondiente crédito en la Sección 24, Ministerio de
Cultura, que se destinará exclusivamente a la finalidad anteriormente aludida”.

c) Los proyectos de obras a ejecutar por la propia Admón. se sujetarán en su ela-
boración, con carácter general a los preceptos establecidos en los Arts. 123 y 124 de
la L.C.A.P..

d) No obstante lo anterior, se prescindirá en estos proyectos de cuantos extremos tie-
nen como única finalidad su aplicación a una futura licitación o a regular las relacio-
nes contractuales entre la Admón. y el Contratista en el desarrollo de un contrato.

Cuando se trate de obras que, dada su naturaleza, sea imposible la fijación previa
de un precio cierto o la de un presupuesto por unidades simples de trabajo, su pre-
supuesto de ejecución se fijará de forma estimativa y la cuantía adoptada para él ser-
virá de base para la habilitación del crédito correspondiente.

(*) A estos efectos, el Art. 126, del R.G.L.C.AA.PP., Contenido mínimo de los
proyectos, establece:

Los proyectos a que se refiere el Art. 124. 2 de la Ley (L.C.A.P.) deberán contener,
como requisitos mínimos, un documento que defina con precisión las obras y sus
características técnicas y un presupuesto con expresión de los precios unitarios y des-
compuestos.
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También Art.120, del citado Reglamento, Obras a tanto alzado, dispone:

1. Excepcionalmente en los contratos de obras podrá usarse el sistema de retribu-
ción a tanto alzado, previa justificación de su necesidad por el órgano de contrata-
ción, cuando no puedan establecerse precios unitarios para partidas que sumen más
del 80% del importe del presupuesto.

2. La retribución de estas obras se realizará mediante pago único a su recepción, y
así se hará constar expresamente en el P.C.A.P.. No obstante y justificándolo en el
expediente, podrá preverse en dicho pliego un sistema de abonos a cuenta respecto
de la obra ejecutada.

3. En estos contratos el proyecto se ajustará al Art. 124 de la Ley (L.C.A.P.) y si
el presupuesto fuere inferior a 120.000,00 euros , además de los documentos a que
se refiere el Art. 126 de este Reglamento (expuesto anteriormente), deberá contener
como mínimo los siguientes:

a) Memoria técnica y planos, si éstos fuesen necesarios, que sirvan de base para
proceder a la licitación a tanto alzado.

b) Descripción de la obra con sus referencias y valoración de la misma.

c) Criterios a tener en cuenta para la liquidación en el caso de extinción anormal
del contrato.

CONTENIDO DOCUMENT AL DEL PROYECTO .

Antes de desarrollar este punto, se debe recordar además del Art. 124 de la
L.C.A.P. (expuesto anteriormente cuando se veía la documentación según el tipo de
obra), y el Art. 125 de la L.C.A.P., Presentación del proyecto por el empresario (se
expondrá más adelante cuando se trate este punto de manera específica); el Art. 124
del R.G.L.C.AA.PP., Instrucciones para la elaboración de proyectos, que prescribe:

1. Los Departamentos ministeriales que tengan a su cargo la realización de las obras
procederán a la redacción de instrucciones para la elaboración de proyectos, en las cua-
les se fijarán debidamente las normas técnicas a que las mismas deban sujetarse.

2. Los Departamentos ministeriales que no tuviesen establecidas instrucciones
para la elaboración de proyectos podrán acordar que se apliquen las de otro
Departamento ministerial.

3. Las instrucciones para la elaboración de proyectos, así como las modificaciones
que se introduzcan en las mismas, deberán informarse previamente por los servicios



técnicos del Departamento correspondiente y, una vez aprobadas, publicarse en el
“Boletín Oficial del Estado”.

4. La normativa contemplada en esta sección no será de aplicación a los proyectos
de obras que se realicen y se ejecuten en el extranjero cuando dicha normativa sea
contraria a la legislación local en la materia o las circunstancias económicas o socia-
les del país en el que se realice la obra hagan inviable su aplicación.

Siguiendo las pautas que marca este Artículo, se tienen las normas de redacción
de proyectos que los distintos órganos de contratación exigen para las obras que
contratan por motivo de su especialización, bien por tenerlas publicadas en los dia-
rios oficiales o por entregarlas en el momento del encargo del proyecto, siendo en
este caso, igualmente obligatorias para los redactores contratados. Recordemos que
los Departamentos ministeriales tienen su analogía en nuestras Consejerías.

También a estos efectos, cuando se trate de proyectos de obras de reforma, repara-
ción o conservación y mantenimiento, el punto 4 del Art. 125 del R.G.L.C.AA.PP.,
Proyectos de obras, dice: Los proyectos relativos a obras de reforma, reparación
o conservación y mantenimiento deberán comprender todas las necesarias
para lograr el fin propuesto .

A) MEMORIA.

Además de lo establecido anteriormente en el Art. 124 letra a) para el contenido
de la memoria de un proyecto de forma genérica, el Art. 127 del R.G.L.C.AA.PP.,
Contenido de la memoria, dispone de forma específica:

1. Serán factores a considerar en la memoria los económicos, sociales, administra-
tivos y estéticos, así como las justificaciones de la solución adoptada en sus aspectos
técnico funcional y económico y de las características de todas las unidades de obra
proyectadas, Se indicarán en ella los antecedentes y situaciones previas de las obras,
métodos de cálculo y ensayos efectuados, cuyos detalles y desarrollo se incluirán en
anexos separados. También figurarán en otros anexos: el estudio de los materiales a
emplear y los ensayos realizados con los mismos, la justificación del cálculo de los
precios adoptados, las bases fijadas para la valoración de las unidades de obra y de
las partidas alzadas propuestas y el presupuesto para conocimiento de la Admón.
obtenido por la suma de los gastos correspondientes al estudio y elaboración del pro-
yecto, cuando procedan, del presupuesto de las obras y del importe previsible de las
expropiaciones necesarias y de restablecimiento de servicios, derechos reales y servi-
dumbres afectados, en su caso.
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2. Igualmente, en dicha memoria figurará la manifestación expresa y justificada
de que el proyecto comprende una obra completa o fraccionada, según el caso, en el
sentido permitido o exigido respectivamente por los Arts. 68. 3 de la Ley (L.C.A.P.)
y 125 de este Reglamento. De estar comprendido el proyecto en un anteproyecto
aprobado, se hará constar esta circunstancia.

Normalmente, estas normas exigen la inclusión y el desarrollo de los siguientes
puntos:

• Especificación del objeto de las obras a que se refiere el proyecto y su clasifica-
ción.

• Descripción de los antecedentes de todo tipo referentes a la actuación de que se
trate, y los datos aportados por la Admón. y los recabados por el redactor del
proyecto.

• Especificación del PROGRAMA DE NECESIDADES marcado, aprobado y
definido por el órgano de contratación con justificación de la solución adopta-
da.

• Descripción y justificación de los materiales utilizados, tecnología, sistemas
constructivos empleados, etc. (Memoria Descriptiva y Memoria de Ejecución).

• Estudio Económico justificativo de los precios adoptados y el cumplimiento de
los topes económicos preestablecidos por el órgano de contratación si lo están,
y del presupuesto para conocimiento de la Admón..

• Justificación de los cálculos que procedan (Estructurales, de instalaciones y
otros que se precisen), adecuación a las normativas de obligado cumplimiento y
demás disposiciones reglamentarias que sean de aplicación (tanto en el marco de
la U.E., como en la Nación y en particular en el Municipal que tiene preferen-
cia sobre las anteriores). Así tendremos los Anexos de Cálculo de cimentación
y estructura conteniendo lo especificado en el artículo 4º de la “Instrucción de
Hormigón Estructural (EHE) aprobada por REAL DECRETO 2661/1998, de
11 de diciembre, abreviadamente EHE-98, mediante un apartado de Acciones
Consideradas en el Cálculo (NBE-AE-88) con las acciones, bases e hipótesis de
cálculo, cálculos y gráficas del funcionamiento estructural - con inclusión del
preceptivo Estudio Geotécnico , Art. 124. 3 de la L.C.A.P. -, así como el apar-
tado específico de “Acciones Sísmicas” del REAL DECRETO 2543/1994, de 29
de diciembre, por el que se aprueba la Norma de Construcción Sismorresistente:
Parte General y Edificación (NCSE-94), cuyo Art. 5. 1 Cumplimiento de la
Norma en la fase de proyecto, dice: “En la memoria de todo proyecto de obras
se incluirá preceptivamente un apartado específico con el título de “Acciones



Sísmicas”. La inclusión del apartado de “Acciones Sísmicas” será requisito nece-
sario para el visado del Proyecto por parte del Colegio Profesional correspon-
diente, así como para la expedición de la licencia municipal y demás autoriza-
ciones y trámites por parte de las distintas administraciones. En la tramitación
para la aprobación de los proyectos de obras de Organismos Públicos se hará
declaración expresa por la correspondiente oficina de supervisión o gestión de
proyectos sobre la inclusión del apartado de “Acciones Sísmicas” en aquellos
(muchas Uds. de Supervisión no suelen hacer esta declaración expresa en su
informe, se limitan de forma rigurosísima a comprobar que en los cálculos
estructurales se ha tenido en cuenta todo lo ordenado en este Art. 5. 1). Cuando
de acuerdo con el Art. 1. 2. 3 (se recuerda que se refiere a construcciones de
especial importancia - dando un largo listado de forma no exhaustiva -, en las
que al menos entre otras, están los hospitales y centros o instalaciones sanitarias
de cierta importancia) sea de aplicación esta Norma, figurarán en este apartado
los valores, hipótesis y conclusiones adoptados en relación con dichas acciones y
su incidencia en el proyecto, cálculo y disposición de los elementos estructura-
les y constructivos de la obra. Además, en los planos de la estructura se hará
constar el nivel de ductilidad para el que dicha estructura ha sido proyectada”.
La Norma anterior se aplicará hasta el 12-10-04, pues la vigente, es el REAL
DECRETO 997/2002, de 27 de septiembre, por el que se aprueba la norma de
construcción sismorresistente: parte general y edificación (NCSE-02), que tiene
una Disposición transitoria única (Plazo de adaptación normativa), que dice:
Los proyectos y construcciones de nuevas edificaciones y otras obras
podrán ajustarse, durante un período de dos años a partir de la entrada
en vigor de este Real Decreto, al contenido de la norma hasta ahora
vigente o a la que se aprueba por este Real Decreto, salvo que la
Administración pública competente para la aprobación de los mismos
acuerde la obligatoriedad de esta última . También, entre otras, tiene una
Disposición final segunda (Entrada en vigor), que dice: Este Real Decreto
entrará en vigor el día siguiente al de su publicación en el “Boletín
Oficial del Estado” . (Publicado en el B.O.E. núm. 244, Viernes 11-10-02), de
aquí se desprende que la entrada en vigor de la citada (NCSE-02), será el 12-
10-04. Respecto de los forjados, se calcularán y proyectarán según lo dispuesto
en el REAL DECRETO 642/2002, de 5 de julio, por el que se aprueba la
“Instrucción para el proyecto y la ejecución de forjados unidireccionales de hor-
migón estructural realizados con elementos prefabricados (EFHE)”, que a tenor
de su Disposición final segunda (Entrada en vigor), que dice: Este Real
Decreto entrará en vigor a los seis meses de su publicación en el “Boletín
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Oficial del Estado” . (Publicado en el B.O.E. núm. 187, Martes 06-08-02),
luego la entrada en vigor de la citada (EFHE), ha sido el 07-02-03. Pero su
Disposición transitoria única (Aplicación a proyectos y obras), dice: Los pro -
yectos para los que, en el ámbito de las AA.PP., se hubiese iniciado la tra -
mitación para su redacción o contratación y los visados por los Colegios
Profesionales antes de la fecha de entrada en vigor de este Real Decreto,
podrán regirse por la Instrucción sobre forjados vigente en el momento
del inicio de la referida tramitación o de visado, siempre que las obras se
inicien antes de un año desde dicha entrada en vigor. Si las obras no se
inician en el citado plazo, los proyectos deberán ser modificados de
acuerdo con los preceptos de la Instrucción que se aprueba por este Real
Decreto . La normativa a la que se refiere esta última Disposición es REAL
DECRETO 2608/1996, de 20 de diciembre de 1996, del Ministerio de
Fomento, por el que se aprueba la “Instrucción para el proyecto y la ejecución
de forjados unidireccionales de hormigón armado o pretensado EF-96”, publi-
cado en el B.O.E. del 22-01-97. También los Anexos de cálculos de las distin-
tas instalaciones (saneamiento, fontanería, electricidad, climatización e instala-
ciones especiales) y Separatas de Justificación de las siguientes Normativas
de Obligado Cumplimiento : Accesibilidad y Eliminación de Barreras
Arquitectónicas, NBE-CA-88 (Condiciones Acústicas en los Edificios), NBE-
CT-97 (Condiciones Térmicas en los Edificios), NBE-CPI-96 (Condiciones de
Protección Contraincendios en los Edificios).

• Un Estudio de Conservación y Mantenimiento, en el que se recogen los siste-
mas y previsiones técnicas para la conservación y el mantenimiento posterior de
la obra o infraestructura realizada, especificando los controles periódicos que se
deben realizar y las limitaciones de uso con indicación de las actuaciones que
pueden alterar las condiciones iniciales para las que fue prevista y puedan supo-
ner daños, deterioros o alteraciones sustanciales.

• Un Resumen del proyecto que cada órgano de contratación establece, constitui-
do por unas fichas o hojas que contienen propuestas administrativas obligatorias,
otras estadísticas y otras descriptivas (constituidas por los planos más represen-
tativos de plantas, secciones y de detalles constructivos a tamaño A-3 o A-4; que
dan una buena idea de cómo es la obra a realizar). Vamos a describir las obliga-
torias y las descriptivas, las demás se ven conjuntamente en el Anexo nº 4.1).

1.- REPLANTEO PREVIO (Arts. 129 y 142 de la L.C.A.P. y 139 del
R.G.L.C.AA.PP.). La realiza el técnico/s que redacta/n el proyecto para
coadyuvar a la obligación que tiene la Admón. Según la normativa citada y



que esta realiza e incorpora como una parte más de la Memoria de
Contratación de la obra en cuestión.

2.- DECLARACIÓN DE OBRA COMPLET A (Arts. 68. de la L.C.A.P. y
125 del R.G.L.C.AA.PP.).

3.- PROGRAMA DE TRABAJOS POR CAPÍTULOS CON INDICA -
CIÓN DE TIEMPOS Y COSTOS (Plan de obra de carácter indicativo,
con previsión, en su caso del tiempo y coste óptimos; Arts. 124 de la
L.C.A.P. y 132 del R.G.L.C.AA.PP.).

4.- PROPUESTA DE REVISIÓN DE PRECIOS, CATEGORÍA DEL
CONTRATO Y CLASIFICACIÓN DEL CONTRATIST A (Sección 1ª
del Capítulo II De la clasificación y registro de las Empresas, Título IV De
la revisión de precios en los contratos de la admón. de la L.C.A.P. entre otros
de sus artículos y Arts. 25, 26, 27, 28 y 29 del R.G.L.C.AA.PP.) (*).

6.2.-RESUMEN DEL PRESUPUESTO DESGLOSADO (Arts. 124 de la
L.C.A.P. y 131 del R.G.L.C.AA.PP.).

7.- FICHA DE DATOS URBANÍSTICOS (Arts. 124 de la L.C.A.P. y 127
del R.G.L.C.AA.PP.).

12.-LÁMINAS DESCRIPTIVAS RESUMEN DE PROYECTO .

(*) A estos efectos, el Art. 25 de la L.C.A.P., Supuestos de clasificación, en su
punto 1, dice:

Para contratar con las AA.PP. la ejecución de contratos de obras o de servicios a los
que se refiere el Art. 196. 3, en ambos casos por presupuesto igual o superior a
20.000.000 de pesetas (120.202,42 euros ), será requisito indispensable que el
empresario haya obtenido previamente la correspondiente clasificación. Se exceptúan
de este requisito los contratos comprendidos en las categorías 6 (Servicios financie-
ros: Servicios de seguros y Servicios bancarios y de inversiones) y 21 (Servicios jurí-
dicos) del Art. 206 ( de la L.C.A.P.) y, de los comprendidos en la categoría 26
(Esparcimiento, culturales y deportivos) del mismo Art., los contratos que tengan
por objeto la creación e interpretación artística y literaria y los de espectáculos.

Antes de continuar con el contenido documental del proyecto, se debe exponer, el
Art. 128 del R.G.L.C.AA.PP., Aspectos contractuales de la memoria, que dice: La
memoria tendrá carácter contractual en todo lo referente a la descripción de
los materiales básicos o elementos que forman parte de las uds. de obra.
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B) PLIEGO DE PRESCRIPCIONES TÉCNICAS PARTICULARES.

Es un documento de vital importancia en el proyecto, que a veces se adultera por
generalización y no-adaptación específica a la obra que aquél desarrolla, llegando a
ser un pliego técnico generalista y poco definido respecto de la obra que pretende
r e g u l a r. Debe por tanto ser la base técnica de la ejecución de la obra que permita de
una forma clara, concisa y exacta su aplicación sin ningún tipo de ambigüedad en el
control de la calidad y dirección de la misma, permitiendo por tanto, la adopción por
parte de su D. de cuantas decisiones de aceptación o rechazo de los materiales y uds.
de obra, así como aclarar cualquier incidencia y/o litigio de índole técnica o técnico-
económica. Su regulación se establece de forma genérica en los Arts. 51 y 52 de la
L . C . A . P. y su concreción específica en los Arts. 68, 69 y 70 del R.G.L.C.AA.PP. .

Por ello, se van a exponer:

Art. 51 de la L.C.A.P., Pliegos de prescripciones técnicas, dispone:

1. Serán elaborados con anterioridad a la autorización del gasto los pliegos y docu-
mentos que contengan las prescripciones técnicas particulares que hayan de regir la
ejecución de la prestación, de conformidad con los requisitos que para cada contra-
to establece la presente Ley (L.C.A.P.), correspondiendo su aprobación al órgano de
contratación competente.

2. Previo informe de la Junta Consultiva de Contratación Administrativa, el
Consejo de Ministros, a propuesta del Ministro correspondiente, podrá establecer
los pliegos de prescripciones técnicas generales a que hayan de ajustarse la Admón.
General del Estado, sus organismos autónomos, entidades gestoras y servicios comu-
nes de la Seguridad Social y demás entidades públicas estatales.

Art. 52 de la L.C.A.P., Orden para el establecimiento de prescripciones técnicas y
prohibiciones, establece:

1. Sin perjuicio de las instrucciones o reglamentos técnicos nacionales obligato-
rios, siempre y cuando sean compatibles con el derecho comunitario, las prescrip-
ciones técnicas serán definidas por referencia a normas nacionales que traspongan
normas europeas, a documentos de idoneidad técnica europeos o especificaciones
técnicas comunes, fijándose reglamentariamente los casos en que puede prescindir-
se de los mismos. A falta de los anteriores, las prescripciones técnicas podrán defi-
nirse por referencia a normas nacionales que transpongan normas internacionales, a
normas nacionales o a otras normas.

2. Salvo que esté justificado por el objeto del contrato, no podrán incluirse en el
pliego especificaciones técnicas que mencionen productos de una fabricación o pro-



cedencia determinada o procedimientos especiales que tengan por efecto favorecer o
eliminar determinadas empresas o determinados productos. Especialmente no se
indicarán marcas, patentes o tipos, ni se aludirá a un origen o producción determi-
nado. Sin embargo, cuando no exista posibilidad de definir el objeto del contrato a
través de especificaciones suficientemente precisas e inteligibles, se admitirá tal
indicación si se acompañan las palabras “o equivalente ”.

3. En los contratos sometidos a esta Ley (L.C.A.P.) no podrán concurrir a las lici-
taciones empresas que hubieran participado en la elaboración de las especificaciones
técnicas relativas a dichos contratos siempre que dicha participación pueda provo-
car restricciones a la libre competencia o suponer un trato privilegiado con respec-
to al resto de las empresas licitadoras.

Art. 68 del R.G.L.C.AA.PP, Contenido del pliego de prescripciones técnicas par-
ticulares, que dice:

1. El P.P.T.P. contendrá, al menos, los siguientes extremos:

a) Características técnicas que hayan de reunir los bienes o prestaciones del con-
trato.

b) Precio de cada una de las unidades en que se descompone el presupuesto y
número estimado de las unidades a suministrar.

c) En su caso, requisitos, modalidades y características técnicas de las variantes.

2. En los contratos de obras, a los efectos de regular su ejecución, el P.P.T.P. debe-
rá consignar, expresamente o por referencia a los P.P.T.G. u otras normas técnicas
que resulten de aplicación, las características que hayan de reunir los materiales a
emplear, especificando la procedencia de los materiales naturales, cuando ésta defi-
na una característica de los mismos, y ensayos a que deben someterse para compro-
bación de las condiciones que han de cumplir; las normas para elaboración de las
distintas uds. de obra, las instalaciones que hayan de exigirse y las medidas de segu-
ridad y salud comprendidas en el correspondiente estudio a adoptar durante la eje-
cución del contrato. Igualmente, detallará las formas de medición y valoración de
las distintas uds. de obra y las de abono de las partidas alzadas, y especificará las nor-
mas y pruebas previstas para la recepción.

3. En ningún caso contendrán estos pliegos declaraciones o cláusulas que deban
figurar en el P.C.A.P..

Art. 69 del R.G.L.C.AA.PP., Exención de referencias a prescripciones técnicas
comunes, dispone:
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1. Los órganos de contratación podrán excluir la aplicación de lo dispuesto en el
Art. 52. 1 de la Ley (L.C.A.P.), indicando, siempre que sea posible, en los PP.P.T.P.
las causas que justifican tal exclusión, en los siguientes supuestos:

a) Cuando las instrucciones o reglamentos técnicos, normas, documentos de ido-
neidad técnica europeos o especificaciones técnicas comunes no incluyan disposición
alguna relativa al establecimiento de la conformidad de un producto con tales refe-
rencias o cuando no se disponga de medios técnicos que permitan determinar satis-
factoriamente dicha conformidad.

b) Cuando la aplicación de las referencias técnicas citadas en el párrafo a) obligue
al órgano de contratación a adquirir productos incompatibles con el equipo o insta-
lación existente o impliquen que se han de soportar costes o dificultades técnicas
desproporcionadas, sin perjuicio de la obligación de adecuarse a aquéllas, en un
plazo que será fijado por el órgano de contratación en relación con el objeto del con-
trato, debiendo justificar en el expediente, en su caso, los motivos apreciados por el
órgano de contratación.

c) Cuando la acción que dé lugar al contrato sea realmente innovadora, de tal
manera que el recurso a las referencias técnicas señaladas en el párrafo a) no sea apro-
piado.

d) En los contratos de suministro y en los de consultoría y asistencia y en los de
servicios, cuando la definición de las especificaciones técnicas constituya un obstá-
culo a la aplicación de la Ley 11/1998, de 24 de abril, General de
Telecomunicaciones, y sus disposiciones de desarrollo, en relación con los equipos y
aparatos a que se refiere el Art. 55 de la misma Ley o de otras disposiciones relati-
vas a productos o servicios.

2. Las causas que justifican esta exclusión serán comunicadas, previa petición, a la
Comisión de las Comunidades Europeas y a los Estados miembros de la misma.

3. Asimismo, quedan excluidos de lo dispuesto en el Art. 52. 1 de la Ley
(L.C.A.P.) los contratos que sean consecuencia del Art. 296 del Tratado Constitutivo
de la Comunidad Europea.

Art. 70 del R.G.L.C.AA.PP., Excepción a la prohibición de indicar origen, pro-
ducción, marcas o patentes o tipos de bienes, prescribe:

De conformidad con el Art. 52. 2 de la Ley (L.C.A.P.) se exceptúan de la prohibi-
ción contenida en el mismo los suministros de material para mantenimiento,
repuesto o reemplazo de equipos ya existentes.

El Art. 124 letra c) de la L.C.A.P., indica que los proyectos han de contener entre



sus documentos, al P.P.T.P., donde se hará la descripción de las obras y se regulará
su ejecución y en su punto 2, dice: No obstante, para los proyectos de obras de pri-
mer establecimiento, reforma o gran reparación (afecta a elementos estructurales ya
sean sustentantes o portantes o a ambos a la vez), inferiores a 20.000.000 de pese -
tas (120.202,42 euros) y para los restantes proyectos enumerados en el Art. ante-
rior, se podrá simplificar, refundir o incluso suprimir alguno o algunos de los docu-
mentos anteriores (entre los que se incluye al P.P.T.P.), en la forma que reglamenta-
riamente se determine (*), siempre que la documentación resultante sea suficiente
para definir, valorar y ejecutar las obras que comprende.

(*) Pues a la vista del vigente y nuevo R.G.L.C.AA.PP. (que no existía, como es
lógico cuando se redactó este Art. 124 de la L.C.A.P.) todo proyecto tiene que con-
tener un P.P.T.P., ya que como hemos visto en los artículos expuestos anteriormen-
te del R.G.L.C.AA.PP. que afectan al P.P.T.P., no existe ningún límite económico.
Así que cuando tengamos un proyecto inferior a 120.202,42 euros , su P.P.T.P.
podrá ser sucinto, pero nunca inexistente.

Basándonos en la legislación expuesta anteriormente, las normas de redacción de
proyectos de los órganos de contratación, establecen que el P.P.T.P. contenido en un
proyecto, debe regular los siguientes aspectos:

a) El P.P.T.P. deberá consignar expresamente el Pliego de Prescripciones Técnicas
Generales (P.P.T.G.) que haya de regir con carácter supletorio para todo aquello no
regulado en el mismo, y de cuantas normas resulten de aplicación a los efectos suple-
torios.

b) Este documento, sólo y exclusivamente recogerá prescripciones o condiciones
de tipo técnico, absteniéndose de considerar prescripciones o condiciones de índole
facultativa, administrativa, económica y legal que han de reflejarse en el correspon-
diente Pliego de Prescripciones Administrativas Particulares (P.P.A.P.).

c) Las características que han de reunir los materiales a emplear, especificando, si
se juzga oportuno, la procedencia de los materiales naturales, cuando ésta defina una
característica de los mismos.

d) Las condiciones generales sobre la organización de la obra.

e) El orden de prelación entre los distintos documentos del proyecto para resolver
las contradicciones entre ellos (este instrumento no es para tener una bula, y que se
puedan redactar documentos incoherentes, con la excusa del orden de prelación. Este
orden está, para resolver deslices no deseados, un orden de prelación bueno de forma
general podría ser: Presupuesto, Planos, Pliego Prescripciones Técnicas Particulares
y Memorias - descriptiva y constructiva -), tanto desde el punto de vista técnico como
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para aplicar los criterios de medición y valoración (que también los fija expresamen-
te) a las distintas unidades (uds.) de obra y a las partidas alzadas, en su caso, cuyo
abono será siempre a justificar  (a ser posible, no debe existir ninguna).

f) Relación de normas y disposiciones de cumplimiento obligatorio según tipo de obra
que sea, y las que el autor del proyecto de forma justificada quiera revestir de tal rango.

g) Condiciones que han de reunir los factores productivos, detallando para cada
uno de ellos, según proceda, normativas de aplicación, procedencia, condiciones de
recepción en obra, características generales, límites de tolerancia, ensayos para com-
probar sus condiciones cuando proceda, etc.

h) Condiciones que han de cumplir las uds. de obra, requisitos previos a su eje-
cución, normas de elaboración y aplicación, los criterios de aceptación y rechazo,
conservación y mantenimiento durante la obra, ensayos y pruebas a efectuar para la
recepción y plazo de garantía, así como los contenciosos que pueden surgir respec-
to de la calidad y bondad en la ejecución de las mismas.

i) Las instalaciones que han de exigirse y las precauciones a adoptar durante su ejecución.

j) Programa de Control de Calidad en el sentido exigido por el Decreto 13/88, de
27 de enero, de la Consejería de Obras Públicas y Transportes por la que se regula
el control de calidad de la construcción y obra pública, publicado en el B.O.J.A. de
12-02-88, con su correspondiente presupuesto en el que quede desglosado de modo
diferenciado los importes correspondientes a controles, pruebas o ensayos que estén
exigidos por normas de obligado cumplimiento, que se pagan con cargo a los pre-
cios de las uds. de obra a las que corresponden, por que ya en ellos se han tenido en
cuenta, y de otra parte, aquellas que no vengan impuestas por norma alguna y esti-
me oportuno recoger el autor del proyecto, teniendo en cuenta que el importe de
estos últimos, no puede superar el límite del 1% del P.E.M. (se abonan con cargo al
% de Gastos Generales de Estructura, cláusula 38 del P.C.A.G.). En algunas
Consejerías este Programa va en las separatas de la Memoria del Proyecto. Hoy, este
1% del P.E.M. es un punto de partida, desde la publicación del R.G.L.C.AA.PP.
que trata el asunto en su Art. 145.; ver comentario al efecto en punto MEDIOS
MATERIALES Y PRODUCTOS del apartado II de este Trabajo.

k) Respecto al establecimiento de prescripciones técnicas, prohibiciones, exencio-
nes y excepciones, se tendrá en cuenta lo visto anteriormente en los Arts. de la
L.C.A.P. y del R.G.L.C.AA.PP..



C) PRESUPUESTO.

La obra no sólo debe estar descrita técnicamente, tiene que valorarse para calcular
el precio que tiene que pagar por ella la Admón. o lo que es lo mismo, la sociedad
a la que va dirigida, pues será ella la que al final soportará su coste. Esta valoración,
es decir, su precio tiene que ser adecuado al mercado (Art. 14. 1 de la L.C.A.P.),
pues así nunca se producirá un enriquecimiento injusto por ninguna de las dos
partes, que es uno de los principios básicos de la actuación de la Admón. Pública.

La valoración de la obra se lleva a cabo según el Art. 124 letra d) de la L.C.A.P.
ya expuesto anteriormente, mediante “Un presupuesto, integrado o no por varios
parciales, con expresión de los precios unitarios y de los descompuestos, en su caso,
estado de mediciones y los detalles precisos para su valoración”.

Para llevar a buen fin dicha valoración, este documento está constituido por los
cuadros de precios (simples, auxiliares y unitarios descompuestos - que son la valo-
ración de cada unidad de obra -) y una medición de las distintas unidades de la obra
valoradas, al aplicarle su correspondiente unitario descompuesto agrupados por
capítulos con inclusión en los mismos de las partidas alzadas (si existen), y una vez
sumados éstos, se llega al PRESUPUESTO DE EJECUCIÓN MATERIAL DE LA
OBRA (P.E.M.), a partir de aquí se cargan otros conceptos que veremos más ade-
lante para llegar a un TOTAL, después a este último se le aplica el % del I.V.A. para
llegar al PRESUPUESTO BASE DE LICITACIÓN (P.B.L.), que una vez que se
adjudica (a la par o bajo la par, también se puede declarar desierto, según procedi-
miento de adjudicación), llegamos al PRESUPUESTO DE ADJUDICACIÓN, es
decir, al PRECIO VIGENTE DE LA OBRA PÚBLICA .

Se considera en principio, como precio del contrato la cifra por la que se adjudica
la obra. Para llegar a ella se inicia el proceso, apoyándose en lo comentado en el
párrafo anterior, dividiendo la obra en partes, es decir, agrupaciones de uds. de obra
(capítulos), después se define cada una de estas uds. mediante su descripción corres-
pondiente y se calcula su precio unitario, aplicándoselo a la medición de los planos
de la obra que refleja el proyecto, obteniéndose así el importe de cada partida de
cada capítulo incluidas sus partidas alzadas (si existen). La suma de todos los capí-
tulos nos llevan al ya expuesto P.E.M. de la obra.

Con posterioridad, durante el curso de la ejecución de la obra, el presupuesto de
adjudicación (precio inicial) es susceptible de variación, bien por la aplicación de
cláusulas contractuales previamente acordadas, como es la revisión, o bien por moti -
vos sobrevenidos , como pueden ser necesidades nuevas por parte de la Admón. o
causas técnicas imprevisibles en el momento de redactar el proyecto, que dan lugar
a modificaciones del proyecto aprobado, de manera que el precio del contrato en
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cada fase de la obra será el vigente en ese momento. Finalmente será el resultado de
la liquidación de la obra, en la que se recoge la cantidad de uds. de obra de cada
clase realmente ejecutada, la que dará el precio definitivo del contrato y por lo tanto
el PRECIO DE LA OBRA PÚBLICA .

La mecánica de esta valoración se contiene en lo que se denomina ESTRUCTU -
RA DE COSTES , regulada específicamente en los Arts. 130 y 131 del
R.G.L.C.AA.PP., que por su importancia, se exponen a continuación:

El Art. 130. Cálculo de los precios de las distintas unidades de obra, dice:

1. El cálculo de los precios de las distintas uds. de obras se basará en la determi-
nación de los costes directos e indirectos precisos para su ejecución, sin incorporar,
en ningún caso, el importe del I.V.A. que pueda gravar las entregas las entregas de
bienes o prestaciones de servicios realizados.

2. Se considerarán costes directos:

a) La mano de obra que interviene directamente en la ejecución de la ud. de obra.

b) Los materiales, a los precios resultantes a pie de obra, que quedan integrados
en la ud. de obra que se trate o que sean necesarios para su ejecución.

c) Los gastos de personal, combustible, energía, etc. que tengan lugar por el accio-
namiento o funcionamiento de la maquinaria e instalaciones utilizadas en la ejecu-
ción de la ud. de obra.

d) Los gastos de amortización y conservación de la maquinaria e instalaciones
anteriormente citadas.

3. Se considerarán costes indirectos:

Los gastos de instalación de oficinas a pie de obra, comunicaciones, edificación de
almacenes, talleres, pabellones temporales para obreros, laboratorio, etc., los del
personal técnico y administrativo adscrito exclusivamente a la obra y los imprevis-
tos. Todos estos gastos, excepto aquéllos que se reflejen en el presupuesto valorados
en uds. de obra o en partidas alzadas, se cifrarán en un % de los costes directos, igual
para todas las uds. de obra, que adoptará, en cada caso, el autor del proyecto a la
vista de la naturaleza de la obra proyectada, de la importancia de su presupuesto y
de previsible plazo de ejecución.

4. En aquellos casos en que oscilaciones de los precios imprevistas y ulteriores a la
aprobación de los proyectos resten actualidad a los cálculos de precios que figuran
en sus presupuestos podrán los órganos de contratación, si la obra merece el califi-
cativo de urgente, proceder a su actualización aplicando un % lineal de aumento, al



objeto de ajustar los expresados precios a los vigentes en el mercado al tiempo de la
licitación.

5. Los órganos de contratación dictarán las instrucciones complementarias de apli-
cación al cálculo de los precios unitarios en los distintos proyectos elaborados por
sus servicios.

Art. 131. Presupuesto de ejecución material y presupuesto base de licitación, dis-
pone:

Se denomina presupuesto de ejecución material el resultado obtenido por la suma
de los productos del número de cada ud. de obra por su precio unitario y de las par-
tidas alzadas.

El presupuesto base de licitación se obtendrá incrementando el de ejecución mate-
rial en los siguientes conceptos:

1. Gastos generales de estructura que inciden sobre el contrato, cifrados en los
siguientes % aplicados sobre el presupuesto de ejecución material:

a) Del 13 al 17 %, a fijar por cada Departamento ministerial, a la vista de las cir-
cunstancias concurrentes, en concepto de gastos generales de la empresa, gastos
financieros, cargas fiscales, I.V.A. excluido, tasas de la Admón. legalmente estable-
cidas, que inciden sobre el costo de las obras y demás derivados de las obligaciones
del contrato. Se excluirán asimismo los impuestos que graven la renta de las perso-
nas físicas o jurídicas.

b) El 6% en concepto de beneficio industrial del C..

Estos % podrán ser modificados con carácter general por acuerdo de la Comisión
Delegada del Gobierno para Asuntos Económicos cuando por variación de los
supuestos actuales se considere necesario.

2. El I.V.A. que grave la ejecución de la obra, cuyo tipo se aplicará sobre la suma
del presupuesto de ejecución material y los gastos generales de estructura reseñados
en el apartado 1.

Merecen comentario a parte, el tratamiento de los costes de los elementos, con-
ceptos y organización de seguridad y salud derivados del preceptivo cumplimiento
de las disposiciones que regulan la materia como se comentó al reseñar la docu-
mentación requerida para el Proyecto de Obras (Art. 124 de la L.C.A.P.):

✓ Cuando sea preceptivo la inclusión del E.S.S. en un proyecto, que es una sepa-
rata que forma parte de un proyecto, conteniendo todas los documentos de un pro-
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yecto - MEMORIA, P.P.T.P. (también contendrá las prevenciones de seguridad y
salud de las futuras actuaciones en materia de conservación y mantenimiento de la
obra), PRESUPUESTO y PLANOS -, si bien orientados todos ellos exclusivamen-
te a la seguridad y salud, y locales de bienestar de los obreros - vestuarios, comedor
y aseos -, el presupuesto de ejecución material del mismo se realizará con el mismo
banco de precios e igual estructura de costes, es decir, con los mismos C.I. del pro-
yecto del que forma parte, y se integrará en el mismo, como un capítulo más en últi-
mo lugar (se suele colocar el último para ver a primera vista, si el proyecto tiene
E.S.S.), denominado de Seguridad y Salud , para conformar el P.E.M. de la obra
(según prescribe el Art. 5. Apartado 4 del R.D. 1627/97, de 24 de octubre, del Mº
de la Presidencia publicado en el B.O.E. de 25-10-97).

✓ Cuando proceda la inclusión del E.B.S.S. en un proyecto (separata constituida
por una pequeña documentación - MEMORIA - (con la clasificación de riesgos y las
prevenciones a tomar en materia de seguridad y salud, así como las medidas a tomar
en caso de accidentes) que incluye a veces también pequeña planimetría de las pre-
venciones y medidas a adoptar en materia de seguridad y salud de los operarios, no
tiene valoración expresa, consiguiéndose ésta, por el aumento conveniente del % de
los C.I. de los Precios Unitarios Descompuestos del proyecto, al incluir los gastos
generados por Seguridad y Salud.

Las normas de redacción de proyectos que establecen los Órganos de Contratación
fijan sus respectivos Bancos de Precios, siempre dentro del marco reglamentario
comentado antes.

En la J.A., la mayoría de los departamentos de las distintas Consejerías han adop-
tado el Banco y los criterios aplicados por LA FUNDACIÓN, CODIFICACIÓN Y
BANCO DE PRECIOS DE LA CONSTRUCCIÓN (F.C.B.P.C.) en sus publicacio-
nes acerca de la materia que nos ocupa, por desarrollar con más detalle, todo lo
comentado anteriormente en la exposición de los Arts. 130 y 131 R.G.L.C.AA.PP.,
su estructura de costes, es:

- Costes directos :

a) Mano de obra de producción directa. La que ejecuta la ud. de obra y la que cola-
bora de forma directa a ésta.

b) Materiales. Los que quedan integrados a la ud. de obra una vez ejecutada y los
que no quedan incorporados a la ud. de obra, pero son necesarios para su ejecu-
ción.

c) Maquinaria de producción directa. La que interviene de forma directa en la eje-
cución de uds. de obra concretas y determinadas.



- Costes indirectos:

a) Mano de obra indirecta. Encargados, capataces, guardas, listeros, y otros análo-
gos con funciones de control, organización, distribución de las tareas, vigilan-
cias, etc.

b) Medios auxiliares de utilización múltiple. Son la mano de obra auxiliar, los
materiales auxiliares y maquinaria, útiles y herramientas de uso múltiple.

c) Instalaciones y construcciones provisionales. Casetas de obra (oficinas, almace-
nes, talleres, etc.), locales bienestar de los trabajadores y de Seguridad y salud
(sólo cuando exista E.B.S.S.). Acometidas y tendidos provisionales, vallado cie-
rre de obra (sólo cuando exista E.B.S.S.), viales para circulación interior, replan-
teos y otros análogos.

d) Personal técnico y administrativo adscritos a la obra.

e) Varios. Gastos fungibles y consumos de oficinas, almacenes y talleres de las
obras.

f) Aquellos generados por la Seguridad y Salud, cuando ésta no figura como un
capítulo más del P.E.M. de la obra, como consecuencia de tener el proyecto un
E.B.S.S., tal y como comenté anteriormente, en la letra c).

PRECIOS.-

PRECIOS SIMPLES, ELEMENTALES O BÁSICOS.-

Precios simples o básicos de materiales (P.S.M.) .

Se considera como precio simple por ud. de medida (m, m2, m3, ud, tm, kg, etc.)
de un material, producto o elemento prefabricado, elaborado o semielaborado pues-
to a pie de obra, a todo lo anterior descargado y acopiado.

La determinación de este precio se realiza agregando al precio de suministro o
de compra, los posibles transportes externos y trabajos complementarios hasta
depositar los materiales, productos o elementos en el lugar de acopio, así como las
pérdidas producidas por todos los conceptos (mermas, roturas, derrames, deterio-
ros, etc.) en todas las antes citadas operaciones y manipulaciones precisas hasta
situar el material en el sitio de acopio o recepción en obra. Las pérdidas anterior-
mente citadas producidas en todas las operaciones desde el lugar del acopio hasta
la colocación del material, incluso las ocasionadas por la propia ejecución en las
uds. de obra, serán consideradas en sus respectivos precios unitarios descompues-
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tos a la hora de determinar las necesidades de material, producto o elemento
(fabricado o prefabricado).

Cuando las condiciones de venta presupongan situar el material en el lugar de aco-
pio por parte del suministrador, el precio simple será igual al precio de suministro
o compra.

Los precios simples no llevan incluido el I.V.A., ya que se considera como partida
independiente del presupuesto (como más adelante se verá). Los precios simples
quedan determinados y definidos por sus cualidades y características técnicas, com-
pletadas con las especificaciones que figuran en los epígrafes de los precios unitarios
descompuestos.

Para aquellos materiales que tengan que estar sujetos a normas o instrucciones de
obligado cumplimiento promulgadas por la Admón. o exigidas en el P.P.T.P. que se
refieran a condiciones generales y/o de homologación, se entenderán que su precio
presupone la adecuación a sus exigencias.

Precios simples o básicos de maquinaria (P.S.MQ.) .

Se considera precio simple de maquinaria, el coste horario de la misma, en este
coste horario de maquinaria, se consideran incluidos los gastos relativos a: amorti-
zaciones, combustibles y consumo energético, cargas y descargas, montaje e instala-
ción y desmontaje, mantenimiento y conservación, seguros y reparaciones, repercu-
sión del servidor u operario que la maneja, obras auxiliares que pudieran precisarse
para su instalación y otros costes asociados.

Cuando la maquinaria no requiere ser manipulada siempre por el mismo operario
y es utilizada de forma intermitente, el coste horario de esta mano de obra, se con-
sidera de forma independiente, en la descomposición del precio unitario de que se
trate, dentro de los costes directos de mano de obra.

Precio simple o básico de mano de obra (P.S.MO) .

Se considera como precio simple de mano de obra, los costes horarios resultantes para
cada categoría profesional calculados en función de los convenios colectivos, los costes
de seguridad social, la situación real del mercado y las horas realmente trabajadas.

Precio simple o básico instrumental (P.S.I.) .

Son unos precios utilizados por la F.C.B.P.C. para resolver unas amalgamas de
materiales como es el denominado “material complementario o piezas especiales”
(codos, manguitos, pasamuros, etc., usados por ejemplo en fontanería y otros) que
son materiales accesorios que complementan la ud. de obra y son de difícil deter-



minación, y también otro concepto denominado “pequeño material” que agrupa a
todos aquellos materiales que intervienen en los precios en cantidades que tienen
poca entidad económica relativa (soldadura, estopa, etc.).

Existe otro P.S.I. que se utiliza de forma menos general que los P.S.I. expuestos
anteriormente, denominado “trabajos complementarios” empleado para absorber
actividades de difícil precisión en determinados precios unitarios, que exigirían un
desglose excesivamente complejo de los mismos.

PRECIOS AUXILIARES (P.A.).-

P.A. de mano de obra (P.A.M.O.) .

Es el coste horario de la agrupación de distintas categorías profesionales para eje-
cutar determinados trabajos en las respectivas uds. de obra tales como cuadrillas de
operarios - oficiales de 1ª, 2ª y de determinados trabajos, oficiales montadores de
determinados oficios, y peones - ordinario y especialista -. Se obtiene a partir de los
precios simples de mano de obra, en función de la composición de las citadas cua-
drillas y el grado de participación de cada componente en las mismas.

P.A. de materiales (P.A.M.) .

Se entiende por P.A.M., el precio por ud. de mezcla o conjunto de materiales u
operaciones realizadas por operarios y maquinaria, que por si mismo, no constitu-
yen una ud. de obra. Con ellos se consigue simplificar los procesos operativos en los
costes directos de los precios unitarios descompuestos.

El P.A.M. se trata sólo hasta los costes directos, es decir, se obtiene como suma-
torio de los importes resultantes de multiplicar los materiales y rendimientos cita-
dos en el párrafo anterior por sus respectivos precios simples, para así poderlos inte-
grar con sus rendimientos respectivos en el desglose de los costes directos de los pre-
cios unitarios descompuestos (como más adelante se dirá).

Por eso, dado su carácter auxiliar, estos precios no son certificables por si mismos,
sino como componentes de los precios unitarios, por ello en su obtención no se con-
sideran costes indirectos, estos se aplican como porcentaje global en los unitarios
descompuestos donde intervienen, ejemplo de estos precios, son los morteros, lecha-
das, hormigones, etc..
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PRECIOS UNITARIOS DESCOMPUESTOS (P.U.D.).-

Son los precios de las distintas uds. de obra en las que se ha dividido la obra obje-
to del proyecto. En el precio de cada ud. se detalla los distintos componentes de los
costes directos de la misma y el porcentaje de costes indirectos.

Se obtiene sumando los costes directos e indirectos de ejecución. Es decir, como
sumatorio de los importes que resulten de multiplicar las cantidades de materiales
que son necesarios para la ejecución de la ud. de obra, queden o no integrados a ésta
una vez terminada, y los rendimientos horarios de mano de obra y maquinaria pre-
cisos para su realización, por sus respectivos precios simples o auxiliares, incremen-
tando dicho sumatorio con el porcentaje relativo a costes indirectos, expresándose
sólo numéricamente ya que el R.G.L.C.AA.PP. no obliga como el Reglamento ante-
rior a su expresión en letras, pero tampoco está de más, si así se hace.

Cuando no se especifique descomposición, ni por lo tanto, se detalle el desglose
de los costes directos, el precio se denomina: Precio unitario (P.U.), pero estos pre-
cios no se utilizan en la obra pública, ya que sin descomposición no se pueden ela-
borar los precios contradictorios (como veremos más adelante), ni se pueden valorar
los trabajos realizados de uds. de obra no terminadas, hechos que se producen en la
resolución de contratos y en las paralizaciones de las obras.

La importancia de estos precios está señalada en el Art. 158 del R.G.L.C.AA.PP.,
Precio de las unidades de obra no previstas en el contrato, que dice:

1. Cuando se juzgue necesario emplear materiales o ejecutar uds. de obra que no
figuren en el proyecto, la propuesta del director de la obra (la D.) sobre los nuevos
precios a fijar (*) se basará en cuanto resulte de aplicación, en los costes elementa-
les fijados en la descomposición de los precios unitarios integrados en el contrato y,
en cualquier caso en los costes que correspondiesen a la fecha en que tuvo
lugar la adjudicación (**).

2. los nuevos precios, una vez aprobados por el órgano de contratación, se consi-
derarán incorporados a todos los efectos a los cuadros de precios del proyecto, sin
perjuicio de los establecido en el Art. 146. 2 de la Ley (L.C.A.P.).

(*) Se denominan precios contradictorios .

(**) Se tiene que utilizar el Banco de Precios vigente en la fecha de la adjudicación.

La F.C.B.P.C. utiliza el sistema de Unidades de Medida obligatorio en España que
es el sistema métrico decimal, llamado “Sistema Internacional de Unidades (SI)”,
adoptado por la Confederación General de Pesas y Medidas vigente en la C.E..



Las unidades legales de medida, se establecen por R.D. 1317/1989, de 27 de
octubre y son: m (metro), m2 (metro cuadrado), m3 (metro cúbico), kg (kilogramo),
t (tonelada), l (litro), h (hora) y d (día).

Por analogía con el citado Real Decreto el BANCO (La F.C.B.P.C.) adopta las
siguientes unidades adicionales a las anteriores: u (unidad), cu (cien unidades), mu
(mil unidades) y mes (mes).

Considera el BANCO (La F.C.B.P.C.) otros conceptos de precios como son:

De suministro, básico, básico descompuesto, auxiliar, auxiliar descompuesto, uni-
tario, unitario simple, unitario simple descompuesto, unitario simple auxiliar, uni-
tario simple auxiliar descompuesto, unitario complejo, unitario complejo descom-
puesto, unitario complejo auxiliar, unitario complejo auxiliar descompuesto, unita-
rio funcional, unitario funcional descompuesto, unitario funcional auxiliar y unita-
rio funcional auxiliar descompuesto.

También se podría elaborar un precio unitario de m2 de edificio construido en
donde en su epígrafe se describiera todo el edificio con sus características y elemen-
tos constructivos que se tendrían en cuenta en su descomposición con los precios
auxiliares que correspondiesen, pero su complejidad sería de tal magnitud que para
no equivocarnos, tendríamos que dividir dicho m2 en precios por m2 que abarcaran
partes más pequeñas del edificio, de forma que sumados nos dieran el Presupuesto
de Ejecución Material del m2 de Edificio.

De momento, no se usa la clasificación de precios citada anteriormente en los pro-
yectos de obra pública, lo normal es utilizar Cuadros de Precios en donde se
reflejen los precios simples, elementales o básicos, los precios auxiliares des -
compuestos y los precios unitarios descompuestos , tal y como se contempla en
este trabajo.

Es importantísimo exponer, por las repercusiones técnicas y económicas que
implica en la materia que nos ocupa, el Art. 153 del R.G.L.C.AA.PP., Precios y
gastos, que prescribe:

1. Todos los trabajos, medios auxiliares y materiales que sean necesarios para la
correcta ejecución y acabado de cualquier ud. de obra, se considerarán incluidos en
el precio de la misma, aunque no figuren todos ellos especificados en la des -
composición o descripción de los precios .

2. Todos los gastos que por su concepto sean asimilables a cualquiera de los que,
bajo el título genérico de costes indirectos se mencionan en el Art. 130 de este
Reglamento, se considerarán siempre incluidos en los precios de las uds. de
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obra del proyecto cuando no figuren en el presupuesto valorados en uds. de
obra o en partidas alzadas .

Tanto del citado Art. 153, como de los Arts. 126, 130 y 158 del R.G.L.C.AA.PP.,
se desprende la obligatoriedad de que el proyecto contenga entre sus cuadros de pre-
cios, uno de unitarios descompuestos , pero la repercusión del Art. 153 antes
expuesto es capital, pues el C. a tenor de su redacción, no puede hacer valer la des-
composición de los precios (aunque tengan errores o deficiencias) del proyecto apro-
bado como algo inamovible, deja de ser contractual (en un P.U.D. sólo es contrac-
tual su descripción y definición, es decir, su epígrafe - pero con la misma matiza-
ción que para la descomposición - y el resultado final o expresión monetaria en
euros), pues en dicho Art. se dice, que todo lo que falte en la descomposición de un
precio de cualquier ud. de obra para su correcta ejecución y acabado, se considerará
incluido en el precio de la misma, aunque no figure especificado en la des -
composición o descripción de los precios . Por lo tanto el C., dadas las circuns-
tancias antes aludidas, no puede pedir ningún tipo de compensación económica, ni
tampoco promover un modificado del proyecto por esta causa. Por lo tanto, el C.
deberá siempre (cuando estudie su oferta para presentarse a la licitación), tener muy
presente estas circunstancias.

Antes de entrar en la formación del PRESUPUESTO de un proyecto daremos
unas nociones más de precios para poder conformarlo debidamente ante algunas cir-
cunstancias que puedan presentarse.

ACTUALIZACIÓN DE PRECIOS.-

A veces se producen oscilaciones en los precios por imprevistos posteriores al
informe favorable de la Oficina o Ud. Técnica de Supervisión de Proyectos, que res-
tan actualidad a los cuadros de precios que figuran en los presupuestos, producién-
dose un desajuste entre el precio fijado en el presupuesto y el real del mercado. En
estos casos, se actúa según se comentó anteriormente cuando se expuso el Art. 130.
4 del R.G.L.C.AA.PP., Cálculo de los precios de las distintas unidades de obra, y
que por su importancia se vuelve a reseñar:

En aquellos casos en que oscilaciones de los precios imprevistas y ulterio -
res a la aprobación de los proyectos resten actualidad a los cálculos de pre -
cios que figuran en sus presupuestos podrán los órganos de contratación (*),
si la obra merece el calificativo de urgente, proceder a su actualización apli -
cando un % lineal de aumento, al objeto de ajustar los expresados precios a
los vigentes en el mercado al tiempo de la licitación.



(*) La aplicación del porcentaje de aumento lineal conveniente , capítulo a capí-
tulo o al total, es el señalado por la Oficina de Supervisión o Ud. Técnica de
Supervisión, al objeto de ajustar los precios a los vigentes en el mercado al tiempo
de la licitación.

Cuando la obra no sea urgente , es preferible que la actualización no se realice de
forma lineal, es decir de oficio, sino que se encargue al autor del proyecto (si no es
posible, a cualquier otro técnico cualificado) la actualización, usando el Banco de
Precios vigente en el mercado al tiempo de licitación para así conseguir un
estudio más aquilatado e individualizado para cada ud. de obra, que dará al final un
resultado más justo y equitativo, es decir, que proceda a la conformación de un
nuevo presupuesto partiendo de los precios elementales, simples o básicos del cita-
do Banco de Precios .

Aunque la actualización de precios y la revisión de precios persiguen una misma
finalidad, existen diferencias sustanciales entre ambas, pues mientras la primera se
plantea en la fase precontractual, la segunda es consecuencia de una cláusula con-
tractual y tiene su aplicación una vez iniciada la obra y cuando se den una serie de
condiciones determinadas que están regladas en la L.C.A.P. y que se comentaron en
el Apartado II de este trabajo.

La actualización se realiza para cumplir la L.C.A.P. en su Art. 14. 1, que estable-
ce entre otras cosas, que “... En todo caso los órganos de contratación cuidarán
de que el precio de los contratos sea el adecuado al mercado”.

Luego para que esto pueda cumplirse (aquí las Oficinas o Uds. Técnicas de
Supervisión de Proyectos juegan un papel primordial, pues son ellas las que han de
velar para que dicha adecuación al mercado se cumpla), es requisito necesario que
todos y cada uno de los cuadros de precios utilizados para conformar el presupues-
to del proyecto, guarden la concordancia adecuada con los precios reales y vigentes
del mercado en el momento de la licitación de las obras.

Con estas bases se hace posible y viable la adjudicación de la obra, evitando que
pueda quedar desierta , y al mismo tiempo procurando que se mantenga el equili-
brio justo entre el precio y el objeto de la contraprestación, evitándose el enrique -
cimiento injusto de alguna de las dos partes, por parte de la Admón. cuando los
precios son bajos, y por parte del C. cuando son manifiestamente altos (caso que
vigila al máximo la Admón. para que no suceda).

Por ello, si antes de la licitación se aprecia que los precios están desfasados con
relación a los vigentes del mercado en ese momento, es preciso y obligatorio proce-
der a la actualización del proyecto, procediendo como anteriormente he explicado.
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PRECIOS CONTRADICTORIOS.-

La introducción en la obra (y por lo tanto, en su respectivo proyecto aprobado) de
uds. de obra nuevas o cuyas características difieran sustancialmente de las contrata-
das, motivadas por necesidades nuevas debidas a la Admón. como consecuencia de
la aplicación del “ius variandi” para satisfacer mejor el interés público o por cau-
sas sobrevenidas que no han podido ser tenidas en cuenta a la hora de redactar su
correspondiente proyecto, hacen que aparezcan variaciones cualitativas para las que
no existen precios aprobados o previstos en el mismo.

En este caso tenemos uds. nuevas de obra que son objeto de los denominados “ p r e -
cios contradictorios” , que se recogen en los Arts. 146 de la L.C.A.P. y 158 del
R . G . L . C . A A . P P. (Precio de las unidades de obra no previstas en el contrato), que tra-
tan las modificaciones del proyecto que supongan la introducción de uds. de obra no
comprendidas en el proyecto o cuyas características difieran sustancialmente de ellas.

Este tipo de variaciones debe ser recogido en un proyecto modificado y requie-
re la aprobación del órgano de contratación con carácter previo a su ejecución, según
el citado Art. 146 de la L.C.A.P., Modificación del contrato de obras, que por su
importancia se reflejará a continuación, que dispone:

1. Serán obligatorias para el C. las modificaciones en el contrato de obras que, con
arreglo a lo establecido en Art. 101 (de la L.C.A.P.), produzcan aumento, reducción
o supresión de las uds. de obra o sustitución de una clase de fábrica por otra, siem-
pre que ésta sea una de las comprendidas en el contrato. En caso de supresión o
reducción de obras, el C. no tendrá derecho a reclamar indemnización alguna, sin
perjuicio de lo que establece en el Art. 149 letra e) (de la L.C.A.P. que se expondrá
después).

2. Cuando las modificaciones supongan la introducción de uds. de obra no com-
prendidas en el proyecto o cuyas características difieran sustancialmente de ellas, los
precios de aplicación de las mismas serán fijados por la administración, a la vista de
la propuesta del director facultativo de las obras (la D.) y de las observaciones del C.
a esta propuesta en trámite de audiencia, por plazo mínimo de tres días hábiles .
Si éste no aceptase los precios fijados, el órgano de contratación podrá contratarlas
con otro empresario en los mismos precios que hubiese fijado o ejecutarlas directa-
mente. La contratación con otro empresario podrá realizarse por el procedimiento
negociado sin publicidad, siempre que su importe no exceda del 20% del precio
primitivo del contrato.

3. Cuando el director facultativo de la obra (la D.) considere necesaria una modi-
ficación del proyecto, recabará del órgano de contratación autorización para iniciar



el correspondiente expediente, que se sustanciará con carácter de urgencia, con las
siguientes actuaciones:

a) Redacción del proyecto y aprobación del mismo.

b) Audiencia del C., por plazo mínimo de tres días.

c) Aprobación del expediente por el órgano de contratación, así como los gastos
complementarios precisos.

4. Cuando la tramitación de un modificado exija la suspensión temporal parcial o
total de la ejecución de las obras y ello ocasione graves perjuicios para el interés
público, el Ministro, si se trata de Admón. general del Estado, sus OO.AA.,
EE.GG. y SS.CC. de la S.S. y demás EE.PP.EE., podrá acordar que continúen pro-
visionalmente las mismas tal y como éste previsto en la propuesta técnica que ela-
bore la dirección facultativa (la D.), siempre que el importe máximo no supere el
20% del precio primitivo del contrato y exista crédito adecuado y suficiente para su
financiación.

El expediente a tramitar al efecto exigirá exclusivamente las siguientes actuacio-
nes:

a) Propuesta técnica motivada efectuada por el director facultativo de la obra (la
D.), donde figurará el importe aproximado de la modificación, así como la descrip-
ción básica de las obras a realizar.

b) Audiencia del C..

c) Conformidad del órgano de contratación.

d) Certificado de existencia de crédito.

En el plazo de seis meses deberá estar aprobado técnicamente el proyecto y en el
de ocho meses el expediente del modificado.

Dentro del citado plazo de ocho meses se ejecutarán preferentemente, de las uds.
de obra previstas en el contrato, aquellas partes que no hayan de quedar posterior y
definitivamente ocultas. La autorización del Ministro para iniciar provisionalmente
las obras, que no podrá ser objeto de delegación, implicará en el ámbito de la
Admón. General del Estado, sus OO.AA., EE.GG. y SS.CC. de la S.S. la aprobación
del gasto, sin perjuicio de los ajustes que deban efectuarse en el momento de la apro-
bación del expediente de gasto.

Los precios de aplicación a las nuevas uds. de obra, precios contradictorios, serán
fijados por la Admón., a propuesta de la dirección facultativa de las obras y de las
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observaciones del C. en trámite de audiencia que, caso de no aceptar los mismos,
podrá rescindir el contrato con la Admón. sin ninguna consecuencia (sólo recibir las
indemnizaciones ya comentadas en el Apartado II) siempre que:

• En el supuesto de modificaciones comprendidas en el punto 2 del Art. 146 de
la L.C.A.P. expuesto anteriormente.

• Los errores materiales que pueda contener el proyecto o presupuesto elaborado
por la Admón. que afecten al presupuesto de la obra, al menos, en un 20% .
(Art. 149 letra d) de la L.C.A.P.).

• Las modificaciones en el contrato, aunque fueran sucesivas, que impliquen, ais-
lada o conjuntamente, alteraciones del precio del contrato, en cuantía superior,
en (+) o en (-) , al 20% del precio primitivo del contrato, con exclusión del
I.V.A., o representen una alteración sustancial del proyecto inicial (Art. 149
letra e) de la L.C.A.P.).

• En relación con la letra e) del Art. anterior (Art. 149 de la L.C.A.P.) se consi-
derará alteración sustancial , entre otras, la modificación de los fines y carac-
terísticas básicas del proyecto inicial, así como la sustitución de uds. que afec-
ten, al menos, al 30% del precio primitivo del contrato, con exclusión del
I.V.A.. (Art. 150. 1 de la L.C.A.P.). (Lo dispuesto anteriormente es válido, aun-
que dicha alteración al final no suponga ni aumento ni disminución del presu-
puesto, es decir; aunque sólo consista, en un cambio cualitativo de uds. de obra
a CERO euros).

En caso contrario, estará obligado a continuar la obra, siendo decididos los precios
contradictorios por una comisión de arbitraje cuando no exista acuerdo, situación
que no suele suceder.

Para elaborar los precios contradictorios se utilizarán como base, siempre que exis-
tan, los precios simples aprobados en el proyecto inicial, y si no existieran, se toma-
rán del banco vigente de precios simples en la fecha que tuvo lugar la adjudicación
(Art. 158. 1 del R.G.L.C.AA.PP., ya expuesto anteriormente en el punto P.U.D.).

PARTIDAS ALZADAS.-

Junto a los precios unitarios descompuestos pueden existir partidas alzadas , que
se regulan en el Art. 154. del R.G.L.C.AA.PP., Partidas alzadas, que establece:

1. Las partidas alzadas se valorarán conforme se indique en el P.P.T.P.. En su defec-
to se considerarán:



a) Como partidas alzadas a justificar, las susceptibles de ser medidas en todas sus
partes en uds. de obra, con precios unitarios, y

b) Como partidas alzadas de abono íntegro, aquéllas que se refieren a trabajos cuya
especificación figure en los documentos contractuales del proyecto y no sean sus-
ceptibles de medición según el pliego.

2. Las partidas alzadas a justificar se valorarán a los precios de adjudicación con
arreglo a las condiciones del contrato y al resultado de las mediciones correspon-
dientes. Cuando los precios de una o varias uds. de obra no figuren incluidos en
los cuadros de precios, se procederá conforme a lo dispuesto en el Art. 146. 2 de
la Ley (L.C.A.P.), en cuyo caso, para la introducción de los nuevos precios así
determinados habrán de cumplirse conjuntamente las dos condiciones siguien-
t e s :

a) Que el órgano de contratación haya aprobado, además de los nuevos precios, la
justificación y descomposición del presupuesto de la partida alzada, y

b) Que el importe total de dicha partida alzada, teniendo en cuenta en su valora-
ción tanto los precios incluidos en los cuadros de precios como los nuevos precios de
aplicación, no exceda del importe de la misma figurado en el proyecto.

3. Las partidas alzadas de abono íntegro se abonarán al C. en su totalidad, una vez
determinados los trabajos u obras a que se refieran, de acuerdo con las condiciones
del contrato y sin perjuicio de lo que el P.C.A.P. pueda establecer respecto de su
abono fraccionado en casos justificados.

Cuando la especificación de los trabajos u obras constitutivos de una partida alza-
da de abono íntegro no figure en los documentos contractuales del proyecto o figu-
re de modo incompleto, impreciso o insuficiente a los fines de su ejecución, se esta-
rá a las instrucciones que a tales efectos dicte por escrito la dirección (la D.), a las
que podrá oponerse el C. en caso de disconformidad.

Las normas de redacción de proyectos de muchas Consejerías de la J.A. restringen
muchísimo, la utilización de este tipo de partidas, llegando incluso a suprimirlas
expresamente, por la indefinición económica que plantean.

Una vez comentados los extremos anteriores vamos a la FORMACIÓN DEL

PRESUPUESTO.-

Recordemos brevemente como llegamos al P.E.M., si aplicamos al precio de cada
ud. de obra su medición multiplicando ambos factores, obtenemos el presupuesto
específico de cada ud. de obra o partida.
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Las partidas las agrupamos y ordenamos en capítulos (pueden existir subcapítu-
los), las sumas de sus correspondientes importes nos da el importe de cada capítulo. Si
existen partidas alzadas se integrarían también en sus correspondientes capítulos para
calcular sus respectivos totales. Es decir, para llegar a la VALORACIÓN nos tenemos
que fundar en las MEDICIONES, cuyas condiciones vamos a reseñar por su impor-
tancia, de acuerdo al R.G.L.C.AA.PP. y a las normas de redacción de proyectos, a fin
de considerar los aspectos más característicos para realizarlas correctamente:

• Su ordenación se realizará por Capítulos, Subcapítulos y Apartados, siguiendo
el orden tradicional de ejecución de la obra y de los oficios correspondientes.

• Las partidas que se integren en la ordenación anterior, irán numeradas según el
orden de aparición, independientemente de que se identifiquen con igual códi-
go al asignado al precio de la ud. de obra de que se trate.

• La medición de cada ud. de obra se realizará de forma tal, que quede perfecta-
mente claro a que elemento o parte de la obra corresponde.

• Estarán referidas a datos identificables en los planos con una definición tal, que
permitan su identificación y comprobación en los mismos.

• Las magnitudes medidas se sacarán con dos decimales.

• Se plasmarán en impresos normalizados (existen varios modelos de uso tradi-
cional) en los que se existirá sitio específico para poder reseñar de forma fácil y
clara los extremos que se están relacionando.

• Se pueden unificar la medición y el presupuesto o valoración en un solo impreso (en
este caso, dicho impreso tendrá además de los datos de la medición perfectamente
reseñados, las columnas: precio de la ud. de obra e importes parciales y totales).

• Las uds. de medición, coincidirán con las adoptadas en el cálculo de sus respecti-
vos precios unitarios, debiendo permitir su comprobación sobre la obra una vez
terminadas dichas uds. De ahí, que no se permitan uds. de medidas de tiempo.

• El criterio de medición elegido para cada uds. de obra, debe estar de acuerdo
con la descomposición de su P.U.D., ya que las cantidades de dicha descompo-
sición obedecen al criterio establecido para cada ud., que es el que fija el módu-
lo para obtener las necesidades y recursos que integran sus respectivos Costes
Directos.

• La partida puede describirse abreviadamente, pero atendiendo al epígrafe del
cuadro de precios correspondiente, en donde la definición de la correspondien-
te ud. de obra, tiene que ser completa.



• Los criterios de medición de cada partida serán los especificados en sus corres-
pondientes epígrafes de los precios de cada ud. de obra, que además han de coin-
cidir con los establecidos en el P.P.T.P..

• Es aconsejable que la medición del proyecto tenga la holgura suficiente para que
sin variar excesivamente su resultado, pueda absorber las posibles desviaciones
que se produzcan durante el curso de las obras.

La suma de los importes de todos los capítulos en los que se fracciona la obra nos
arroja lo que se denomina PRESUPUESTO DE EJECUCIÓN MATERIAL DE LA
OBRA (P.E.M.).

Recordemos que si es obligatorio la inclusión del E.S.S., se determinará el presu-
puesto de ejecución material de las uds. específicas de seguridad y salud, de mane-
ra análoga a la indicada para las uds. de obra, constituyendo dicho presupuesto un
capítulo más denominado de Seguridad y Salud que suele ponerse como suman-
do al final de todos los que componen la obra para llegar en estos casos al P.E.M. de
la misma (Art. 5. Apartado 4. del R.D. 1627/97, ya expuesto anteriormente).

Todo esto ya lo hemos tratado con profundidad al principio del Apartado C) PRE-
SUPUESTO, en la exposición de la ESTRUCTURA DE COSTES (Art. 131 del
R.G.L.C.AA.PP.).

PRESUPUESTO BASE DE LICITACIÓN (P.B.L.).

Su formación y definición viene determinada en el Art. 131. del R.G.L.C.AA.PP.,
también asunto comentado en la citada ESTRUCTURA DE COSTES.

Pero ahora lo vamos a reflejar, con las matizaciones precisas para entender lo que
el Reglamento (Art. 131) denomina Gastos generales de estructura que inciden
sobre el contrato que realiza el C., es decir, los gastos a satisfacer por el C. deriva-
dos de las obligaciones del contrato. En primer lugar, las obligaciones del contrato
se fijan en el P.C.A.P. que sirve de base al mismo y para las no contempladas en él,
se atenderá al P.C.A.G. vigente que siempre actúa como supletorio.

Así, si estas obligaciones, después de un detenido estudio de dichos pliegos, no
están comprendidas en los C.D. o C.I. de los P.U.D., serán absorbidos por el % de
los Gastos generales de estructura (G.G.E.). Entre estos gastos se pueden encon-
trar:

Tasas e impuestos de la Admón .

- Licencias y autorizaciones.
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- Impuesto sobre construcciones.

- Ocupación de vías públicas.

- Permiso de andamios.

- Otros similares.

Gastos de anuncios de licitación .

Gastos de formalización del contrato .

Carteles, anuncios, señalización de obra .

Ensayos (hasta el 1% S / P.E.M., cláusula 38 del P.C.A.P., ver art. 145. del
R.G.L.C.AA.PP. -asunto ya comentado-), y mejoras, en su caso, ofrecidas .

Altas y permisos de instalaciones .

Proyectos y visados para legalización de instalaciones .

Gestiones sobre compañías suministradoras .

Derechos de enganches, acometidas y verificaciones .

Seguros contraincendios y otros seguros de obra .

Mantenimiento y conservación de la obra durante el período de garantía .

Gestiones para conseguir permisos, licencias y autorizaciones .

Acto de comprobación del replanteo .

Implantación y mantenimiento de la oficina de la empresa en la

Comunidad Autónoma durante la vigencia del contrato .

Redacción del Plan de Seguridad y Salud .

Gastos financieros, por avales, por pagos demorados, etc .

Luego para establecer este porcentaje se entiende necesario un análisis detenido de
los P.C.A.P. y P.C.A.G., que permita cuantificar los gastos derivados de su cumpli-
miento que de no estar comprendidos entre los costes directos o indirectos de los
precios, tal como antes se expuso, se encontrarán absorbidos por el % que se fije de
Gastos Generales de Estructura (G.G.E.), que según el Art. 131 del
R.G.L.C.AA.PP., van 13 al 17% . Dentro de los G.G.E. se encuentran también los
llamados Gastos Generales de Empresa, originados por la actividad empresarial de
forma general, es decir, en función de la cartera de obras prevista y de la estructura
interna de la empresa y su financiación anual. Por lo tanto, varían según sea una



empresa u otra, y de ahí también, que unas sean competitivas y otras no. Entre
dichos gastos se pueden encontrar:

• Gerencia (Dirección General y su staff de apoyo).

• Dirección intermedia (Delegados, Jefes de grupo y Jefes de áreas específicas).

• Administración (Personal de oficina de empresa, amortización de locales,
amortización de mobiliario y equipos, consumos corrientes, publicidad, acción
social y actividades diversas).

• Fiscales (Licencia fiscal e imposiciones sobre la actividad económica).

• Financieros (Líneas de financiación y avales, entre otros).

Después sigue el Art. 131 del R.G.L.C.AA.PP., con el incremento del P.E.M. en
el 6%, en concepto de beneficio industrial (B.I.) del contratista.

Si se suman, P.E.M.+ G.G.E (antes descritos) tenemos un TOTAL.

Por último, sigue el citado Art. 131 del R.G.L.C.AA.PP., en su punto 2: El I.V.A.
que grave la ejecución de la obra, cuyo tipo se aplicará sobre la suma del P.E.M. y
G.G.E. reseñados en el apartado 1.

Actualmente el tipo del I.V.A. es el 16% si se refiere a cualquier obra que no sea
de viviendas y el 7% si se refiere a éstas, dando lugar, sumado a lo anterior, al PRE-
SUPUESTO BASE DE LICITACIÓN (P.B.L.). Que es la cifra que sale publicada en
el anuncio de licitación de las obras en los boletines y diarios oficiales donde se da
publicidad a la misma. Sobre dicha cifra se han de formular las ofertas y proposi-
ciones económicas por parte de las empresas que pretendan concurrir a la citada lici-
tación.

Luego: P.E.M. + G.G.E. (G.G. de Empresa del 13 al 17% s/ P.E.M., según
Consejerías -C. Salud 13%- + 6% B.I. s/ P.E.M.) = TOTAL + % I.V . A . (16 ó 7%
según los casos, s/ TOTAL) = P.B.L. ( Ver Anexo nº 4, Hoja Resumen de Proyecto 6.2).

PRESUPUESTO DE ADJUDICACIÓN.-

Como ya comenté al principio del Apartado C) PRESUPUESTO , sobre el PRE-
SUPUESTO BASE DE LICITACIÓN antes citado, el contratista puede formular
una cifra única, que puede coincidir con la licitación (oferta al tipo o a la par) o ser
inferior a ésta (oferta bajo el tipo o bajo la par o a la baja), normalmente ésta últi-
ma cifra es por la que se adjudica la obra. Por ello se denomina PRESUPUESTO
DE ADJUDICACIÓN y es el presupuesto VIGENTE de la obra en ese momento.
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PRESUPUESTO GENERAL.-

Se obtiene sumando al P.B.L., los honorarios facultativos relativos a la redacción del
proyecto y a la dirección de las obras, así como el I.V.A. correspondiente a los mis-
mos, cuando tanto uno como otro cometido, sean contratados con técnicos no perte-
necientes a la Admón.. Puesto que si los técnicos pertenecieran a la plantilla del órg a-
no de contratación, no procederían los conceptos presupuestarios antes aludidos.

Cuando sea necesaria la inclusión del E.S.S., se tendrían que considerar también,
para obtener dicho Presupuesto General los importes de los honorarios correspon-
dientes a la Redacción del Estudio, al Análisis del Plan de Seguridad y Salud, y al
Control y Seguimiento del Plan.

Actualmente el cálculo de los honorarios facultativos no está regulado por ningu-
na tarifa como consecuencia de la Ley 7/1997 de 14 de abril, de medidas liberaliza-
doras en materia de suelo y de Colegios Profesionales, por lo que en cada Centro o
Consejería se actúa y pacta libremente de forma distinta, teniendo como funda-
mento o no, los criterios de las tarifas de los distintos Colegios Profesionales vigen-
tes hasta la entrada en vigor de la citada Ley.

PRESUPUESTO PARA CONOCIMIENTO DE LA ADMINISTRACIÓN.-

Este concepto presupuestario tiene como finalidad informar y poner en conoci-
miento de la Admón. cuál es el importe previsible total de la actuación, no sólo de
la obra objeto del proyecto sino de otros gastos previos y/o posteriores que puedan
incidir en la misma, que se sustancian en expedientes distintos y por lo tanto en
contratos independientes.

Dentro de estos gastos podemos indicar: El valor de los terrenos, en su caso,
importe de estudios previos (geotécnicos, topográficos, etc.), trabajos preparatorios
como apuntalamientos, desescombros, importe de las expropiaciones necesarias, los
derivados de la explotación del servicio, seguros de obra (tanto para absorber erro-
res de proyecto como de ejecución, daños de todo tipo durante la ejecución dentro
y fuera de la obra), seguros de explotación para afianzar la inversión privada, etc..

Este es el verdadero PRECIO DE LA OBRA PÚBLICA para fijar por parte de
la Admón. las contraprestaciones económicas que deberá percibir la empresa o
empresas que realicen la infraestructura o obra pública con financiación extrapresu-
puestaria, ya que permite fijar los años de explotación (antes de la reversión a la
Admón. de la infraestructura) y por lo tanto se reduce a un problema de capitali -
zación de rentas que han de ser justamente remuneradas con las tasas, tarifas o pre-



cios públicos que han de pagar los usuarios de la citada infraestructura, o estos y la
Admón., según que la financiación sea total o parcial al margen del presupuesto.

D) LOS PLANOS.-

Se regulan en el Art. 124 de la L.C.A.P., Contenido de los proyectos y responsa-
bilidad derivada de su elaboración, en su punto 1, dice: Los proyectos deberán com-
prender, al menos: ... y en su letra b) dice: Los planos de conjunto y de detalles nece-
sarios para que la obra quede perfectamente definida, así como los que delimiten la
ocupación de los terrenos y la restitución de servidumbres y demás derechos reales,
en su caso, y servicios afectados por su ejecución.

También el Art. 129 del R.G.L.C.AA.PP., Contenido de los planos, dispone:

Los planos deberán ser lo suficientemente descriptivos para que puedan deducir-
se de ellos las mediciones que sirvan de base para las valoraciones pertinentes y para
la exacta realización de la obra.

Así, basándose en la anterior regulación, las normas de redacción de proyectos sue-
len exigir que:

Estos documentos sean la representación gráfica de la obra, con detalle suficiente
para conocer sus formas y dimensiones. Los planos han de ser lo suficientemente
descriptivos para que de ellos se puedan deducir correctamente las mediciones que
sirvan de base para conformar su presupuesto.

Sirvan como no podía ser menos, para la exacta realización de la obra correspon-
diente. En el caso de conjuntos constructivos extensos que obliguen a dividir en sec-
tores la representación gráfica, cada plano de sector llevará un esquema guía que
permita situarlo en el conjunto.

Estén siempre acompañados por un índice de planos numerados con escalas conve-
nientes a lo que se pretende representar. Por ejemplo los que a continuación se rese-
ñan, para las áreas de servicio y sus zonas recreativas en una autopista, o un hotel pues-
to estratégicamente en la misma, para descanso, por ser de largo recorrido (para la rea-
lización de una autovía o cualquier otra infraestructura, habría que particularizarlos):

Planos de arquitectura.-

• Índice de los que componen el proyecto.

• Situación.

• Emplazamiento y replanteo.
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• Estado actual en su caso. Topográfico en caso de solares.

• Delimitativos de la actuación en caso de intervenciones parciales de remodela-
ción o acondicionamiento.

• Conjunto.

• Demoliciones y/o trabajos previos.

• Acondicionamiento de los terrenos (excavaciones, vaciados, pedraplenes, terra-
plenes, nivelados, compactados, etc.).

• Plantas de distribución, usos y amueblamiento.

• Secciones suficientes para la definición del inmueble.

• Alzados.

• Cubiertas.

• Cimentación.

• Detalles de cimentación.

• Saneamiento horizontal.

• Detalles de saneamiento.

• Estructuras.

• Detalles de estructuras.

• Albañilería y de compartimentación acotados, de situación de carpinterías y ele-
mentos de seguridad.

• Detalles de albañilería.

• Memoria y detalles de carpintería y elementos de seguridad.

• Acabados y revestimientos.

• Señalización y decoración.

Planos de instalaciones:

• Red de saneamiento de pluviales y fecales.

• Esquema básico general de la instalación fontanería y producción de A.C.S.
(agua caliente sanitaria).



• Red de tuberías de fontanería y A.C.S. (agua caliente sanitaria).

• Esquema básico general de las instalaciones de climatización (calefacción y refri-
geración).

• Esquemas de principio de las Centrales Frigorífica y Térmica.

• Implantación de maquinaria en ambas centrales.

• Red de tuberías y situación de equipos de climatización.

• Red de conductos de distribución de aire acondicionado y ventilación con situa-
ción de equipos y elementos.

• Instalación eléctrica en baja, media o alta tensión (según tipo de obra).
Acometida, Centro de Seccionamiento, Centro de Transformación y sus
e n l a c e s .

• Implantación de equipos en Centro de Seccionamiento y Transformación.

• Esquema Unifilar de la instalación, incluyendo acometida.

• Distribución de alumbrado y fuerza en planta (ubicación e identificación de ele-
mentos de los circuitos de alumbrado y fuerza, cuadros secundarios y tramos
generales).

• Red de tierras y pararrayos en su caso. Trazado y detalles.

• Planos de sectorización y de vías de evacuación en protección contraincendios.

• Alumbrado de emergencia.

• Instalación de protección contraincendios en planta.

• Sistema de gestión técnica centralizada. Esquemas generales y básicos.

• Instalaciones de comunicación: esquemas generales básicos de todas las inclui-
das en este epígrafe.

• Distribución y ubicación en planta de las instalaciones de comunicaciones.

• Instalación de gases en su caso. Incluyendo el esquema general básico de la ins-
talación y distribución en planta.

• Instalación de transporte neumático. Incluyendo el esquema básico de la insta-
lación.

• Instalación de aparatos elevadores.

• Instalaciones especiales: tratamientos de agua, depuradora de residuales, etc..
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Planos de urbanización:

• Replanteo.

• Estado actual, en su caso.

• De distribución de parcela, usos, jardinería y reforestación.

• Señalización y ubicación de mobiliario urbano.

• Detalles de la obra civil: cerramiento, secciones de firme, señalización y mobi-
liario, etc..

• Instalaciones eléctricas y de alumbrado exterior.

• Red de riego, red exterior de hidrantes y agua potable.

• Red de saneamiento.

• Detalles de las instalaciones de urbanización.

✓Deben representar el conjunto y el detalle de todos y cada una de las partes y
elementos que constituyen la obra a realizar.

✓Cuando se trate de proyectos de reforma, reparación o gran reparación (afecta a
los elementos estructurales), conservación o demolición, han de incluir los planos de
estado actual; para así poder ver mejor las actuaciones a realizar de tal forma, que
queden debidamente representadas y localizadas las diversas partes, zonas y ele-
mentos a derribar, reformar, reparar, sustituir, reforzar, reconstruir o recuperar.

✓El conjunto de plano acotados, empleará escalas, y acotaciones adecuadas a la
magnitud de los elementos a representar. Utilizándose las especificaciones, notacio-
nes y simbologías necesarias para identificar a todas y cada una de las actuaciones a
realizar (materiales, elementos, sistemas constructivos y calidades), en correspon-
dencia con las definiciones y descripciones que figuren en otros documentos del pro-
yecto, en especial en el Presupuesto (cuadros de precios y por lo tanto, en los epí-
grafes de los P.U.D. de sus uds. de obra).

Una vez definida la documentación que han de llevar un proyecto de primer esta-
blecimiento, reforma o gran reparación para presupuestos iguales o superiores a
20.000.000 de pesetas (120.202,42 euros) y por lo tanto para una infraestructura
u obra pública (millones de euros ) con mucho mayor motivo, citaremos unas
MODALIDADES DE PROYECTOS que pueden darse con cierta frecuencia con
independencia del tipo de obra a que se refiera (clasificación ya tratada), se pueden
distinguir varias modalidades: Proyectos de primer establecimiento (Nueva
Construcción), Reforma o Gran Reparación, Reparación simple, Conservación y



Mantenimiento, y de Demolición, Proyectos Modificados y Proyectos
Complementarios. Y otras MODALIDADES EXCEPCIONALES O NO USUA -
LES DE PROYECTOS que no son tan comunes como los anteriores, como son:
Proyectos para Obras de Emergencia, Proyectos de terminación de Obras, Proyectos
Actualizados y Proyectos presentados por la Contrata o el Empresario.

Pasamos a comentarlos brevemente:

PROYECTOS DE PRIMER ESTABLECIMIENTO (NUEVA CONSTRUC-
CIÓN), REFORMA O GRAN REPARACIÓN, REPARACIÓN SIMPLE, CON-
SERVACIÓN Y MANTENIMIENTO, Y DEMOLICIÓN.

Son los proyectos que recogen las obras definidas en el Art. 123 . Clasificación
de las obras de la L.C.A.P., ya expuestos al principio de este Apartado.

PROYECTOS MODIFICADOS.

Son aquellos proyectos que recogen las modificaciones y variaciones de las obras
de los proyectos aprobados y cuyas obras están en marcha, descritos en el Art. 123
de la L.C.A.P. citado anteriormente y con las condiciones expuestas cuando se habló
anteriormente de los Precios Contradictorios.

PROYECTOS COMPLEMENTARIOS.

Son aquellos proyectos relativos a obras accesorias o complementarias, no inclui-
das en el proyecto aprobado ni en el contrato, pero que resulte necesario ejecutar
como consecuencia de circunstancias imprevistas y su ejecución se confíe al contra-
tista de la obra principal, de acuerdo con los precios que rigen para el contrato pri-
mitivo o que, en su caso, fuesen fijados contradictoriamente (Art. 141 letra d) de la
L.C.A.P.).

Para aplicar lo expuesto en el párrafo anterior, deberán concurrir los siguientes
requisitos respecto del contrato principal:

1. Que las obras no puedan separarse técnica o económicamente del contrato primi-
tivo sin causar inconvenientes mayores a la Admón. o que, aunque se puedan separar
de la ejecución de dicho contrato, sean estrictamente necesarias para su ejecución.

2. Que las obras complementarias a ejecutar definidas en el correspondiente pro-
yecto estén formadas, al menos, en un 50% del presupuesto, por unidades de obra
del contrato principal.
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3. Que el importe acumulado de las obras complementarias no supere el 20% del
precio primitivo del contrato.

Las demás obras complementarias que no reúnan los requisitos exigidos en los
párrafos precedentes habrán de ser objeto de contratación independiente (Art. 141.
1 de la L.C.A.P.).

PROYECTOS PARA OBRAS DE EMERGENCIA.-

Son aquellos que recogen las actuaciones administrativas reseñadas en la L.C.A.P.,
Art. 71. Tramitación urgente y Art. 72. Tramitación de emergencia.

PROYECTOS DE TERMINACIÓN DE OBRAS.-

Son aquellos proyectos que recogen las obras pendientes de ejecutar, para termi-
nar las ya iniciadas en una contratación anteriormente resuelta, y las que además
sean necesarias para entregarlas al uso o al fin a que se destinan.

Como se puede apreciar, el alcance de las obras que tiene que recoger el proyecto
de terminación, dependerá del estado en que hayan quedado las obras una vez res-
cindido el contrato anterior y el tiempo transcurrido hasta la redacción del mismo.

PROYECTOS ACTUALIZADOS.-

Son los que recogen las circunstancias y fundamentos señalados cuando se expuso
anteriormente “LA ACTUALIZACIÓN DE PRECIOS”.

PROYECTOS PRESENTADOS POR EL EMPRESARIO.-

Son aquellos proyectos redactados atendiendo a unas bases técnicas fijadas previa-
mente por la Admón. e incorporadas al P.P.A.P., con los que concurren las empresas
a una licitación por el sistema de “concurso de proyecto y obra” .

Este tipo de contrato, ofrece la singularidad de que se trata de un contrato de
consultoría y asistencia en principio, el de encargo de redacción de proyecto y
finalmente el de ejecución de obras .

En estos concursos, el C. adquiere una responsabilidad adicional a la de efectuar
la obra, que es, la de asumir los posibles defectos o imprevisiones que pudiera con-
tener el proyecto (Art. 125 de la L.C.A.P., Presentación del proyecto por el empre-
sario), pero no obstante como se explicó en el Apartado III de este trabajo, este tipo
de concurso puede y de hecho acarrea muchos problemas a la Administración tanto
de índole técnica como económica.

Una vez expuestas todas las partes que definen a un proyecto y sus distintas moda-
lidades, pasaré a justificar ¿por qué el proyecto se ha de ajustar a las normativas téc-



nicas de obligado cumplimiento y a las normas de redacción de los órganos de con-
tratación, tal y como se ha comentado muchas veces desde el principio de este
Apartado?. Las razones se exponen a continuación:

El Art. 127 L.C.A.P ., Instrucciones técnicas , dice: Los proyectos deberán
sujetarse a las instrucciones técnicas que sean de obligado cumplimiento
para las respectivas Administraciones públicas .

Y por otro lado, recordemos al Art. 124 del R.G.L.C.AA.PP., Instrucciones
para la elaboración de proyectos (expuesto anteriormente, al principio del desa-
rrollo del punto CONTENIDO DOCUMENTAL DEL PROYECTO), que prescri-
be:

1. Los Departamentos ministeriales que tengan a su cargo la realización de las
obras procederán a la redacción de instrucciones para la elaboración de proyectos, en
las cuales se fijarán debidamente las normas técnicas a que las mismas deban suje-
tarse.

2. Los Departamentos ministeriales que no tuviesen establecidas instrucciones
para la elaboración de proyectos podrán acordar que se apliquen las de otro
Departamento ministerial.

3. Las instrucciones para la elaboración de proyectos, así como las modificaciones
que se introduzcan en las mismas, deberán informarse previamente por los servicios
técnicos del Departamento correspondiente y, una vez aprobadas, publicarse en el
“Boletín Oficial del Estado”.

4. La normativa contemplada en esta sección no será de aplicación a los proyectos
de obras que se realicen y se ejecuten en el extranjero cuando dicha normativa sea
contraria a la legislación local en la materia o las circunstancias económicas o socia-
les del país en el que se realice la obra hagan inviable su aplicación.

Después de su aprobación, se publicarán en el B.O.E. o en el B.O. de la
Comunidad que corresponda.

El Gobierno o el Consejo de Gobierno (C.A. de A. o los respectivos de las distin-
tas CC.AA.), según casos, podrá acordar que las instrucciones de un determinado
Departamento o Consejería sea aplicable a otro u otras que no tuviesen establecida
su propia instrucción, previo informe del Departamento que se encuentre en dicho
caso, en aplicación del Art. 124. del R.G.L.C.AA.PP. antes expuesto.

Con bastante frecuencia, la tramitación indicada anteriormente no se realiza, pero
ello no impide que sean de obligada observancia para el autor del proyecto, cuando
en el contrato y encargo suscrito a tal efecto, se estipule que el proyecto tiene que
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redactarse de acuerdo con las normas e instrucciones del órgano de contratación y
éstas le sean proporcionadas en ese momento.

LA SUPERVISIÓN DEL PROYECTO.-

Vamos a desgranar los fundamentos jurídicos de la supervisión de los proyectos:

El Art. 122. Proyecto de obras de la L.C.A.P., establece que “La adjudicación de
un contrato de obras requerirá la previa elaboración, supervisión , en su caso, apro-
bación y replanteo del correspondiente proyecto, que definirá con precisión el obje-
to del contrato.

En el supuesto de adjudicación conjunta de proyecto y obra la ejecución de ésta
quedará condicionada a la supervisión, aprobación y replanteo del proyecto por la
Admón.”.

El Art. 134 del R.G.L.C.AA.PP., Aprobación del proyecto, impone para la apro-
bación de un proyecto, el requisito de su supervisión (como veremos en el punto
siguiente, al hablar de la aprobación del proyecto).

A estos efectos, también el Art. 138. 1 del R.G.L.C.AA.PP., Expediente de con-
tratación en los contratos de obra, dice:

Por el órgano de contratación, realizado el replanteo previo, se tramitará el expe-
diente de contratación, debiendo incorporarse al mismo antes de su aprobación,
como mínimo, los siguientes documentos:

1. Resolución aprobatoria del proyecto e informe de la oficina o unidad de
supervisión .

Asimismo, el Art. 128. Supervisión de proyectos. de la L.C.A.P., establece que
antes de la aprobación del proyecto, cuando su cuantía sea igual o superior a
50.000.000 de pesetas (300.506,05 euros) , los órganos de contratación deberán
solicitar un informe de las correspondientes oficinas o unidades de supervisión de
proyectos encargadas de verificar que se han tenido en cuenta las disposiciones gene-
rales de carácter legal o reglamentario, así como la normativa técnica, que resulten
de aplicación par cada tipo de proyecto.

En los proyectos de cuantía inferior a la señalada en el párrafo anterior, el informe
tendrá carácter facultativo, salvo que se trate de obras que afecten a la estabilidad ,
seguridad o estanqueidad de la obra, en cuyos supuestos el informe de supervi-
sión será igualmente preceptivo.



De lo que se desprende, que son pocos y contados los casos de proyectos que no
necesiten el informe de supervisión (ejemplos: pintar, cambiar tabiquería interior,
cambiar puertas interiores, cambiar suelos interiores, etc., actuaciones que dicho sea
de paso, no suelen darse aisladas de manera frecuente). En casos límite, en los que
sea difícil de precisar la afectación antes aludida a la Estabilidad, Seguridad o
Estanqueidad, no queda más remedio que instar a la oficina o ud. de supervisión
competente, la manifestación expresa mediante un informe al efecto de la proce-
dencia o no de su supervisión.

Las Oficinas o Unidades de Supervisión de Proyectos están reguladas específica-
mente en el R.G.L.C.AA.PP., Arts. 135, 136, y 137, que a continuación se expo-
nen:

Art. 135. Oficinas o unidades de supervisión de proyectos:

1. Los Departamentos ministeriales (se recuerda, en las CC.AA. son las
Consejerías o Entidades análogas, según Comunidad) que tengan a su cargo la rea-
lización de obras deberán establecer oficinas o unidades de supervisión de proyectos
a los efectos previstos en el Art. 128 de la Ley (L.C.A.P.) y en los Arts. 136 y 137
de este Reglamento.

2. Cuando por el escaso volumen e importancia de las obras a realizar no se juz-
gue necesario el establecimiento de oficinas o unidades de supervisión el titular del
Departamento podrá acordar que las funciones de supervisión sean ejercidas por la
oficina o unidad del Departamento que, por razón de la especialidad de su cometi-
do, resulte más idónea a la naturaleza de las obras.

3. Los proyectos de obras que elaboren los OO.AA., EE.GG. y SS.CC. de la S.S. y
demás EE.PP.EE. deberán ser supervisado por la oficina o unidad del Departamento
ministerial del que dependan, salvo que tuvieran establecida una oficina o unidad
propia de supervisión.

Art. 136. Funciones de las oficinas o unidades de supervisión de proyectos:

1. Las oficinas o unidades de supervisión de proyectos tendrán las siguientes fun-
ciones:

a) Verificar que se han tenido en cuenta las disposiciones generales de
carácter legal o reglamentario, así como la normativa técnica, que resulten de
aplicación para cada tipo de proyecto.

b) Proponer al órgano de contratación criterios y orientaciones de carácter
técnico para su inclusión, en su caso, en la norma o instrucción correspon -
diente.
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c) Examinar que los precios de los materiales y de las uds. de obra son los
adecuados para la ejecución del contrato en la previsión establecida en el
Art. 14. 1 de la Ley (L.C.A.P.). (En esencia, cuidar que el precio del contrato sea
el adecuado al mercado).

d) Verificar que el proyecto contiene el estudio de seguridad y salud o, en
su caso, el estudio básico de seguridad y salud. (Art. 17. apartado 2 del R.D.
1627/97, de 24 de octubre, del Mº de la Presidencia publicado en el B.O.E. de 25-
10-97, que recoge la especialísima sensibilidad social que existe sobre la materia en
todos los países miembros de la U.E.),

e) Las demás funciones que les encomienden los titulares de los
Departamentos ministeriales.

2. Cuando no estén encomendadas a otros órganos administrativos por los
titulares de los Departamentos ministeriales, las oficinas de supervisión de
proyectos examinarán los estudios informativos, anteproyectos y proyectos
de obra de su competencia, así como las modificaciones de los mismos, reca -
bando las aclaraciones, ampliaciones de datos o estudios, o rectificaciones
que crean oportunas y exigiendo la subsanación o subsanando por sí mismas
los defectos observados.

3. Las oficinas o unidades de supervisión harán declaración expresa en sus
informes de que el estudio informativo, anteproyecto o proyecto, cuya apro -
bación o modificación propone, reúne cuantos requisitos son exigidos por la
Ley (L.C.A.P.) y este Reglamento, declaración que será recogida en la resolu -
ción de aprobación.

4. El informe que deben emitir las oficinas o unidades de supervisión de
proyectos deberá serlo en el plazo máximo de un mes, salvo que por las
características del proyecto se requiera otro mayor, contado a partir de la
recepción del proyecto, una vez subsanados, en su caso, los defectos adverti -
dos, y habrá de incorporarse al expediente respectivo como documento inte -
grante del mismo.

Art. 137. Supervisión de las variantes:

Será preceptivo, antes de la adjudicación del contrato, el informe de la oficina de
supervisión de proyectos cuando se admitan variantes propuestas por el posible
adjudicatario en relación a los proyectos aprobados por la Admón., cualesquiera que
sea la cuantía del contrato.



La aprobación de los proyectos por la autoridad competente, no exonera a los fun-
cionarios responsables de los mismos por los defectos o imprevisiones en que hayan
incurrido o les sean imputables, ni tampoco a la citada autoridad por todo aquello
que le sea imputable (según la L.C.A.P.). A estos efectos, recordemos la ya expues-
ta DISPOSICIÓN ADICIONAL QUINTA de la L.C.A.P., Responsabilidades de
las autoridades y del personal al servicio de las AA.PP..

APROBACIÓN DEL PROYECTO.-

Respecto de la aprobación de los proyectos, se atenderá a lo dispuesto en el Art.
134 del R.G.L.C.AA.PP., Aprobación del proyecto, que dice: Realizada, en su caso,
la correspondiente información pública, supervisado el proyecto , cumplidos los
trámites establecidos y solicitados los informes que sean preceptivos o se estime con-
veniente solicitar para un mayor conocimiento de cuantos factores puedan incidir en
la ejecución o explotación de las obras, el órgano de contratación resolverá sobre la
aprobación del proyecto .

REPLANTEO DEL PROYECTO Y REPLANTEO PREVIO .-

El Art. 129. Replanteo del proyecto. de la L.C.A.P., establece:

1. Aprobado el proyecto, y previamente a la tramitación del expediente de con-
tratación de la obra, se procederá a efectuar el replanteo del mismo (ver todo el
punto COMPROBACIÓN DEL REPLANTEO expuesto en el Apartado II), el cual
consistirá en comprobar la realidad geométrica de la misma y la disponibilidad de
los terrenos precisos para su normal ejecución, que será requisito indispensable para
la adjudicación en todos los procedimientos. Asimismo se deberán comprobar
cuantos supuestos figuren en el proyecto elaborado y sean básicos para el contrato
a celebrar.

2. En la tramitación de los expedientes de contratación referentes a obras de infra-
estructuras hidráulicas, de transporte y de carreteras, se dispensará del requisito pre-
vio de disponibilidad de los terrenos, si bien la ocupación efectiva de aquéllos debe-
rá ir precedida de la formalización del acta de ocupación.

3. En los casos de cesión de terrenos o locales por Entidades públicas, será sufi-
ciente para acreditar la disponibilidad de los terrenos la aportación de los acuerdos
de cesión y aceptación por los órganos competentes.

4. Una vez realizado el replanteo se incorporará el proyecto al expediente de con-
tratación.
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Para terminar, se expone el Art. 138 del R.G.L.C.AA.PP., Expediente de contra-
tación en los contratos de obras, que dispone:

Por el órgano de contratación, realizado el replanteo previo, se tramitará el expe-
diente de contratación, debiendo incorporarse al mismo antes de su aprobación,
como mínimo, los siguientes documentos:

1. Resolución aprobatoria del proyecto e informe de la oficina o ud. de supervi-
sión.

2. Acta de replanteo

3. P.C.A.P. informado por el servicio jurídico respectivo, en los términos previs-
tos en el Art. 49. 4 de la Ley (L.C.A.P.).

4. Certificado de existencia de crédito presupuestario, o documento que legal-
mente le sustituya, expedido por la oficina de contabilidad competente, excepto en
los supuestos a que hace referencia el Art. 125. 5 de la Ley (L.C.A.P.).

5. Fiscalización previa en los términos previstos en la Ley General Presupuestaria
o en las correspondientes normas presupuestarias de las distintas AA.PP..

Con ello se llega a la convocatoria de la licitación, después vendrá la adjudicación,
la realización de la obra y por último su correspondiente liquidación, como ya vimos
en el Apartado II, tal y como se realizan siguiendo la L.C.A.P., reafirmándome a la
vista de su borrascoso proceso (existen Normas Generales que hay que aplicar a las
Normas Específicas de los distintos Tipos de Contratos que la Ley contempla, ade-
más se tienen que seguir sobre todo las DISPOSICIONES FINALES de la propia
Ley y estar atentos al cruce de los artículos, debería por ello regularse, contrato a
contrato, aunque se repitiesen conceptos para aumentar de este modo la Seguridad
Jurídica del Texto), del vocabulario excesivamente jurídico empleado (existen
demasiadas ambigüedades y palabras que definen conceptos que sólo los juristas
entienden, cuando la L.C.A.P., siguiendo las tendencias actuales de transparencia,
debía de ser más entendible por la sociedad, sin perjuicio de la especialidad jurídi-
ca en su aplicación) y que a su Reglamento de aplicación (R.G.L.C.AA.PP.), en
muchos casos, le sucede lo mismo, teniendo a veces repeticiones innecesarias y a
veces falta de las mismas. En vista de lo anterior, tal y como ya he expuesto en los
Apartados I, II y III, se tendría que aprobar, no sólo una L.C.A.P. más ágil y moder-
na, sino la urgente necesidad de una L.O.F.E. que agilice con discrecionalidad res -
ponsable y posterior control, la realización de las grandes infraestructuras cuando
la financiación se realiza, sólo y exclusivamente , con capital PRIVADO .



V. ANEXOS





Anexo nº 1.- Condensado y gráficos del barómetro del CSIC correspondiente a
una encuesta que realizó entre el 17 y 22 de febrero de 2001 y que se publicó en el
Periódico A.B.C. del día 29-03-01 en la página 24 SECCIÓN NACIONAL en un
artículo de D. o Dª. J. L. Lorente , sobre la inmigración.

Estudio de “Las personas mayores en España” del Instituto de Migraciones y
Servicios Sociales (I.M.S.E.R.S.O.) y Estudio de D. Antonio Abellán del C.S.I.C.
y de Dª. Lourdes Pérez de la Universidad Autónoma de Madrid insertados en el
artículo de Dª. Isabel Gallego aparecido en el Periódico A.B.C. de 19-03-01 en
la Sección de SOCIEDAD).
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Pasamos a exponer el condensado y gráficos del estudio del C.S.I.C. correspon-
diente a una encuesta que este organismo realizó entre el 17 y 22 de febrero de
2001, sobre aspectos relacionados con la inmigración.

Como dato novedoso al respecto, se comprueba que el 79% de ciudadanos cree
que sólo debe permitirse la entrada en nuestro país a los inmigrantes que tengan
contratos de trabajo, % que se ha incrementado en 14 puntos en sólo un año (pues-
to que en febrero de 2000 era del 65%).

Sólo un 13% de los encuestados admitía la entrada de inmigrantes sin poner nin-
gún obstáculo legal. Con estos datos se refuerzan las tesis de la política actual en el
asunto de la extranjería, tratándola con la responsabilidad y seriedad que merece
esta materia, en coordinación con el resto de los Estados Miembros de la U.E., evi-
tando su explotación y facilitando su integración. No obstante, el Gobierno debería
intentar flexibilizar la aplicación de la Ley de Extranjería y consensuar el
Reglamento que la desarrolle, con la Oposición, en el tratamiento de ciertos casos.

Según la encuesta, la actitud general de los ciudadanos respecto de la inmigración
es positiva en el conjunto de las relaciones sociales, aunque dicha actitud varia en
algunas situaciones según sea el país de origen de los inmigrantes.

Al 83% de los padres no les importa que sus hijos compartan clase con niños de fami-
lias inmigrantes y al 82% no les molestaría en absoluto tener un extranjero como com-
pañero de trabajo (claro está, siempre que se comporten en ambos casos, es decir, que
acaten nuestro Ordenamiento Jurídico). Los inmigrantes preferidos son los iberoameri-
canos con el 60% de los encuestados (lo cual es muy lógico, nos unen el idioma y razo-
nes culturales y me atrevería a decir que también sentimentales), seguidos a gran dis-
tancia por los inmigrantes de la Europa del Este (1 8 %), por los marroquíes y arg e l i n o s
(4 %) y por asiáticos y africanos negros (1 %) .

Los diagramas de este estudio se ven en la siguiente página.

Después de exponer el condensado y los gráficos del barómetro del C.S.I.C. antes
citado, voy a referirme a un estudio, “Las personas mayores en España” del
Instituto de Migraciones y Servicios Sociales (I.M.S.E.R.S.O.), que pone de mani-
fiesto cómo la mejora de la sanidad pública, los avances de la medicina y las condi-
ciones de vida, han traído un incremento real de la esperanza de vida de los españo-
les, de ahí que en el último siglo en España las personas octogenarias se hayan mul-
tiplicado por trece, hecho que tiende a que la población española se envejezca a pasos
agigantados, lo que conlleva más gastos sociales (sanidad y pensiones) y a tener ade-
más que cuidar y atender a más ancianos, dado que a mayor edad, más fragilidad y
dependencia. Con la demografía actual de España no podremos atender a los gastos
antes citados ni a la tradicional asistencia familiar a nuestros mayores.
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En la actualidad el 28% de los mayores declara necesitar algún tipo de ayuda,
hecho que se irá agravando cada vez más. Ello es debido a que la generación del
“baby-bom” - los nacidos entre los años 1957 y 1977 -, que hacia el 2020 empe-
zarán a jubilarse serán octogenarios dentro de 40 años, es decir, en el 2040.

Entonces las personas de 80 años superarán en número a las mujeres de edad inter-
media (45- 60 años) en las que tradicionalmente recaía la asistencia familiar y
doméstica.

Dicha situación, pondrá en peligro el actual sistema de atención a los ancianos
(que dicho sea de paso, ya empieza hacer aguas). Por esto, los autores que han estu-
diado el fenómeno D. Antonio Abellán del C.S.I.C. y Dª. Lourdes Pérez de la
Universidad Autónoma de Madrid, llaman la atención sobre de la necesidad de cam-
biar el modelo de atención a las personas mayores, no sólo por que las mujeres de
edad intermedia entre 45 y 60 años, en las que tradicionalmente recaía la asistencia
familiar y doméstica serán menos, sino porque también la mujer trabajará cada vez
más fuera de casa.

Afirman los autores antes citados que “ El desafío futuro para los cuidados de
los adultos de hoy, debería obligar a una mejor integración y coordinación de
los servicios formales y de la ayuda informal que garantice un nivel de vida
digna y equilibrada para todos, personas dependientes y cuidadores” .

Este delicado asunto supone la revisión del Pacto de Toledo y, el cambio de las
estructuras familiares que consistirá en que los hombres tendrán que compartir las
tareas con las mujeres, especialmente la del cuidado de las personas mayores.

Las investigaciones revelan el enorme esfuerzo que actualmente hacen las perso-
nas mayores que necesitan ser atendidas, ya que la inmensa mayoría de estas perso-
nas debe costearse dicha necesidad con sus propios medios.

Datos a tener en cuenta sobre lo expuesto en el párrafo anterior; en enero de 1999
había en España 198.358 plazas residenciales, lo que supone un índice de cobertu-
ra del 3,2% sobre la población de mayores de 65 años, de estas plazas, aproximada-
mente 78.000 eran públicas, el resto, aproximadamente un 65%, eran privadas.

A la vista de estos desalentadores datos, los autores del informe del I.M.S.E.R.S.O.
afirman que “es necesaria la realización de un esfuerzo importante en los pró -
ximos años para que la mayoría de las plazas sean accesibles a las personas
de dependencia, muy especialmente, a las que padecen deterioro cognitivo” .

No obstante tenemos un pequeño respiro que debemos emplearlo en prepararnos
para afrontar el fenómeno con éxito, consiste; en la ralentización de la velocidad en



el proceso de envejecimiento, debido a que se están jubilando las llamadas “clases
huecas” nacidas con menos personas durante nuestra Guerra Civil (entiéndase inci-
vil).

Según el estudio del I.M.S.E.R.S.O. cada mes, 36.000 personas sobrepasan el
umbral de los 65 años. En cifras absolutas hay un millón más de mujeres mayores
de 65 años que de hombres, por razones laborales, culturales y por que aún perma-
nece la huella de nuestra Guerra.

El desequilibrio entre hombres y mujeres es todavía mayor a partir de cumplir los
65 años, pero cuando llegamos a los 85, son cuatro las mujeres por cada hombre.

Cataluña y Andalucía son las Comunidades con mayor número de personas mayo-
res. Pero en un futuro próximo, Aragón, Asturias, Castilla - León y Galicia supera-
rán el 20% de la población.

Los estudiosos de la materia dicen que con la demografía actual, España
comenzará a perder población en torno al año 2010, si el comportamiento
reproductor no se modifica o no crece el aporte demográfico por inmigra -
ción .

También actualmente ciertas familias españolas con parte del potencial humano
de la inmigración, palian la falta de atención a sus familiares enfermos, discapacita-
dos (de toda edad) y mayores que necesitan algún tipo de ayuda y compañía, ya que
sus familias como antes se comentó, no los pueden atender por motivos laborales o
egoístas y lo mismo pasa con respecto de las tareas domésticas. Los gráficos del
estudio “Las personas mayores en España” se ven en la siguiente página.
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Anexo nº 2.- Propuesta Tecnológica sobre Clasificación y Registro de Empresas
Licitadoras del Sector Público en España y La Unión Europea y la posible ayuda
armonizadora de la Tercera Vía en la Contratación Pública de la U.E.).
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PROPUESTA TECNOLÓGICA

La L.C.A.P. en su Art. 20 , se encamina con sus prescripciones a eliminar a los
contratistas que no cumplen los requisitos de legalidad y que además ejercen una
competencia desleal por conductas perversas que desembocan en poder realizar los
contratos a precios más bajos y teóricamente con las mismas garantías que otros con-
tratistas que cumplen la legalidad y por tanto necesitan al ofertar a la Admón. tener
en cuenta todos los costes, ofertando por ello más caro, que los que antes hemos cita-
do no cumplidores de la legalidad. También a estos efectos, los ór ganos de con -
tratación están obligados por ley a cuidar que el precio de los contratos sea ade-
cuado al mercado (Art. 14. 1 de L.C.A.P.), para evitar que se beneficien los que no
lo adecuan (ya que de no evitarlo, podrían ofertar más barato en un porcentaje fuera
de toda lógica - no se refiere a la natural discrepancia de ofertas en libre competen-
cia -, pues el ahorro estriba en no cumplir todas o parte de las prescripciones de las
leyes, tales como las de Seguridad Social; Prevención de Riesgos Laborales; obliga-
ciones tributarias, etc.).

Para que se pueda cumplir la legalidad expresada en la L.C.A.P., es necesario
comunicar y publicar las declaraciones de prohibición de contratar para que sean de
conocimiento público, es decir, de todos los administrados.

Así el R.D. 390/96, de 1 de Marzo (Economía y Hacienda), de desarrollo par -
cial de la L.C.A.P., de Contratos de las Administraciones Públicas , en su Art.
14. Comunicación y publicidad de los acuerdos de declaración de la prohibi -
ción de contratar , establece como se deben realizar las comunicaciones y su publi-
cidad; cuando dice, textualmente:

1.- “Los acuerdos adoptados sobre prohibición de contratar se notificarán a los
empresarios, consignando en la notificación el ámbito y la extensión temporal de la
misma, y se inscribirán en los Registros Oficiales de Contratistas en los que conste
la clasificación a que hacen referencia los artículos 25 y 35 de la Ley”.

2.- “Los acuerdos que declaren la prohibición de contratar se publicarán en el
“Boletín Oficial del Estado” cuando ésta tenga carácter general para todas las
Administraciones Públicas, o en los respectivos “Diarios” o “Boletines Oficiales” de
las Comunidades Autónomas y entidades locales a cuyo ámbito se circunscriba la
prohibición”.

Como se ve, la Admón. se preocupa por resolver el problema y ser beligerante con
los contratistas que no cumplen la legalidad e incurren en competencia desleal, pero
muchas veces, los órganos de contratación no pueden averiguar las situaciones jurí-
dicas en que están los contratistas a pesar de lo expuesto en los dos párrafos ante-



riores o bien lo hacen tarde, al no estar los RR.OO.CC. comunicados informática-
mente en todo el territorio del Estado. En esta era, en que Internet supone la gran
revolución en las comunicaciones, dadas además en tiempo real, debería abordarse
la comunicación informática de los citados registros con urgencia, mediante Ley
Básica que ordenase todo el proceso y lo extendiese a la Judicatura y otros
Organismos Competentes, tales como Hacienda y Seguridad Social, también ten-
dría que regular la extensión de los conceptos que se pueden incluir en los Registros,
tales como sentencias y resoluciones firmes que prohiban contratar con las AA.PP.
(Art. 20 de la L.C.A.P.), datos relativos a las fianzas (provisionales, definitivas, com-
plementarias y globales) constituidas, estar en posesión de la licencia fiscal, estar al
corriente de los pagos de seguridad social y fiscales como también es lógico que
regule, la forma de incluir y dar de baja a todos los datos relacionados con los cita-
dos Registros.

El esquema de funcionamiento podría ser el siguiente: Mediante un “Sistema de
Información A v a n z a d o ” la Judicatura y los OO. de Hacienda y Seguridad Social
volcarían sus datos a los efectos del Art. 20 de la L.C.A.P. en un Registro que podría
llamarse Registro Oficial de Situación Jurídica de Contratistas General del
Estado (R.O.S.J.C.G.E.) , que ya tendría los datos antes manifestados en poder del
Estado y de las distintas AA.PP., en un banco de fichas elaboradas por el Ministerio
de Hacienda y armonizadas con los respectivos organismos de las CC.AA., cuyas
Bases de Datos se comunicarían por toda la red vía I n t e r n e t con las de todos los
demás R.O.C. de las CC.AA. y CC.LL (actualmente, estos últimos Entes según las
S S . T.S. 331/93 de 12/11 y 141/93 de 22/04, no pueden crear Registros Oficiales de
Contratistas para sus obras. Hecho incomprensible dado el volumen de la inversión
de muchos Ayuntamientos españoles que son de mayor entidad que el de algunas
CC.AA., tales como; los de Madrid, Barcelona, Valencia o Sevilla, por lo que pode-
mos pensar que el problema radica en desarrollo incompleto de la O rg a n i z a c i ó n
Territorial del Estado , lo que lleva a la falta de la definición de la cascada compe-
tencial, que se puede resolver mediante un Pacto del Reparto Competencial), según
forma que legal y reglamentariamente se estableciese para la explotación de la citada
Base de Datos , y en su caso, determinando los “agentes inteligentes” que proce-
diesen (para que nadie que no tuviese autorización pudiera utilizarlo o manipularlo
y que los que la tuvieran, dejarán huella de su uso - persona, día, hora, mes y año -),
teniendo en cuenta que su contenido por Ley ha de ser público.

De esta forma se tendría en tiempo real, toda la documentación actualizada y el
control de su uso, en cualquier punto del Estado, salvando las distintas
Organizaciones Territoriales de la Admón., con respecto a la idoneidad de cualquier
contratista que se presentase a cualquier licitación.
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Esta Propuesta respeta el espíritu de la legalidad actual, y contribuye a que sea
mejor la eficacia y la eficiencia de la gestión administrativa, consiguiendo más agi-
lidad y rapidez en su aplicación.

Sin embargo no soy partidario del sistema actual de Clasificación y Registro, pues
una vez se consigue ésta, la empresa tiene durante dos años la posibilidad de usar la
clasificación conseguida aunque su situación ya no sea buena (posición muy difícil
de ver y que las empresas tienden siempre a ocultar), entonces las empresas que
están en esas situaciones pueden a veces dedicarse a lo que se llama en el “argot”
empresarial del Ramo vender la obra , es decir , se unen a otra que si es solvente
(pero no clasificada convenientemente) para así, mediante un pago convenido entre
ellas, ser una acompañante neutra de hecho que no de derecho en el contrato, al
darle la cobertura de clasificación que a ésta última le faltaba para concurrir a una
determinada licitación de obra.

Como es lógico, esto es formalmente bastante difícil y costoso de probar, sino
media denuncia fundada de parte. Por otro lado, tampoco hace falta que pase lo
expuesto anteriormente, basta que una empresa que cumpla formalmente la clasifi-
cación y demás condiciones de las bases de licitación, no esté en un buen momento,
y lo pueda disfrazar, para que peligre la realización de las obras por una suspensión
de pagos y no digamos por una quiebra, lo que llevaría a una situación que tiene
mala solución porque cuesta más dinero del previsto al erario público y más plazo
de ejecución de las obras con la consiguiente tardanza en su destino para uso públi-
co.

Para evitar esto en lo posible y en todo caso ser más justo en la competencia, las
empresas debían en el momento de presentarse a las licitaciones y en cada una de
ellas , acreditar su capacidad de obrar y su idoneidad en recursos económicos, finan-
cieros, técnicos o profesionales según lo fijado por el órgano de contratación corres-
pondiente en las bases de licitación en cada caso concreto, mediante sus respectivos
PP.C.A.P., o bien que la J.C.C.A. procediera de oficio a una rígida revisión anual de
la Clasificaciones concedidas.

Por otro lado, como esta materia tiene mucho que ver con el hecho de que las
empresas sean competentes y cualificadas, no estaría de más recordar, que éstas
deben orientarse no sólo a ganar dinero (lo que es justo y socialmente deseable,
siempre que no sea de forma injusta y abusiva), sino a servir a la sociedad en la que
se desenvuelven, con honradez y honestidad, es decir, ajustarse a la equidad de las
contraprestaciones pactadas y no dar como vulgarmente se dice “gato por liebre ”
a veces sin mala fe y la mayor parte de las veces, por falta de preparación, ya que no
dan más de sí. Para conseguir que esto no sea así, y sin generalizar pues toda gene-



ralización es injusta, se debe instar a la Confederación de Empresarios Españoles, y
con más motivo a la Confederación de Empresarios Andaluces, a que promuevan y
alienten en sus empresas asociadas, la preparación y formación permanente de sus
cuadros directivos y personal por razones de competitividad, para cumplir su misión
como es debido y poder desenvolverse con soltura y acierto no sólo en los ámbitos
autonómico y nacional, sino también en los de la U.E. y resto del mundo globali-
zado. Si nuestras empresas no lo hacen así, el Mercado que es un “juez implacable”,
se encargará de eliminarlas.

En cuanto a los Registros al no estar aún conectados informáticamente ni tampo-
co cruzados con los de otros Organismos (Judicatura, Hacienda, Seguridad Social y
Órganos Contratantes) les falta la agilidad que la sociedad moderna reclama para
mantener la competencia justa entre las empresas al poder conocer rápidamente sus
solvencias y situación jurídica .

Por todo ello, los Registros deberían ser creados por los órganos de contratación
en concreto, en los que sólo procedería ir incluyendo las incidencias positivas y
negativas de actuación de las empresas adjudicatarias por el departamento corres-
pondiente de los mismos, si bien todo ello, tanto para dar las altas como bajas por
sanción (incluso las correspondientes a sentencias judiciales firmes de toda índole
que recayesen por motivo de la materia que tratamos) y demás extremos de su actua-
ción en las obras, se haría según procedimiento fijado de forma reglamentaria al
igual que las resoluciones firmes que recayesen por los expedientes y recursos que
con audiencia de las empresas interesadas pudieran sustanciarse.

Cuando en algunos casos los órganos de contratación careciesen de medios para
desarrollar la misión antes expuesta de forma efectiva y eficiente, podrían pedir
auxilio según procedimiento reglado al órgano competente más próximo en lugar
físico que por razón de la materia del contrato correspondiera.

Este sistema de red de Registros comunicados tendría una misión netamente de
información pública, pues los otros extremos serían competencia de cada órgano de
contratación en cuestión.

Como estamos en la U.E. se debía fomentar con el consenso de todos los países
miembros, el uso de una Red Informática Común en materia de clasificación de con-
tratistas y la situación jurídica de los mismos, en donde el Registro y los Criterios
de Clasificación de los Contratistas fuesen análogos para todos los países miembros
de la misma. Este objetivo podría cumplirse aplicando una “Tercera Vía” efectiva en
la materia, es decir, una Reglamentación Europea obligatoria acerca de la
Clasificación y Capacidad de Contratar para las Empresas que quisieran operar en el
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campo de su Sector Público, pero esto, como en otros muchos campos, aún no es
posible, a pesar de lo que comentó en conferencia acerca de la Constitución Europea,
D. Antonio Carrillo Salcedo (Catedrático de Derecho Internacional Privado de la
Hispalense, doctor en derecho, Comisario del V centenario de la Fundación de la
Universidad de Sevilla) que ha sido Magistrado en el Tribunal Europeo de Derechos
Humanos y que tenía motivos fundados para intentar convencernos que en la
Conferencia Niza, que elaboró la “Carta de Derechos Fundamentales de la U.
E.” (tiene 54 artículos estructurados en siete capítulos), se introducían expectativas
de derechos políticos para los ciudadanos de la U.E., y se empezaba a establecer un
embrión de Constitución Europea para que se pudiera producir algún día la difí-
cil unión política que nos llevara a la aplicación de una Legislación Común.

Algunas de las razones por las que el Derecho Comunitario convive sin prevalen-
cia en la mayoría de los casos sobre el Derecho de cada Estado Miembro, según Dª.
Susana Galera Rodrigo (autora de un excelente estudio del Derecho
Administrativo Comunitario denominado La Aplicación Administrativa del
Derecho Comunitario. Administración Mixta. Tercera Vía de Aplicación), son:

1ª) La integración europea se está consiguiendo mediante un encadenamiento de
lentas etapas, Unión aduanera, Mercado Común, Unión Económica y Monetaria...
hasta alcanzar algún día La Unión Política, en consecuencia, lo mismo pasa con la
formación del Derecho Comunitario y su aplicación en los Países miembros.

2ª) El dinamismo del Proceso de integración Europeo ha ido produciendo distin-
tas posturas en las relaciones entre el Derecho Comunitario y los distintos Derechos
de cada Estado miembro. Así de una propuesta inicial de integración muy ambi-
ciosa, fundada en la primacía del Derecho Comunitario, se pasó a aplicar una técni-
ca pragmática en la creación de ese Derecho Común en la U.E., que de momento
son normas materiales que se aplican, de un modo más o menos unitario, en todos
los Países miembros.

3ª) En la construcción de la U.E. es evidente que desde el principio de su anda-
dura siempre han prevalecido los aspectos económicos, por lo que las Leyes
Comunitarias tienen un carácter instrumental que tiende a resolverlos, dando por el
momento poca importancia a los aspectos procesales que son los que han de garan-
tizar los derechos de los ciudadanos frente a las actuaciones de las AA.PP..

4ª) Tradicionalmente en la U.E., la aplicación de las normas comunitarias se ha
realizado de dos formas:

– La aplicación directa (las aplican órganos comunitarios mediante procedimien-
tos diseñados en los Tratados).



– La aplicación indirecta (las aplican los órganos de cada país miembro, según los
procedimientos nacionales, y por lo tanto, serán los Tribunales del Estado en cues-
tión, los que ejerzan el control jurisdiccional de las actuaciones).

Esto lo intenta unificar la denominada “Tercera Vía”, ya que como consecuencia
del olvido normativo de los aspectos procesales en la U.E., existe un área de deci-
sión política exenta de control jurisdiccional en los aspectos de cooperación admi-
nistrativa que no está regulada de forma específica y que produce choque, lagunas
normativas y confusión entre el Derecho Comunitario y los Derechos Internos de los
distintos Países miembros (demasiadas veces, no queda claro para el administrado,
quién ha tomado una determinada decisión que le afecta y ante quién ha de acudir
para defender sus legítimos intereses).

Por eso sería importantísimo, que la denominada “Tercera Vía” fuese en realidad
un Derecho Común de obligado cumplimiento en toda la U.E., pero ello, aún no es
posible, porque de momento no parece que exista una verdadera voluntad de crear
una Constitución Europea para poder consolidar un verdadero sistema de Derecho
Común.

Con lo expuesto, podría parecer que no es fácil implantar mí propuesta euro-
pea sobre situación jurídica de los empresarios y de su clasificación y capacidad
para contratar obra pública, pero no es así, sólo sería necesario aplicar el prag-
matismo antes aludido, mediante una Ley instrumental de carácter técnico (en
muchos otros aspectos, ya se ha realizado la regulación comunitaria de obligado
cumplimiento–Directivas– en todos los países miembros, basta recordar la obli-
gatoriedad en determinados proyectos del Estudio de Impacto Medioambiental,
el cumplimiento de las condiciones mínimas de Seguridad y Salud en las obras,
e t c . ) .
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Anexo nº 3.- (Documentación no exhaustiva relativa a la ejecución de las Obras
o Infraestructuras Públicas).

1.- Modelo de impreso para la aprobación del Plan de Seguridad y Salud.

2.- Programa de Trabajo y Modelo de impreso de aprobación del mismo, res-
pectivamente.

3.- Modelo de impreso para el Aviso Previo a la Autoridad Laboral antes del
comienzo de las obras (Art. 18 del R.D. 1627/1997, de 24 de octubre, del
Mº de la Presidencia), así como el de notificación de Inicio de Obras, res-
pectivamente.

4.- Modelo de impreso de Acta de Comprobación de Replanteo y Autorización
del Inicio de la Obra.

5.- Modelo de impreso para la Suspensión de Obras.

6.- Modelo de impreso para la Solicitud y Concesión de Prórroga para la
Terminación de la Obra, así como la Aprobación del Acta de Reinicio y
Plazo para la Terminación de la Obra, respectivamente.

7.- Modelo Oficial de Certificación Ordinaria, Anticipada o Final (con sus respec-
tivas leyendas para poder cumplimentar y rellenar su correspondiente carátula).

8.- Modelos de impreso de Solicitud y Aprobación de Abono a Cuenta por
Acopio de Materiales, respectivamente.

9.- Modelo de impreso para la Cancelación Total o Parcial de Avales Prestados en
Garantía de Abonos a Cuenta por Acopios de Materiales, Instalaciones y Equipo.

10.- Modelo Oficial de Presupuesto Adicional por Revisión de Precios (con
todos los impresos documentales necesarios para una vez cumplimentados
poder rellenar su carátula).

11.- Modelo de Impresos para la Propuesta Técnica de Modificación de Contrato
de Obra (el informe favorable de la Oficina o Unidad Técnica de
Supervisión de dicha propuesta, da lugar al Órgano de Contratación al
encargo del correspondiente Proyecto Modificado que la desarrolla, para su
correspondiente tramitación y aprobación).

12.- Modelos de impreso de Acta de Recepción de Conformidad de Obra (con y
sin representante de la Intervención, respectivamente).

13.- Modelos de impreso de Acta de Recepción Con Disconformidad de Obra
(con y sin representante de la Intervención, respectivamente).

14.- Ejemplo de Informe Fotográfico de obra.
Nota.- El número que aparece delante del documento sólo indica el orden en que aparece en el

Anexo.
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DIRECTORES/AS DE OBRA:

DIRECTORES/AS DE PROYECTO:

Los/Las Directores/as facultativos de las obras una vez analizado el estado actual de las mis-
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Los/Las Directores/as facultativos de las obras
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TRÁMITE DE A U D I E N C I AA LC O N T R AT I S TASOBRE PROPUESTAT É C N I C AM O T I VA D ADE MODI-
FICACIÓN DE PROYECTO REDACTA D A POR LOS/LAS DIRECTORES/AS FA C U LTAT I V O S / A S

DIRECTORES/AS DE OBRA:
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ASESOR/ADE LAINTERVENCIÓN

LOS/LAS DIRECTORES/AS DE OBRA

LOS/LAS DIRECTORES/AS DE EJECUCIÓN DE OBRA

E L / L AR E P R E S E N TANTE DEL C O N S T R U C TO R

/Dª

/Dª

/Dª

/Dª

/Dª

/Dª

/Dª

/Dª

/Dª

/Dª

El/La Director/a de la obra expone que la misma ha sido ejecutada

El/La Director/a de las obras convoca al contratista para el día
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/Dª

/Dª

/Dª

/Dª

/Dª

/Dª

/Dª

/Dª

/Dª

/Dª

ASESOR/ADE LAINTERVENCIÓN

E L / L AR E P R E S E N TANTE DEL C O N S T R U C TO R

LOS/LAS DIRECTORES/AS DE EJECUCIÓN DE OBRA

El/La Director/a de la obra, emplaza al Contratista para remediar los
LOS/LAS DIRECTORES/AS DE OBRA
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/Dª

/Dª

/Dª

/Dª

/Dª

/Dª

/Dª

/Dª

E L / L AR E P R E S E N TANTE DEL C O N S T R U C TO R

LOS/LAS DIRECTORES/AS DE EJECUCIÓN DE OBRA

El/La Director/a de la obra, emplaza al Contratista para remediar los

LOS/LAS DIRECTORES/AS DE OBRA
22/02/93
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LÁMINAS DESCRIPTIVAS RESUMEN DE PROYECTO
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Aparicio - Doctora de Sociología de la Universidad Pontificia de Comillas -
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tados en el artículo de Dª. Isabel Gallego aparecido en el Periódico A.B.C. del
19-03-01 en la Sección de SOCIEDAD.
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La Aplicación Administrativa del Derecho Comunitario. Administración Mixta.
Tercera Vía de Aplicación de Dª. Susana Galera Rodrigo editado por la Cámara
de Cuentas de Andalucía.

Programa impartido por Dª. Florance Elisabeth sobre La Financiación
Extrapresupuestaria e información complementaria facilitada.

Nuevas Formas de Financiación de Proyectos Públicos por D. Francisco Javier
Romero Álvarez (Director de la Cámara de Cuentas de Andalucía).

REAL DECRETO LEGISLATIVO 2/2000, de 16 de junio, por el que se aprueba el
Texto Refundido de la Ley de Contratos de las Administraciones Públicas
(B.O.E. núm. 148, del miércoles 21 de junio de 2000).

REAL DECRETO 1098/2001, de 12 de octubre, por el que se aprueba el
Reglamento General de la Ley de Contratos de las Administraciones Públicas
(B.O.E. 26 de octubre de 2001 y Corrección de errores B.O.E. 19 de diciembre
de 2001).

La Ley 38/1999, de 5 de noviembre, de Ordenación de la Edificación, publicada en
B.O.E. núm. 266, de 6 de noviembre de 1999.

DECRETO 3854/1970, de 31 de diciembre (Obras Públicas), por el que se aprue-
ba el Pliego de Cláusulas Administrativas Generales para la Contratación de
Obras del Estado (B.O.E. núm. 40, de 16 de febrero de 1971).

Cursos de Gestión y Contratación Pública de Obras, impartidos por D. José Conde
Oliva y D. Rafael Viana Triviño ambos Jefes de Sección de Supervisión de
Proyectos y de Obras respectivamente, de la Dirección General de Arquitectura
y Vivienda de la Consejería de Obras Públicas y Transportes.

Temario específico de Oposiciones a la Junta de Andalucía . (Cuerpos de
Técnicos de Grado Medio, opción Arquitectura Técnica , editado por el
Colegio Oficial de Aparejadores y Arquitectos Técnicos, debidamente actualiza-
do).

Programa sobre Empresa Pública del curso Experto II impartido por D .
Francisco Javier Gestoso Pró y D. Jesús Cabanillas , Director Gerente y
Director Financiero de Gestión de Infraestructuras de Andalucía, S.A.
(G.I.A.S.A.) , respectivamente.

La Fundación, Codificación y Banco de Precios de la Construcción .
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Gran Enciclopedia LAROUSSE de Editorial Planeta, S.A. de 1967.
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SIGLAS UTILIZADAS (POR ORDEN
ALFABÉTICO):

A.G.E. (Administración General del Estado).

AA.PP. (Administraciones Públicas).

Admón. (Administración).

Art. (Artículo).

Arts. (Artículos).

B.B.V.A. (Banco Bilbao Vizcaya Argentaria).

B.E. (Banco de España).

B.O.E. (Boletín Oficial del Estado).

B.O.J.A. (Boletín Oficial de la Junta de Andalucía).

C. (Contratista).

C.A. (Comunidad Autónoma).

C.C.E. (Comisión de las Comunidades Europeas).

C.E. (Comunidad Europea).

C.I.R. del B.E. (Centro de Información de Riesgos del Banco de España).

C.O.P.T. (Consejería de Obras Públicas y Transportes).

C.P.F.F. (Consejo de Política Fiscal y Financiera).

C.S.I.C. (Centro Superior de Investigaciones Científicas).

CC.AA. (Comunidades Autónomas).
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CC.EE. (Comunidades Europeas).

CC.GG. (Cortes Generales).

CC.LL. (Corporaciones locales).

Cl. (Cláusula).

Cls. (Cláusulas).

D. o (la D.) (Dirección Facultativa de la Obra o Director de la Obra).

D.O. (Delegado de Obra).

D.O.C.E. (Diario Oficial de las Comunidades Europeas).

E.B.S.S. (Estudio Básico de Seguridad y Salud).

E.P.A. (Encuesta de Población Activa).

E.S.S. (Estudio de Seguridad y Salud).

EE.AA. (Entidades Administrativas).

EE.GG. y SS.CC. de la S.S. (Entidades Gestoras y Servicios Comunes de la
Seguridad Social).

E.L. (Entidad Local).

EE.LL. (Entidades locales).

EE.PP.EE. (Entes Públicos Empresariales).

EE.PP.EE. y SS.EE. (Entes Públicos Empresariales y Sociedades Estatales).

EE.PP.EE. (Entidades Públicas Estatales).

F.C.B.P.C. (La Fundación, Codificación y Banco de Precios de la Construcción).

F.C.E.P. (Fondo de Contingencia de Ejecución Presupuestaria).

F.E. (Financiación Extrapresupuestaria).

F.E.D.E.R. (Fondo Estructural de Desarrollo Europeo Regional).

G.G.E. (Gastos Generales de Estructura).

G.I.A.S.A. (Gestión de Infraestructuras de Andalucía, S.A.).

I.G.A.E. (Intervención General de la Administración del Estado).

I.G.I.C. (Impuesto General Indirecto Canario).

I.M.S.E.R.S.O. (Instituto de Migraciones y Servicios Sociales).
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I.N.E. (Instituto Nacional de Estadística).

I.P.C. (Incremento de Precios al Consumo).

I.V.A. (Impuesto sobre el Valor Añadido).

J.A. (Junta de Andalucía).

J.C.C.A. (Junta Consultiva de Contratación Administrativa).

J.O. (Jefe de Obra).

L . B . C . F. G . I . P. (Ley Básica de Construcción, Financiación y Gestión de
Infraestructuras Públicas).

L.C.A.P. (Para abreviar se entenderá que corresponde al T.R.L.CC.AA.PP.) .

L.E.P. (Ley de Estabilidad Presupuestaria).

L.F.E. (Ley de Financiación Extrapresupuestaria).

L.G.P. (Ley General Presupuestaria).

L.O.C. a L.E.P. (Ley Orgánica Complementaria a la Ley de Estabilidad
Presupuestaria).

L.O.E. (La Ley 38/1999, de 5 de noviembre, de Ordenación de la Edificación, publi-
cada en B.O.E. núm. 266, de 6 de noviembre de 1999).

L.O.F.C.A. (Ley Orgánica de la Financiación de las Comunidades Autónomas).

L.O.F.E. (Ley Orgánica de Financiación Extrapresupuestaria).

L.R.H.L. (Ley Reguladora de las Haciendas Locales).

L.R.J. de las AA.PP. y del P.A.C. (Ley del Régimen Jurídico de las
Administraciones Públicas y del Procedimiento Administrativo Común).

O.P.O. de las C.E. (Oficina de Publicaciones Oficiales de las Comunidades
Europeas).

OO. (Organismos).

OO.AA. (Organismos Autónomos).

P.A.I.F. (Presupuesto Anual de Inversiones y Financiación).

P.B.L. (Presupuesto Base de Licitación).

P.C.A.G. (Pliego de Cláusulas Administrativas Generales para la Contratación de
Obras del Estado).



Carlos Mateos Pérez

380

P.C.A.P. (Pliego de Cláusulas Administrativas Particulares).

P.D.I.A. (Plan Director de Infraestructuras de Andalucía).

P.E.G.I. (Programa de Ejecución de Grandes Infraestructuras).

P.E.M. (Presupuesto de Ejecución Material de la Obra).

P.F. (Project Finance).

P.L. (Presupuesto de Licitación de la Obra).

P.F.P. (Project Finance Público).

P.I.B. (Producto Interior Bruto).

P.P.A.P. (Pliego de Prescripciones Administrativas Particulares).

P.P.T. (Pliego de Prescripciones Técnicas).

PP.C.A.P. (Pliegos de Cláusulas Administrativas Particulares).

PP.GG. del E. (Presupuestos Generales del Estado).

P.P.T.G. (Pliego de Prescripciones Técnicas Generales).

PP.P.T.G. (Pliegos de Prescripciones Técnicas Generales).

P.P.T.P. (Pliego de Prescripciones Técnicas Particulares).

P.S.I. (Precio Elemental, Simple o Básico Instrumental).

P.S.S. (Plan de Seguridad y Salud).

P.U.D. (Precio Unitario Descompuesto).

PP.U.D. (Precios Unitarios Descompuestos).

R.A.S.S.S.A. (Red de Asistencia Sanitaria de la Seguridad Social en Andalucía).

R.D. (Real Decreto).

R . G . L . C . A A . P P . (Reglamento General de la Ley de Contratos de las
Administraciones Públicas).

R.O.C. (Registro Oficial de Contratistas).

R.P.C. (Registro Público de Contratos).

RR.OO.CC. (Registros Oficiales de Contratistas).

S.I. (Sociedad/es Instrumental/es).

S.I.P. (Sociedad/es Instrumental/es del Proyecto).
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S.O.G.E.F.I.N.S.A. (Sociedad de Gestión y Financiación de Infraestructuras Sierra
Nevada 1995, S.A.).

S.T.S. (Sentencia del Tribunal Supremo).

SS.CC. del S.A.S. (Servicios Centrales del Servicio Andaluz de Salud).

SS.EE. (Sociedades Estatales).

SS.T.S. (Sentencias del Tribunal Supremo).

T. R . L . C C . A A . P P . (Texto Refundido Ley de Contratos de las
Administraciones Públicas - Real Decreto Legislativo 2/2000 de 16 de
junio -) .

T.U.E. (Tratado de la Unión Europea).

Ud. (unidad).

Uds. (Unidades).

U.E. (Unión Europea).

U.E.G.I. (Unidades Especiales de Gestión de Infraestructuras).

U.E.M. (Unión Económica y Monetaria).

U.T.E. (Unión temporal de Empresas).
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